
        
            
                
            
        


 	
	    
		
		
            Para mi hija Mariña, ciudadana libre. 


			 


			Me preocupa que se apague el fuego. 


			Nos congelaremos. 


			


	    


 	
	    
		
		
            There’s class warfare, all right, but it’s my class, the rich  class, that’s making war, and we’re winning. 


			 


			WARREN BUFFET 


			 


			Outside another yellow moon Punched a hole in the nighttime, yes I climb through the window and down the street Shining like a new dime The downtown trains are full With all those Brooklyn girls They try so hard to break out of their little worlds... 


			 


			TOM WAITS. Downtown train 
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			Viene la España neofeudal 


			 


			Nunca permitas que la realidad te estropee un buen titular. Es la regla de oro de la política moderna. Los líderes y gobernantes sólo comparecen para dar buenas noticias a través de los medios de comunicación de masas. Las malas noticias llegan boca a boca, cuando te suceden a ti y ya no queda tiempo para reaccionar. 


			La gran mayoría de los españoles han descubierto qué significaban realmente la reforma laboral, el programa de estabilidad presupuestaria o la reforma de las pensiones cuando han ido a buscar un empleo, o han cobrado su primera nómina del año, o les han ingresado la pensión, o cuando han ido al médico porque les dolía algo, o han acudido a la farmacia para comprar los medicamentos que les acababan de recetar, o al principio del curso cuando han ido a buscar los libros de los niños. El gobierno y la mayor parte de los medios les habían contado otra historia, una más confortable y tranquilizadora donde los recortes y los sacrificios recaían siempre sobre los demás, sobre quienes realmente se los merecían; porque todo el mundo sabe que tú no te los mereces. 


			En Piratas de lo público identificaba cómo el neoliberalismo corsario había suministrado cobertura moral e intelectual al asalto contra el Estado del Bienestar mediante su discurso donde todo lo público se acaba volviendo perverso para la libertad individual, peligroso para la democracia e inútil para resolver los problemas sociales. Desde el inicio de esta crisis ese mismo neoliberalismo se ha acreditado también como un corsario de la verdad, en cada ocasión más voraz e impúdico. 


			Una vez más la lógica reaccionaria se ha convertido en su principal arma. Pensar diferente resulta perverso, peligroso e inútil. Vivimos en la edad de oro del pensamiento patrocinado. El dinero ya sólo compra fuerza para mantener el poder en los países pobres. En los países ricos patrocina ideas. Al parecer sólo existe una verdad respecto a cuánto ha sucedido durante estos últimos años de crisis y devastación: la verdad patrocinada. Todo lo demás es populismo o demagogia. Los relatos alternativos con ricos y pobres, ganadores y perdedores, o las opciones políticas que construyan sus programas sobre esos relatos son sistemáticamente presentados como perversos para la libertad individual, peligrosos para la democracia e inútiles para resolver los problemas económicos. 


			Este libro piensa diferente, quedáis avisados. Por tanto es perverso, peligroso e inútil. En esta historia encontrarán ricos y pobres, ganadores y perdedores, favorecidos y desfavorecidos. En este relato, ni la crisis presupone una desgracia inevitable, ni las cosas suceden porque sí y porque no quedaba otro remedio. En este relato, las cosas suceden porque alguien sale ganando, siempre queda otro remedio y siempre existen opciones alternativas y diferentes a las políticas de sufrimiento masivo que nos presentan como las únicas posibles. En este libro se busca explicar por qué los ricos, aquellos que tenemos acceso a las mejores oportunidades para progresar y acumular riqueza, vamos ganando al aprovechar la crisis para imponer políticas que nos aseguren aún más esas oportunidades y continuar acumulando más riqueza. 


			Pero a lo largo de las páginas que siguen también se intenta explicar cómo no tiene por qué ser así, ni constituye la única opción disponible. Las autoridades competentes y el pensamiento patrocinado os advertirían de que el consumo de este libro perjudica gravemente vuestra salud y la de quienes se hallan a vuestro alrededor. A lo mejor tienen razón. Leed con cuidado y desconfiad de cuanto leáis. 


			 


			Por la recuperación económica hacia la España neofeudal 


			 


			La tesis central que pretende demostrar este texto resulta clara y sencilla de entender. Los ricos hemos sabido convertir la crisis en una oportunidad política y económica para subvertir el modelo de las sociedades del bienestar que había logrado cierto grado de hegemonía en Occidente, aunque fuera mediante formas y regímenes diversos. Hasta ahora los ricos, las élites económicas y financieras, los grandes patrimonios y las grandes corporaciones no habíamos tenido más opción que aceptar el ideal del bienestar como una responsabilidad pública por causa del avance de la democracia dentro de las fronteras del Estado-nación, la expansión y profesionalización del propio Estado del Bienestar y la mayor capacidad de organización y movilización por parte de otros intereses y fuerzas sociales. 


			Pero la llamada crisis nos ha permitido decir: ¡Basta! y promover un verdadero proceso de «subversión antidemocrática y clandestina» contra la idea y el modelo del Estado social o del Bienestar democrático y de derecho. Un proceso de subversión antidemocrática y clandestina financiado gracias a la movilización masiva de los recursos económicos de las élites económicas y financieras y a la porosidad económica de las fronteras estatales. Un proceso de subversión antidemocrática y clandestina que desarrolla estrategias de acoso y derribo sistemático contra los proyectos supraestatales como la Unión Europea (UE), o contra los gobiernos y Estados que pudieran tratar de desarrollar políticas económicas alternativas a aquellas que aseguran los procesos de acumulación de la riqueza. Un proceso de subversión antidemocrática y clandestina facilitado y promovido por el acceso y la influencia de los ricos y las élites ante los decisores públicos y la capacidad de su pensamiento patrocinado para construir y difundir masivamente un poderoso relato donde lo público siempre se declara culpable y la austeridad se ofrece como el único camino posible. 


			«La gran crisis de 1914-1945 con la destrucción de capital por la inflación, las dos guerras mundiales y la Gran Depresión, sumado a cambios institucionales, como la creación del Estado del Bienestar, revirtieron un poco el proceso de creciente desigualdad que veíamos desde la revolución industrial» (Thomas Piketty, bbv.co.uk 7/3/14). Por la vía de los hechos y las políticas impuestas desde la aparente neutralidad de una supuesta «gobernanza tecnocrática mundial» instituida por medio de organismos como el FMI o la OCDE, hurtando o evitando el debate político y la decisión democrática, los ricos pretendemos revertir lo más rápidamente posible estas cinco décadas de modesto crecimiento de la igualdad y la redistribución de la riqueza. Una progresión de la igualdad que se explica principalmente por la expansión de la idea de un Estado del Bienestar que asumía un papel de actor principal en el funcionamiento de la economía y la creación de riqueza, promovía el pleno empleo y la redistribución de la riqueza y las oportunidades, consideraba una responsabilidad colectiva la provisión universal de bienes públicos mediante servicios públicos y facilitaba la autonomía del individuo para tomar sus decisiones y ejercer sus derechos gracias a su propia condición de ciudadano. No es economía, es ideología. Los ricos necesitamos cambiar el modelo económico y social porque es precisamente el modelo de la sociedad del bienestar el principal factor que explica las modestas tendencias de reversión de la desigualdad y redistribución de la riqueza. 


			Los ricos rechazamos ese modelo porque estorba la creación y acumulación de la riqueza y resulta contrario a nuestros intereses. No estamos dispuestos a seguir sufragándolo y queremos cambiarlo. Pero hemos aprendido la lección luego de setenta años de democracia en muchos países tras la segunda guerra mundial, incluso hemos aprendido la lección tras apenas cuarenta años de democracia en España. No estamos dispuestos a asumir el coste político de plantearlo abiertamente, como una elección política que deba tomar el conjunto de la sociedad a través de sus instituciones democráticas. Saldría demasiado caro y además podríamos perder. Ha resultado mucho más barato y eficiente transformar la crisis de un modelo económico de crecimiento insostenible y apropiación ilimitada de superbeneficios en una crisis política e institucional. Lo que era y continúa siendo una elección política y colectiva que en democracia deberían tomar todos los ciudadanos: en qué modelo de sociedad queremos vivir, se ha transformado en una elección económica que sólo quienes sabemos qué está pasando, quienes entendemos qué puede pasar, quienes tenemos y somos propietarios deberíamos adoptar; una decisión compleja y delicada que sólo los ricos vamos a tomar. 


			El futuro ahora nos pertenece, es sólo nuestro. Detrás de la lógica política que ha sostenido y argumentado las intervenciones de países y empresas, la irrupción de gobiernos tecnocráticos o la ruptura flagrante de promesas y compromisos electorales se percibe con claridad una idea madre de todas las austeridades: sólo quienes nos jugamos realmente algo tenemos derecho efectivo a decidir. La gran mayoría no es propietaria, no se juega gran cosa y desde luego no se juega lo que arriesgamos nosotros. Tal y como lo vemos los ricos, no resulta justo que decida, ni que sus decisiones deben resultar o entenderse como vinculantes. Existe un bien superior que hay que proteger antes que la democracia: los derechos de los propietarios, de los nuevos señores enriquecidos y empoderados aún más con la crisis. 


			Los ricos vamos ganando porque hemos logrado subvertir la legitimidad democrática que percibíamos como una amenaza para nosotros y nuestros patrimonios. Hemos ganado la batalla política de las ideas sin apenas haber necesitado librarla. Lo más legítimo hoy ya no reside en aquello decidido de manera más democrática por la mayoría. La democracia representativa ha comenzado a degenerar de manera acelerada en un nuevo régimen; la austerocracia. Ahora entre nosotros rige con mano de hierro otra legitimidad más acorde con nuestros intereses como propietarios: la legitimidad austerocrática, lo más legítimo ahora siempre es lo más barato, aquello que menos pueda amenazar nuestra riqueza y nuestra propiedad. 


			En el éxito de este proceso de cambio de legitimidad ha resultado clave el papel jugado por la propagación masiva del discurso de la antipolítica como argumento principal. El pensamiento patrocinado ha dedicado mucho tiempo y esfuerzo a publicitar con indudable éxito que la corrupción va indisolublemente unida a la política. Los numerosos pero particulares casos de corrupción han sido amplificados y redifundidos de manera selectiva hasta convertirlos en una causa general contra la política. Los propios partidos han contribuido a alimentar esta percepción, tanto al tolerar los casos de corrupción, como al recurrir a la táctica de extender la sospecha sobre el conjunto del sistema político para difuminar sus escándalos particulares. En todos los casos se repite convenientemente un mismo relato donde el corruptor parece no existir. No hay empresas ni empresarios que se benefician y obtienen lucrativos contratos y si los hay, jamás conocemos sus nombres, ni los vemos condenados por la Justicia. La corrupción siempre empieza y acaba en la política. Dado que en el discurso de la antipolítica todos los políticos son iguales, todos los políticos han de ser corruptos o acabarán siéndolo. El corolario final del argumento resulta obvio: dado que lo público se construye desde la política, lo público también acaba generando inevitablemente corrupción. Lo público ya no es lo mejor para la democracia. Ahora lo privado se ha convertido en lo mejor para la democracia. 


			Al tiempo de los ciudadanos, reconocidos y tratados como sujetos de derechos y obligaciones por un Estado comprometido en algún grado con el desarrollo de su autonomía, le sucede ahora este nuevo tiempo de los ciudadanos asimilados a los antiguos vasallos porque sus derechos dependen cada vez más críticamente de la discreción y la voluntad de los propietarios, de los señores. Los derechos de los ciudadanos han dejado de ser promovidos por un Estado cada vez más inerme y debilitado por el estigma de la corrupción y cuya función primordial se ha vuelto, cada vez en mayor medida, garantizar los derechos de los propietarios. 


			Casi todas las generaciones han de afrontar, antes o después, el hecho de que su mundo ha cambiado y todas las incertidumbres y angustias que eso genera. Desde una visión lineal de la historia, unos lo hacen sintiéndolo como un shock de futuro que viene a confirmar que el mundo camina indefectiblemente hacia su ruidosa desaparición, otros lo interpretan como un síntoma del progreso de la humanidad siempre avanzando hacia algo mejor. 


			Desde una visión más circular de la historia, muchos prefieren entenderlo como otro giro en una sucesión de civilizaciones donde la humanidad vive, no repite, nuevas versiones de viejas etapas y modelos. En esa óptica circular de la historia, el análisis de la evolución de las sociedades capitalistas modernas hacia una orientación neomedieval forma parte relevante del pensamiento contemporáneo desde hace décadas. Ya en los años treinta Nikolái Berdiáyev defendió la idea de la creciente medievalización de una sociedad asolada por el fascismo y al borde de la segunda guerra mundial. Durante la década de los setenta el geógrafo Giuseppe Sacco, el historiador Furio Colombo, el lingüista Umberto Eco y el sociólogo Roberto Vacca, lanzan su ya clásica denominación de «La nueva Edad Media» para bautizar el mundo que empezaba a emerger tras la crisis del petróleo y el arranque de la globalización. Durante los años noventa el pensador francés Alain Minc (1994), tomando como referencia los brutales conflictos bélicos y étnicos desatados en los Balcanes, teorizó el carácter neomedieval de un mundo en plena globalización, destacando los paralelismos que registraba entre el actual y el anterior período medieval, vivido por Europa tras la caída de Roma. 


			La tesis neomedievalista ha identificado diversas equivalencias entre la edad medieval y esta «nueva Edad Media» llena de paralelismos pero no igual. Se suelen destacar la carencia o difuminación de un centro de poder jerárquico definido y las crecientes dificultades de comunicación en un mundo que se fracciona y aísla a causa del exceso de información. También se ha resaltado la inseguridad y la provisionalidad rampantes que se registran respecto a los modos de vida y producción, la vietnamización (Colombo, 1973) de las ciudades y la emergencia continua de nuevos espacios grises o «feudos» donde el Estado y la ley se retiran y gobierna la voluntad de los señores de la guerra, las mafias o las bandas organizadas. Otro paralelismo destacado con frecuencia se refiere al tipo de pensamiento dominante, marcado por una asfixiante especialización tecnológica, la obsolescencia programada de las tecnologías y el vigente y dogmático formalismo intelectual centrado en la recopilación y el inventario del conocimiento y el renacimiento del pensamiento mágico y las religiones. 


			Las tesis neomedievalistas han reflexionado hasta ahora de manera prioritaria desde una perspectiva marcadamente sociológica. Han pivotado en torno a la identificación de los paralelismos respecto al medievo en cuanto a las políticas tecnológicas y de seguridad, urbanismo y territorio, ecología o cultura. Su atención respecto a las equivalencias en cuanto a la consideración de la propiedad y las diferencias entre propietarios y no propietarios, los modos de producción o las relaciones económicas ha resultado más bien secundaria, al igual que los enfoques más económicos o politológicos. Pero paradójicamente ha sido precisamente en esas políticas y en esos ámbitos donde la crisis y las políticas de gestión de la misma, basadas en la austeridad y el recorte de todo lo público, más parecen haber acelerado la recuperación, reconstrucción o renovación de modelos de organización social y económica de inspiración neofeudalista. 


			La mayoría de los ciudadanos aún se comporta y vive convencido de habitar en el marco del modelo de una sociedad del bienestar. Se asume que la crisis y las dificultades económicas han obligado a implementar recortes y a hacer ajustes, pero la mayoría se mantiene convencida de que se trata de turbulencias pasajeras, que cuando la economía se recupere y vuelva el crecimiento económico retornará, de una manera u otra, algo parecido al Estado del Bienestar. Sin embargo, los recortes y cambios que los ciudadanos han aceptado en el funcionamiento de la economía o la política se asumen como permanentes, incluso necesarios y deseables. La tecnocracia parece haber vencido definitivamente a la política y el poder se vuelve cada vez más disperso, opaco y oscuro. El clientelismo y el patronazgo renacen como maneras emergentes de participar en política. Los partidos políticos agonizan en manos de no se sabe qué modelos emergentes de acción y organización política, la mayoría inspirados por el individualismo exacerbado y el liderazgo místico. Lo público es colonizado y repoblado por lo privado. Casi nadie echa de menos al Estado en los mercados o a los sindicatos en el mercado laboral. Parece como si los mismos ciudadanos que esperan volver a las políticas del bienestar no quisieran en modo alguno regresar a la política ni a la economía que las hicieron posibles. 


			 


			Sólo los señores heredarán la tierra 


			 


			En esta «nueva Edad Media» (Eco, Colombo, Alberoni, Sacco, 1973; Minc, 1994) política y económica que recorre Europa y España, al pretendidamente viejo, depauperado e insostenible sueño de la sociedad del bienestar, debe sucederle el renacido, relegitimado y de nuevo sostenible sueño de una sociedad de propietarios donde las relaciones sociales reconstruyan un modelo que actualiza y se aproxima a la sociedad feudal o señorial. En esta renovada idea de la sociedad neofeudal (Colombo, 1973) existen señores y ciudadanos. Sus relaciones funcionan de manera jerárquica y piramidal. La crisis ha permitido empoderarse aún más a los señores y ha facilitado el desempoderamiento masivo de la ciudadanía. En las tantas veces anunciadas y publicitadas «nueva política», «nueva economía» o «nueva sociedad» que emergen tras la Gran Recesión se esconde en no pocas ocasiones este tenebroso viaje al pasado. Los derechos vuelven a ir indisolublemente unidos a la condición de propietario. Los propietarios son los señores, los únicos titulares de derechos y sólo han de guardar sus propias leyes y reglas. Los no propietarios devienen simples ciudadanos, vasallos obligados por la ley común; sólo tendrán acceso a aquellos derechos que puedan pagarse y además les reconozcan los señores. 


			En este nuevo orden emergente, las relaciones laborales se rigen cada vez más por seudocontratos desiguales entre trabajadores en precario y desprotegidos y empleadores ungidos de un poder casi absoluto, con instituciones basadas en un modelo que bien podría calificarse como de neovasallaje. Se privatiza y dualiza la provisión y consumo de bienes públicos básicos, separando en cuanto a su acceso y consumo a propietarios de no propietarios, a los señores de los ciudadanos. Además se desposee al individuo de la autonomía que hasta ahora le suministraban los derechos asociados a su condición de ciudadano y las políticas del bienestar. En su lugar las nuevas políticas públicas promueven la dependencia que incluye una concepción punitiva y asistencial de los servicios públicos donde, para acceder a los mismos, se requiere a cada individuo el cumplimiento previo de ciertas condiciones personales, sociales, morales, familiares o económicas, fijadas y alteradas a discreción por los señores. 


			Si la gente corriente quiere la solidaridad y la caridad de los ricos, tendrán que aprender a vivir como nos gusta que lo hagan. Es nuestro derecho. Es lo que pagamos. El tiempo del viejo neoliberalismo como pensamiento dominante ha terminado. Es la hora del neofeudalismo. No se trata de un salto atrás en el tiempo, o que la historia se esté repitiendo y nos hallemos en el camino de vuelta hacia una sociedad feudal con señores, vasallos y feudos. «Al interpretar de esta forma los indicios de la regresión, nos arriesgamos a no entender en su justo término los fenómenos que se están produciendo... la historia no vuelve sobre sus pasos porque, siguiendo la profecía de Marx, tiene más imaginación que los hombres. Lo que hace la historia es tomar derroteros y caminos siempre nuevos» (Minc, 1994). Asistimos a la emergencia de un nuevo orden social y político, un nuevo modelo de ordenar y organizar nuestra sociedad y nuestras relaciones económicas, políticas, sociales e incluso personales. 


			En el paradigma que construye el proyecto de sociedad neofeudal que se impone en la España emergente de la crisis conviven instituciones nuevas y otras viejas renacidas. Unas parecían haber sido superadas por la propia historia, otras parecían irresolublemente contradictorias con la consolidación de una democracia liberal, una economía de mercado o un Estado social y democrático de derecho. En la España neofeudal conviven las instituciones propias de una democracia liberal avanzada con la recuperación de viejas instituciones o la ideación de otras nuevas que limitan o subordinan de manera creciente el ejercicio de los derechos políticos o sociales a la condición de propietario. En la España neofeudal cohabitan los elementos propios e indispensables de una economía de mercado globalizada e internacionalizada, con la instauración de modelos de relación laboral que reviven y actualizan las antiguas relaciones de vasallaje, o la existencia de mercados donde la única ley descansa en la voluntad de los propietarios. En la España neofeudal se superponen las políticas y programas con la apariencia y los formatos de las políticas y los programas de un Estado del Bienestar moderno con una concepción mendicante, punitiva y por completo dependiente de la voluntad discrecional de gobiernos y élites. En la España neofeudal entran a cada momento más en conflicto los intereses de una gran mayoría de ciudadanos y la minoría de los señores. A un lado, los ciudadanos que como tales continúan siendo sujetos de derechos y obligaciones garantizadas por la ley, pueden votar y elegir a sus gobernantes, participar activamente en los asuntos públicos y elegir libremente cómo quieren vivir. Al otro, los señores, los propietarios de la riqueza que reclaman también la exclusiva propiedad de los derechos y el poder absoluto para establecer las obligaciones de los demás y decidir sobre sus vidas, sus oportunidades e incluso sus sueños a cambio de suministrarles bienes como trabajo, estabilidad y orden. 


			Durante estos años de crisis se ha escrito y hablado mucho sobre el cambio de modelo social y económico que se está produciendo aunque se ha hecho en general de manera inconexa o parcial, a modo de anotaciones sobre los diferentes cambios individuales que se iban registrando en las relaciones sociales o económicas. La escasez de esquemas globales para explicar el proceso de cambio ha reforzado en buena medida la idea de que las decisiones y políticas adoptadas respondían más a la necesidad y la urgencia impuesta por la crisis que a la existencia de unos objetivos relacionados con el modelo predeterminado. Pero se trata de una impresión tan errónea como interesada. La crisis es un escenario, no una causa, es un contexto, no una explicación. Los ricos la estamos aprovechando estratégicamente para impulsar nuestro modelo alternativo. Buscamos transformar de manera radical el funcionamiento del sistema político, las relaciones sociales y los modos de producción económicos. Identificar y desarrollar los elementos centrales de ese modelo y acreditar con datos y hechos la estrategia que lo impulsa será la tarea fundamental a lo largo de las páginas siguientes. Ahora, como punto de arranque, la siguiente tabla (tabla 1) resume los elementos centrales de dicho cambio, sintetizando y comparando las principales diferencias y la evolución desde los elementos constitutivos del modelo ideal de nueva sociedad neofeudal hacia al modelo ideal de la sociedad del bienestar. 


			 


			TABLA 1. Sociedad del bienestar versus sociedad neofeudal. 
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			Fuente: Elaboración propia. 


			 


			Frente a un modelo de sociedad del bienestar de gobierno y funcionamiento democrático para una sociedad que busca promover la igualdad y la horizontalidad, se oponen ahora como inevitables y deseables la necesidad y el ideal de un gobierno plutocrático, privatizado en manos de los propietarios de la riqueza, operado por tecnócratas y al frente de una sociedad organizada sobre relaciones jerárquicas y verticales. Al sueño de la sociedad en red y horizontal que alumbró el final del siglo XX y la revolución tecnológica, le ha sucedido el inopinado retorno hacia una sociedad piramidal, rígidamente estructurada y jerarquizada en función de la propiedad, la riqueza y el control de los recursos. La era de la movilidad social ha terminado. Vuelven los viejos tiempos del «siempre ha habido clases y siempre las habrá». Se acabaron también los años de predominio de las relaciones laborales reguladas por los mecanismos de la negociación colectiva. Emergen nuevas formas de neovasallaje laboral donde el trabajo no se concibe ni se protege como un bien social, ni siquiera económico, sino como una propiedad que el empleador permite usufructuar al empleado bajo determinadas y ventajosas condiciones que puede retirar unilateralmente de manera casi discrecional. La relación laboral retorna a constituir un contrato bilateral y privado, donde el trabajador no tiene más opción que aceptar las condiciones laborales impuestas por el empleador, si no quiere verse fácilmente expulsado de la propiedad del empresario y reemplazado por otro vasallo dispuesto a aceptar sus condiciones. 


			El esquema de protección social ya no tiene como base el supuesto del pleno empleo de la población activa, sino la coyuntura de la población efectivamente empleada en cada momento. En el nuevo modelo emergente de sociedad los servicios públicos se financian cada vez más exclusivamente con contribuciones individuales y menos con impuestos. Se recibe justo aquello que se haya pagado previamente. Las prestaciones pierden su carácter universal para pasar a depender de haber acreditado la necesidad y el cumplimiento de determinadas condiciones y requisitos morales y de conducta. La titularidad de los derechos se asocia a la condición de propietario y se disocia de la condición de ciudadano. En la sociedad neofeudal sólo los señores tienen derechos. El valor preferente a asegurar ya no reside, ni siquiera simbólicamente, en la redistribución de la riqueza y la igualdad de oportunidades, sino que vuelve a residir en facilitar la acumulación de la riqueza. La principal fuente de legitimidad ya no descansa en el carácter democrático de una decisión, sino en lo barata o cara que nos pueda salir a los propietarios, a los ricos. 


			Las peculiaridades del modelo español de «vía media» al bienestar hacen a nuestra sociedad del bienestar especialmente sensible y vulnerable ante esta «subversión antidemocrática». Revertir la aspiración de la España del bienestar hacia la idea de una inevitable, necesaria y sostenible España neofeudal resulta una tarea menos costosa que en los países de nuestro entorno. La construcción del Estado del Bienestar en España ha seguido el patrón de lo que algunos autores han llamado una «vía media» hacia la sociedad del bienestar, que incluía características propias de un sistema corporativo basado en el mantenimiento de rentas y la pertenencia a un grupo social o profesional, junto a elementos propios de un sistema universalista basado sobre la condición de ciudadano (Navarro, 1998; Moreno, 2005, 2012). El régimen del bienestar español se situaba así en una vía intermedia entre las dos tradiciones del bienestar dominantes en el continente europeo, la escandinava y la continental. Operaba sobre una combinación compleja entre las diferencias de ambas tradiciones respecto al alcance de las coberturas, el funcionamiento de los programas y los objetivos a asegurar. El resultado ha sido un régimen del bienestar irregular, variable y contradictorio, pero que parecía evolucionar de manera regular hacia el predominio del modelo de bienestar universalista, empujado por un potente consenso social y el avance del sistema democrático. Nuestra sociedad del bienestar era un proyecto aún en construcción. Su demolición está resultando bastante más sencilla y más rápida que en lugares donde su desarrollo y consolidación no necesitaron esperar a la muerte de un dictador. 


			 


			Los ciudadanos son culpables 


			 


			Gobiernos de izquierda y de derecha, reguladores nacionales y supranacionales, ejecutivos de grandes corporaciones o bancos, autoridades en general, han dedicado un especial cuidado a presentar la Gran Recesión como un problema de todos y que por tanto requería un gran esfuerzo colectivo para ser resuelto. Paradójicamente, a la hora de pagar las consecuencias de la crisis ni ha habido ni hay distinciones, ni clases, ni estamentos sociales. El nivel de renta o el patrimonio ni resultaba ni resulta relevante. Ser rico o pobre tampoco. Al parecer ni existían ni existen señores y ciudadanos. Al contrario de cuanto sugiere la realidad, no caben matices, no se admiten distinciones, no se registran grados diferentes de responsabilidad. Todos los ciudadanos son igualmente culpables. De acuerdo con el relato dominante, la crisis suponía y supone un drama colectivo y sólo podríamos salir como en Fuenteovejuna, todos a una. Cuando se nos exige un nuevo sacrificio, una y otra vez, también se nos repite que todos vamos a asumir esfuerzos similares porque entre todos hemos causado la crisis y también se trata de no dejar a nadie atrás, o abandonado a su suerte. Otra mentira más a beneficio de nosotros, los ricos. La realidad no resulta tan solidaria, ni cuenta una historia tan ejemplar. Lo único cierto es que los ricos no hemos pasado por los mismos sacrificios que ha padecido la gran mayoría. Unos pocos incluso han hecho grandes negocios que les ha permitido hacerse aún más ricos gracias a las políticas de sufrimiento masivo. 


			Los ricos, los gobiernos y el pensamiento patrocinado acostumbramos a manejar un lenguaje moralista y ejemplificador para relatar las políticas de gestión de la crisis. Tras tantas lecciones de ética y esfuerzo se esconde la necesidad de ocultar una realidad donde existen ganadores y perdedores. Una realidad donde precisamente los primeros ganan única y exclusivamente porque los segundos pierden. La exaltación permanente de la austeridad como remedio al despilfarro colectivo pasado, causante de todos los males presentes, el discurso del sacrificio como única solución ante tanta desgracia, o la apelación continua a la solidaridad caritativa como instrumento favorito para atender a los más desfavorecidos o castigados por la crisis, permiten presentar a la Gran Recesión como una desgracia colectiva, un mal giro del destino, un fatal accidente donde la culpa fue de todos y nadie puede ser considerado inocente. 


			La emergencia de la sociedad neofeudal puede retratarse y presentarse así más fácilmente como una consecuencia natural de una crisis donde todos somos responsables y por lo tanto todos resultamos igualmente culpables. La riqueza sólo pertenece a unos pocos, pero la crisis nos pertenece a todos y es justo que así sea porque entre todos nos la hemos buscado, sentencia el relato oficial. Como en la Edad Media, las desgracias vienen decididas por Dios y el destino, no por los señores que las provocan e infligen para aumentar y preservar su dominio. La responsabilidad y la culpabilidad se diluyen así en las reconfortantes y prácticas brumas de una inmensa zona gris donde no se distingue entre ricos ni pobres, culpables o inocentes, favorecidos o desfavorecidos; todos somos iguales y merecemos todas y cada una de las desgracias que se nos vengan encima. 


			El discurso moralizante respecto a la crisis permite obrar auténticos milagros al pensamiento patrocinado a la hora de justificar las políticas de ajuste y recorte. En su relato tanta responsabilidad tienen respecto a este presente de paro y pobreza tú, que pediste una hipoteca que ahora no puedes pagar o un crédito de consumo para irte de vacaciones, como los directivos de Caja Madrid que se gastaron más de quince millones de euros entre 2006 y 2012 en tarjetas de crédito fantasmas opacas al fisco. Es una de las ventajas de ser rico. Cuando las cosas van mal es culpa de todos, cuando van bien resulta mérito exclusivamente nuestro. Mientras Caja Madrid parecía sólida y segura se debía al gran talento y la notable capacidad de gestión de Miguel Blesa. Cuando fue menester rescatarla, la culpa resultó ser de la gente y su inconsciencia al pedir tantas hipotecas y comprar preferentes cegados por la avaricia de sus intereses, sin preocuparse de averiguar qué eran las preferentes o cómo funcionaban exactamente. 


			El discurso de la austeridad facilita convertir en idénticamente culpables a señores y ciudadanos. Tan culpable resulta el jubilado que se aprovisionaba en la farmacia con medicamentos para toda la familia, como el constructor que inflaba las facturas y presupuestos de la obra pública que había licitado a la baja, ofreciendo un presupuesto donde ya había descontado el futuro sobrecoste que garantizaba su margen de beneficio. Tan culpable resulta el dueño de un bar que escatima parte de la recaudación diaria al fisco, como la gran corporación que teje una red inescrutable de empresas fantasma y filiales en paraísos fiscales para defraudar cantidades millonarias en el IVA o en el impuesto de sociedades. 


			Esta igualación de la culpa resulta un requisito indispensable para justificar moral y políticamente las políticas de austeridad despiadada y sufrimiento masivo que aseguran los intereses de los propietarios y el progreso de la sociedad neofeudal. Tanto es así que hemos visto como durante la Gran Recesión el habitualmente racional y frío lenguaje económico se ha abarrotado de conceptos y diatribas morales. La ciencia económica ha resultado una de las grandes perdedoras durante esta crisis. Una nueva mezcla entre superchería y seudociencia, la economoral, emerge como la gran triunfadora. La ciencia y la política económicas han entrado en una etapa dominada por el pensamiento mágico y milagroso. El mundo, los debates públicos y los medios de comunicación se han vaciado de economistas. Se han llenado de economoralistas. 


			Resulta revelador comprobar cómo el pensamiento patrocinado dominante acredita un empeño tan moralizante que, a veces, cuesta trabajo aclarar si quien habla en una tertulia o escribe en un periódico es un economista, un predicador o un inquisidor. Las políticas de recortes y sufrimiento masivo se fundamentan más en argumentos morales fáciles de inventar que en evidencias económicas difíciles de reunir. Puesto que todos hemos sido declarados culpables de haber causado esta crisis con nuestro comportamiento irresponsable, despilfarrador e incluso deshonesto, nadie merece un trato compasivo. Nadie puede resultar excluido de las políticas de castigo y expiación que inevitablemente debemos asumir si queremos alcanzar la recuperación y evitar el pecado del famoso riesgo moral. Primero tenía que venir necesariamente el castigo: «Los españoles podemos y vamos a combatir la crisis económica con madurez, esfuerzo y sacrificio» (María Dolores de Cospedal, 20minutos.es, 2/12/11), para que al final pudiera llegar el premio: «... tras dos años de esfuerzo y sacrificio de todos los ciudadanos nos sabemos más cerca de la prosperidad» (María Dolores de Cospedal, lavozdeltajo.com, 23/4/14). 


			 


			El sufrimiento os hará libres 


			 


			El pensamiento patrocinado ha empleado mucho esfuerzo y recursos para presentar como la consecuencia inevitable de nuestros pecados y excesos este giro hacia la austeridad, el dominio de lo privado sobre lo público y una concepción más punitiva y residual del Estado del Bienestar. La mayoría lo hemos aceptado e interiorizado como un resultado justo y necesario. A los ricos nos conviene abrazar la nueva y triunfante economoral porque nos sale mucho más barata. A la mayoría no se le ha abierto otra opción. El relato dominante no deja alternativa y quien lo discute acaba expulsado del debate. La austeridad es el único camino posible, lo privado libera y regenera mientras que lo público esclaviza y corrompe y el carácter universal de los derechos amparados por el Estado del Bienestar se categoriza como económicamente ineficiente y éticamente injusto. 


			Que un ciudadano tenga derecho a un conjunto de prestaciones y ayudas públicas por su propia condición de ciudadano ya no potencia la autonomía, ni la libertad. Ahora genera dependencia, incentiva la comodidad de no trabajar, de vivir del subsidio. El ciudadano pierde así progresivamente su condición de individuo con derecho a desarrollar toda su autonomía y capacidades, para verse reducido a la dimensión de trabajador con acceso a una oferta limitada de servicios básicos, casi siempre vinculados a su actividad productiva. Es un factor de producción que debe ser reactivado tras los años de molicie causados por la exuberancia de políticas del bienestar. Los señores necesitan trabajadores, competitivos y baratos, no ciudadanos autónomos. 


			El abandono del carácter universal del Estado del Bienestar se presenta además como la manera más efectiva para acabar con la corrupción y el fraude que la economoral  asocia sistemáticamente con los programas sociales y el gasto público en general. Lo público ya no es solidario sino totalitario. Supone una amenaza para el individuo y su libertad. Debe ser reducido y controlado. El mercado ya no genera discriminación y dependencia. Sólo libertad y prosperidad para quien se la haya ganado. El proyecto restaurador neofeudalista resulta así incompatible con el proyecto emancipador de Estado del Bienestar como un modelo que permite promover la independencia de todos los ciudadanos desde el respeto a su autonomía y diferencia. Necesita promover una idea alternativa del bienestar, donde el Estado se conforme como un instrumento reducido y controlado que sólo debe acudir en socorro de quien realmente lo merezca y lo necesite. El bienestar y el acceso a las oportunidades han dejado de constituir un derecho de los ciudadanos. Ahora funcionan como una gracia y un privilegio que conceden los señores de manera cada vez más discrecional. 


			En esa transformación ha resultado decisiva la confusión interesada entre el Estado del Bienestar y sus productos. Limitar el Estado del Bienestar a sus políticas y programas permite el cambio hacia un modelo basado en recompensas y castigos, no en derechos. Mientras discutimos si el hospital se privatiza o continúa siendo público porque existe un contrato que lo dice, olvidamos que la sanidad pública representa algo más que ratios de enfermos, camas y pruebas diagnósticas. Actúa como un mecanismo de redistribución de oportunidades que debe facilitar el acceso universal a la sanidad y a una vida más autónoma y suficiente para cada ciudadano. Mientras aclaramos si los recortes en un programa social van a permitir discriminar mejor entre quién lo merece y quién no, olvidamos que se trata de un derecho asociado a la condición de ciudadano, no de un favor vinculado a la condición de víctima o afectado. 


			El debate no reside tanto en si se recortan o no los programas y políticas del bienestar. Lo relevante yace en examinar si se cercena y sustituye la propia idea del Estado del Bienestar, si se cambia el modelo por la vía de los hechos y las políticas, si se socavan y subvierten la misma concepción del Estado del Bienestar como una manera de comprender y resolver los problemas públicos. El proyecto de construir una sociedad del bienestar representa mucho más que la suma de programas, cotizaciones, subsidios y ayudas. Encarna un intento moral colectivo para establecer una sociedad civilizada donde todos los ciudadanos, con independencia de su origen, raza, género, fe, estilo de vida o condición social, se sientan protegidos solidariamente frente a la miseria, la ignorancia, la desgracia, la enfermedad o el abuso. 


			El pensamiento patrocinado ha logrado fijar la idea de que si queremos salir de la crisis antes debemos resolver un dilema: elegir entre bienestar o crecimiento. Hemos interiorizado la idea de que el bienestar sólo puede estar y debe estar necesariamente condicionado al servicio del crecimiento económico si queremos retornar a la prosperidad. Da igual que la evidencia empírica comparada demuestre que el Estado del Bienestar jamás ha resultado contradictorio con la competitividad, el empleo o la creación de riqueza. Lo que realmente nos preocupa a los ricos es que sí ha acreditado sobradamente su capacidad para reducir la distribución y acumulación desigual de la riqueza y redistribuir las oportunidades. La incompatibilidad que nos preocupa no es aquella inventada entre bienestar y crecimiento. Es la contradicción real entre bienestar y acumulación. El Estado no puede servir a la vez a los derechos de los ciudadanos y a la propiedad de los señores. Tiene que elegir. 


			Los ricos vamos ganando porque la mayoría ha hecho suya una idea que es sólo nuestra y sólo nos beneficia a nosotros: la necesidad de corregir con urgencia el carácter universal del Estado del Bienestar. La economoral ha consolidado la percepción de que los servicios universales resultan injustos porque benefician por igual a todos los ciudadanos, más o menos afortunados. Esa consecuencia, antes deseada, ahora se ha definido como un problema indeseable. Cómo hacer más selectivo el bienestar se ha convertido en una prioridad colectiva y la receta indispensable para reducir el gasto público y salir así de la crisis. La mayoría de las ofertas políticas compiten no por asegurar y consolidar nuestros derechos, sino por vendernos que sus reformas y ajustes seleccionan con más justicia y equidad a quien realmente lo merece. Pero la pregunta que deberíamos hacernos es ¿para quién supone un problema realmente que los hijos de un rico tengan libros gratis si ha pagado como debía sus impuestos y todos los demás los tienen? ¿Para quién representa realmente una injusticia que un jubilado que perciba la pensión máxima no pague por sus medicinas si ha satisfecho como debía toda su vida sus obligaciones fiscales? 


			El carácter universal va en el ADN del Estado del Bienestar. Si se abandona, se renuncia al modelo de una verdadera sociedad del bienestar. La universalidad constituye además una fuente primaria de su legitimidad. El Estado del Bienestar debe atender simultáneamente dos demandas en contradicción. Por un lado, exigimos que sea neutral y respete nuestra autonomía individual. Queremos que promueva la igualdad de oportunidades pero sin interferir ni coaccionar el desarrollo de nuestra autonomía individual. Por otro lado esperamos también que satisfaga plenamente su obligación de asegurar el éxito de aquellos valores y modelos de vida que más beneficien a la comunidad. Queremos que intervenga, pero sin mermar nuestra autonomía. Gana o pierde legitimidad según como resuelva esa contradicción. La concepción universalista del Estado del Bienestar gestiona mejor esa contradicción porque asegura el mismo reparto de coste y beneficios a todos. Una concepción selectiva del Estado del Bienestar la agrava y agudiza dado que amplifica la percepción de que unos ganan y otros pierden. 


			El funcionamiento inclusivo del modelo universal de provisión del bienestar refuerza la legitimidad institucional del propio Estado del Bienestar. Impide separar o discriminar entre señores y ciudadanos. Todos somos ciudadanos. Los problemas que gestiona se perciben como comunes y compartidos, su implementación resulta más transparente al recibir todos lo mismo y al eliminarse las diferencias se reducen los incentivos para el fraude y el abuso. 


			Los modelos selectivos de provisión del bienestar minan la legitimidad del Estado del Bienestar porque excluyen y discriminan. Distingue entre ricos y pobres y funciona bajo la apariencia de que son los primeros quienes sostienen el bienestar de los segundos. Permite separar a los señores de los ciudadanos y se organiza sobre esa separación. Potencia la percepción de que se ocupa principalmente de los problemas que afectan a otros. El reparto de las cargas y los beneficios se vuelve complejo e incomprensible y la implementación de sus programas se torna opaca y costosa de controlar a causa de la complejidad que provoca su propio carácter selectivo. Al haber múltiples tratos diferenciados, se multiplican también los incentivos para el fraude y el abuso. 


			Abandonando o reduciendo el modelo universal en favor de la introducción de modelos o elementos más selectivos de provisión del bienestar, estamos minando las bases de la legitimidad del propio Estado del Bienestar y poniendo las bases que amparan y hacen posible la evolución que los ricos pretendemos desde esa vieja sociedad del bienestar hacia nuestra nueva y floreciente sociedad neofeudal. 


			 


			El milagro español 


			 


			El triunfo de la España neofeudal y su consolidación como nuestro modelo social dominante requiere como condición indispensable que los ciudadanos crean que ha traído consigo la recuperación económica. Pero además deben convencerse de que cualquier otro modelo alternativo hubiera imposibilitado esa misma recuperación. El cambio hacia un modelo de sociedad dividida entre señores propietarios de derechos y ciudadanos obligados a respetar su estatus depende críticamente de que le sea atribuido en exclusiva el presunto éxito del final de la crisis. Los ricos necesitamos convencer a la mayoría de que nuestro reempoderamiento y las políticas de austeridad y redistribución a nuestro favor eran las únicas posibles, han sido quienes nos han sacado de la recesión y nos han devuelto a la senda de la prosperidad. La consolidación definitiva de la España neofeudal necesita un «milagro español». Necesita haber salido de la crisis y además poder sostener que sólo ese modelo de sociedad podía habernos sacado de la crisis. Retornamos a la prosperidad porque el mundo y España han regresado a su orden natural: los señores gobiernan y toman las decisiones y los ciudadanos trabajan y atienden sus obligaciones. Precisamente aquel desorden había constituido la causa principal de nuestros problemas, cuando todos vivimos por encima de nuestras posibilidades, todos pretendimos ser propietarios y todos queríamos ser señores. 


			Puede que la política moderna se haya convertido en una guerra de titulares. Pero la realidad acostumbra a ser sucia y tiende a estropear hasta los planes más pulcros. La verdad casi nunca cabe en un titular. En 2013 nos contaron con gesto de angustia infinita que la economía española estaba al borde de la quiebra. Por eso debíamos pedir a Europa de manera clandestina un rescate financiero de más de cincuenta mil millones de euros, había que bajar los salarios y abaratar el despido, subir los impuestos, despedir a más de trescientos mil trabajadores públicos y efectuar recortes equivalentes a seis puntos del PIB. Hoy, en 2015, la crisis ya es casi «historia del pasado», somos el ejemplo del mundo y Europa es el verdadero problema, la gran amenaza para una recuperación que medra sobre «raíces vigorosas». 


			Pero la verdad es que la austeridad se ha parado. No se puede deteriorar más el sistema productivo, ni aplicar más dosis de sufrimiento masivo sin entrar en riesgo de anemia crónica. Lo sabe hasta Mario Draghi, el todopoderoso gobernador del Banco Central Europeo, quien alarmado ha implementado una política sin precedentes en la autoridad monetaria continental y que ha cruzado la que parecía una línea roja innegociable para la ortodoxia austerocrática: comprar deuda pública de manera directa. La economía francesa se ha empantanado sumida en un mar de dudas reformistas. Alemania e Italia han vuelto a anotar lo que nuestro gobierno denominaría «crecimiento negativo». La austeridad está dejando a Europa sin compradores para sus productos. A pesar de haber practicado sin límites el fetichismo de las «cincuenta sombras del déficit», la zona euro se ha estancado y ve cómo, a falta de fantasma comunista que lo haga, el fantasma de una recesión crónica recorre Europa. La súbita bajada del precio del petróleo a finales de 2014 sólo ha suministrado un remedio temporal y perentorio que ayuda a ocultar temporalmente los síntomas del mal. Una vez más, las políticas expansivas de medio rango implementadas por la Administración Obama han debido acudir al rescate de las bolsas y el dogma de la austeridad europea. 


			Las políticas de ajuste fiscal exprés y sufrimiento masivo sólo han traído más sufrimiento y más masivo para la mayoría y más riqueza para quienes ya éramos ricos. Nunca han pretendido traer otra cosa. Sólo constituyen un paso necesario para el reempoderamiento efectivo de los ricos, un paso más hacia el nuevo orden neofeudal. Cuando el pensamiento patrocinado avisa continuamente que la recuperación no significa volver «a lo de antes» o que los derechos y niveles de bienestar que llegamos a disfrutar en España no son recuperables, no está expresando una certeza o una valoración económica sino que emite un juicio moral. No se trata de que no se pueda volver. Es que los ganadores no quieren volver a una situación previa que consideran indeseable y perjudicial para sus intereses. Para eso se implantó la austerocracia y las políticas de ajuste masivo. Para cambiar el modelo social por la vía de los hechos y para no volver jamás al pasado. La austeridad no se aplica para acabar con la crisis. Se aplica para poner a señores y ciudadanos en su sitio. 


			Tras cinco años de austeridad y recordarnos que habíamos vivido por encima de nuestras posibilidades, ya no pueden culparnos más, así que ahora ya ni siquiera importa quién es culpable. Lo importante es empezar a crear empleo, da igual para qué o de qué calidad, repite a diario el relato oficial. La recuperación se ha convertido en un fin en sí mismo, ha dejado de ser un instrumento y ya no se debate para qué sirve o a quién sirve. Lo mismo ha sucedido con las políticas austerocráticas puestas en acción para gestionar la crisis. Han dejado de constituir un instrumento para convertirse en un fin. No estamos en el camino de vuelta hacia el bienestar perdido. El final del camino se sitúa aquí, en este modelo de políticas económicas estúpido e irracional donde unos pocos acumulamos una riqueza que jamás podremos gastar y nadie sabe quién consumirá todos esos bienes que producimos tan baratos si la mayoría gana ochocientos euros al mes. 


			Mientras en el mundo la preocupación se globaliza y en Europa se toman medidas casi desesperadas para no caer en la recesión; en España, nuestro gobierno parece vivir un sueño hecho realidad y tanta preocupación parece resultarle ajena y algo exótica. En el relato dominante volvemos a ser el motor de Europa. Nuestro paupérrimo punto y pico de crecimiento se anuncia y proclama como si fuera no el milagro de Fátima, sino el milagro de Rajoy. 


			Todo ha cambiado tanto y lo hemos hecho todo tan bien que incluso hemos logrado darle la vuelta a la parábola dominante en los años más duros de la Gran Recesión. Ya no estamos en el cuento del Norte trabajador, austero y responsable que tenía que hacerse cargo de las deudas de un Sur despreocupado, vago e irresponsable. Mientras las cigarras europeas venían a derrochar sus euros en nuestros chiringuitos, sus cuerpos en nuestras playas y piscinas y su salud en nuestros botellones y discotecas, la hormiga española cumplía con sus deberes. 


			Puede que todo esto sea verdad y quienes cuestionamos esta versión oficial seamos esos «cenizos sectarios» o «ignorantes económicos» que, según el pensamiento patrocinado, somos incapaces de reconocer cuándo las cosas van bien. Pero también pudiera ser que los gobiernos de Italia, Alemania o Francia no pronosticaran primero el fin del mundo para poder anunciar después que lo habían evitado con sus políticas de sufrimiento masivo, como sí hizo nuestro gobierno en 2012. Puede ser que ellos gestionen la realidad. Puede ser que nosotros habitemos el mundo feliz de la propaganda y gracias a ello disfrutemos hoy de una vibrante economía que ya debe un billón de euros, ve florecer un mercado laboral donde uno de cada cuatro contratos dura menos de siete días y observa cómo los indicadores de gasto claves para una sociedad del bienestar regresan a niveles de hace treinta años. He ahí el verdadero milagro español. 


			 


			No vayas hacia la luz 


			 


			Ocultar la realidad es un negocio caro. La mentira suele acabar resultando una inversión de alto riesgo, cuando no ruinosa. Genera grandes ganancias a corto pero se hace imposible amortizarla a largo plazo. En política, la mentira siempre acaba en una estafa piramidal: una mentira más grande debe tapar antes o después a la mentira anterior. Seguramente por eso cuando los gobiernos tratan de convencernos sobre la inminencia de la recuperación económica y las bondades que nos aguardan al final de tanto sufrimiento masivo, no reparan ni en gastos ni en metáforas; la última siempre resuena más ampulosa que la anterior. 


			Quien no atisba ya la luz al final del túnel, descubre brotes verdes. Quien no anticipa la cosecha de lo bien sembrado, desentierra raíces profundas. No hay ministro de economía que no deje salir al poeta que lleva dentro cuando se trata de darnos buenas noticias. No hay presidente del Gobierno que no se permita dejarse llevar por la inspiración más literaria y creativa para relatar el amanecer económico que se intuye. Cuando hablan de la crisis, los recortes en el Estado del Bienestar y la pérdida de nuestros derechos económicos y sociales, todo se vuelve números. Sólo cuentan las cifras y las cuentas son sagradas. No les gusta pero tienen que hacerlo, no podemos seguir viviendo por encima de nuestras posibilidades, no es sostenible y no hay nada más que decir, cuenta el relato oficial. Todo es absoluto, innegociable, insostenible, inevitable. Sin embargo, cuando hablan de la recuperación económica que nos traerá tanto sacrificio, todo se vuelve literatura, las cuentas no cuentan y sólo hay que tener fe y esperanza. Si el último indicador los desmiente, lo importante es la tendencia. Si la tendencia les falla, lo que cuenta es el último número favorable. Todo es relativo, negociable, probable y esperable. 


			Durante 2014, España logró crecer por encima de la media de un zona euro estancada en el pánico a la austeridad, pero aun así se situó en poco más de un punto. Se quedó muy lejos de las cifras de crecimiento que tradicionalmente se habían atribuido a una recuperación sólida, sostenible y capaz de generar empleo y bienestar para la mayoría de la población. Para lograr semejante dividendo hemos tenido que duplicar nuestra deuda pública hasta empeñar el total de nuestro PIB, apenas menos de la mitad de la población activa ha logrado mantenerse ocupada, cinco de cada diez jóvenes no han encontrado empleo por mucho que lo buscaron, cuatro de cada diez desempleados se han encontrado sin prestación o ayuda alguna a la que agarrarse en medio de la tormenta y nuestros niveles de inversión en educación o sanidad han debido retornar a los valores de hace dos décadas, cuando estábamos a la cola del mundo desarrollado en nuestro gasto social. 


			No son daños colaterales. Tampoco consecuencias y sacrificios inevitables para remontar la crisis económica. Forman parte del plan. Empobrecer y arrebatar poder a la mayoría de los ciudadanos es el único camino para empoderar a los señores y asegurar su riqueza y patrimonio. Las políticas de ajuste fiscal exprés no tenían como primer objetivo la recuperación económica, entendida como la vuelta de patrones de crecimiento y creación de riqueza que beneficien a la mayoría de los ciudadanos. Su objetivo prioritario pasaba por asegurar un cambio de modelo en nuestra sociedad. Regresar al menor coste político posible de una España de ciudadanos, inspirada en las sociedades del bienestar europeas, a esa España de propietarios estamental, rígidamente corporatizada y profundamente elitista que ha protagonizado la mayor parte de nuestra historia. 


			Los márgenes de beneficio de nuestras grandes empresas y corporaciones también viajaron en el tiempo como los ciudadanos. Pero sólo recorrieron una década, lo necesario para volver a las generosas y celebradas cifras de los primeros años del siglo XXI y la famosa burbuja inmobiliaria. El número de millonarios existente en España alcanzó 465.000 personas en 2014. Son ochenta y nueve mil más que en 2013, lo que supone un aumento del 24 por ciento y doblar el crecimiento registrado en 2012 (Informe de Riqueza Mundial 2014, Credit Suisse). Hoy en España, 1.766 personas atesoran una fortuna individual que supera los cincuenta millones de dólares. El 10 por ciento de los españoles más ricos acumula un 55,6 por ciento de la riqueza, un porcentaje que no ha dejado de crecer de manera acentuada entre los años 2007 a 2014. Ellos sí han vuelto a la Champions League de la economía mundial, seguramente porque nunca la dejaron. 


			Pueden llamarle a eso recuperación. No será ilegal, ni un delito, tampoco es una mentira completa. Pero no es verdad, aunque quepa en un titular. Si a los gobiernos sólo les valen los números para recortar las becas o implantarnos el copago, a nosotros sólo deberían valernos los números cuando vengan a hablarnos de recuperación. No se habla de poesía con el recaudador de impuestos. Cuando el gobierno les hable de economía, hagan como la niña de Poltergeist, nunca vayan hacia la luz. 
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			La leyenda de la recuperación económica 


			 


			En el año 2007, según la EPA, España tenía algo más de 20.257.600 personas ocupadas y algo más de 1.833.900 en paro. En 2015 apenas llegamos a los diecisiete millones y medio de personas ocupadas y superamos los cinco millones de parados. De cada diez españoles en edad de trabajar apenas seis pueden hacerlo. La tasa de paro ha escalado del 8,3 por ciento en 2007 al 23,7 por ciento de 2015. La factura del desempleo ha superado los veinticinco mil millones en los presupuestos de 2014. De acuerdo con las estimaciones más optimistas, el paro y su factura comenzarán a bajar de manera apreciable a partir de 2015. 


			Habrán escuchado repetida muchas veces la explicación dominante en los medios suministrada en dosis masivas por el pensamiento patrocinado. En España los empresarios habían dejado de firmar contratos de trabajo porque contratar era arriesgado y despedir salía excesivamente caro. En España se había «penalizado la creación de empleo» (Luis de Guindos, abc.es, 11/7/11). El mercado laboral resultaba demasiado rígido y los sueldos eran excesivamente altos. Todo debía cambiar y rápido. Los trabajadores se habían acostumbrado a trabajar poco y cobrar mucho. En semejantes condiciones no podía exigírsele a los empresarios que se arriesgasen a contratar. De acuerdo con este relato, aquella España hacendosa, llena de trabajadores que sabían cuál era su sitio y cumplían sus obligaciones, por culpa del Estado del Bienestar y la democracia, se había convertido en un país de funcionarios convencidos de que su trabajo estaba asegurado para siempre y daba igual si lo hacían bien o mal. Todos carecíamos de incentivos para ser productivos, competitivos, emprendedores, responsables. 


			La universalización de los derechos había vuelto a los españoles ciudadanos ociosos y dependientes. Necesitábamos otra reforma laboral que nos volviera productivos, competitivos, emprendedores y responsables y una revisión a la baja de nuestra oferta de derechos universales que nos proporcionara los incentivos necesarios para «dejar de vivir de las subvenciones», trabajar más y producir más. 


			El mercado laboral debía cambiar y rápido. Urgía un modelo de relaciones laborales que desarmara el cierto equilibrio impuesto por años de políticas públicas de empleo y negociación colectiva. De acuerdo con las previsiones mil veces repetidas, con una reforma que permitiera mayor flexibilidad y ajustar mejor los salarios a la productividad, los empresarios dejarían de tener como única opción la destrucción de empleo y el mercado laboral estaría listo para activarse al ritmo de la recuperación. Lo cierto es que, en la nueva España neofeudal, los señores van a necesitar ciudadanos más productivos, competitivos, emprendedores y responsables y con menos autonomía frente al mercado laboral. Así se escribe la leyenda de la recuperación económica. 


			 


			Mejor esto que nada: empleo precario, recuperación precaria 


			 


			Casi dos años después de la reforma laboral de Rajoy la creación de empleo apenas supera a la destrucción, la mitad de los nuevos trabajos eventuales suma una duración inferior al mes y la cuarta parte no supera la semana. Por primera vez en nuestra historia, menos de la mitad de los contratos de trabajo son indefinidos y la mayoría de los asalariados españoles viven en la precariedad y la temporalidad. «Mejor esto que nada», «más vale un trabajo malo que estar en el paro» sostiene ahora la versión oficial de la recuperación facturada desde el pensamiento patrocinado. Lo importante se centra en empezar a crear empleo y revertir la tendencia, aseguran. Cuando la recuperación sea sólida, el empleo también será sólido, vaticinan; y la recuperación que ahora sólo llega a los márgenes de beneficio de las empresas, llegará también a las nóminas de los trabajadores. 


			¿Está fallando el plan? ¿Qué ha salido mal? Tal y como lo vemos los ricos, nada. El plan está funcionando según lo previsto. El objetivo nunca fue alentar una recuperación económica que permitiera crear empleo sostenible y de calidad. El primer objetivo siempre fue asegurar empleo barato y precario para facilitar la rápida recuperación de nuestros márgenes de beneficio. El segundo se centraba en desmontar el esquema de negociación colectiva como paradigma dominante de organización de las relaciones laborales. Había que desandar el camino de reequilibrio entre empresarios y trabajadores a la hora de negociar sus relaciones. Había que restaurar el desequilibrio laboral privando al empleo de su carácter de bien público y expulsando a las políticas de empleo del núcleo duro de las políticas del bienestar. Convertir el trabajo de nuevo en un bien privado y estrictamente individual constituye una de las bases imprescindibles del nuevo orden neofeudal. Es sencillo pero duro de entender. Sólo en un mercado laboral donde dominen la precariedad y la inseguridad pueden devolverse las relaciones laborales a una situación próxima al neovasallaje respecto a las relaciones entre empresarios y trabajadores, entre señores y ciudadanos. 


			Todas las afirmaciones sostenidas por el relato oficial sobre el mercado laboral resultan tan contundentes como falsas. Ni la rigidez, ni los salarios eran el problema, ni este empleo precario y barato que ahora se vende como el futuro supone la única opción o es mejor que nada. La presunta rigidez de nuestro mercado laboral se ha construido sobre una falacia, convertida en verdad a fuerza de ser repetida miles de veces. Lo cierto es que el modelo de producción dominante entre la empresa española se ha basado casi siempre en el mismo patrón: contratar barato y a tiempo parcial durante las épocas de expansión económica para favorecer la acumulación de beneficio y despedir de manera masiva como estrategia primordial para gestionar las épocas de recesión y transferir los costes al conjunto de la sociedad. Así sucedió en los ochenta y volvió a acontecer durante los noventa. Cuando la economía española crece rápido el empleo temporal vuela; cuando la economía entra en recesión el empleo indefinido se destruye. Suena irónico, incluso cruel, hablar de rigidez en un mercado laboral que ha llegado a tener más de cuarenta modalidades diferentes de contratación. En España, lo más fácil siempre ha sido contratar barato cuando las cosas van bien y mandar a la gente a cobrar el paro cuando se tuercen. Por esa razón la mayoría de las empresas españolas desconocen cómo aprovechar los ciclos expansivos para mejorar su productividad o su competitividad. 


			En España los sueldos ni estaban altos, ni habían subido demasiado. En el relato dominante sobre nuestros problemas laborales también se censuró de manera consciente otra evidencia que arruinaba la verdad oficial. En España sólo los salarios nominales han subido claramente a lo largo de los últimos años. Los salarios reales sólo lo hicieron durante la década de los ochenta, la década de oro de nuestro bienestar. A partir de los años noventa se aprecia un cierto descenso que, no por casualidad, coincide con los años de mayor expansión económica y el inicio de los recortes y revisiones en nuestras políticas sociales. Una tendencia que se vio exacerbada durante los años de la burbuja inmobiliaria, con un descenso continuo de la media salarial en términos reales. El milagro económico español que asombraba al mundo en los albores del siglo XXI se construyó sobre las espaldas quebradas de millones de mileuristas, quienes ya entonces seguían viviendo con sus padres, encadenaban contratos temporales y se presentaban a trabajos para los cuales se les declaraba sobrecualificados. 


			Hoy, en nuestro mercado laboral, la mayoría gana bastante menos y una minoría ingresa muchísimo más. Según datos de la OIT, la media de los sueldos más altos multiplica por cuatro la media de los jornales más bajos. La OCDE nos ha señalado reiteradamente como uno de los países desarrollados lastrado con mayores desigualdades salariales, ampliadas y multiplicadas desde el inicio de la Gran Recesión. 


			Paradójicamente, la receta de menos salario, más horas de trabajo, más movilidad y más autoempleo parece no ser adecuada y resultar disfuncional precisamente para quien se la prescribe a la mayoría. Las élites económicas y financieras españolas se han aplicado a sí mismas justamente lo contrario de aquello que predica para todos los demás su pensamiento patrocinado. Los ricos no nos endosamos nuestras propias recetas. En plena era de la globalización, la competitividad y la teórica selección casi natural de los mejores y los más capaces, el dinámico mercado laboral de los directivos y ejecutivos de las grandes empresas y corporaciones españolas ha evolucionado justo en la dirección opuesta: menos trabajo, más salario, menos movilidad, más blindaje y más herencia como principal medio de acceso y promoción profesional. 


			Al parecer aquello que es bueno para el presidente de Iberdrola o de Telefónica, no resulta tan bueno ni para usted, ni para sus trabajadores. Al parecer, a ambos presidentes ganar más cada año les incentiva y les anima a trabajar mejor y ser más competitivos, pero a usted mejorar su salario regularmente le vuelve vago, conformista y una amenaza para la competitividad. En el neofeudalismo aquello que es bueno para los señores, resulta malo y perverso para los ciudadanos. En 2015, los salarios medios de los ejecutivos de las empresas del IBEX multiplican setenta veces a los salarios medios de sus empleados. Durante la crisis las diferencias han aumentado. Por una ley poco o nada económica pero sin duda divina, para que los señores pudieran ganar todo cuanto merecían por su talento y mérito, los ciudadanos debían ganar menos. Mientras los trabajadores reducían sus nóminas a una media de un 4 por ciento, los ejecutivos se las subían a una media del 7 por ciento. A pesar de la enorme opacidad que rodea prácticas como el blindaje de contratos de alta dirección, sabemos que el 88 por ciento de las empresas del IBEX reportan su existencia, y algunos informes sostienen que se han multiplicado por cuatro durante la recesión (Informe CCOO IBEX 35, 2014). En este mundo globalizado tan competitivo, los viejos mecanismos de la herencia y la sucesión siguen siendo métodos principales para la selección de líderes y ejecutivos para nuestras grandes empresas y corporaciones. Ahí están los ejemplos recientes de Ana Patricia Botín al frente del Banco Santander, o Dimas Gimeno en El Corte Inglés. 


			El mayor problema de nuestro mercado laboral reside en la falta de calidad y potencia de la oferta y demanda de trabajo, no en sus instrumentos de ajuste. Todas las reformas laborales han perseguido el mismo objetivo: proporcionar trabajo barato y de baja cualificación a un tejido empresarial que mayoritariamente prefiere ganar mucho y rápido produciendo barato y con baja o media calidad. Todas esas reformas implementadas en nombre de la competitividad siempre han tenido un objetivo común: permitir que resultase cada vez más rentable despedir al trabajador que conservarlo, reemplazarlo que formarlo. 


			La reforma laboral de Rajoy sólo supuso otro paso más en el proceso de extracción definitiva de las políticas de empleo del núcleo duro de las políticas sociales de nuestro Estado del Bienestar. El empleo hoy ya no representa un bien social. Ha sido devuelto a la condición de producto degradable para un mercado que lo demanda barato y reemplazable. La reforma laboral ha multiplicado e incentivado las oportunidades para la existencia de más rotación y más precarización, facilitando que el despido resulte aún más barato que contratar o invertir en la continuidad y formación de un trabajador. El problema no es que no se pueda crear empleo de calidad. El verdadero problema es que no se necesita crear empleo de calidad. El principal éxito de la reforma ha residido en despedir barato a los padres para contratar aún más barato a los hijos. Ha facilitado que las empresas hayan podido renovar sus plantillas con empleados más jóvenes, más baratos y con menos derechos, mientras transferían costes ingentes a un erario público que subvenciona los nuevos contratos y el coste de rescindir los antiguos. 


			El resultado no podía ser otro que el pretendido desde el primer momento: un mercado laboral a gusto de las demandas empresariales: más trabajo precario y de baja calidad. El éxito ha sido tan fulgurante que hasta la propia OCDE ha recomendado en 2014 que España intente contener mínimamente la reducción de salarios y la desigualdad laboral. Puede que los hijos no hayan heredado de sus padres sus trabajos mejor pagados y más estables, pero sí han heredado sus deudas. Con sueldos por debajo de los ochocientos euros al mes, ni se pueden devolver las deudas, ni se les puede conceder crédito. La manida afirmación de que esto es mejor que nada tampoco resulta ser cierta. 


			En una economía donde la gran mayoría apenas percibe salarios de subsistencia y faltan expectativas reales de mejora o estabilidad laboral a medio plazo, la recuperación siempre será tan precaria como el empleo. La explicación resulta bien sencilla. No queda apenas nadie con capacidad para consumir esos productos que facturamos tan baratos. No cabe una recuperación sostenible de los beneficios sin una recuperación sostenible del empleo y de la demanda. Una simple verdad económica que cuesta mucho sufrimiento aprender y gobiernos y empresarios olvidan con demasiada facilidad. La acumulación de riqueza de los señores necesita ciudadanos que consuman para generar más riqueza. Por desgracia, sólo unos pocos ricos entendemos esto. La mayoría necesita llegar hasta el borde mismo del abismo para percatarse de que la inanición de la mayoría acaba causando anemia a la minoría. 


			No hay recuperación sostenible sin recuperación del empleo sostenible. No habrá empleo sostenible sin el retorno de las políticas de empleo a las políticas sociales. En España la prosperidad económica de la democracia se construyó sobre un consenso en torno a las relaciones laborales. La legislación laboral satisfacía un triple objetivo: promover los intereses del empresario, amparar los derechos del trabajador y equilibrar el desequilibrio existente por definición entre el poder negociador del empresario y el trabajador. 


			La nueva legislación laboral sólo cumple un objetivo: satisfacer los intereses del empresario convertido en señor de la nueva España neofeudal. El trabajo ha dejado de constituir un bien social que hay que proteger precisamente porque genera riqueza y cohesión social. Vuelve a ser tratado exclusivamente como un factor de producción a abaratar para mantener los márgenes de beneficio. Los mecanismos de negociación colectiva operan como una pieza clave para suministrar crecimiento y estabilidad a cualquier sistema productivo. Ajustan costes de producción, incrementan la eficiencia de los mercados, proveen estabilidad al funcionamiento del sistema y la libre competencia y facilita gobernar a escala la economía minimizando los costes de implementar las decisiones mejorando su eficacia. 


			Necesitamos crear empleo estable y de calidad y puede hacerse con políticas activas de empleo. En los presupuestos de 2012 el gabinete de Mariano Rajoy recortó un 5 por ciento el presupuesto para las prestaciones de desempleo y casi en una cuarta parte los recursos para políticas activas de empleo. En 2013 el recorte de las políticas activas de empleo se disparó hasta la tercera parte: 1.600 millones. La única partida que ha aumentado en estos años ha sido la dedicada a bonificaciones para empresarios. Sostener que sólo puede crearse empleo barato y precario y que eso parece mejor que nada es mentira, además de una estupidez desde el punto de vista económico. Un práctico ejemplo puede ayudar a entender el grado de irracionalidad económica en que nos movemos. Mientras el pensamiento patrocinado clama por mayor desregulación laboral, más precariedad y eliminar medidas como el salario mínimo alegando sus hipotéticos beneficios económicos e incluso morales, los números nos cantan exactamente lo contrario cuando se hacen empleando las matemáticas y no la fe. Por ejemplo, en Estados Unidos, según cálculos del Instituto de Política Económica (EPI, por sus siglas en inglés), subir el salario mínimo federal de los actuales 7,25 dólares/hora hasta los 10 dólares/hora, permitiría ahorrar la cuarta parte del gasto en programas de asistencia social y potenciaría la autonomía de casi dos millones de trabajadores al evitarles tener que recurrir a las ayudas públicas (Cooper, 2013, epi.org). 


			 


			La desigualdad es justa 


			 


			Resulta un hecho probado y comúnmente admitido que la desigualdad ha medrado de manera espectacular entre nosotros durante la Gran Recesión. No estamos ante una consecuencia global e inevitable de la crisis económica. La desigualdad no ha crecido lo mismo, ni ha crecido igual, en toda Europa. Supone un fenómeno singularmente español. Medida por el coeficiente de Gini, armonizado según la renta disponible de hogares equivalentes de la UE, mientras España retrocedía en igualdad desde el 0,313 en 2006 al 0,350 en 2012 (Eurostat, 2014), países también en crisis como Italia o Portugal lograban reducir sus coeficientes de desigualdad. España se sitúa hoy como el segundo país más desigual de la UE, tras Letonia y Bulgaria, por delante de Portugal, Grecia o Irlanda y a gran distancia de Italia, Francia, Alemania o los países nórdicos. 


			Los ingresos medios del 10 por ciento más pobre de la población española han retrocedido 7,5 veces más que cuanto ha caído la renta del 10 por ciento más rico (OCDE, 2013). Hoy el veinte por ciento de la población más rica multiplica casi por siete la renta a disposición del veinte por ciento más pobre. Supone la mayor desproporción registrada en la zona euro, donde en países como Francia o Alemania la diferencia se multiplica por 4,5. Según el informe «Desigualdad en España» de la Fundación Alternativas (2013) semejante dinámica regresiva se debe a que la crisis ha provocado un hundimiento en términos reales de las rentas más bajas mientras las rentas medias han logrado mantenerse a duras penas y sólo las rentas altas han seguido creciendo. 


			Expresada en términos salariales, la «desigualdad a la española» resulta tan espectacular como fácil de entender. En 2011 el salario medio de la élite directiva de las compañías multiplicaba por 25 el salario medio de sus trabajadores. Aquel año los directivos de las grandes corporaciones percibieron una compensación media de 1,07 millones de euros, mientras el gasto medio por trabajador fue de 43.353 euros (elpais.com, 13/3/12). Veamos algunos ejemplos concretos para que los árboles de la media estadística no nos impidan ver el bosque de los sueldos millonarios. César Alierta, el presidente de Telefónica, percibe 250 veces más que el sueldo medio de sus empleados. Pablo Isla, el director general de Inditex, gana mil veces el sueldo medio de sus trabajadores. Antonio Brufau, presidente de Repsol, multiplica 180 veces la remuneración media de sus asalariados. José Ignacio Sánchez-Galán, presidente y consejero delegado de Iberdrola, gana 140 veces más que la media de sus trabajadores. Florentino Pérez, presidente de ACS, multiplica 150 veces el gasto por empleado de su constructora. Las nóminas de Francisco González, presidente del BBVA, o José Manuel Entrecanales, presidente de Acciona, multiplican por cien la paga media de sus empleados. 


			La crisis no sólo no ha aminorado sino que ha ahondado las estratosféricas diferencias salariales que caracterizan el sistema productivo de nuestro país. Según datos de la Fundación de Análisis Económicos (Fedea), los tramos más bajos de salarios han soportado reducciones en torno a un 15 por ciento de media, triplicando las reducciones medias soportadas por los tramos de salarios más altos (elpaís.com, 18/12/13). Mientras implementaban políticas de reducción drástica de la masa salarial en las empresas, las partidas salariales destinadas a sueldos de ejecutivos y directivos de las empresas del IBEX 35 han crecido un 22 por ciento en 2014. Las diferencias salariales entre señores y trabajadores y ciudadanos no sólo no se han moderado con una crisis que teóricamente se gestionaba desde la austeridad como política dominante, sino que se ha aprovechado para agrandarlas aún más con políticas de retribución salarial basadas en la potenciación de esa diferencia entre los trabajadores y los propietarios o los ejecutivos que actúan en nombre de los propietarios. 


			Una vez más, la receta del sufrimiento y el empobrecimiento que tanto han predicado el pensamiento patrocinado y los referentes económicos españoles sólo se prescribe para la mayoría. Los ricos y los dinámicos e innovadores ejecutivos de nuestras grandes corporaciones preferimos mantenernos fieles al viejo y tradicional método de subirnos el sueldo todos los años para mantener nuestro estatus y nuestra calidad de vida. Esta brecha creciente de la desigualdad salarial se agranda aún más si consideramos factores como el género o la edad. La ponderación de los diferentes estudios publicados indica que, en España, los hombres perciben de media un veinte por ciento más de salario que las mujeres por idéntico o similar trabajo. 


			El valor creado para el accionista gracias a su gestión, la responsabilidad asumida y los riesgos que conlleva tomar decisiones de alta dirección acostumbran a figurar entre los argumentos más habituales para justificar semejantes recompensas y tamañas desproporciones. Ganamos tanto porque generamos mucho valor, se argumenta de manera reiterada. Los señores sólo ganan la parte que en justicia les corresponde por cuánto valen y han generado, se dice. Pero la realidad no hace justicia a semejante afirmación. Desde el inicio de la crisis sólo la tercera parte de las empresas del IBEX han resultado realmente rentables para sus accionistas. En 2012, mientras sus directivos se volvían a subir sus nóminas, el valor total de las empresas del IBEX había perdido la cuarta parte respecto a su valor en el inicio de la crisis. 


			«Son empresas privadas y pueden hacer con su dinero lo que quieran porque no vivimos en un país comunista», «Sólo han de responder ante sus accionistas», «La propiedad privada es sagrada y la protege la Constitución». Estas sentencias o parecidas suelen constituir la siguiente línea de defensa argumental ante la evidencia de que si sus emolumentos han de justificarse sobre el valor creado, todos nuestros grandes empresarios y ejecutivos cobran sin duda demasiado. Esta afirmación absoluta e ilimitada del valor y alcance del derecho a la propiedad, además de su supuesto ajuste perfecto al espíritu y al marco constitucional de una democracia liberal como la nuestra, resulta un elemento constitutivo central para el relato que sostiene el ascenso del neofeudalismo en España. Una vez más otra mentira facturada por el pensamiento patrocinado. 


			En primer lugar, a los accionistas, los verdaderos dueños de las empresas, suele hurtárseles la participación efectiva en la toma de decisiones respecto a los sueldos y primas de sus directivos. Los propios directivos acostumbran a aprobar sus sueldos millonarios en comités donde sólo se sientan ellos mismos. Según el Informe del Observatorio Social de Responsabilidad Corporativa 2012, apenas en una de las grandes empresas del IBEX es la junta general de accionistas quien ha de aprobar los salarios y blindajes de sus directivos. 


			En segundo lugar, considerando las estrechas y confusas relaciones que la mayoría de nuestras grandes empresas y corporaciones mantienen con las diferentes administraciones públicas, que les transfieren de manera regular ingentes cantidades de dinero y recursos públicos mediante incentivos fiscales, subvenciones y ayudas, sostener con tanta contundencia que es «su dinero» y pueden disponer como quieran del mismo resulta una afirmación cuando menos arriesgada y desde luego francamente matizable. Sólo contando la última rebaja fiscal del gobierno en 2014, las grandes empresas recibieron un suculento regalo fiscal de 3.000 millones en el impuesto de sociedades ¿De verdad es «su dinero» y pueden hacer lo que quieran con él? 


			En tercer lugar y desde una reflexión más general conviene recordar, dado que tantos lo olvidan con demasiada frecuencia, que España se define en su Constitución como «un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político» (artículo 1. CE 1978). Nótese que la propiedad privada no figura entre los valores supremos de nuestro ordenamiento jurídico. En la tantas veces sacralizada Constitución Española, convertida con frecuencia en dogma de fe de obligado cumplimiento para todo cuanto tenga que ver con la limitación de derechos políticos fundamentales, se olvida con frecuencia que la propiedad no figura como un derecho absoluto. Aparece recogida como un derecho económico y social que ha de ser coherente con los valores superiores que informan el modelo social conformado en la propia carta magna. La propiedad privada debe cumplir una función social y puede verse legítimamente limitada por ésta de acuerdo con la ley. Así lo afirma la propia Constitución Española en su artículo 33, reconociendo el derecho a la propiedad privada y a la herencia pero estableciendo que «la función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes». El carácter privado de una empresa o una organización ni justifica ni ampara todas sus decisiones, ni la exime de responsabilidad social respecto a su contenido. 


			La igualdad ha resultado una de las grandes víctimas de esta crisis, como valor económico, como principio moral y como objetivo político. La desigualdad no sólo ha crecido, sino que lo hace amparada y bendecida por una potente cobertura política y mediática. La igualdad ya no representa un valor constitucional que hay que promover y defender. Un día sí y otro también escuchamos cómo la igualdad se ha convertido en el problema, que las políticas igualitarias han acabado con la cultura del esfuerzo y han recompensado la mediocridad entre nuestros jóvenes y en el sistema educativo, que las políticas igualitarias han desactivado los incentivos para esforzarse en el trabajo y han aniquilado el espíritu emprendedor de nuestra sociedad. Demasiada protección, demasiada seguridad, demasiadas certezas, demasiada igualdad, se nos repite hasta la saciedad. Aunque uno quiera hacerlo por justicia, no resulta posible discriminar entre quién trabaja y quién no, quién cumple y quién no, quién asume responsabilidades y quién las rehúye. 


			Los ricos defendemos que la desigualdad es la manera más justa de tratar a quienes ni trabajan, ni producen, ni se comprometen igual. El exceso de igualdad acaba resultando perverso, inútil y peligroso. Sin más prueba que la fe y la contundencia de semejante afirmación, hemos logrado fijar la idea dominante de que España se ha convertido en un país donde a la mayoría de la gente ya no le compensa trabajar ni esforzarse porque da igual. De la misma forma, sin más evidencia o argumento que nuevas dosis de fe, anunciamos que la crisis ha acabado con esta dictadura de la igualdad. Hemos convertido la desigualdad en la mejor salida a la recesión. En el tiempo nuevo que presentamos como la recuperación, la desigualdad es justa y nos hace más libres a todos. Representa el nuevo valor social que hay que promover y proteger desde los poderes públicos. La desigualdad en la escuela resulta justa porque alumnos que rinden diferente debieran ser tratados de manera distinta. La desigualdad en el trabajo hace justicia porque gente que trabaja diferente y aporta valores diferentes no debieran ser tratados igual. No sería justo. La desigualdad funciona como uno de los motores del crecimiento en el nuevo mundo que los ricos anunciamos llegará cuando termine la crisis. La desigualdad es buena porque estimula y recompensa el esfuerzo, premia la excelencia en lugar de la mediocridad e incentiva el espíritu emprendedor. 


			En el informe PISA 2012 España abandonaba por primera vez su puesto como segundo sistema educativo más equitativo del mundo, tras Finlandia. Por primera vez, el sistema educativo español perdía capacidad para redistribuir de manera equitativa oportunidades hacia aquellos alumnos con más dificultades económicas, sociales o familiares para acceder a una buena educación. La noticia no importó tanto a los medios de masas como la ridícula e irrelevante especulación sobre haber avanzado siete puntos en comprensión lectora o un punto en matemáticas. 


			Economistas galardonados con el premio Nobel, como Joseph E. Stiglitz o Paul Krugman, han demostrado de manera fehaciente que la desigualdad no sólo no funciona como un buen motor para una economía que pretenda ser sostenible, sino que actúa como un freno y una tara. La desigualdad lastra el crecimiento y la eficiencia del sistema productivo. La falta de oportunidades que se ofrece a la gran mayoría incentiva que no se desarrollen a plena capacidad los activos más valiosos de cualquier economía. Aquellos que quedan fuera o rezagados en la carrera por el éxito y la riqueza acabarán renunciando, o no podrán desarrollar todo su potencial. Los excelentes y los ricos siempre acaban necesitando menos servicios públicos, temiendo a un gobierno fuerte que redistribuya la riqueza vía impuestos y empleando su influencia política para reducir impuestos y recortar el gasto público. El resultado es una inversión ineficiente e insuficiente en los motores del crecimiento: las infraestructuras, la educación y la innovación tecnológica. Cada vez con más frecuencia instituciones tan poco sospechosas como el FMI alertan en sus informes sobre la inestabilidad económica que acabará generando el crecimiento desaforado de la desigualdad. A ella deberán sumarse los costes crecientes en cohesión política y social. La desigualdad acaba corroyendo a cualquier sociedad, su identidad y sus valores. 


			España comparece hoy como un Estado donde la gran mayoría se muestra convencida de que Antonio Machado sigue teniendo razón y efectivamente hay dos Españas. Una donde abundan dinero, servicios, calidad de vida, justicia y éxito para unos cuantos privilegiados que nunca resultan responsables de sus actos ni sus decisiones. Otra donde sólo hay necesidad, penuria, sufrimiento, injusticia y fracaso para la gran mayoría que paga siempre por sus actos, sus decisiones y las de todos. Aquellas dos Españas separadas por un abismo de violencia, penuria y sufrimiento son hoy la España de los señores y la España de los ciudadanos. El discurso de la «casta» no ha triunfado porque haya salido mucho por televisión. Ha triunfado porque la gente ve a diario cómo describe con desoladora exactitud la realidad que deben soportar y, sobre todo, pagar a tocateja y sin rechistar. 


			 


			No nos lo podemos permitir 


			 


			Pocas semanas antes de ganar por mayoría absoluta las elecciones en 2011, el candidato Rajoy anunciaba que «tendremos el Estado de bienestar que podamos permitirnos» (Mariano Rajoy, elpais.com, 4/6/11). No podíamos sostener ni los volúmenes de gasto, ni los niveles de servicio de nuestro Estado del Bienestar, se nos ha repetido hasta la saciedad desde el gobierno, las fundaciones de estudios económicos de la banca o la patronal y los organismos internacionales de gobernanza de la economía. El pensamiento patrocinado hizo verdad oficial que el Estado del Bienestar se nos había ido de las manos. Se había convertido en un monstruo hipertrofiado que devoraba insaciable nuestra riqueza y ahogaba con su peso insoportable nuestras perspectivas de crecimiento económico. Por esa razón habíamos entrado en crisis. Por esa razón debíamos ajustar el tamaño de nuestro gasto público al tamaño real de nuestra economía y nuestra capacidad de gasto. 


			Las palabras nunca resultan neutrales y la propia elección del término «gasto social» para llamar a los recursos que invertimos en la sanidad, la educación, los servicios sociales o las pensiones, refleja en qué medida el pensamiento dominante los percibe como un dispendio que no queda más remedio que hacer, pero siempre constituirá una rémora de la cual conviene liberarse, un lastre que debe aliviarse, un coste que hay que reducir cuanto sea posible. Cuando un gobierno central, autonómico o municipal regala a una aerolínea millones de euros para que aterrice en un aeropuerto concreto se aplaude como una inversión productiva. Cuando se invierte en un hospital o en un centro para mayores o en un colegio, siempre se presenta como un gasto, aunque sea social, nunca se le llama inversión social. 


			Habíamos vivido por encima de nuestras posibilidades y había llegado el tiempo de recibir nuestro castigo, de pagar el «riesgo moral» del que tanto gustan de hablar quienes suelen guardar su moral a largo plazo en cuentas de bancos suizos. Las políticas de ajuste fiscal exprés y sufrimiento masivo constituían la única manera de volver a crecer, crear empleo y riqueza para todos y asegurar el bienestar de nuestros hijos. Era la fórmula infalible para la recuperación acuñada desde el pensamiento patrocinado. Menos gasto público y menos Estado intervencionista e improductivo para disponer de más inversión privada y más mercado libre y productivo. Los ricos ya teníamos la versión actualizada y moralizante de aquel viejo «círculo virtuoso» tan popular durante la revolución neoconservadora de los ochenta y que tantos beneficios nos generó. 


			Sin duda es una buena teoría. Redonda, perfecta, prometedora y fácil de comunicar. Lástima que la realidad desmienta punto por punto cada momento de una historia tan rentable ideológicamente. El gasto público en España nunca ha sido el problema, siempre ha resultado insuficiente. El gasto público en España jamás ha estado fuera de control, siempre ha sido férreamente contenido a mucha distancia de los países que habitualmente escogemos como referencia. El gasto público en España en 2012 se colocó tres puntos por debajo de la media de la eurozona. En 2010 se situaba cinco puntos por debajo y antes, durante los años más exuberantes de la burbuja inmobiliaria, se había mantenido siempre por debajo del 40 por ciento del PIB, diez puntos por debajo del promedio de la UE-15. 


			De hecho, nuestro Estado gastaba tan poco y de manera tan controlada que incluso anotamos un superávit presupuestario de casi 2 puntos del PIB en 2007. Eran otros tiempos. Entonces estábamos en la Champions League de la economía mundial y peleábamos por imponernos al sprint frente a la economía italiana. La frivolidad que los líderes políticos españoles suelen exhibir cuando disertan sobre nuestra economía acostumbra a resultar un buen reflejo de la calidad de sus decisiones. 


			Desde entonces es cierto que el gasto público no ha parado de crecer. Pero no porque lo malgastemos en una sanidad o una educación pública que no nos podamos permitir, o porque el país entero hubiera enloquecido construyendo sin cabeza y sin parar hospitales, universidades, líneas de alta velocidad o aeropuertos. En realidad, nuestra inversión en sanidad o educación ha vuelto a los niveles de hace veinte años, un punto por debajo de la media de los países de la OCDE. Si el gobierno de Mariano Rajoy cumple el programa de estabilidad enviado a Bruselas, nuestra inversión social viajará en el tiempo hasta situarse en las tasas de los años ochenta. La educación, por ejemplo, caerá una décima por debajo del 4 por ciento del PIB. Cuando el neofeudalismo repite una y mil veces que «gastar» más dinero en la educación de la mayoría no implica mejores resultados, lo dice en serio. 


			El gasto público ha crecido por causa de la abultada factura de un paro por encima de los cinco millones de desempleados y los veinticinco mil millones de coste y los sobrecostes de financiar nuestra deuda tras la crisis provocada por el sector financiero, que no han bajado nunca de los treinta y cinco mil millones de euros. Si echan las cuentas comprobarán que en total estamos hablando de siete puntos del PIB, prácticamente los mismos puntos que escaló el déficit entre 2008 y 2012, pasando del 4,5 al 10,6 por ciento del PIB. 


			El crecimiento del gasto público tampoco fue acompañado, como dice la teoría dominante, por un aumento de la presión fiscal y una confiscación masiva de recursos en los eficaces y dinámicos mercados privados para dilapidarlos en los ineficientes y burocratizados servicios públicos. En el lado de los ingresos, también en 2012, la presión fiscal se situaba en un 36,4 por ciento, también diez puntos por debajo de la media de la eurozona, más de ocho puntos por debajo de Alemania, once puntos detrás de Italia y quince puntos menos que Francia. Paradójicamente, la presión fiscal aumentará mientras el gobierno Rajoy implementa su programa de ajuste fiscal exprés. Cuanto más se recorta el gasto público, más suben el IVA, el IRPF y los niveles de endeudamiento público hasta llegar en 2014 al ciento por ciento del PIB. Una vez más la propaganda oficial no cuenta la verdad. Reducir el tamaño del gasto y las políticas públicas no está sirviendo para liberar recursos y ponerlos en las eficaces y creativas manos de los mercados. 


			Tampoco el tamaño de nuestras administraciones respalda ese retrato que solemos hacer los ricos sobre una España repleta de funcionarios caros, desmotivados y poco eficientes. Según los datos de Eurostat 2012, sin contar el personal educativo, sanitario y de servicios sociales, España registraba 1.298.300 asalariados al servicio del sector público, un 2,8 por ciento de la población. Apenas uno de cada diez trabajadores españoles por cuenta ajena lo hace en el sector público. En España se cuenta un asalariado público por cada treinta y seis habitantes. En Alemania uno por cada veintinueve y en Francia uno por cada veintisiete habitantes. 


			Si añadimos el personal público que trabaja en los diferentes servicios del bienestar, en España, en 2012, figuraban más de 2,8 millones de trabajadores al servicio de la Administración. Dos de cada tres eran funcionarios y la tercera parte eran contratados laborales y eventuales. Esta cifra se sitúa por debajo del 13 por ciento de la población activa y por debajo del promedio de trabajadores públicos entre los países de la OCDE, que llega hasta el 15 por ciento del total de los trabajadores activos. Contrariamente a la extendida leyenda urbana nuestra administración aparece como una de las más modestas de la Unión Europea: un empleado público por cada dieciséis habitantes. Una proporción similar a Italia, uno por cada diecisiete habitantes, Alemania, uno por cada dieciocho habitantes, o Francia, uno por cada doce habitantes, y muy por debajo de países nórdicos como Suecia, uno por cada ocho habitantes, o Finlandia, uno por cada nueve habitantes. 


			De hecho, no son pocos los economistas que sostienen que este menor desarrollo de nuestros servicios públicos del bienestar explica en buena medida el diferencial de nuestra tasa de paro, siempre por encima de la media de la UE, también en las épocas de bonanza económica. Expandir nuestros servicios públicos hasta situarlos en la media de la eurozona contribuiría decisivamente a resolver parte de las diferencias estructurales de nuestro mercado laboral y situarnos en la media de ocupación de la zona euro, logrando de paso que España dejase de ser diferente. 


			Gastamos menos y pagamos menos impuestos que los demás, pero disfrutamos de servicios públicos con prestaciones y cobertura comparables a los ofertados en los países que habitualmente situamos como referencia. Parece claro que podríamos permitirnos aspirar a un Estado del Bienestar comprometido con el pleno empleo y los servicios universales. No es cierto que soportemos unas administraciones públicas incompetentes o incapaces de proveer masivamente bienes y servicios públicos de calidad. La verdad es que muchos ciudadanos españoles o no sabemos si queremos, o no queremos pagar por un Estado del Bienestar. Lo cierto es que nos lo podemos permitir, pero los ricos no lo queremos pagar. Esa es la cruda verdad. 


			La economía oficial se ha multiplicado por dos a lo largo de los últimos veinte años pero la economía sumergida se ha multiplicado por cuatro. El fraude supone uno de los motores de nuestra economía y un elemento clave para explicar las exitosas cuentas de resultados de nuestras grandes sociedades y corporaciones, incluso en los años más duros de la Gran Recesión. Mientras la gran mayoría sufría, la minoría más rica y poderosa refinaba y profesionalizaba aún más sus ya cuantiosos instrumentos y técnicas para escamotear sus impuestos. 


			Este fraude fiscal estructural tan «típicamente español» explica nuestro paupérrimo gasto público y los desequilibrios respecto a los ingresos tributarios. La economía sumergida conforma un fenómeno emergente y sostenido en España. Según un estudio elaborado por los técnicos de Hacienda y dirigido por Jordi Sardà, profesor de Economía de la Universidad Rovira i Virgili, el dinero negro en circulación ha aumentado en 60.000 millones de euros entre 2008 y 2012, del 17,8 por ciento del PIB hasta el 24,6 por ciento (expansion.com, 29/1/14). Durante la crisis, la economía sumergida ha crecido en casi siete puntos. Pero eso no era una novedad, es una tendencia. Un estudio de la Universidad Rey Juan Carlos para la Fundación de las Cajas de Ahorros (público.es, 1/6/11) explica cómo la economía sumergida durante la década de los ochenta se mantuvo en torno al 12,5 por ciento del PIB, se situó por encima del 18 por ciento a finales de los noventa y se situaba justo antes de la crisis sobre el 20 por ciento de nuestro Producto Interior Bruto. Según estos cálculos, durante las últimas tres décadas el Estado español ha fallado en recaudar, de media, 30.000 millones anuales, tres puntos del PIB por año. El informe «La economía sumergida en España» (Fundación de Estudios Financieros, 2013) tras comparar los diferentes estudios y las diferentes metodologías empleadas para analizar la evolución del fraude fiscal en España desde 1980, concluía que la economía sumergida se ha duplicado durante los últimos treinta años, pasando de estar por debajo del 12 por ciento del PIB a situarse por encima del 24 por ciento. 


			Según datos de la Organización Profesional de los Inspectores de Hacienda el número de billetes de quinientos euros, el símbolo indiscutible de la economía sumergida, se ha multiplicado por siete en España desde 2002. Somos los líderes absolutos de la economía sumergida en la eurozona. Prácticamente duplicamos a Alemania (13 por ciento del PIB), Francia (12 por ciento del PIB) o Inglaterra (10 por ciento del PIB). En plena burbuja económica el Estado habría dejado de ingresar cerca de setenta mil millones de euros por causa de la economía en negro. 


			Según datos del informe «Reducir el fraude fiscal y la economía sumergida» (GESTHA, 2011), entre 2007 y 2010, los ingresos tributarios en España cayeron en 41.140 millones, casi la cuarta parte de la recaudación fiscal total. Pero no todos los impuestos han perdido por igual. La principal caída se ha anotado en el impuesto sobre los beneficios de las empresas. Durante la crisis el Impuesto de Sociedades ha visto mermada su recaudación en dos terceras partes del total de 28.625 millones, el 70 por ciento de la caída total de la recaudación fiscal. En el año 2007 los beneficios de las grandes empresas españolas crecieron un 14,9 por ciento, según el Banco de España. Pero ese mismo año, la recaudación vía impuesto de sociedades caía un 18 por ciento, según datos de la Organización profesional de Inspectores de Hacienda (IHE, 2008). Semejante volatilidad fiscal de nuestras grandes empresas implica un fenómeno que no se ha registrado en los países de nuestro entorno también en crisis. 


			Por término medio, trabajadores por cuenta ajena y pensionistas declaran anualmente a la Hacienda Pública tener unos ingresos medios en torno a los veinte mil euros anuales. Supone el doble de lo declarado de media por pequeños empresarios y profesionales liberales. La gran mayoría de los españoles paga religiosamente sus impuestos. Cumple estrictamente sus obligaciones en la dura realidad de la economía en blanco. Somos los ricos quienes más y con más éxito nos resistimos a pagar. Muchos eligen vivir en el paraíso de la economía en negro mientras predican sobre el esfuerzo y el emprendimiento. GESTHA, el Sindicato de Técnicos de Hacienda, afirma que el 80 por ciento del fraude fiscal en España proviene precisamente de la defraudación organizada entre las grandes empresas, las grandes fortunas y los profesionales. 


			Se trata de un fraude masivo, perfectamente estructurado y organizado y altamente profesionalizado a través de complejas tramas de «empresas pantalla», sociedades limitadas, apoderados profesionales y, por supuesto, muy bien pagados y renombrados bufetes de abogados y equipos de asesores fiscales. Irónicamente, podría decirse que el fraude fiscal en España crea trabajo estable y de calidad. La industria del fraude fiscal en España nunca ha estado tan boyante, ha vivido mejor y ha estado tan bien remunerada. El fraude en la España neofeudal resulta una práctica común entre los señores que siempre acaban pagando los ciudadanos con más impuestos o con más recortes o con ambos. 


			Combatir una estructura de defraudación tan sofisticada y rentable exige una estrategia de lucha contra el fraude fiscal dotada de recursos y con alto grado de especialización y profesionalización. Justo lo contrario de lo que han hecho todos y cada uno de los gobiernos españoles desde la primera gran reforma fiscal de Fernández Ordóñez. En nuestro país disponemos de un inspector de Hacienda por cada 1.928 habitantes. Todos los países de nuestro entorno reducen a la mitad esa proporción. Seguramente por eso soportan también la mitad de fraude. En Alemania trabaja un inspector fiscal por cada 729 habitantes, en Francia por cada 820 habitantes y en Inglaterra por cada 862 habitantes (Datos IHE, informe sobre la lucha contra el fraude fiscal, 2012). 


			La mayor parte de los recursos de la agencia tributaria española se han consumido en verificar una y otra vez las declaraciones presentadas. Apenas la cuarta parte de los recursos a disposición de nuestra agencia tributaria se han destinado a investigar y destapar las complejas tramas del fraude fiscal masivo de grandes empresas y patrimonios allí donde todos sabemos que se oculta. Según datos del Observatorio de Responsabilidad Social 2012, las empresas del IBEX, empezando por las grandes empresas públicas privatizadas, poseen más de cuatrocientas treinta sociedades filiales residenciadas en paraísos fiscales. 


			Para justificar moralmente una conducta tan procazmente delictiva e insolidaria, el pensamiento patrocinado establece sistemáticamente una relación causa-efecto entre los «confiscatorios» y «elevados» impuestos que han de pagar los ricos en España y la afición al fraude fiscal entre los más pudientes. Los señores no defraudan porque así se hacen más ricos, defraudan porque no se les deja otra opción y por el bien de la economía. Casi supone un acto de patriotismo. Si pagaran los innumerables impuestos que se les imponen en España la economía se hundiría y sería el caos, vienen a decir. La realidad supera una vez más a la ficción. El tipo medio nominal del impuesto de sociedades en España ronda el 30 por ciento, pero una vez aplicado el interminable y opaco esquema de deducciones y desgravaciones, las grandes sociedades españolas cotizan a un confortable tipo por debajo del 10 por ciento. El impuesto de patrimonio ha castigado históricamente a las clases medias, gracias a un diseño tributario que permite a las verdaderas grandes fortunas toda clase de artefactos y técnicas contables para pagar menos. Como la gente tiene ojos y sabe lo que ve aunque los ricos pensemos lo contrario, sólo dos de cada diez españoles se declaran convencidos de que en España se pagan demasiados impuestos, siete de cada diez sostienen que el fraude fiscal ha aumentado durante los últimos años y cuatro de cada diez creen que la razón se encuentra en la impunidad de quienes defraudan (Barómetro fiscal del IEF, 2012). 


			El problema de nuestro Estado del Bienestar no es que no nos lo podamos permitir sino que debemos estar dispuestos a pagarlo y la mayoría de los ricos no lo están. Los grupos sociales y organizaciones corporativas con más ingresos y con más recursos para ocultarlos acreditan la menor disposición y la mayor resistencia a pagar. El Estado del Bienestar universalista sólo funciona y resulta sostenible si se financia vía impuestos. No tendremos un Estado del Bienestar que nos podamos permitir, tendremos aquel que estemos dispuestos a pagar. La gran mayoría de ciudadanos paga y expresa una razonable satisfacción con los servicios públicos. Son los señores, los mismos ricos que hacen cuanto pueden para ahorrarse su contribución al sostenimiento de lo público, quienes más cuestionan su utilidad y su eficiencia. 


			Defraudar en España resulta «asequible para las grandes empresas y para las personas con recursos elevados» (Ramsés Pérez Boga, presidente de la IHE, Organización Profesional de Inspectores de Hacienda, abc.es, 7/12/12). No sólo es asequible, resulta extraordinariamente rentable y además tiene premio. La bochornosa enésima amnistía fiscal promovida por el gobierno de Mariano Rajoy lo demuestra de manera irrefutable. Mientras a la gran mayoría se le imponían recortes y sufrimiento masivo, los mismos defraudadores que habían contribuido decisivamente a agrandar el boquete en las cuentas públicas podían convertirse en ciudadanos regularizados abonando apenas una confortable décima parte de su botín. Pagar impuestos como es debido en España parece un pésimo negocio. Defraudar es el verdadero pelotazo. El mensaje que han ido dejando las sucesivas amnistías fiscales se capta alto y claro a la primera: defraudar es lo señorial, lo más inteligente y lo más patriótico. Pagar es cosa de ciudadanos. 


			 


			Vamos a bajaros los impuestos cuando podamos 


			 


			Sólo la fe y la proximidad de unas elecciones pueden llevar a un gobierno a afirmar que devolviendo casi nueve mil millones de euros a las rentas más altas, las rentas de capital y a las grandes sociedades, la Hacienda Pública acabará recaudando 2.000 millones más gracias al milagroso estímulo que provocará en el conjunto de la actividad económica. Así cuadran los números del ejecutivo español para presentar su reforma fiscal 2015-2016. Da igual las veces que se lo hagamos. El timo de la estampita fiscal sigue funcionando. Los ricos nos llevamos sustanciosos regalos fiscales a cobrar de inmediato mientras todos los demás se quedan tan sólo con la promesa de un mañana fiscal mejor. 


			Contrariamente a la leyenda negra acuñada desde el pensamiento patrocinado, donde un insaciable y bastante corrupto Estado español acosa fiscalmente a sus empresarios y grandes fortunas, la historia nos dice que llevamos años bajando los impuestos a las grandes empresas y patrimonio. Durante su segunda legislatura, el gobierno de Rodríguez Zapatero desactivó un impuesto de patrimonio ya de por sí no excesivamente exigente para con las grandes fortunas. Desde hace años asistimos a una carrera de velocidad entre las comunidades autónomas por anunciar más y mejores rebajas en el impuesto de sucesiones. España funciona en la práctica como un paraíso fiscal para ricos. Es el único país de la zona euro que no grava la propiedad de la riqueza. Según datos de la AET sobre el ejercicio fiscal de 2011, los grandes grupos empresariales españoles apenas tributaron al 3,5 por ciento sobre sus 85.954 millones de euros en beneficios. Desde 2006, la recaudación del impuesto de sociedades se ha reducido a la cuarta parte, de más de 12.500 millones a poco más de 3.000 millones de euros. 


			Gobiernos de derechas y de izquierdas han tramitado con entusiasmo todo tipo de rebajas, compensaciones y beneficios fiscales para los más ricos, convencidos de que grandes empresas y patrimonios dedicarían esos generosos descuentos fiscales a inversión para crear más empleo y generar más riqueza. Constituye una de las múltiples formulaciones de la llamada «teoría del goteo»: siempre es bueno que los ricos sean más ricos porque su riqueza acaba «goteando» hacia abajo y mojando de una manera u otra al conjunto de la sociedad. Así pues, en la España neofeudal deberíamos seguir bajando los impuestos a los señores en la esperanza de que alguna vez acabará redundando —goteando— en beneficio de los ciudadanos. 


			Pero la realidad desmiente una y otra vez la teoría del goteo y formula en realidad otra alternativa: la «teoría del drenaje». Cuanto más se favorecen las posibilidades de acumulación y concentración de la riqueza, más se filtra hacia arriba. Las primas y bonus de los grandes ejecutivos y el patrimonio de las grandes fortunas han ido creciendo durante la crisis casi a la misma velocidad que las listas del paro. Cuanto más aumenta el desempleo más se le deberían bajar los impuestos a las empresas para que creen empleo, sostienen los teóricos del goteo. Pero la realidad muestra que las rebajas fiscales a las grandes empresas y corporaciones han acabado sobre todo en los bolsillos de sus directivos y ejecutivos en forma de primas, demostrando así la validez de la «teoría del drenaje» frente a la «teoría del goteo». Durante los años más duros de la Gran Recesión, mientras el desempleo superaba la barrera de los seis millones y los salarios reales y nominales bajaban casi cada mes, las nóminas e incentivos de los directivos y consejeros de las grandes corporaciones anuales crecían a un promedio del cinco por ciento anual. 


			Las rebajas fiscales selectivas a beneficio de los ricos y las grandes empresas benefician exclusivamente a los ricos y a las grandes empresas. Ni aceleran el crecimiento económico, ni aseguran la creación de empleo. Las rebajas fiscales selectivas sólo han asegurado las transferencias de riqueza y oportunidades hacia los más pudientes. Los ricos son más ricos y las clases media y baja son menos clase media y más baja. Quienes ya teníamos muchas oportunidades, ahora disponemos de aún más. Una minoría de señores se ha enriquecido a costa de empobrecer a la gran mayoría de ciudadanos. Quienes tenían menos oportunidades, ahora disponen aún de menos. 


			Un sistema fiscal eficiente y legítimo ha de funcionar de manera progresiva. Debe demandar un esfuerzo progresivamente proporcionado a la capacidad económica de cada individuo. Además de percibir como justos los impuestos que uno paga y recibir unos servicios adecuados, todos necesitamos tener la certeza de que los demás contribuyentes cumplen como nosotros con una exigencia fiscal igualmente adecuada a su situación y perciben servicios y beneficios igualmente adecuados. Nadie quiere y a nadie gusta que le tomen el pelo. 


			La política fiscal debe resultar equitativa y ha de ser percibida como tal. En España la política fiscal siempre ha resultado profundamente inequitativa y siempre ha sido claramente percibida como tal. Respecto a los impuestos, cada uno de los españoles sólo se muestra seguro de una cosa: él paga más impuestos que nadie y los demás no pagan los mismos impuestos que él. Esa percepción distorsionada incentiva que muchos gobernantes vean en los anuncios fiscales espectaculares la solución a todos sus problemas, facilitando el éxito del discurso electoral oportunista sobre presuntas rebajas fiscales exprés que siempre prometen ir a «poner dinero contante y sonante en los bolsillos de los ciudadanos». 


			Mariano Rajoy ganó las elecciones a lomos de la promesa de rebajas fiscales que servirían para sacarnos de la crisis. Su programa electoral representaba un auto de fe en la llamada «teoría del goteo». Iba a bajar los impuestos a quienes más tenían para que ese dinero goteara sobre quienes menos tienen en forma de empleo y creación de riqueza. Apenas dos meses después de ganar las elecciones, Mariano Rajoy aprobaba el mayor recorte de gasto público de la historia de nuestra democracia y una subida de impuestos donde de cada tres euros a recaudar, dos provendrían de las rentas del trabajo. «Una medida dura y dolorosa, pero absolutamente imprescindible. No quedaba otra opción... era fundamental para la credibilidad del país y poder financiarnos fuera» (Mariano Rajoy, elmundo.es, 10/1/12). El descubrimiento de un supuesto déficit no declarado que desviaba la previsión oficial del anterior gobierno en más de dos puntos fue la excusa elegida. Un desconocimiento bastante sorprendente considerando que parte de esa desviación provenía de déficits revelados en las comunidades de Madrid o Valencia, gobernadas ambas por un Partido Popular con mayoría absoluta desde hacía décadas. 


			Unos pocos meses más tarde el gobierno subía en tres puntos el tipo del IVA normal y en dos el reducido, eliminaba la deducción por vivienda que había aprobado unos meses antes y ponía en marcha un nuevo paquete de recortes del gasto público. Era el «sablazo de un mal gobernante» en palabras del propio Rajoy cuando criticaba desde la oposición la decisión de Zapatero de subir el IVA. Entonces, en 2010, subir el IVA era «injusto porque perjudica a quien menos tiene; inútil, porque no servirá para atajar el déficit, y contraproducente porque es un nuevo jarro de agua fría a una economía que ya está congelada» (Mariano Rajoy, elperiodico.com, 9/7/10). Dos años después, en 2012. «La subida del IVA es dolorosa pero imprescindible, y no va a caer en saco roto» (Mariano Rajoy, rtve.es, 1/9/12). 


			De la tranquilizadora esperanza del goteo fiscal habíamos pasado a la práctica compulsiva del drenaje fiscal. Según la mayor parte de los cálculos, las dos subidas sucesivas de impuestos aprobadas por el gobierno de Mariano Rajoy han supuesto un incremento en la recaudación que ha rondado los veinticinco mil millones de euros y el mayor incremento de la presión fiscal sobre las clases media y baja registrado durante los últimos treinta años. La reforma fiscal más anunciada de la historia, la incluida en los presupuestos de 2015 del gobierno de Mariano Rajoy, va a suponer una devolución de aproximadamente 9.000 millones de euros durante 2015 y 2016. La cuenta resulta sencilla. Por cada euro que retorna a los contribuyentes, antes el gobierno le habrá recaudado casi tres. En realidad no es una reforma, más bien se trata de un «recauchutado fiscal». 


			A esta desproporción debe sumarse la inequidad del reparto en las rebajas fiscales que esconde el recauchutado fiscal del gobierno de Mariano Rajoy en 2015. Mientras que la mayor parte de las subidas de impuestos recayeron en su momento sobre las rentas del trabajo y el consumo. Las rebajas fiscales anunciadas para el año electoral benefician principalmente a los propietarios de rentas de capital y a las grandes sociedades. Mientras el IVA se queda como está, castigando al conjunto de una población empobrecida donde la gran mayoría percibe salarios por debajo de los mil euros mensuales, las grandes corporaciones españolas reciben un jugoso regalo fiscal de más de tres mil millones de euros gracias a la rebaja de cinco puntos del tipo del impuesto de sociedades, pasando del 30 al 25 por ciento. Para justificar semejante descuento, el ejecutivo alega que se trata de acercar el tipo nominal al tipo que realmente pagan las grandes empresas españolas, en torno al 11 por ciento. Lo que no deja de ser la consagración oficial del triunfo de los defraudadores y la derrota de la Hacienda Pública. Como no conseguimos que paguen, les rebajamos los impuestos para que parezca que lo hacen y además lo hacemos por ley. 


			La supuesta rebaja fiscal que el mismo ejecutivo que nos subió los impuestos proclama ahora que puede regalarnos, gracias a su competente gobierno de la economía, no resuelve ni uno de los problemas estructurales que todos los expertos asignan a nuestro sistema fiscal. Nuestra Hacienda recauda poco y mal y lo hace de manera muy injusta. Tras el recauchutado fiscal de Rajoy va a recaudar aún menos, lo hará peor y de manera bastante más injusta. De nuevo los pobres pagarán las rebajas fiscales de los ricos. Los propietarios de la riqueza contribuirán menos y recibirán más. Los propietarios sólo de su trabajo pagarán más y recibirán menos. Ganan los señores y vuelven a perder los ciudadanos. Nuestra capacidad recaudatoria habitual (en torno al 38 por ciento del PIB) va a seguir muy alejada de la media de la recaudación global de los países de la eurozona (45 por ciento del PIB). Nuestra presión fiscal media permanecerá entre las más bajas de Europa, mientras la presión fiscal que soportan las clases medias y bajas se sitúa entre las más altas. En el impuesto más afectado por el recauchutado fiscal de Rajoy, el IRPF, los tramos de renta más bajos verán rebajados sus tipos en una media de cuatro puntos, los tramos medios de renta se beneficiarán en una rebaja media de tipos en torno a un punto y los tramos más altos de renta disfrutarán de un regalo fiscal por encima de los siete puntos. Se devuelve ocho veces más renta disponible al tramo de renta más alto que al tramo de renta más bajo. El recauchutado fiscal de Rajoy también sale a cuenta para las rentas de capital, el tipo mínimo se reduce en dos puntos bajando hasta el 19 por ciento y el máximo en cuatro descendiendo hasta el 23 por ciento. Una minoría tendremos bastante más renta para consumir de manera exclusiva y la gran mayoría tendrá un poco más de renta para mantener un consumo de subsistencia. 


			No resulta complicado entender por qué el principal problema de nuestra economía continúa siendo la debilidad de la demanda. Los ricos podemos consumir más pero somos muchos menos. La gran mayoría empobrecida sólo tiene capacidad para subsistir, no para consumir. Tras el recauchutado fiscal de Rajoy seremos aún más el paraíso fiscal de una Europa donde los asalariados pagan con sus impuestos los servicios y bienes públicos, mientras los rentistas los disfrutan y descuentan sustanciosas ventajas fiscales. España no es país para trabajadores. España es definitivamente un país para ricos. En el sistema neofeudalista emergente, ser ciudadano se paga, ser señor se bonifica. 


			Desconfíe del pensamiento patrocinado cuando le cuenten que bajar los impuestos siempre es bueno. Bajarnos los impuestos a los ricos no implica que vayamos a invertir ese regalo en crear empleo y riqueza para el conjunto de la sociedad. Lo gastaremos en lo que nos dé la gana. No debería conformarse con una bajada de unos pocos euros en su impuesto de la renta, que además acabará pagando muy caros con el copago sanitario o la beca que no le darán a sus hijos. Si no quiere que los ricos le hagamos otra vez el timo de la estampita fiscal exija una política tributaria que sirva como instrumento para redistribuir riqueza y oportunidades entre grupos e individuos, no sólo como una caja de recaudación cuyo principal objetivo consiste en impedir a toda costa que la recaudación supere el 40 por ciento del PIB y las rentas más altas hayan de pagar más. Exija una reforma fiscal que equilibre el esfuerzo de las rentas del trabajo y del capital y acabe con este sistema impositivo dual que prima a los rentistas y castiga a los asalariados. Exija una reforma fiscal que reviva unos impuestos de patrimonio y sucesiones potentes y acabe con el anacronismo de que en España no se grave la riqueza. 


			Exija una reforma fiscal pensada para reducir de manera realista la bolsa de fraude que tan caro acaban pagando todos los ciudadanos. Exija una reforma fiscal que contrate más inspectores de Hacienda y les ponga a trabajar en las calles y despachos elegantes donde todos sabemos que operan las tramas de fraude a beneficio de las grandes corporaciones y las grandes fortunas. Exija una reforma fiscal que penalice la especulación y premie la inversión para la creación de riqueza y empleo. Exija una reforma fiscal donde deje de salir a cuenta despedir a gente para repartir beneficios. Exija una reforma fiscal donde las leyes que más funcionan no sean la ley del más listo y la ley de quien pueda pagarse los mejores asesores fiscales. Exija una reforma fiscal que se entienda y deje de estar secuestrada por una exuberancia reglamentaria irracional, repleta de exenciones y excepciones opacas y oscuras que siempre acaban beneficiando a quienes más tenemos para pagar menos. 


			 


			La culpa es de Angela Merkel 


			 


			Cuando en mayo de 2010 el presidente Rodríguez Zapatero subió a la tribuna del Congreso de los Diputados para anunciar, en apenas dos minutos, que bajaba el sueldo a los funcionarios, congelaba las pensiones y subía el IVA, la culpa se la llevó Europa, especialmente la canciller alemana, Angela Merkel. Para garantizarnos su ayuda y asegurar el cobro de sus deudas, nuestros socios y acreedores continentales, con los inflexibles alemanes a la cabeza, exigían que pusiéramos bajo control de manera inmediata un déficit público que se disparaba hasta el 12 por ciento del PIB. No quedaba otro remedio, al presidente no le gustaba, pero había que hacerlo, proclamaba el relato oficial. Los mercados de financiación pública y privada se habían cerrado para España. Se nos aseguraba que si la prima de riesgo sobrepasaba la barrera de los cuatrocientos puños seríamos intervenidos sin ningún tipo de contemplaciones. 


			Unos meses más tarde, en 2011, también por un presunto mandato directo e innegociable de la mismísima Angela Merkel, en pleno agosto y prácticamente en una tarde, la hasta entonces sacrosanta Constitución Española quedaba reformada a una velocidad pasmosa para constitucionalizar el principio del equilibrio presupuestario y convertir así el pago de la deuda en un imperativo constitucional. El mandato que llegaba de Berlín había sido tan intenso que incluso se había logrado algo que parecía imposible hasta entonces: que los dos principales partidos, PP y PSOE, votasen juntos y defendiesen con una sola voz la reforma. La «Gran Coalición» reclamada por muchas voces autorizadas del mundo económico y político que no había podido ser ni siquiera cuando España se hallaba presuntamente al borde de la intervención, fue realidad aunque apenas durase unas horas. También entonces no quedaba más remedio, al presidente no le gustaba, pero había que hacerlo. Entonces se nos aseguró que no era para tanto y que bien valía perder un poco de soberanía para mantener el cariño y el crédito de nuestros socios continentales. España seguiría siendo un Estado social y democrático de derecho... siempre y cuando se mantuviera al día en sus pagos. La idea de que pertenecer a la Unión Europea había convertido a España en un país despojado de su autonomía y con su soberanía bajo tutela se convirtió en un lugar común y reiterado del debate público. 


			Cuando en diciembre de 2011 el presidente Rajoy mandó a Soraya Sáenz de Santamaría a comunicarnos que no iba a cumplir el programa electoral gracias al cual acababa de ganar las elecciones con mayoría absoluta, Europa volvió a cargar con la culpa. De nuevo Angela Merkel pasó por ser la malvada «Bruja del Norte». Nuestros acreedores demandaban mayores garantías respecto al cobro de sus deudas. Con el alma en un puño y temiéndonos lo peor aceptamos que, en nombre de la canciller alemana y su devoción mística por la austeridad, nos subieran los impuestos, desamortizaran el mercado laboral para dejarlo al albur de la ley del más fuerte y se procedieran a perpetrar los mayores recortes de gasto social de nuestra historia. De nuevo no quedaba más remedio, al presidente no le gustaba, pero había que hacerlo. Los mercados de financiación continuaban cerrados a cal y canto y la vuelta de la derecha al poder no había generado confianza suficiente para abrirlos, explicaba el relato oficial. Otra promesa electoral incumplida. El hada de la confianza que nos había dicho que siempre actúa cuando gobierna la derecha o andaba distraída, o no había obrado su magia en esta ocasión. 


			Entonces el pensamiento patrocinado nos aseguraba que si la prima de riesgo traspasa la línea roja de los seiscientos puntos la intervención sería automática y los hombres de negro de la Troika caerían sobre España como si fueran comandos seals. Por supuesto nadie se preocupó de explicarnos por qué, contrariamente a lo que se nos había advertido, no habíamos sido intervenidos ya al superar los cuatrocientos puntos. La intervención representaba otra catástrofe anunciada que no se había producido pero que de nuevo sólo podíamos evitar a base de sufrimiento masivo. Se convirtió entonces en otro lugar común sostener que nuestro problema residía en la pertenencia al euro y la carencia de una moneda propia que pudiéramos devaluar. Todos nuestros males provenían de haber cedido el control de nuestra política monetaria y depender completamente de las decisiones de un Banco Central Europeo que solía ser presentado ante la opinión pública como un juguete en manos de Alemania y su despiadada canciller. España se había convertido en un Estado sin moneda y sin soberanía. Carecía de otra alternativa que no fuera obedecer disciplinadamente los designios marcados desde una misteriosa, opaca y cruel Europa donde, al parecer, ni nosotros ni nuestro gobierno disponíamos de capacidad alguna para intervenir o participar en los procesos de toma de decisiones. El único derecho que al parecer nos reconocía Europa era el derecho al pataleo. 


			Al año siguiente el gobierno y Mariano Rajoy nos contaron que habían presionado a Europa y a la inflexible Merkel para que nos concedieran cien mil millones de euros a través de un «préstamo en condiciones muy ventajosas» (De Guindos, elpais.com, 9/6/12), para salvar a nuestros bancos y cajas. Éramos «ciudadanos europeos» que debíamos asumir sus obligaciones para con sus socios. Todo iba tan «bien» y la situación estaba tan «controlada» que el gobierno decidió subir el IVA y el IRPF e implementar un programa de ajuste fiscal equivalente a seis puntos del PIB. Entonces descubrimos que donde nuestro gobierno decía «préstamo» resulta que Bruselas entendía «rescate» y traía aparejadas unas condiciones de obligado cumplimiento. Fue el delirio. Todo, absolutamente todo, pasó a ser culpa de Angela Merkel y por extensión de Europa. Desde implantar el copago a eliminar las becas Erasmus sin avisar, desde privatizar de golpe media docena de hospitales a dejar abandonados a su suerte a miles de estafados preferentistas. De nuevo, no quedaba otro remedio y al presidente no le gustaba, pero había que hacerlo. De repente ya no éramos «ciudadanos europeos» sino más bien «súbditos europeos», vasallos a quien no quedaba más alternativa que servir y obedecer al nuevo imperio alemán. 


			Cuando en 2014 el gobierno de Mariano Rajoy anunció su rebaja fiscal de 2015 con gran despliegue de medios y espectáculo, Berlín y Bruselas avisaron con toda solemnidad y de manera reiterada que no le parecía una buena idea, que la economía española no estaba para andar haciendo regalos fiscales y lo que deberíamos hacer era más bien lo contrario: subir aún más el IVA y rebajar las cotizaciones sociales. Nuestros acreedores del norte no acaban de ver asegurado el cobro de sus deudas más los intereses. Pero esta vez, contrariamente a cuanto había sucedido y nos habían contado durante los años anteriores, sí había otro remedio, al presidente no le gustaba y no tenía por qué hacerlo. Mariano Rajoy siguió adelante con su recauchutado fiscal. Ha desatendido sin mayores dificultades los mandatos comunitarios sobre tocar los impuestos al consumo y las contribuciones sociales alegando las virtudes casi milagrosas que suelen atribuirse a las rebajas fiscales. Incluso disfrutó de una jornada en el Camino de Santiago llena de queso, camaradería y buenos propósitos con la antaño intransigente y algo corta de miras Angela Merkel. La antaño Bruja del Norte se había transformado ahora en una alegre y amable socia, peregrina también en el Camino. 


			Para bajar los impuestos a los señores si volvíamos a ser ciudadanos europeos, ya no éramos meros vasallos de los designios de Bruselas y Berlín. Al parecer, España ya no era un país tan privado de su soberanía y en libertad vigilada por Angela Merkel. Disponía y dispone de margen para tomar sus propias decisiones, al menos en año electoral. La verdad es que nunca fue un feudo sin soberanía. Incluso es verdad que nosotros somos Europa. Tan cierto como que nuestros gobiernos han tomado parte y han operado como actores decisivos en ese juego de negociaciones colectivas que implica la toma de decisiones de las mismas políticas que luego nos contaban que venían impuestas desde Bruselas por Angela Merkel, no había otro remedio, no les gustaban pero había que hacerlas. 


			Las políticas de sufrimiento masivo y ajuste fiscal fueron decididas e implementadas por nuestros gobiernos. El triunfo de la austerocracia representa un éxito que corresponde principalmente a los gobiernos de José Luis Rodríguez Zapatero y Mariano Rajoy. La canciller Angela Merkel sólo se ha llevado la fama. Culparla a ella o a Europa es como culpar al boggie en la canción, una mala excusa. 


			Resulta innegable que Europa puso sus condiciones. Angela Merkel, Bruselas y los ejecutivos de los países más influyentes en la UE exigieron contrapartidas cuando los desequilibrios de la economía española comenzaron a amenazar la estabilidad de la zona euro, o cuando acordaron acudir al rescate de nuestros bancos y cajas mientras nosotros le llamábamos «línea de crédito». España debía resolver sus problemas de endeudamiento y déficit de alguna manera. España no podía aguantar mucho tiempo debiendo tres veces su PIB y con datos de déficit por encima de los dos dígitos. 


			Resulta también cierto que el fetichismo del déficit y el dogma de la austeridad han inspirado e inspiran la gran mayoría de las soluciones recomendadas por la canciller alemana y la mayor parte de nuestros socios continentales. Parece obvio que Europa se halla en este momento en manos de unos gobernantes que confunden los modelos económicos con la vida real y la virtud con la cuenta de resultados. Les ilumina una fe irracional en la austeridad como valor económico y una pasión casi enfermiza por liberarse de todo lo público. Pero las decisiones tomadas en España le han correspondido y le corresponden a los sucesivos gobiernos españoles. Existían y existen diferentes alternativas y caminos para llegar a los objetivos de equilibro acordados con Europa. Los objetivos de estabilidad, consolidación fiscal y control del déficit fueron y son resultado de la negociación y el acuerdo con nuestros socios. Las políticas de ajuste fiscal exprés, asalto a lo público y rebajas fiscales selectivas son decisión y responsabilidad principal de nuestros gobiernos. 


			Cuando el gobierno español acude a Bruselas y acuerda unas políticas está ejerciendo la soberanía, no cediéndola o renunciando a ejercerla. En la Europa del siglo XXI y la Unión, la soberanía ya no funciona como antes. Frente a la vieja visión jerárquica y vertical, estamos aprendiendo a gobernarnos en una Europa horizontal, transversal y multicéntrica. En la UE el poder se comparte y las decisiones se toman a través de negociaciones y procesos cooperativos. El poder viene del pacto y el acuerdo entre las naciones y ciudadanías federadas. No reside en una nación, un soberano, un parlamento o un pueblo. La soberanía se ejerce llegando a acuerdos y cooperando entre iguales. 


			Aquel día de mayo de 2010 el presidente Zapatero subió a la tribuna después de haber acordado con los socios europeos que debíamos contener el desequilibro de nuestras cuentas públicas, sometidas a la presión asfixiante de unos mercados que estaban descontando que el Estado tendría que acabar asumiendo los tres billones de euros de endeudamiento privado, dos terceras partes a cuenta de nuestras empresas y grandes corporaciones. Pero Europa no le obligaba a hacerlo recaer sobre los funcionarios o los pensionistas. Europa no le impedía recuperar el impuesto de patrimonio, acabar con el fraude fiscal masivo de las SICAV o con el escarnio de que las empresas del IBEX apenas paguen en impuestos un 5 por ciento de sus beneficios. Podía haber elegido estas otras opciones, pero no lo hizo. La decisión fue suya, no de Angela Merkel. Europa ni siquiera le impuso invertir su política económica y su discurso sin dar las explicaciones que merecían los ciudadanos y a las que tenía derecho, ni siquiera le obligó a no convocar elecciones anticipadas aquel mismo día para que la gente decidiera cómo quería salir de aquella crisis y cómo debían repartirse los sacrificios. 


			Cuando durante la navidad de 2011 Mariano Rajoy decidió incumplir todas y cada una de las promesas económicas de su programa electoral, resulta innegable que se hallaba sometido a una gran presión por parte de una Europa que no se fiaba de la capacidad real de España para contener sus desequilibrios. Pero Europa ni le imponía, ni le obligaba a echar buena parte del peso de los ajustes sobre los dependientes o los funcionarios, otra vez. 


			Forzado por la evidencia de que Zapatero no era la prima de riesgo, la vuelta al poder de la derecha no había obrado el milagro económico y nuestros bancos apenas podían financiarse llamando a las puertas del BCE, cuando en junio de 2012, el presidente Mariano Rajoy acordó solicitar un rescate encubierto por valor de cien mil millones de euros para acudir en socorro de nuestro sector financiero, Europa puso sus condiciones para asegurar su inversión. Exigió equilibrio fiscal para poder pagar la deuda. Pero no le obligó a hacer cargar a las rentas del trabajo con las dos terceras partes del esfuerzo fiscal, ni a seguir permitiendo que España sea un paraíso fiscal para nuestras grandes empresas y patrimonios, ni a imponer recortes en sanidad o educación que nos devuelven a la prehistoria de nuestro Estado del Bienestar; ni siquiera le obligó a volar a Polonia ese mismo día para asistir en directo al debut de la Roja en la Eurocopa 2012. Las decisiones fueron suyas, no de la canciller germana o Mario Draghi. Lo mismo vuelve a suceder en 2015, ampliar la brecha entre ricos y pobres por la vía de los regalos y rebajas fiscales selectivas corresponde a una decisión suya y sólo suya. Angela Merkel no le ha forzado a regalar seis mil millones de euros a las grandes empresas por la vía de rebajar el impuesto de sociedades y las cotizaciones sociales. Lo hace porque lo elige, le gusta y quiere hacerlo. 


			Europa se ha convertido en la excusa favorita de los malos gobernantes. Agitar el espantajo de una Angela Merkel autoritaria, dominante, castigadora y obsesionada con la austeridad ha devenido el truco favorito de los propagandistas al servicio de los gobiernos nacionales. La distancia, la complejidad y también la inaccesibilidad que tantas veces caracterizan el proceso de toma de decisiones europeo facilitan a los gobiernos estatales y regionales convencer a sus votantes de que todas las desgracias vienen de Bruselas y ellos siempre son irresponsables. Esa presunción de culpabilidad supone uno de los graves problemas que a día de hoy embarran el proceso de construcción europea. Tres décadas de convertir a Europa en la madre de todas las desgracias han logrado que muchos ciudadanos estén convencidos de que del continente sólo llegan desgracias e injusticias y que a ellos y a su país les iba mucho mejor cuando las desgracias y las injusticias se decidían dentro de sus fronteras. 


			En el medio y largo plazo todos los gobernantes europeos saben que una recuperación sostenible y un modelo de crecimiento estable pasa indispensablemente por reforzar la unión económica y política europea, convertir al BCE en una verdadera autoridad monetaria, integrar las políticas económicas y fiscales, potenciar el gobierno europeo y reforzar y ampliar las instituciones Comunitarias. «Más Europa» se ha convertido en un lugar común y en un eslogan publicitario. Sin embargo, en el corto plazo, esos mismos gobernantes complican y deslegitiman el proceso de construcción europea recurriendo a tácticas oportunistas, donde lo único que cuenta es salvar la propia responsabilidad y convencer a los votantes y a la opinión pública de que Europa es la madrastra mala que recorta sus becas, sus pensiones o su desempleo mientras les sube los impuestos. 


			 


			Mitos y mentiras 


			 


			La recuperación no es como se la están contando. Es mucho peor. Como suele acontecer en todas las leyendas, esta de la recuperación se halla repleta de fabulaciones, mitos y mentiras. No vivimos una etapa transitoria que resulte inexcusable atravesar para llegar finalmente a un futuro que recuerde al pasado de crecimiento, crédito barato y oportunidades que caracterizó el principio del siglo XXI en Europa y en España. Este presente de precariedad, desigualdad y explotación supone el destino final. No hay más recorrido. La España neofeudal habitada por señores que ejercen un poder jerárquico y vertical sobre la mayoría de los ciudadanos es el final del camino. El viaje termina aquí. La buena noticia es que no tiene por qué ser así. No es verdad que no quede más viaje por hacer. El empleo precario y de mala calidad no representa la única opción, ni tampoco es mejor que nada. La desigualdad no sólo no resulta justa sino que supone un riesgo inasumible para la estabilidad de la economía y la sostenibilidad del crecimiento. Nos podríamos permitir un Estado del Bienestar si quienes podemos lo quisiéramos pagar y dejaran de bajarnos los impuestos a los ricos. No es verdad, la culpa de todo esto no la tiene Europa. 


			No hay nada de inevitable en cuanto nos está sucediendo. La crisis no conduce irremisiblemente a un cambio de modelo en nuestras relaciones sociales. No es verdad que, como sostiene el pensamiento patrocinado, la mal llamada recuperación sólo pueda ser así y tampoco tiene por qué ser así. La única razón para que la recuperación esté significando más desigualad, más pobreza y más concentración de la riqueza reside en que les conviene a quienes toman las decisiones en los parlamentos y en los despachos y a quienes tenemos la capacidad de acceder a quienes toman las decisiones en los parlamentos y en los despachos. Los ganadores siempre lo queremos todo. 


			

	    



  

     


    III 


     


    Los ganadores se lo llevan todo 


     


    En países con tradición de mayoría católica como España ganar dinero y hacer ostentación de ello siempre ha estado peor visto que en otros lugares. Frente a la cruda honestidad de la ética del trabajo y la moral del éxito, que Max Weber identificaba como hegemónica entre los países mayoritariamente protestantes, en los territorios dominados por la Iglesia católica se imponía más la hipocresía de hacerse rico pero sin dejar de parecer pobre. Un verdadero señor jamás hacía ostentación de su riqueza. Sólo los nuevos ricos se pavoneaban. Entre los países católicos la riqueza y la ostentación del éxito no eran interpretadas como señales de resultar uno de los elegidos por ese Dios protestante y justiciero que premia el esfuerzo y el trabajo. Más bien eran percibidas como señales de identidad de desclasados con demasiada prisa por olvidar su pasado. 


    Los años de ladrillo y burbuja cambiaron muchas cosas, también ésa. En España hizo fortuna una especie de «versión almodovariana» de la moral del éxito weberiana. En España sólo los tontos y los ingenuos no sabían cómo hacerse ricos y sólo los idiotas no se lo contaban y se lo dejaban claro a todo el mundo. En apenas una década España pasó de ser un país de trabajadores que se soñaban o se creían clase media, a conformar un país de trabajadores que se soñaban o se creían propietarios. La exhibición del éxito y la riqueza como un trofeo ostentoso se había convertido en la confirmación de haber dejado atrás nuestro pasado de país pobre, subdesarrollado y triste. Sólo importaba la posesión. Su origen o mérito resultaban irrelevantes. A casi nadie le importaba si la opulencia procedía de la recompensa del esfuerzo y el trabajo y desde luego nadie preguntaba. La apariencia lo era todo y lo justificaba todo. 


    Cuando a partir de 2009 las cosas empezaron a estropearse y lo que hasta entonces denominábamos «crisis» pasó a convertirse en la vida cotidiana, los ricos tardamos tiempo en percatarnos del cambio y sus consecuencias. Las élites financieras, empresariales y políticas no renunciaron ni a su aparatoso estilo de vida, ni a sus privilegios de grupo mientras se destruían casi dos millones de empleos, o el gobierno de Zapatero habilitaba una rebaja fiscal para que muchas familias españolas pudieran pagar sus hipotecas luego de descubrir abruptamente que continuaban siendo trabajadores y no se habían convertido en propietarios. Los primeros caídos a manos de la Gran Recesión se lo habían buscado y tenían justo aquello que merecían, no era culpa nuestra, venía a decir el pensamiento patrocinado. Los jóvenes que habían dejado sus estudios para ganar dos mil euros en la construcción y ahora estaban en paro se lo habían buscado. Los jubilados que habían invertido en preferentes también. Nadie les había pedido a los inmigrantes que vinieran a tratar de vivir y realizar el «sueño español». 


    Hasta 2010 los salarios de los directivos de las grandes empresas subieron a ritmos superiores al 10 por ciento anual. Los diputados estatales y autonómicos fueron los últimos en bajarse sus nóminas, o renunciar a privilegios como sus provechosos planes de pensiones a cargo del contribuyente. Hasta entonces ninguno sentía la necesidad porque ni era culpa suya, ni tenían por qué pagar la factura. Es probable que hoy sigan sin entenderlo. Fue la progresiva extensión de los efectos de las políticas de sufrimiento masivo y ajuste fiscal exprés a la mayoría de la población lo que volvió cada vez más insostenible el discurso de que sólo quienes se lo merecían pagaban realmente los platos rotos de la crisis. El castigo creciente a los funcionarios, los jubilados, los dependientes, los enfermos o incluso a los niños en la escuela, contrastaba de manera cada vez más brutal con unas élites que seguían viviendo como si nada estuviera pasando. La indignación crecía mientras la mayoría comprobaba cómo la crisis tenía ganadores que no se lo merecían y perdedores que no habían hecho nada para merecerlo. 


    Entonces los ricos cambiamos de estrategia. Regresamos a la vieja tradición cristiana de ser rico pero mantener una apariencia de austeridad y penuria. Ser señores pero vivir como esos ciudadanos a quienes se veía tan indignados y dispuestos a moverse para que se depurasen responsabilidades. Se asumieron pequeños sacrificios, como moderar las políticas de bonus o acordar pequeñas rebajas salariales similares a las asumidas por los funcionarios. Aunque dichos sacrificios fueron tan ampliamente publicitados que acabaron pareciendo mayores. La ostentación dejó paso de nuevo al recurso a los reservados en los locales públicos y a la discreción en el gasto, a un uso menos vistoso de la riqueza y más acorde con la receta de dosis masivas de austeridad prescrita para la mayoría. 


    Parecía la única manera de hacer sostenible un relato moralizante sobre la crisis donde todos somos culpables y nadie merece ser eximido del sacrificio colectivo. En ese relato de la crisis donde el sufrimiento siempre resulta inevitable para todos y nunca hay ganadores y perdedores, la desigualdad y esa nueva sociedad neofeudal emergente resultan una consecuencia natural, inevitable e incluso deseable porque al menos asegura el orden y un sistema estable donde cada uno sabe cuál es su papel y dónde está su sitio. Salir de la crisis se convierte así en un «gran objetivo nacional... quien piense que las cosas serán fáciles, se equivoca; quien piense que se pueden hacer sin esfuerzos, se equivoca, y si alguien piensa que hay una varita mágica para solventar todo en media hora, se equivoca... no hay crisis lo suficientemente profunda que no puedan superar los españoles si hacen gala de lo que les caracteriza: esfuerzo, sacrificio, talento y creatividad». (Mariano Rajoy, lne.es, 4/9/11). Pero tras ese «gran objetivo nacional» al cual todos hemos sido llamados a contribuir con nuestro sacrificio sí hay ganadores y se lo están llevando todo, como en la famosa canción de ABBA. 


     


    La banca siempre gana 


     


    Tras un lustro de crisis, recesión e incertidumbre lo único que aún parece sólido es que la banca siempre gana en España. Según datos de la propia patronal bancaria (AEB), en el año 2006 la banca privada española declaró unos beneficios de 11.659 millones de euros, un 41 por ciento más que el año anterior. En 2007 se embolsó casi 25.000 millones y durante 2008 más de 16.000 millones. Ese año, sólo el Banco Santander consignó 9.400 millones de beneficio neto mientras el BBVA anotaba 5.800 millones. En 2011, uno de los años más virulentos de la crisis, la banca privada española registró más de ocho mil millones de euros de beneficios. El año siguiente, 2012, supuso el momento más duro para la banca privada, el ejercicio que menos ganaron; apenas 1.731,9 millones de euros tras la abrupta entrada en pérdidas del Banco Popular y verse obligados todos los demás a consignar más de cincuenta mil millones para sanear sus créditos inmobiliarios. En 2014, mientras tú ibas tirando como podías para tapar los múltiples agujeros de tu economía familiar, la gran banca privada española ya había superado el bache y se había apuntado unos beneficios por encima de los 9.000 millones de euros y sus previsiones mejoran con respecto a 2015. El siguiente gráfico (gráfico 1) resume la evolución de los beneficios de la banca durante la Gran Recesión. 


    Sin embargo, tanto éxito no ha impedido a la banca privada española prescindir de más de 60.000 empleos desde 2008 hasta situar la media de empleados por oficina (6,4) en la mitad de la media de la zona euro (12,4. Datos BCE). Tampoco ha ahorrado a los contribuyentes sufragar más de 61.000 millones en ayudas directas a la banca española desde 2009, aunque algunas fuentes (blogs.publico.es/juanTorres, 26/11/13) elevan el montante total a más de 250.000 millones de euros si se suman los avales (110.000 millones), los esquemas de protección de activos (28.000 millones), la compra de activos (72.000 millones) o las ayudas a la liquidez (5.000 millones). En estas cantidades no se incluyen ni el coste de oportunidad de las ventas a los cinco grandes y a precios de saldo de las entidades previamente saneadas con dinero público, ni otras ayudas más o menos encubiertas como el tratamiento de los llamados «activos fiscales diferidos», ahorros en impuestos que se les permitía obtener en el futuro por haber tenido pérdidas o efectuado provisiones en el pasado. Los acuerdos de Basilea III impiden que tales activos formen parte del capital salvo si pueden ser usados de manera inmediata y sin restricciones. Para salvar los más de cuarenta mil millones de euros en activos fiscales de la banca española el gobierno ha convertido al Estado en garante de esos activos y ha eliminado el límite de 18 años para efectuar la compensación de pérdidas o beneficios y el pago de impuestos. Los antiguos activos fiscales diferidos se han convertido así, de facto, en créditos contra la Hacienda Pública, hábiles para ser computados como activos en el capital de la banca privada. 


     


    GRÁFICO 1.	 Evolución	de	los	beneficios de la banca privada en España 2006-2013.	 
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    Fuente: Elaboración propia sobre datos AEB, en millones de euros. 


     


    También durante estos años de ayudas públicas y despidos masivos, según los datos de Hacienda y la propia AEB, la banca española ha tributado en el impuesto de sociedades a un tipo real medio del 15 por ciento, la mitad del tipo nominal del impuesto (30 por ciento). En 2011, el año en que comenzaron los recortes más duros para inversión social en sanidad o educación, o se privó a los funcionarios de su paga extra de navidad, la banca española pagó al fisco apenas 1.661 millones de euros sobre más de diez mil millones de beneficios brutos. 


    Para justificar semejantes cifras de negocio, beneficio y fiscalidad, sorprendentes y difíciles de explicar ante un país castigado por el paro, sometido al esfuerzo de financiar seis puntos del PIB en subvenciones a una banca que apenas paga impuestos y con la economía paralizada por la falta de crédito provocada desde el propio sector financiero, la banca suele argumentar que su éxito proviene de fuera de España. Reside en su internacionalización y el creciente volumen de negocio que manejan en el exterior. Es cierto, aunque no es ni de lejos toda la verdad. Casi la tercera parte de sus beneficios provienen de filiales e inversiones fuera de las fronteras del Estado español. Pero también resulta cierto que más de la tercera parte de esos beneficios (36 por ciento en 2013) provienen de nuestros impuestos, concretamente de la partida presupuestaria destinada al pago de los intereses de la deuda pública española, sin duda el negocio del siglo para los señores de la banca privada española. El truco se llama carry trade en la jerga de los economistas. El Banco Central Europeo suministra dinero barato a la banca para que fluya el crédito y nuestra banca lo emplea en financiar la compra de deuda pública a tipos que triplican o cuadruplican el interés mínimo que han de abonar al BCE. 


    Mantener el margen de beneficio, aliviar aún más su ya liviana fiscalidad, abaratar los costes salariales y acudir en su ayuda con dinero público cuándo y cuantas veces hiciera falta. Esos han sido los curiosos y peculiares sacrificios exigidos por nuestros gobiernos a la banca para cumplir ese «gran objetivo nacional» de salir juntos de la crisis mediante un gran esfuerzo colectivo. Así se resumen sus aportaciones «solidarias» durante estos años de penuria. 


    La banca privada española es culpable principal de la crisis y la Gran Recesión que padecemos desde hace más de un lustro. La causó con sus decisiones irresponsables donde el único objetivo consistía en ganar a corto, especulando como fuera y con lo que fuera. Luego la convirtió en negocio chantajeando al mismo Estado y a los ciudadanos que debimos acudir en su rescate. En 2008 España debía casi cuatro billones de euros, tres billones eran deuda privada y la mitad provenía de deuda de grandes empresas, bancos y corporaciones. La deuda pública no superaba los 0,7 billones de euros. Los mayores deudores eran los señores, los grandes amos de nuestro sector financiero y las grandes corporaciones, no los ciudadanos o el Estado con sus gastos en sanidad o pensiones. Los míticos mercados financieros internacionales no se cierran primero a la financiación pública. El grupo reducido y selecto de grandes inversores y gestores de fondos de inversión que condicionan con sus decisiones la actitud de eso que llamamos «los mercados» no quiere más deuda privada española. Son nuestros bancos y grandes empresas quienes encuentran serias dificultades para refinanciar su enorme deuda, mientras la deuda pública española no supera el 40 por ciento del PIB y se financia a tipos de interés razonables. 


    Los bancos europeos no quieren prestar más dinero a los bancos españoles y el BCE no ayuda lo que debiera con su política dubitativa y escasa de recursos. El crédito ya no podía fluir porque había que dedicar los recursos a cuadrar las cuentas como fuese y mantener el margen de beneficio. El recurso directo a los inversores a través de la venta de preferentes se convirtió en el botón del pánico que pulsaron compulsivamente unas cajas y unos bancos necesitados de captar recursos como fuera. Primero se las vendieron a los grandes inversores. Cuando éstos empezaron a reclamar su dinero, se las colocaron a pequeños ahorradores a quienes se engañó sin compasión. Lo hicieron por igual cajas y bancos, aunque la leyenda negra se ha extendido atribuyéndolas sobre todo a las cajas. La única diferencia reside en que quienes adquirieron preferentes a las cajas se quedaron con las pérdidas y quienes compraron a los bancos se vieron forzados a canjearlas por acciones, en los términos y condiciones dictados por las entidades en su propio beneficio. El resultado final fue el mismo: inversores captados a la fuerza, la banca siempre gana. 


    A pesar del oscurantismo y la opacidad que suele rodear el asunto de las preferentes emitidas por los bancos y el silencio del pensamiento patrocinado, sabemos que en total la emisión de los cinco grandes casi dobla a lo lanzado por las cajas de ahorros. Caixabank emitió quince mil millones entre preferentes y subordinadas, casi el doble que la mismísima Bankia, el BBVA emitió más de tres mil cuatrocientos millones en preferentes, el Banco Santander casi dos mil millones, el Banco Popular más de mil cien millones y el Banco Sabadell más de ochocientos millones de euros. Al igual que las cajas, los bancos han recibido diversas sanciones por irregularidades en su comercialización entre los pequeños ahorradores. El Santander fue multado en 2014 con una sanción de un millón de euros por no informar debidamente a los suscriptores de preferentes (cincodias.com, 24/3/14). 


    Sobre esta realidad de endeudamiento exuberante los mercados comenzaron a descontar la posibilidad de que el Estado tuviera que acabar asumiendo de una manera u otra semejante bola de deuda privada. Es entonces cuando comienzan a reclamar garantías y tipos de interés reforzados para continuar financiando la deuda pública. Es entonces cuando el Estado debe acudir en auxilio de la banca privada. Lo público se ve forzado a acudir al rescate de lo privado. Justo al revés de cuanto acontece en la versión oficial, donde lo privado debe liberarse de la pesada carga de lo público para que vuelvan el crecimiento y la prosperidad. 


    Pero no es esta la historia que nos han contado. En su lugar fuimos bombardeados de manera masiva por otra fábula moralizante propagada con entusiasmo desde los postulados de la nueva economoral. En ella había bancos buenos y privados que constituían un modelo de gestión eficiente y decisiones responsables frente a cajas malas y politizadas donde todo había sido despilfarro, incompetencia e irresponsabilidad. Debíamos acudir al rescate de esas cajas que habían corroído nuestro ejemplar sistema financiero, para que nuestros grandes y modélicos bancos privados pudieran seguir facilitando el crédito que volvería a hacer funcionar nuestra economía con la pujanza perdida. De repente se nos hacía descubrir que era mentira la historia de éxito de las Cajas que muestra el gráfico 2, con una evolución no muy diferente a la descrita para los beneficios de la banca privada y que todo el mundo había dado por buena. Desconocíamos entonces cuánto más sorprendente nos resultaría descubrir en 2013 la vuelta a 3.796 millones de euros en beneficios para las cajas, tras la regulación forzada en 2012 y la asunción de pérdidas por valor de más de cuarenta mil millones de euros. 


     


    GRÁFICO 2.	 Evolución	de	los	beneficios de las cajas españolas 2006-2014. 
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    Fuente: Elaboración propia sobre datos CECA, en millones de euros. 


     


    En esta reinvención moralizante de la historia de nuestro sector financiero, el desequilibrio causado en las cuentas públicas por la operación de rescate bancario motivado por las malas decisiones tomadas desde el propio sector financiero, ahora resultaba ser culpa de los votantes por haber elegido a políticos oportunistas y manirrotos que nos habían embarcado en una espiral de gasto público que había terminado por cerrarnos el acceso a los mercados financieros y destruido la confianza en nuestra economía. Los ciudadanos éramos culpables por haber cambiado por los políticos a los señores que siempre habían mandado en el mundo del dinero. Todos éramos culpables. La banca que seguía facturando beneficios millonarios se retrataba poco menos que una víctima de nuestra irresponsabilidad colectiva y la intrusión de la política. Sus deudas habían pasado a ser nuestras y debíamos pagarlas porque nosotros les habíamos obligado a contraerlas. Salvando a la banca, nos salvaríamos a nosotros mismos. 


    Durante estos años los gobiernos y el pensamiento patrocinado han tratado de convencernos de que la sintonía entre nuestros gobiernos y el sector financiero respecto a la definición de las causas y soluciones para la Gran Recesión se debía a la centralidad del papel de la banca en una economía moderna. Todo cuanto hacíamos, los sacrificios y las deudas que asumíamos, no eran para asegurar las ganancias de nuestro sector financiero. Se debían al bien común, a la necesidad de hacer fluir el crédito para dar aire a los emprendedores y a la pequeña y mediana empresa. Debíamos sacrificarnos para que la banca pudiera cumplir su función vital. Se nos ha explicado con todo tipo de metáforas, a cada cual más evocadora. Se nos ha contado que la banca es el «corazón» de nuestra economía y el crédito es la «sangre» que debe correr por sus venas para que crezca sana y fuerte, o que la banca es el «motor» o el «alma» de una economía pujante y vigorosa. 


    En 2014, tras los test de estrés practicados a la banca europea por el BCE, el sector financiero español se clasificó entre los cinco más solventes del continente. Preguntados los propios banqueros o el gobernador del Banco de España, Luis María Linde, respecto a si la banca ya estaba en condiciones de hacer fluir el crédito, la respuesta fue que no sólo dependía de la solvencia, sino también de la recuperación de la actividad, la creación de empleo y la política fiscal. La lógica había cambiado sin que nadie explicase por qué. La secuencia ya no consistía en que la ayuda pública llevaría a la solvencia financiera, la solvencia llevaría al crédito y el crédito traería la recuperación. La nueva secuencia se resume en que la ayuda pública ha asegurado la solvencia de nuestros bancos, pero no se va a traducir en más crédito. Ahora es la recuperación quien debe facilitar el crédito y no el crédito quien va a facilitar la recuperación, como nos habían contado para justificar el recurso masivo a la ayuda pública. En cualquier caso hay algo que no cambia: en cualquiera de las dos versiones, la banca siempre gana. 


    La razón para tanta sintonía entre la banca y el gobierno resulta más sencilla y bastante menos poética que aquella ilustrada por las recurrentes metáforas orgánicas acerca del papel de la banca en nuestra economía. La plutocracia le ha ido ganando la partida a la democracia. No se trata únicamente de la conocida dependencia económica de los partidos políticos respecto al sector financiero, a quien adeudan más de 350 millones de euros y un opaco y oscuro serial de condonaciones y refinanciaciones. Se trata de un fenómeno de contenido más institucional. John Keneth Galbraith (1969, 1994) bautizó como «tecnoestructura» a la progresiva asimilación entre las formas de organización de las grandes compañías y las administraciones públicas. De acuerdo con las tesis de Galbraith, en el capitalismo moderno el poder corporativo y el poder político no sólo no compiten sino que cooperan de manera estable y regular para gestionar un «sistema de planificación» de la producción liderado por las élites que integran la propia tecnoestructura público/privada. 


    Hoy el poder político se concentra en las mismas manos que el poder económico. Los gobiernos que escogemos en elecciones democráticas han resultado y resultan cada vez más operados por los mismos tecnócratas y plutócratas que operan los sectores corporativo y financiero. En buena medida las mismas personas toman las mismas decisiones en un lado y en el otro. Quienes hoy deciden sobre política económica resultan ser algunos de los mismos que ayer tomaban las decisiones en los bancos y volverán a tomarlas mañana, cuando dejen la política. No son políticos que compiten por el apoyo de los ciudadanos, son plutócratas que compiten por el favor de los señores. 


    Ejecutivos y directivos que habían alimentado con sus decisiones especulativas una enorme bola de endeudamiento se habían convertido ahora en los gobernantes serios y responsables, dispuestos a tomar las decisiones más difíciles para arreglar sus problemas con el sufrimiento de los demás. Luis de Guindos, el ministro de Economía, ocupaba puesto como miembro del consejo asesor de Lehman Brothers a nivel europeo y director para España y Portugal. Tras la quiebra de Lehman, en 2008, se hizo cargo de la Dirección Financiera de Pricewaterhousecoopers (PwC), firma actualmente investigada por delito fiscal. PwC conforma una de las cuatro grandes consultoras, junto a Deloitte, KPGM y Ernst and Young, que monitorizan el mundo de la banca y juegan un papel determinante en los procesos de toma de decisión de las entidades y de los gobiernos que en teoría deberían controlarlas. Cristóbal Montoro, ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, antes de entrar en política había pasado por la subdirección de Estudios del Banco Atlántico (1975-1981) y la dirección de estudios del Instituto de Estudios Económicos, el think tank de la CEOE (1981-1993). 


    En los segundos niveles del equipo económico la historia se repite. Casi todos provienen o de consultoras como Pricewaterhouse, o directamente del mundo de la banca. En el área de Economía, Fernando Jiménez Latorre, director asociado de National Economic Research Associates (NERA) del grupo Marsh & Mclennan, una consultora de servicios financieros, gestión de riesgos y capital humano, fue nombrado secretario de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa. Dejó su puesto en 2014 para incorporarse como director ejecutivo del FMI. Le sustituyó Íñigo Fernández de Mesa Vargas, hasta entonces secretario general del Tesoro y Política Financiera y responsable en su día de financiación del sector público e infraestructuras en Lehman Brothers y desde 2007 managing director en Barclays Capital. Al frente del FROB se encuentra Antonio Carrascosa Morales, en su día director de cumplimiento regulatorio de PwC. En el área de Comercio se sitúa Jaime García Legaz, popular por su intensa amistad con el «pequeño» Nicolás, era desde 2007 secretario general de FAES, a propuesta del expresidente del Gobierno José María Aznar. Proviene también de la banca privada y ha actuado también como consultor del Banco Mundial, la OCDE, o la Comisión Europea. En el área de Hacienda encontramos a Miguel Ferre Navarrete, secretario de Estado y en su momento socio de fiscalidad internacional, de nuevo en PwC. 


    La banca y el gobierno piensan lo mismo porque en ambos deciden los mismos. El Estado parece haberse convertido en un instrumento para arreglar las dificultades de sus negocios. En la España neofeudal el Estado debiera y deberá ponerse al servicio de los señores y no de los ciudadanos porque son ellos, los propietarios, los titulares de los derechos y los verdaderos creadores de la riqueza y prosperidad que permite financiar sus derechos a la mayoría de los no propietarios. La Gran Recesión se configuró así como una oportunidad óptima para continuar privatizando los beneficios para los señores y socializando las pérdidas entre los ciudadanos. Así fue como, de repente, el Estado se convirtió en el único culpable de la crisis, el gasto público se trasmutó en el demonio, el déficit pasó a ser la causa de nuestros males y la austeridad se presentó como el único remedio. La banca y el pensamiento patrocinado no sólo han conseguido convencernos de que debemos hacernos cargo de sus deudas. Ha logrado que las interioricemos como si fueran culpa nuestra. 


    El doloroso drama de los desahucios ilustra a la perfección esta cooperación entre banca y gobierno, cómo se desarrolla ese golpe silencioso que está transformando nuestro régimen democrático en un régimen cada vez más plutocrático, en manos de los propietarios de la riqueza y manejado por tecnócratas dedicados a atender sus prioridades como primera regla de decisión. España se ha convertido en el país de los cien desahucios diarios y los medios se han llenado de imágenes desgarradoras de familias que abandonaban sus casas entre aplausos de sus vecinos. La UE ha dictaminado ya en varias ocasiones que nuestra ley hipotecaria contraviene la legislación comunitaria al otorgar todos los derechos al acreedor y dejar prácticamente indefenso a un deudor que veía cómo el impago multiplicaba sus deudas. Pero ni el gobierno de Zapatero, ni el gobierno de Rajoy se plantearon en ningún momento reformar una ley que aumentaba el valor de la vivienda por el mero hecho del impago. Según la explicación oficial más repetida, introducir algo tan elemental e intuitivamente justo como la dación en pago significaba abrir la posibilidad de que inmobiliarias y bancos debieran anotar como hipotecas dudosas créditos que hasta ahora podían cuantificar en sus balances como seguros, gracias a las draconianas garantías hipotecarias que establece una legislación al servicio casi exclusivo de los intereses del propietario de la deuda. 


    A pesar de haber dedicado más de doscientos veinticinco mil millones a previsiones y coberturas de riesgo entre 2008 y 2013, pese a las cuantiosas ayudas públicas indirectas recibidas a través de las entidades compradas a precio de saldo tras su saneamiento público, los cinco grandes de la banca privada española deben purgar aún más de cien mil millones de euros en créditos inmobiliarios, según datos elaborados a partir de la información suministrada por las propias entidades (Jiménez, elpais.com, 10/3/13). La mitad de esa astronómica cantidad corresponde a edificios terminados y la cuarta parte a suelo adquirido a un precio muy superior al actual durante los años de la burbuja inmobiliaria. De esos cien mil millones, el 55 por ciento se considera dudoso o en riesgo de impago. El problema de estas cifras reside en que la banca privada española sólo tiene cubierta la cuarta parte de ese riesgo. Caixabank acumula más de catorce mil millones en créditos dudosos o subestándar y tiene cubiertos cerca de seis mil millones. El Banco Santander guarda diez mil millones y sólo resguarda cinco mil millones y medio. El BBVA gestiona nueve mil millones de créditos dudosos o en riesgo y apenas puede garantizar cuatro mil millones. El Banco Sabadell acumula más de once mil millones y ha podido cubrir algo más de cinco mil millones. El Banco Popular acumula otros nueve mil millones y a duras penas logra resguardar tres mil millones. Si la legislación hipotecaria se reformase en profundidad para rebajar adecuadamente las extraordinarias garantías hipotecarias de los bancos, el armazón financiero que sustenta la aparente solvencia de la banca privada española quedaría seriamente comprometido. 


    Parar el drama de los desahucios con una reforma hipotecaria que equilibrase realmente las posiciones de acreedor y deudor hipotecarios implicaba desnudar la verdadera situación de un sector financiero entrampado en la especulación inmobiliaria. Fue necesario presentar ante el Congreso una iniciativa legislativa popular respaldada por un millón y medio de firmas y una impresionante movilización social para provocar una mínima reforma legislativa. Se introduce formalmente la dación en pago, pero bajo unas condiciones y restricciones que la hacen prácticamente inviable en el mundo real. Una vez más no hay sorpresas, la banca gana. 


    El sector financiero español posee una responsabilidad determinante en la gestación de la crisis de nuestra economía que nuestros señores de las finanzas jamás han asumido. Antes al contrario, la banca privada española ha convertido sin reparo la restricción del crédito en un elemento estratégico de presión política. Ha aprovechado la gestión de la crisis como una oportunidad para reforzar su posición dominante sobre sus clientes, pero también sobre la política y los ciudadanos. En esa estrategia los gobiernos democráticos convertidos en instrumentos plutocráticos han resultado y están resultando cómplices necesarios y voluntarios. 


    Los señores del mundo financiero y la banca privada española emergen sin duda como los grandes ganadores de la crisis frente a unos ciudadanos con menos derechos, más indefensos, peor informados y con menos instrumentos de control que antes de la crisis. Han transferido a esta generación de españoles y a la siguiente el grueso de sus deudas sin renunciar al grueso de sus beneficios. Han logrado enterrar el modelo de unas cajas al servicio de la economía productiva y la pequeña y mediana empresa. Su relato de una crisis donde toda la culpa debe recaer sobre el modelo de las cajas y todas las bendiciones pertenecen a los bancos privados domina por completo el debate y asfixia cualquier discrepancia. El sector financiero español se ha convertido en un oligopolio gracias a una operación financiada con ingentes cantidades de dinero público. Somos el único país de la zona euro que ha renunciado por completo a tener dentro de su sistema financiero un modelo de entidad homologable a las cajas, como la banca regional alemana o francesa o las Caisses d’Espargne. Han desterrado para siempre la idea de que la banca pública puede constituir un elemento necesario, valioso y eficaz para la gestión de una economía. Han logrado concentrar el sector financiero hasta convertirlo en un oligopolio en manos de unas pocas entidades. Han debilitado y destruido el prestigio del Banco de España y cualquier otro regulador público que pudiera aparecer, de manera que el sector financiero español se sitúa hoy fuera de cualquier control público democrático, amparado y protegido por una legislación confusa, enmarañada, ineficaz y al servicio prioritario del blindaje de sus intereses. 


    Hoy tenemos que vérnoslas con una banca que practica justo lo contrario de aquello que predica: menos competencia, menos libertad, menos seguridad y más irresponsabilidad económica y social. De las cincuenta entidades que existían en 2006 hoy quedan quince y los tres grandes de la nueva banca privada, Santander, BBVA y La Caixa, controlan una cuota del mercado del 60 por ciento. La banca privada española se mueve hoy con mucha más libertad y menos restricciones económicas y control democrático que ayer. Opera en un régimen de dominio económico cada vez más cercano al neofeudalismo, donde la propiedad y los derechos les pertenecen de manera exclusiva e ilimitada y los ejercen de manera absoluta y discrecional. La banca privada española emerge de esta crisis con más poder y menos control que antes frente a un gobierno que se elige democráticamente, pero funciona de manera plutocrática como un instrumento de control al servicio de los propietarios de la riqueza. Se lo estamos pagando usted y yo y el resto de los españoles con nuestros impuestos. Pero no espere que nos den las gracias. Según ellos, se lo han ganado. Como buenos señores, están en su derecho. 


     


    Los ricos tampoco lo vamos a pagar 


     


    Siempre que alguien en España propugna subir los impuestos a los ricos le cae encima la acusación de demagogia. España parece un país sin ricos. «Nunca nos hemos arruinado, pero los Alba nunca hemos sido ricos» (Cayetano Martínez de Irujo, Salvados, La Sexta, 11/12/11). Tenemos nobles, terratenientes, altos ejecutivos, empresarios, constructores, artistas, futbolistas estrella pero, a diferencia de cuanto acontece entre los países de nuestro entorno, ninguno se declara o se define como «rico», mucho menos escribe una carta pública a su gobierno reclamándole que le suba los impuestos, como sí ha sucedido en Estados Unidos o Francia. Nuestros ricos resultan ser gente discreta. Prefieren declararse clase media, muy trabajadores y agobiados ya por una excesiva voracidad fiscal de la que se defienden a duras penas para seguir creando con su esfuerzo empleo y bienestar para todos. Un retrato amable de nosotros mismos que goza de una profusa y entusiástica difusión mediática. Hay que reconocer que nuestro pensamiento patrocinado ha sabido implementar una gran labor a la hora de construirnos a los ricos un paraguas fiscal impenetrable, en lo económico y en lo ético. Siempre que se reclaman mayores impuestos para los ricos, sabe aplicar con la precisión de un reloj la retórica reaccionaria tan bien modelizada por Hirschman (1970): subir los impuestos a los ricos resultaría peligroso, inútil y perverso. 


    Subir los impuestos a los ricos resultaría peligroso porque se podría producir un «efecto salida fiscal» sostiene el pensamiento  patrocinado. De acuerdo con esta tesis básica de la economoral, España es un país donde ya se pagan muchos impuestos y se sufre uno de los esfuerzos fiscales más gravosos del mundo. Si a los ricos se nos demandara aún un mayor esfuerzo fiscal cogeríamos nuestro dinero y saldríamos corriendo hacia países con haciendas más amables con nuestros intereses. Si mañana la Hacienda española decidiera aumentar la fiscalidad de las famosas SICAV, o modificarlas o suprimirlas para que dejen de funcionar como un mecanismo de evasión fiscal amparado por la ley, sus propietarios simplemente se llevarían su dinero al extranjero, a un país donde sepan atender mejor sus gustos fiscales. 


    Con la actual regulación, el titular de una SICAV tributa al 1 por ciento en lugar de al 30 por ciento que le obligaría el Impuesto de Sociedades, puede retirar capital sin tributar mientras no supere la cantidad inicialmente invertida y cuando decide hacer efectivas sus ganancias tributan a un tipo máximo del 21 por ciento como renta de capital. Para constituir una SICAV se necesita un capital mínimo de 3,4 millones de euros y 99 socios, los famosos «mariachis». La figura de las SICAV carece de sentido y no aporta valor económico alguno a día de hoy. Sólo funcionan y sirven como un artefacto para pagar menos impuestos. Según datos de Inverco (Asociación de Instituciones de Inversión Colectiva y Fondos de Pensiones, 30/11/13) en España había 244.646 millones de euros depositados en las diversas instituciones de inversión colectiva, más de veintiséis mil millones de euros se encuentran invertidos en SICAV. Sólo durante 2013, tras la amnistía fiscal del gobierno Rajoy, se constituyeron tres veces más sociedades que en 2012 (116 frente a 36). El negocio resulta tan fiscalmente rentable que todos los bancos, grandes empresas y corporaciones y principales fortunas poseen una o varias SICAV. Se han convertido en los nuevos «feudos» de los nuevos señores. Desde el BBVA al Santander y la familia Botín, desde el grupo Acciona a NH Hoteles, desde la familia del Pino de Ferrovial hasta la familia Fernández Somoza de Azkar, desde Alicia Koplowitz a la familia Mera o Amancio Ortega. Todos tienen su SICAV, todos poseen un feudo. 


    Según los cálculos más prudentes, subir un solo punto el tipo de la SICAV supondría recaudar casi mil millones de euros más. Ni durante los años más duros de la Gran Recesión gobierno alguno se atrevió a tocar la fiscalidad de ese fraude de ley llamado SICAV. La excusa siempre fue la misma: el riesgo de deslocalización, el «efecto salida» fiscal. José María Castillejo, noble y dueño del personaje infantil Pocoyó, lo explicaba claramente en televisión cuando el gobierno de Zapatero decidió recuperar una versión ligera del impuesto de patrimonio. «En vez de fomentar que los ricos se queden, vamos a putearlos para ver si les da por irse de una vez, que nosotros aquí lo que queremos es quedarnos sólo los pobres... Tú empieza a putear a los ricos para que paguen más impuestos, verás lo que hacen... Los ricos si han llegado ahí no son tontos... Los ricos cogen su pasta y se van. ¿Tú sabes el esfuerzo que requiere llevarse una SICAV a Luxemburgo? Firmar un papel» (José María Castillejo, Salvados, 31/10/11). Seguramente por un estilo de gestión basado en información de tan ínfima calidad meses después, Zinkia, la productora de Pocoyó, caía en bancarrota. 


    En un país donde exista un sistema fiscal verdaderamente progresivo y el esfuerzo fiscal se reparta de manera efectivamente proporcional a la capacidad de cada sujeto, la imprecisa teoría del efecto salida fiscal podría llegar a preocuparnos. En España sólo puede sostenerse como parte de una broma difícil de comprender. No responde a la verdad afirmar que en España se pagan excesivos impuestos. La presión fiscal española siempre se ha mantenido muy por debajo del 40 por ciento del PIB, lejos del entorno del 40 por ciento donde se mueven países como Francia, Reino Unido o Alemania. En el año más duro de lo que llevamos de Gran Recesión, 2011, nuestra presión fiscal se situaba en poco más del 31 por ciento del PIB, a la cola de los 27 países de la UE, donde la presión fiscal media se acerca al 39 por ciento. Nuestro esfuerzo fiscal puntúa en términos muy similares. Lo que sí se corresponde con la verdad es que, en España, las clases medias y bajas soportan la mayor parte de esa presión y ese esfuerzo fiscales. Nuestro sistema fiscal resulta poco progresivo y demasiado desproporcionado. 


    España es un país para ricos. Operamos como un paraíso fiscal para las grandes corporaciones y patrimonios. Nuestro sistema fiscal premia a los propietarios y castiga a los trabajadores. Responde a una fiscalidad para los señores, no para los ciudadanos. Recordemos que, en las recientes subidas de impuestos, más del 70 por ciento del incremento de la recaudación recayó sobre las rentas del trabajo. Justo al contrario de lo acontecido durante los años de las bajadas fiscales, cuando dos tercios de las rebajas beneficiaron a las rentas de capital. La gran mayoría paga religiosamente muchos impuestos y soporta un esfuerzo fiscal desproporcionado respecto a su capacidad. Una minoría pagamos bastantes menos impuestos de cuanto podríamos según nuestra capacidad y además disponemos de una amplia oferta de mecanismos e instrumentos para pagar aún menos. 


    Una reforma moderada al alza de los tipos de las sociedades como las SICAV y de las rentas de capital en general difícilmente provocaría ninguna estampida fiscal de los ricos, simplemente porque seguiría sin compensarnos salir. A los ricos nos continuaría resultando más barato y mucho más práctico permanecer en España porque seguiríamos pagando bastante menos de lo que nos costaría mover nuestros capitales. Nuestros diferentes artefactos fiscales se benefician a día de hoy de tipos propios de un verdadero paraíso fiscal. Además, a la existencia de trucos y artificios fiscales como las SICAV, debe añadirse cómo las sucesivas reformas fiscales practicadas en España durante los últimos tiempos siempre han beneficiado a las rentas de capital y castigado aún más a las rentas del trabajo. Hasta 2008, el tipo máximo del IRPF había caído cinco puntos y se habían reducido los tramos del impuesto en una tercera parte, habían quedado desactivados los dos tributos que más gravan la riqueza: patrimonio y sucesiones y el tipo máximo nominal del impuesto de sociedades había caído más de cinco puntos desde el 2000, mientras que el tipo real satisfecho por las grandes empresas no alcanzaba ni al 12 por ciento. Los ricos no tenemos que esforzarnos demasiado para pagar menos impuestos en España. Una subida moderada de la imposición simplemente nos acercaría a los países de nuestro entorno europeo, que es donde preferimos guardar segura nuestra riqueza, y no constituiría incentivo suficiente para salir de estampida. 


    Contrariamente a cuanto se suele repetir, la salida de capitales no resulta tan sencilla. A diferencia de lo que nos suelen contar, mover el dinero entre países aún resulta complejo y costoso. Hay que movilizar complejas y caras estructuras logísticas para efectuar los movimientos de capital. Sólo disolver la SICAV supondría tributar hoy a un 21 por ciento, se expone demasiada información y se dejan demasiados rastros ante un fisco que quisiera emplearlos. Además siempre estaría un elemento que podríamos denominar el «coste social» de mover el dinero. Muchos de los titulares de las SICAV son personajes públicos y viven aquí. Necesitan gestionar su dinero pero también su prestigio social. Un ejemplo reciente lo ofrece el anuncio del campeón mundial de motociclismo Marc Márquez renunciando a fijar su residencia fiscal en Andorra, tras el escándalo suscitado entre la opinión pública. Antes de la Gran Recesión forzar la ley para no pagar impuestos estaba mucho mejor visto que ahora. Uno de cada dos encuestados justificaba el fraude fiscal en 2007. Sólo dos entre cada diez lo justificaban en 2012, según el barómetro anual «Opiniones y actitudes fiscales de los españoles» del Instituto de Estudios Fiscales. Mover capitales a día de hoy puede acabar significando tener que mover también tu residencia y lo cierto es que en esta España neofeudal que viene los ricos viviremos mejor que en ninguna otra parte. 


    Subir los impuestos a los ricos resultaría inútil porque compensaríamos nuestro hipotético mayor esfuerzo fiscal llevándonos la mayor parte de nuestro dinero fuera de las fronteras, invirtiendo menos, consumiendo menos y agravando la situación de marasmo y recesión de la economía, avisa también el pensamiento patrocinado. Según esta teoría de la «compensación fiscal ilimitada de los ricos», nuestra capacidad para neutralizar cualquier subida fiscal depende únicamente de nuestra voluntad. Aquello que eventualmente fuese recaudado a mayores con los nuevos impuestos, se perdería con la caída de la recaudación en otros tributos. El argumento resulta tan endeble como atrabiliario. El mayor consumo de los señores no puede compensar la penuria de los ciudadanos. Por suerte o por desgracia, los ricos somos pocos. Nuestra capacidad real para incidir en el consumo se limita a los bienes de lujo y, en general, la economía de un país como España no depende críticamente del consumo de yates, diamantes u obras de arte. Si mañana Amancio Ortega o Florentino Pérez decidieran no cambiar de televisor porque les han subido los impuestos, su decisión tendrá el mismo impacto recaudatorio sobre el IVA que si usted decide tirar unos años más con su viejo televisor. A pesar de una evidencia tan pedestre y empleando el asombroso argumento de incentivar un consumo tan «vital» para nuestra economía, entre la subida general del IVA cultural, el llamado «negocio del arte», las obras de arte que se subastan en galerías, vio como su fiscalidad tornaba rápidamente al anterior tipo del 10 por ciento mientras el IVA que grava el consumo cultural masivo, cine, música o teatro, se mantenía inmutable en el oneroso 21 por ciento. 


    La afirmación que relaciona la subida de la fiscalidad a grandes empresas y patrimonios con el crecimiento económico y la creación de empleo resulta crudamente desmentida por la realidad. Cuanto más se ha rebajado el impuesto de sociedades a las grandes corporaciones españolas, más empleo han destruido o precarizado, más han recurrido a la contratación parcial o temporal, más han tirado de ERE para reducir sus costes laborales y más prejubilaciones se han activado para imputar al sistema público de pensiones a sus trabajadores más estables, veteranos y caros, y poder reemplazarlos por jóvenes en precario y peor pagados. En el año 2011, uno de los más feroces de la Gran Recesión en términos de destrucción de empleo, las 35 empresas del IBEX declararon más de noventa mil millones de beneficio; apenas pagaron tres mil quinientos millones de euros a través del impuesto de sociedades, menos del 4 por ciento. 


    Tampoco parece que haber optado durante estos años por bonificar casi al completo los impuestos que gravan la riqueza, patrimonio y sucesiones, haya tenido como consecuencia que los ricos hayamos destinado esos generosos regalos fiscales a la creación de empleo. Aunque siendo totalmente justos debemos reconocer que existe un aspecto donde sí se cumplen las previsiones del pensamiento patrocinado con respecto a la fiscalidad y el consumo de los ricos. Lo único que verdaderamente ha crecido durante la crisis ha sido el consumo de bienes de lujo y productos de alta gama, que aumentó un 25 por ciento en 2011 y un 14 por ciento en 2012, hasta alcanzar un volumen de gestión superior a los 5.000 millones de euros, medio punto de nuestro PIB. Un ejemplo ilustrativo: mientras los vehículos de lujo se vendían un 57 por ciento más durante 2013, los modelos de tipo medio cayeron un 6,5 por ciento. ¿Crisis? ¿Qué crisis? 


    Como parte de su elaborado escudo fiscal dialéctico para los ricos, la economoral sostiene también que subir los impuestos a los ricos resultaría perverso porque siempre lo acaban pagando aquellos ciudadanos más débiles o desfavorecidos. Argumentan con cierta razón que la historia está de su lado y disponen de abundantes pruebas y ejemplos de lo inevitable de esta especie de «maldición fiscal de los pobres». Un repaso a nuestra historia fiscal resulta efectivamente desalentador. Los impuestos de patrimonio o sucesiones, concebidos teóricamente para gravar la propiedad de la riqueza, han acabado castigando sistemáticamente a las clases media y baja gracias a una regulación confusa, opaca y llena de trucos y puertas falsas dispuestas para que los grandes patrimonios y herencias pudieran encontrar la manera de eludir el gravamen. Pero en este caso, el problema reside en la regulación, no en el impuesto. En los países de nuestro entorno, impuestos mejor diseñados y más transparentes gravan con eficiencia la posesión o transmisión de riqueza o patrimonio. 


    Al argumentar la supuesta perversidad de aumentar la tributación de los ricos, además de argumentos económicos o fiscales, suelen deslizarse también razones de tipo ético o moral. Con frecuencia a quienes reclaman subir los impuestos a los ricos suele acusárseles de actuar movidos por el populismo, la demagogia o el afán justiciero. De acuerdo con esta visión, tras la demanda de mayores gravámenes para los más pudientes sólo estarían el oportunismo de ofrecer a la mayoría un chivo expiatorio para todas sus desgracias y penurias o, en el peor de los casos, la envidia y el resentimiento por el éxito ajeno. Para el pensamiento patrocinado subir los impuestos a los ricos equivale a un castigo contra aquello ganado gracias al talento, la capacidad de emprendimiento y el esfuerzo individual. No se trataría de justicia social o igualdad, sólo respondería a una revancha de los mediocres. 


    Una vez más la realidad los desmiente. Armado con abundante aparato estadístico, Thomas Piketty (2014) ha demostrado el considerable aumento de las desigualdades, que no eran tan importantes desde los años veinte. Cómo la herencia y las relaciones privilegiadas entre las élites y el poder político se han constituido en un factor principal para explicar semejante acumulación desigual de la riqueza en las sociedades industriales avanzadas. Los ricos somos más ricos no gracias a nuestro talento o nuestra capacidad, sino gracias a nuestra habilidad para blindar y transmitir nuestra riqueza a nuestros hijos y comprar talento a quien lo tenga. 


    La conclusión de tanta peligrosidad, inutilidad y perversidad en la propuesta de subir los impuestos a los más ricos no puede ser otra que sostener que bajar los impuestos a los más pudientes sería bueno porque si a ellos les va bien, a todos nos irá bien. De alguna manera misteriosa y semejante a la famosa «mano invisible» de Adam Smith, su riqueza acabará «goteando» y traspasando hasta las clases medias y bajas. Para contestar de manera contundente a esta popular teoría del goteo seguramente baste con formular en voz alta una simple pregunta: a Amancio Ortega, Villar Mir o Isak Andic les ha ido bastante bien durante esta crisis. De hecho son más ricos hoy que hace cinco años. ¿Qué tal te ha ido a ti? 


     


    Los señores de los mercados. No habrá paz para los clientes 


     


    No te creas una palabra de cuanto te cuenten sobre nuestras grandes empresas y corporaciones industriales. Los sospechosos habituales señalados por el pensamiento patrocinado como culpables de la crisis resultan inocentes esta vez. El principal problema de la economía española no reside, ni ha residido jamás, en unos salarios reales que sólo subieron en la década de los ochenta y se mantuvieron estables o incluso bajaron durante los noventa y los años de la burbuja inmobiliaria. Tampoco se halla en un gasto público que hasta la Gran Recesión se situaba a gran distancia de la media de los países de la zona euro, más de ocho puntos por debajo. Tampoco deviene de una presión fiscal disparatada o confiscatoria también claramente situada por debajo de la media de la zona euro. El insostenible volumen de una economía sumergida, que alcanza la tercera parte del volumen total de nuestra economía, y la falta de competencia en los mercados estratégicos claves para el funcionamiento de nuestro sistema productivo conforman nuestros verdaderos problemas, las causas principales de la ineficiencia y la probidad de la economía española. 


    Los problemas de competitividad de la economía española tienen más que ver con el hecho de que nuestras empresas, o nosotros como consumidores, pagamos la financiación, la energía, los transportes o las comunicaciones más caras de Europa que con el nivel salarial de sus trabajadores. La economía española es un rehén en manos de oligopolios piratas que mantienen secuestrados los mercados que definen la competitividad de cualquier economía sin conocer más ley que la suya propia. Ellos financian a los partidos que gobiernan la economía, manipulan la ley que los regula, controlan a las agencias encargadas de vigilarles y fijan y alteran los precios sin más criterio que maximizar su beneficio a corto plazo. El problema de la economía española son los grandes oligopolios que controlan y manipulan a su antojo los mercados de la energía, los transportes, la financiación o las comunicaciones. En España nuestros oligopolios de la energía, los transportes, las comunicaciones o la financiación no gestionan clientes, cobran rescates a sus rehenes por dejarles consumir un día más sus productos malos, caros e ineficientes. 


    La crisis económica debería haber aliviado significativamente esta situación de «secuestro competitivo» soportada por la economía española. Las sacudidas del mercado y las reformas recomendadas y preconizadas desde los principales organismos económicos internacionales deberían haber provocado graves quiebras en la ley de hierro de los oligopolios piratas españoles. Deberían haber impulsado verdaderos procesos de liberalización, capaces de corregir los desastrosos efectos del proceso de mera transmisión a compradores amigos de los monopolios públicos españoles que supuso la «Gran Privatización», impulsada primero por los gobiernos de Felipe González y llevada hasta sus últimas consecuencias por José María Aznar. También deberían haber facilitado e incentivado la entrada de nuevos competidores dispuestos a airear nuestros mercados estratégicos. Pero no lo han hecho. Antes al contrario, la Gran Recesión ha agravado aún más los dramas de nuestra falta de competencia. Hoy somos aún más rehenes que ayer. Los oligopolios privados continúan financiando a unos partidos políticos desprestigiados y en quiebra económica, manipulan todavía más impunemente las leyes que deberían limitarlos, controlan con más facilidad las escasas agencias que quedan encargadas de vigilarles y fijan y alteran hoy los precios con mayor descaro pero idéntico criterio de ayer: maximizar el beneficio a corto plazo, como sea y a costa de quien sea. 


    Nuestras grandes compañías de energía, nuestros grandes operadores de telecomunicaciones y transportes o nuestros grandes operadores financieros han salido ganando con la crisis. Los clientes salimos todavía más vapuleados de cuanto ya lo fuimos durante la Gran Privatización de los noventa. En España el cliente siempre paga y nunca tiene razón. Liberalizar realmente un sector económico exige desmontar el monopolio público y aumentar la libre competencia fijando de antemano sus reglas y garantías y creando órganos y agencias reguladoras potentes y capaces. En España se ejecutó exactamente al contrario. Primero se privatizó colocando los monopolios públicos en manos amigas mientras se bloqueaban o desarmaban los órganos y agencias de control. Luego se regularon los mercados a beneficio de los nuevos oligopolios privados ya en las seguras manos de propietarios afines. Se privatizaron monopolios públicos estratégicos para detraerlos del control político democrático de gobiernos y ciudadanos, transfiriendo al menor coste posible su control total a los nuevos propietarios privados. 


    En España, los procesos de privatización en sectores estratégicos como las telecomunicaciones, la energía o los transportes, se ejecutaron sin reformar previamente las leyes diseñadas para facilitar y proteger las operaciones de los monopolios públicos. Se privatizó la propiedad pero los mercados no fueron liberalizados, ni sus clientes liberados. Los monopolios públicos fueron reconvertidos en oligopolios privados a través de lucrativas operaciones, donde los compradores se hicieron a precio de saldo con posiciones de dominio en mercados intervenidos. Con la venta de las grandes empresas públicas a los compradores amigos se les transmitieron también las servidumbres establecidas sobre sus clientes y sobre la economía española. Alguien algún día debería exigir responsabilidades políticas y patrimoniales a los gobiernos de José María Aznar, pero también a los de Felipe González, por haber enajenado de manera tan onerosa el patrimonio del Estado. Durante la Gran Privatización de la década de los noventa, vendedores y compradores hicieron que pareciera un accidente convirtiendo los procesos de privatización en historias confusas, opacas y aparentemente llenas de improvisaciones. Pero no lo fueron. En realidad sólo formaba parte de un plan bastante estructurado para asegurar la posición de poder en los mercados de los nuevos propietarios amigos de los viejos monopolios públicos. Y el plan funcionó. Telefónica y Repsol controlan más de la mitad de sus mercados, Endesa e Iberdrola se reparten las dos terceras partes del mercado eléctrico y Gas Natural Fenosa domina abrumadoramente el mercado del gas. En nuestros mercados estratégicos la libre competencia representa un mito. La cruda y cara realidad se llama oligopolio. Los clientes estamos a merced y en manos de auténticos y omnipotentes señores de los  mercados. 


    España se sitúa como uno de los países de la UE con los servicios de telefonía, electricidad y transportes más caros e ineficientes del continente. Según datos de Eurostat 2012-2013, el coste de nuestras telecomunicaciones se sitúa casi treinta puntos por encima de la media UE27, anotando la desviación más elevada. Cuando el entonces ministro de Industria Josep Piqué anunció, a finales de los noventa, la liberalización del mercado eléctrico, vaticinó rebajas de hasta un 20 por ciento en el precio durante los diez años siguientes. La realidad caminó en la dirección contraria. La electricidad no ha parado de subir desde entonces. Entre 2004 y 2013, el precio de la luz en España se encareció un 98 por ciento frente al 26 por ciento de media en la zona euro (datos Eurostat 2013). La luz industrial española resulta hoy un 25 por ciento más cara que la media de la eurozona. Como nos reveló el propio Mariano Rajoy en diciembre de 2013, en pleno conflicto con las eléctricas por el precio de la luz, «no podemos tener la tercera electricidad más cara de Europa... Es malo para la competitividad y para la creación de empleo en nuestro país, por el coste que supone para las empresas... España puede producir el doble de energía de la que puede consumir y a pesar de eso la luz sigue subiendo» (abc.es, 27/12/13). Los conductores españoles soportamos las gasolinas más caras de Europa antes de impuestos a unas petroleras que bajan de manera significativa sus precios cuando salen a competir en el mercado internacional. Su escandalosa e impune resistencia a trasladar a los precios de los carburantes la rebaja a más de la mitad de los precios del petróleo refleja de manera muy precisa su omnipotencia ante un gobierno que no sabe cómo impedir la estafa a los clientes y acaba cargando además con la culpa, al emplear las petroleras los impuestos como excusa para su comportamiento depredador. En el mercado financiero la competitividad no sólo no ha aumentado, sino que se ha reducido desde 1994 mientras aumentaba el poder de mercado de las grandes entidades financieras (Garrido, 2001). 


    Telefónica ganó en 2013 más de 4.500 millones de euros, un 17 por ciento más que en 2012, cuando anotó 2.500 millones de euros. Durante los años más duros de la crisis, 2010 y 2011, recogió sus mejores cifras: más de diez mil y cinco mil millones de beneficio respectivamente. Durante los años dorados de la burbuja, sus beneficios nunca bajaron de los seis mil millones de euros. Las grandes empresas eléctricas españolas siempre han manejado márgenes de beneficio sorprendentemente por encima de la media de las grandes eléctricas europeas. En 2005, en plena burbuja, los márgenes de beneficio españoles se acercaban al 13,5 por ciento, mientras la media de las grandes continentales se situaba en el 9 por ciento. Durante los años más duros de la crisis, la brecha se ha agrandado hasta duplicar la diferencia. En 2011 y 2012, las empresas españolas se movieron sobre el 7 por ciento de margen de beneficio mientras que sus colegas europeas apenas llegaron al 3 por ciento. En 2013, frente al margen europeo del 3,49 por ciento, las eléctricas españolas se mueven en el 6 por ciento (eleconomista.com, Inversión a fondo, número 4, 2014). Iberdrola, Endesa y Gas Natural ganaron prácticamente lo mismo en 2011 y 2012: más de seis mil millones de euros, unas cifras similares a aquellas que anotaban durante los mejores años de la burbuja inmobiliaria. Año tras año, los ejecutivos al frente de estos grandes oligopolios se sitúan entre los mejor pagados entre las empresas del IBEX 35. Sólo en 2013, Ignacio Sánchez Galán de Iberdrola se embolsó más de nueve millones de euros; César Alierta de Telefónica y Antonio Brufau de Repsol ganaron más de siete millones; Rafael Vilaseca de Gas Natural más de tres millones de euros. 


    Nuestros grandes oligopolios ofrecen así la misteriosa e intrigante paradoja de aumentar espectacularmente sus ganancias precisamente cuanto más cae la demanda y más se restringe el consumo por culpa de la recesión. Un fenómeno casi paranormal que suelen explicar alegando que el grueso de los beneficios provienen de su internalización y sus exitosos negocios en el exterior. Una afirmación contable fácilmente construible a través de los complejos entramados que conforman las más de quinientas empresas pantalla y artefactos variados que todas nuestras grandes corporaciones poseen en los múltiples paraísos fiscales del mundo. Además, declarar beneficios en el extranjero e imputar las pérdidas en España ofrece la ventaja fiscal de permitirles tributar en el impuesto de sociedades a un tipo real por debajo del 5 por ciento, mediante la interminable gama de bonificaciones y compensaciones de pérdidas que ofrece la propia estructura del impuesto. 


    Seguramente, una explicación más factible y real para estos beneficios se halle en los acuerdos bajo mano y las prácticas restrictivas de la competencia que nuestros oligopolios han convertido en la rutina diaria de su gestión. Una rutina tan evidente que hasta nuestras débiles e infradotadas agencias de control y vigilancia de la competencia no pueden dejar de reprender de vez en cuando, imponiendo multas tan aparatosas como aisladas y escasamente efectivas. A nuestros oligopolios les resulta extremadamente rentable saltarse las leyes del mercado y secuestrar la libre competencia. Los señores de los mercados siempre ganan porque ellos hacen la ley y ellos dictan el castigo. A los ciudadanos se nos llama clientes, pero en realidad somos meros usuarios de sus servicios y productos, en los términos y condiciones fijados por los omnipotentes oligopolios. 


    El asombroso mercado eléctrico español y el misterio contemporáneo acerca de dónde salen y cómo se fijan realmente los precios de la luz ejemplifican a la perfección el triunfo de los oligopolios, la rendición de los gobiernos y la derrota de los clientes. En diciembre de 2013, el mismo Ministerio de Industria que acababa de promover una reforma eléctrica que entregaba a las grandes compañías casi 3.600 millones de euros, impulsó la anulación del sistema de pujas trimestrales y la última subasta de la luz, que permitía a las eléctricas aplicar un tarifazo cercano a un 12 por ciento a partir de enero de 2014, la cuarta subida consecutiva en menos de un año. Lo hizo alegando «falta de competencia» e incluso insinuando la existencia de indicios de manipulación. Meses después, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC) ratificaba la anulación de la subasta confirmando «las razones que llevaron a proponer la no validación de la subasta». Paradójicamente, también concluía en su resolución que «no se observan estrategias coordinadas para la elevación de los precios por parte de las empresas que acapararon mayores cuotas de posiciones abiertas... Los índices de concentración de volúmenes negociados diariamente fueron bajos y las estrategias de compra y venta de las empresas más activas fueron heterogéneas y las contrapartes compradoras y vendedoras de dichas empresas fueron también heterogéneas» (Resolución CNMC, 28/7/14). En otras palabras, la Comisión anulaba por falta de competencia una subasta donde todos los indicadores demostraban que, teóricamente, había existido competencia y las empresas no habían actuado coordinadamente para manipular los precios. Había crimen, pero no criminales. Era la manera de borrar las huellas del engaño que los consumidores españoles llevan sufriendo desde que el precio de la luz se fijaba a través de una subasta amañada y alterada, donde compradores y vendedores eran los mismos y sólo ellos sabían cuánto costaba realmente producir la electricidad. 


    Pero representaba también el principio de una ceremonia de la confusión que no sólo no ha terminado, sino que parece que acaba de empezar. En un primer momento el gobierno anunció que fijaría de manera unilateral el precio de la luz para solventar el desbarajuste causado tras la suspensión de la última subasta. Tras semanas de incertidumbre y noticias contradictorias, destinadas principalmente a abrumar a los consumidores y ensordecerlos con el ruido y la confusión, finalmente se puso en marcha un sistema donde aparentemente el consumidor puede elegir entre optar por la contratación de servicios fijos a tarifa plana o pagar la luz al precio de una subasta diaria que podrá seguir y verificar. En realidad todo el montaje resulta una pantomima que trata de presentar un mercado abierto y competitivo, donde los clientes pueden elegir y moverse libremente mientras las empresas compiten ferozmente por ganárselos. El esperpéntico episodio de los contadores digitales que no servían de mucho demuestra hasta qué punto nada es lo que parece en el mercado eléctrico español. 


    Nuestras eléctricas mantienen intacta su posición de dominio, siguen ejerciendo de vendedores y compradores, conservan el monopolio total de la información sobre costes y precios, los costes de información del cliente resultan simplemente inasumibles y el Estado carece de los recursos y la voluntad para ejercer un mínimo de control sobre el grado de competitividad del mercado; por supuesto la opción de recuperar una operadora pública que rompa el oligopolio privado ni se contempla o se demoniza. Está fuera del debate porque en la nueva economoral que ha emergido ganadora durante la crisis, lo público siempre es pecado y siempre acaba severamente castigado por los omnipotentes dioses del mercado. 


     


    Capitalismo a la española: de los amiguetes a los granujas 


     


    Un reciente estudio publicado por la CNMV en su boletín trimestral de otoño de 2014, realizado entre miembros de diferentes consejos de administración de grandes empresas y corporaciones españolas, revela de manera muy gráfica hasta qué punto la incapacidad, la inoperancia e incluso la mala fe de no pocos altos directivos y consejeros han acentuado la crisis y multiplicado el caos económico (Lavin, 2014). Son los propios directivos quienes reconocen como una de las causas de la crisis económica la frivolidad y la ligereza empleada para adoptar sus decisiones durante los años de la burbuja. «Si hubiésemos mirado las cosas con tanto cuidado antes como ahora, la intensidad de la crisis sería mucho menor de lo que es hoy», cita textualmente el autor a uno de los consejeros entrevistados. 


    Resultan ser también los propios directivos quienes admiten que no supieron ver la recesión, que manejaron diagnósticos poco realistas donde la crisis siempre parecía algo que sólo afectaría a los demás, que abusaron de la contratación externa para compensar su falta de preparación y decisión, que se centralizaron y demoraron en exceso las decisiones, que el cortoplacismo se convirtió en un criterio dominante y que la principal prioridad residía en proteger su inversión particular y no tanto en el interés general de la empresa o del pequeño accionista. «A veces, más en la crisis, los consejeros dominicales están más interesados en sus propias fortunas que en las de la empresa. Me parece que durante la crisis los dominicales son, a menudo, más parte del problema que de la solución» (Lavin, 2014, p. 80). La falta de independencia de los consejeros ante quien les hubiera nombrado, las divisiones internas, las camarillas y las conspiraciones personales acabaron de multiplicar el desorden y la inoperancia ejecutiva. 


    La mayor parte de esos ejecutivos retratados en el estudio por sus propios colegas como poco preparados, sumisos, frívolos, indecisos, irresponsables y egoístas permanecen en sus puestos. La mayoría cobrando sueldos y extras aún más elevados que aquellos percibidos en 2009. Algo que, como el pensamiento patrocinado no se cansa de repetir, debería resultar imposible en una economía de mercado donde los recursos se asignan racionalmente y cada uno recibe el valor que merece. 


    En España resulta posible porque la economía de mercado aquí siempre ha tenido bastante de ficción. El libre mercado sólo existe en los libros de texto de los estudiantes de las facultades de economía. El tipo de capitalismo que verdaderamente se ha desarrollado entre nosotros, con fuerza y sin restricciones, responde al modelo del llamado capitalismo de amiguetes. El mercado apenas conforma un escenario, un teatro donde se escenifican, como fruto de la libre elección y la racionalidad de las fuerzas del propio mercado, decisiones y sucesos que responden a un intercambio de favores y privilegios, a la lógica y a los equilibrios de las relaciones de influencia, intercambio y afinidad tejidas entre las élites financieras y políticas. En realidad no se ven a sí mismos, ni se comportan, como gestores o ejecutivos en una economía competitiva moderna, obligados a crear valor y ofrecer resultados. Más bien parecen verse y comportarse como señores y propietarios ejerciendo su derecho a detentar un puesto que les corresponde y les pertenece por origen y condición y por el cual sólo han de rendir cuentas ante los otros señores y propietarios. Casi parece que se identificaran a sí mismos con una versión moderna, aunque igualmente épica, de los legendarios caballeros de la Tabla Redonda; pero con las ventajas de los contratos blindados y los coches de alta gama con chófer. 


    España se había convertido durante los años de la burbuja en el paraíso del capitalismo de amiguetes, donde el beneficio se extrae de la capacidad para tejer y explotar redes de influencia política y económica para asegurar rentas y privilegios competitivos. Con la coartada de la crisis hemos ido degenerando a pasos cada vez más acelerados hacia otro modelo aún más dañino y perverso: el capitalismo granuja (Stiglitz, 2012), donde el beneficio proviene de engañar y apropiarse de los bienes de los demás aprovechando las diferencias de información y recursos, forzando los límites de los reguladores y los vacíos de la ley. 


    Con una facilidad pasmosa nos hemos acostumbrado a aceptar con laxitud que, en nuestra supuesta economía de libre mercado, se escenifique en demasiadas ocasiones un teatro cada vez más burdo donde a ciudadanos y consumidores se nos engaña una y otra vez, igual que los conquistadores estafaban a los mayas o a los incas cambiándoles cuentas de colores y crucifijos de madera por oro y joyas. En un país donde buena parte de los supuestos grandes empresarios y ejecutivos de las empresas de referencia deben su posición no al mérito, la capacidad, el emprendimiento o el riesgo de su patrimonio, sino a las relaciones de parentesco, amistad o afinidad política, especialmente durante la Gran Privatización de los años noventa (Losada, 2013), escucharles pontificar respecto a la cultura del emprendimiento, o ensalzar la figura de emprendedor resulta algo más que irónico. 


    En la gran empresa española faltan grandes empresarios y emprendedores y sobran amiguetes. La gran reforma aún pendiente en la economía española, de la que casualmente casi nadie habla, no reside en otra vuelta de tuerca a nuestro ya desamortizado mercado laboral, o en aliviar una presión fiscal que recompensa siempre a los mismos, o en controlar un gasto público que siempre estuvo por debajo de la media de los países con quienes nos gusta compararnos. Desde el final de la dictadura, urge una reforma empresarial radical que libere a nuestra economía de la pesada carga de una gerontocracia empresarial criada y alimentada en el corporativismo paternalista del franquismo, que sólo sabe gestionar la dependencia del poder y se perpetúa por medio de la herencia y la cooptación, como los viejos señores feudales. El linaje y la herencia conformaban el origen primordial en la conformación de las élites económicas, financieras y políticas en la España de Franco. Vuelven a conformarlo en la España neofeudal, tras cuarenta años de democracia, al parecer insuficientes para lograr su renovación. 


    España soporta, sin duda, la élite empresarial mejor remunerada, peor preparada y más incompetente de la OCDE. Historias de amiguetes, familia y favores como las protagonizadas por Francisco González, César Alierta, Narcís Serra, Miguel Blesa, Arturo Fernández, los hijos de Aznar, Alejandro Agag o Díaz Ferrán no representan una excepción. Relatan la normalidad entre las élites financieras y empresariales españolas. Su mayor activo empresarial ha residido siempre y sigue residiendo en su afinidad con el poder. Su mejor currículum se forja en la amistad, su negocio consiste en utilizarla para acceder a los responsables políticos. Su principal fuente de riqueza proviene de la extracción y privatización de los recursos públicos mediante la captura sistemática de empresas, concesiones y rentas públicas. 


    Muchas de las grandes corporaciones que se pasean por el IBEX como si hubieran inventado la economía de mercado provienen de aquellos viejos monopolios públicos, edificados durante el franquismo sobre el esfuerzo fiscal de las clases media y baja, principales sufragadoras del bienestar de la oligarquía del régimen. Los viejos monopolios y empresas públicas —Telefónica, Repsol, Endesa, Argentaria...— forman ahora parte del núcleo central de las corporaciones que conforman el selectivo IBEX. Según datos del Observatorio de Responsabilidad Social Corporativa 2012, uno de cada diez directivos de las empresas del IBEX ha ocupado altos cargos de la administración. Nuestros monopolios y empresas públicas se convirtieron en empresas privadas y les fueron entregadas a sus actuales propietarios, luego de procesos de privatización opacos, controlados por burócratas y altos cargos de la Administración al servicio de la misma élite económica que los financia y apadrina primero y los recoloca después en brillantes puestos ejecutivos en las empresas que hayan privatizado a su favor. 


    Una de las pocas consecuencias positivas de la Gran Recesión proviene de las informaciones y escándalos que han acompañado a la gran mayoría de los sonados rescates e intervenciones públicas que hemos debido sufragar entre todos. Ahora empezamos a arrojar alguna luz sobre cómo funcionan de verdad España y sus élites económicas y empresariales. Miguel Blesa, Luis de Guindos, José María Aznar, los consejeros de Caja Madrid, de Catalunya Caixa o de NovaGalicia Banco son quienes realmente han estado viviendo por encima de sus posibilidades. Mientras usted trabajaba duramente para devolver su hipoteca, ellos cazaban osos en Rumanía, colocaban en puestos de mérito a parientes y amigos, se prestaban unos a otros con alegría el dinero que tanto le costaba ahorrar y se repartían tarjetas de crédito en negro para coleccionar arte o beber vino del bueno. Constituía su derecho. Igual que nuestra obligación residía en pagar las deudas. Ellos eran y son señores, la ley no regía y no rige para ellos. Sólo rige para los ciudadanos. 


    En la gran empresa española aquello que realmente mejor funciona es la amistad. Escándalos como las puertas giratorias de Felipe González, José María Aznar o Rodrigo Rato, los famosos correos de Miguel Blesa en Caja Madrid o el uso masivo de tarjetas black como pago en especie, ofrecen un acabado manual sobre cómo ha operado en España nuestro capitalismo de amiguetes y su progresiva y acelerada degeneración hacia el capitalismo granuja. Es sencillo. No esconde secreto o ciencia alguna. Para acceder al consejo de administración de una gran empresa española no debe acreditarse preparación, carrera profesional o experiencia. Debe acreditar su afinidad y capacidad de acceso a los responsables políticos que regulan su actividad, vigilan su negocio, reparten concesiones y recursos públicos o deberían proteger nuestros derechos como clientes y ciudadanos. 


    Somos una potencia mundial en el capitalismo de amiguetes. Ese es el modelo que gobierna de verdad muchas de las grandes empresas en España y describe con mayor validez sus relaciones con las administraciones públicas. Los consejos de administración de Telefónica, Repsol, Endesa, Caixabank o Gas Natural ofrecen el resultado de décadas de este singular capitalismo a la  española. Se privatizaron en su momento las grandes empresas públicas y se privatizan ahora los servicios públicos a beneficio de los amigos y para que los amigos devuelvan el favor en forma de financiación, recursos, promoción profesional o puestos ejecutivos. Los socialistas abrieron la puerta, en parte cegados por la fe en la superioridad de lo privado sobre lo público y la urgencia de desmontar los resortes del franquismo, pero también incentivados por la posibilidad de dejar de ser burócratas para convertirse en ejecutivos. O no se enteraron, o no se quisieron enterar, de que estaban vendiendo a precio de saldo las grandes empresas públicas a las mismas élites que las esquilmaban de manera sistemática utilizando los resortes del corporatismo franquista. Los gobiernos de la derecha completaron la operación y terminaron de malvenderse el patrimonio empresarial público a sí mismos. Se privatizaron antes las empresas públicas y se privatizan ahora los servicios públicos a beneficio de sus amigos y porque resulta rentable para los amigos de los amigos. 


    En este capitalismo a la española no importa cuánto se produce, o cuánto se vende o el valor que se pueda aportar. Lo que de verdad cuenta es ganar mucho y rápido y sólo existe una manera de ganar tanto y tan rápido: arrebatárselo a los demás. El capitalismo a la española hace los negocios al bulto porque opera fuera de las leyes del mercado. Los miles de millones se cuentan de oído y las decisiones se toman con la desidia de quien sabe que serán otros quienes paguen sus consecuencias. Sólo importa el tamaño del bonus a ingresar a fin de año. Cuantos más accionistas, contribuyentes, trabajadores o clientes caigan reventados por el camino, mejor y más grande acostumbra a lucir la recompensa. 


    Sucede en la gran empresa, especialmente entre la vieja empresa pública privatizada, pero también entre la empresa privada más nueva y emergente. Forma parte de nuestra cultura empresarial. La gran estafa del caso Gowex (Calvo, 2014) ejemplifica a la perfección esta permanencia y transversalidad de capitalismo a la española. Gotham City, una consultora pequeña y desconocida con nombre de comic y unos consultores a tanto la hora, desenmascararon en unas pocas semanas el fraude millonario de Gowex y a su fundador, Jenaro García, un typical  spanish emprendedor que durante años coleccionó toda suerte de fotografías con presidentes, consejeros y empresarios haciéndole entrega de toda clase de premios. Para destapar el engaño, a Gotham City le bastó coger los libros de Gowex, una empresa cuyo sorprendente negocio consistía en la provisión de wifi gratis, bajar al mundo real y efectuar algunas llamadas a sus supuestos clientes y proveedores. Gotham City destapó la mentira de una empresa que llegó a valorarse en 1.400 millones de euros con las bendiciones de todos los reguladores y todos los gurús financieros mediante métodos tan novedosos y complicados como preguntar al Ayuntamiento de Nueva York si era verdad que habían firmado un contrato de varios millones de euros, contar los postes de la red de Gowex para verificar si sumaban tantos como decían, o preguntarse de dónde salían los contratos millonarios que afirmaba gestionar comparados con los contratos más modestos suscritos por sus competidores. 


    El caso Gowex evidenció la capacidad de evolución y aprendizaje del capitalismo a la española. Su habilidad para coaptar nuevos actores para el modelo y convertir en amiguetes también a las agencias y órganos que deberían regular y vigilar el correcto funcionamiento de los mercados y velar por los intereses de clientes y accionistas. En el capitalismo a la española, los reguladores y vigilantes sirven para dar cobertura y proporcionar coartadas. Las preferentes o la salida a bolsa de Bankia suministran otros ejemplos recientes. No por casualidad Gotham City subtituló su informe sobre Gowex como la «charada Pescanova», en homenaje a los manejos contables y accionariales de otro tipycal spanish emprendedor, Fernández de Sousa, el heredero de un imperio pesquero que acabó convertido en el lado oscuro del simpático capitán Pescanova. En el capitalismo a la española el engaño es algo que sucede con relativa frecuencia. Sus autores casi siempre salen impunes protegidos por la red de sus contactos e influencias y los clientes y accionistas engañados suelen apencar con todas las facturas y todas las desgracias. Los señores no se matan entre sí. Para librar y pagar sus guerras están los ciudadanos. 


     


    Los nuevos señores de lo público 


     


    Entre 1995 y 2012, España invirtió 580.000 millones de euros en infraestructuras y obra pública civil. A pesar de lo aparatoso de la cifra y la leyenda urbana que atribuye gran parte de la crisis al despilfarro y la irracionalidad de nuestras obras públicas, equivale a la mitad de cuanto han invertido en Francia durante el mismo período y representa un 20 por ciento menos de lo dedicado por Alemania; países que disponían ya de una red de infraestructuras muy superior a la paupérrima red española de principios de los noventa (Informe CEOE «La Inversión en infraestructuras públicas en España», 2013). Los notorios y escandalosos casos de obras absurdas y sobrecostes alimentados por la corrupción no deberían llevarnos a estigmatizar el conjunto de una política de infraestructuras públicas más racional y necesaria de lo que ahora interesadamente se nos pretende hacer creer. España debe ser el único país del mundo donde tener muchos kilómetros de alta velocidad o muchas universidades constituye un problema. Lo que para otros países de nuestro entorno representa una evidente ventaja competitiva, para nosotros parece suponer un lastre insoportable. 


    Hasta el inicio de la crisis, el setenta por ciento de la facturación de las grandes constructoras españolas provenía de obra pública. Entre los más de sesenta mil millones facturados en conjunto durante 2007, más de cuarenta mil millones respondían a contratas públicas. La crisis y la drástica caída de la inversión en infraestructuras públicas han obligado a las empresas españolas a buscar trabajo fuera. Pero aun así, el 21 por ciento de su facturación total continúa proviniendo de contratación pública, aunque el reparto se haya desequilibrado entre las diferentes empresas. Así, por ejemplo, mientras FCC mantiene un 58 por ciento de su negocio en contratos públicos, ACS apenas factura ya un 16 por ciento. En 2007 invertimos más de cuarenta mil millones en infraestructuras, en 2014 poco más de nueve mil millones de euros. Nadie jamás ha cuestionado su naturaleza como inversión productiva, su condición de motor para la expansión de la empresa privada y su aportación de conjunto al PIB y al crecimiento económico. La inversión pública produce negocios privados y a todo el mundo le parece bien porque, aunque no obra los milagros que suelen prometerse, crea efectivamente empleo y riqueza. 


    No sucede igual con el mal llamado «gasto social». Se discute tanto su naturaleza de inversión productiva que se le denomina gasto. Se le acusa de suponer un lastre antes que un motor para el negocio privado y por supuesto no se reconoce su aportación al crecimiento económico global. Pero no existe tal diferencia. Los modelos se replican. La inversión social también supone un motor imprescindible de la empresa privada. En 2013, un tercio del total de los 6.125 millones de euros de facturación total de la sanidad privada en España procedía de conciertos y contratos públicos. El grupo IDC salud —antes Capio Sanidad— facturó en 2011 algo más de 673 millones de euros. Sólo la cuarta parte de esa cifra provenía de clientes privados. En torno al 75 por ciento de la facturación del grupo proviene de manera regular de las diferentes administraciones públicas en virtud de toda suerte de conciertos, concesiones y convenios. Otro gran grupo privado, Ribera Salud, facturó 385 millones también en 2011. La totalidad de sus ingresos procedían de contratos con las comunidades de Madrid y Valencia, gobernadas por el Partido Popular (elpaís.com, 6/12/13). IDC salud se ha convertido en poco más de una década en el mayor proveedor privado de servicios sanitarios públicos en España, donde los márgenes de beneficio de los operadores privados sanitarios se mueven entre el 15 y el 20 por ciento. 


    La propiedad de los grupos sanitarios privados españoles ya no pertenece a mutuas profesionales o familias de médicos con arraigo local. Hoy se reparte entre bancos, fondos extranjeros de capital riesgo como CVC y holdings sanitarios anglosajones como BUPA o el grupo puertorriqueño HIMA, vinculado a corporaciones sanitarias privadas norteamericanas como Centene, y que iba a ser el gran beneficiario de la macroprivatización de seis hospitales parada por los tribunales en Madrid. 


    Según los datos oficiales del INE, cerca del sesenta por ciento (58,8 %) de los ingresos de la educación privada no universitaria en España procedía de los presupuestos públicos en el curso 2009-2010 («Encuesta de financiación y gastos de la enseñanza privada», INE, 2012). Un porcentaje que no se ha visto reducido a causa de los recortes aplicados en política educativa. Al contrario, entre 2005 y 2010 ha crecido casi un 30 por ciento. 


    De acuerdo con un informe de fiscalización del gasto local del Tribunal de Cuentas de 2011, el servicio de limpieza viaria de los pueblos y ciudades españolas tiene un coste medio de 18,01 euros por habitante; 16,23 euros si lo presta el municipio y 27,83 euros si se presta a través de concesionarios privados, un 70 por ciento más. El servicio de aguas se sitúa como el segundo servicio municipal donde se registran mayores diferencias de costes. Mediante gestión directa cada habitante abona 44,10 euros al año, mientras que con un servicio subcontratado el precio sube a 53,67 euros de media. 


    El negocio de la seguridad privada facturó en España durante 2012 casi 3.000 millones de euros, el 22 por ciento provino de contratos públicos (Informe Aproser, 2013). Las grandes multinacionales de la consultoría se han repartido más de 72 millones de euros de negocio en España sólo asesorando los diferentes rescates e intervenciones públicas en el sector financiero (eldiario.es, 20/4/14). PwC, casualmente la antigua empresa de la mayoría de la cúpula del actual Ministerio de Economía, ha sido una de la más beneficiadas con más de ocho millones de euros... 


    Empresas de recogida y gestión de basura, de seguridad, de limpieza, de catering, de vehículos de transporte, de informática, consultoras, auditoras, gabinetes... son los nuevos señores de lo público. En España no sólo las grandes obras e infraestructuras públicas producen jugosos negocios privados. Los servicios públicos también generan todo tipo de lucrativos y fáciles negocios privados. A pesar de la abundante evidencia empírica disponible que acredita cómo las supuestas mejoras en la gestión privada de los servicios públicos provienen principalmente de degradar la oferta y empeorar las condiciones laborales, la Gran Recesión ha acelerado la espiral privatizadora en lugar de detenerla. En el sistema neofeudalista emergente los señores no sólo anhelan tener su exclusiva red de servicios como propietarios, sino que pretenden hacer negocio explotando las redes de servicios de los no propietarios; como sucedía en las sociedades feudales donde a los pobres se les cobraba el acceso a las mismas ciudades cuyas murallas habían edificado. 


    Los nuevos señores de lo público están saliendo ganadores de la crisis. En plena ola de recortes y austeridad por cualquier medio necesario, sus negocios no sólo no han mermado, sino que se han disparado. Han continuado aumentando las privatizaciones sanitarias, los conciertos sanitarios y educativos y la subcontratación de servicios públicos. Se programan nuevas privatizaciones como la de AENA o Loterías. Se cierran plantas enteras de hospitales y se jubila al personal sanitario de manera masiva para luego derivar pacientes a la sanidad privada porque la sanidad pública ha quedado despojada de recursos propios para atenderlos. Se renuncia a construir nuevos colegios e institutos porque no nacen niños y niñas, pero se cede suelo público para que se levanten nuevos centros privados y concertados. Se malvende a precio de ganga a compradores privados parte del parque de vivienda pública social, sin que nadie aclare cuál es exactamente el beneficio social que se asegura o por qué deben abonarse sustanciosas comisiones a intermediarios por facilitar las operaciones. Se cierran servicios públicos o se subcontratan total o parcialmente sin que existan cálculos o razones económicas que justifiquen realmente esa elección, pese a la constancia de los numerosos antecedentes donde la subcontratación ha acabado generando servicios deficientes, mayores costes y graves pérdidas de patrimonio para las administraciones. Se abren nuevos nichos de negocio para los nuevos señores de lo público hasta ahora impensables, como la gestión de las cárceles o el negocio de la guerra. Lejos de rendirse o matizar su entusiasmo ante la realidad, la economoral y el pensamiento patrocinado han mantenido e intensificado su creencia en la supremacía absoluta de la gestión privada como un dogma de fe y sus campañas a favor de las privatizaciones masivas como un producto político y comercial de primera y urgente necesidad. 


    Saltan a la vista los incentivos y los beneficios que mueven a los nuevos señores de lo público para aprovechar al máximo la Gran Recesión e impulsar los procesos de privatización y externalización masiva de servicios públicos para convertirlos en rentables y seguros negocios privados, donde la administración siempre paga y si el cliente protesta se le remite a los políticos. 


    Las razones de los responsables y administradores públicos resultan algo menos explícitas, pero igualmente poderosas. Los burócratas y responsables políticos que las han impulsado han acabado siendo los grandes beneficiarios de las privatizaciones y externalizaciones (Losada, 2013). Representa una oportunidad para convertirse ellos mismos en señores. Pasar de trabajadores y empleados a ejecutivos o incluso propietarios de las empresas concesionarias. Además, las privatizaciones y externalizaciones de servicios componen productos a los cuales puede extraérsele un rendimiento político y clientelar muy superior al permitido por una administración pública infinitamente más auditada, controlada y regulada a la hora de tomar sus decisiones, invertir sus recursos o contratar a su personal. 


    Los procesos de privatización y externalización incrementan de manera exponencial no sólo las oportunidades de carrera y promoción profesional de aquellos que impulsan los propios procesos. Conforman también excelentes oportunidades para la corrupción y el enriquecimiento personal. Existe un factor común que une todos los escándalos de corrupción política más recientes en España, con independencia de su carácter estatal o local. Casi todos operan sobre tramas construidas para hacerse con los procesos de concesión, externalización o privatización de servicios públicos. Así ha sido en los casos más recientes y escandalosos, como la Operación Pokemon o la Operación Púnica. La corrupción política parece haberse convertido en el principal motor y parece revelarse también como la razón principal para explicar la privatización de bienes y servicios públicos en España. 


    Estos procesos de externalización se han convertido en una de las fuentes de financiación ilícita más recurrentes entre los partidos políticos españoles, todavía más desde la caída de la licitación de obra pública. Las empresas concesionarias se han ofrecido también como confortables agencias de colocación y empleo donde alimentar sus redes clientelares, situando a familiares, militantes, simpatizantes y votantes sin acreditar méritos ni tener que pasar por la cruz de los procesos selectivos de la administración pública. Otro tanto sucede con respecto a los procesos de selección de subcontratistas y proveedores, ampliando aún más las posibilidades de generar fuentes adicionales de financiación para la organización. 


    Se externaliza y privatizan servicios públicos porque a los nuevos señores de lo público les sale más rentable y los responsables políticos pueden optimizar sus recursos financieros y organizativos. Pero también porque los servicios privatizados o externalizados resultan más opacos e incontrolables desde el punto de vista democrático y ante los ojos de los ciudadanos. Las responsabilidades se diluyen y difuminan hasta perderse en un policy vacuum (Clarke, Newman, 1999). Un vacío político donde nadie puede ser señalado como directamente responsable y los ciudadanos que pretendan exigir responsabilidades se agotan en un juego del escondite entre la administración y los concesionarios. Así lo comprobamos una y otra vez cuando se produce una huelga de recogida de basuras, o de transporte público, o de limpieza en un colegio. El concesionario responsabiliza a la Administración y la Administración culpa al concesionario mientras ciudadanos y trabajadores sufren y pagan las consecuencias de conflictos que nunca se acaban de explicar ni entender del todo ante la opinión pública. 


    El resultado final acostumbra a ser siempre el mismo. La concesionaria logra la mejora del contrato que buscaba al alentar e incluso provocar el conflicto, la Administración cede y el ciudadano paga con sus impuestos el apaño entre unos y otros. Los nuevos señores de lo público siempre consiguen lo que quieren. En el ascendente orden neofeudal así debe ser y bien está que así sea, lo dice la economoral y ella nunca se equivoca. 


  



 	
	    
			 

            IV 


			 


			Los perdedores deberían estar agradecidos 


			 


			Para que los señores ganen deben perder los ciudadanos. En la sociedad que emerge de la crisis la riqueza no se reparte, ni siquiera se crea; se arrebata. El valor preferente que debe asegurar el modelo ya no descansa en la distribución o redistribución de la riqueza y las oportunidades, sino en su acumulación. La consagración de la economoral y el giro hacia una concepción punitiva del bienestar donde, además de necesitar la ayuda ha de acreditarse que se merece, operan como elementos legitimadores para un proceso infinito de acumulación de la riqueza donde despojar a los demás representa un acto de pura justicia. 


			Los ganadores se lo llevan todo porque se lo han merecido, sea por su talento, su imaginación, su esfuerzo, su carácter emprendedor o su capacidad de asumir riesgos y responsabilidades. La evidencia científica recientemente presentada respecto al hecho de que sea la herencia el principal factor que explica la acumulación incesante de riqueza en el capitalismo del siglo XXI (Piketty, 2014) ni siquiera empaña el relato moral a beneficio de los ganadores. Los señores se lo llevan todo porque es su derecho. Se lo han ganado con sus méritos. 


			Así pues, los perdedores deberían estar agradecidos porque, lejos de desentenderse de ellos y sin más obligación ética y moral que su propia conciencia, los ganadores no se olvidan de ellos y se muestran dispuestos a renunciar a una parte de su riqueza para proveer un sistema de asistencia y protección... siempre que se satisfagan previamente dos condiciones innegociables para los ganadores. El sistema asistencial ha de beneficiar a quien realmente lo necesite y quien reciba la ayuda ha de cumplir determinados requisitos respecto a su procedencia, condición, sexo, raza, creencias o condición moral que le hagan merecedor de la misma. 


			A los ricos no nos gusta pagar impuestos. Preferimos la caridad y la solidaridad. Los impuestos financian derechos que los ciudadanos acaban considerando de su propiedad y ejerciendo como si les fueran propios. La caridad y la solidaridad financian dádivas y concesiones que representan un derecho de los señores, jamás un derecho de los ciudadanos. Dependen siempre de nuestra voluntad, no de las demandas o de los votos de unos ciudadanos que saben que pueden perder los beneficios de la caridad de la misma manera discrecional que los obtuvieron. Los impuestos son obligatorios y anónimos. La caridad supone un ejercicio voluntario y se puede publicitar abundantemente a quién debe agradecerse. Además, la caridad suele poder desgravarse fiscalmente de manera extraordinariamente generosa. 


			En esta España neofeudal, que un multimillonario como Amancio Ortega done en 2012 veinte millones de euros a Cáritas para obras benéficas, que ejecutará a través de su propia fundación y desgravará fiscalmente, no sólo se convierte en una noticia de primera página sino que aparece presentado como un ejemplo que debería ser aplaudido. Sin embargo, apenas llegó a noticia que el Tribunal Supremo le condenase en 2013 a pagar 33 millones de euros a Hacienda por cantidades que eludió incluir en sus declaraciones de patrimonio de 2001/2003 valiéndose de una triquiñuela manifiestamente alegal. 


			Igual que los ganadores se lo merecen todo por su esfuerzo y sus méritos, los perdedores se han buscado cuanto les suceda por exactamente las mismas razones a la inversa: su supuesta falta de esfuerzo y su presunta carencia de mérito. De acuerdo con los relatos dominantes suministrados por el pensamiento patrocinado, quienes están perdiendo en esta crisis lo hacen por haber tomado las decisiones equivocadas, o haber confiado en las personas erróneas, o haber votado a los políticos incorrectos, o por no haberse informado adecuadamente respecto a las consecuencias de sus decisiones, o por haberlas calculado mal, o por no haberse esforzado lo suficiente, o por haber confiado su futuro al crédito y la providencia. Las preferentes y subordinadas se comercializaron «porque nos lo pedían los clientes» (directivos de Caja Duero ante la Audiencia Nacional, servimedia, 22/10/14). Igual que los ricos merecemos nuestra riqueza en virtud de nuestro talento y esfuerzo, quienes se han empobrecido se lo han merecido en su mayor parte. Su pobreza sobrevenida supone el resultado de sus actos, decisiones y actitudes. Son responsables de su desgracia porque para los señores «un cliente minorista o un jubilado que cobra su pensión no es un ignorante financiero» (Miguel Blesa ante la Audiencia Nacional, 3/3/12). 


			En el orden neofeudal la desigualdad supone un resultado natural, legitimado por los propios comportamientos y actitudes de los individuos y sus decisiones libres. Una de las razones más alegadas por la economoral para denostar el modelo de las sociedades del bienestar se fundamenta precisamente en las supuestas consecuencias económicas y morales desastrosas causadas por la intervención pública para alterar y corregir la desigualdad, predefinida como el resultado natural e incluso más justo. La sociedad del bienestar y sus declaraciones de igualdad y redistribución de la riqueza y las oportunidades son representadas como un peligro por cuanto suponen intentar subvertir el orden natural de la realidad y asumir el riesgo de acabar provocando un desastre aún mayor. 


			La desigualdad provoca pobreza, reconoce el pensamiento patrocinado, pero también progreso y crecimiento económico que, de una manera u otra, antes o después, acabará beneficiando al conjunto de la sociedad. Si a los señores les va bien, a los ciudadanos acabará por irles bien más pronto o más tarde, promete. Según estas tesis, el Estado del Bienestar no corrige ni la desigualdad, ni la pobreza; además genera dependencia y pone en riesgo el progreso y el crecimiento económico con su confiscación sistemática de la riqueza individual. De acuerdo con esta lógica los perdedores deberían estar doblemente agradecidos dado que no sólo se les va a ayudar graciosamente, sino que puede que acaben recibiendo incluso una pequeña tajada de los beneficios que seguramente muchos ni siquiera se merecen. Veamos quiénes son. 


			 


			Muera la clase media 


			 


			Si hubiera que declarar un perdedor indiscutible en esta crisis la gran mayoría señalaría sin dudarlo a la clase media. De acuerdo con los datos de la Organización Internacional del Trabajo, el porcentaje de trabajadores que se situaban en el grupo de ingresos atribuido habitualmente a la llamada clase media alcanzaba a la mitad de la población española en 2008. Hoy ese porcentaje ha retrocedido hasta un 45 por ciento, una proporción que nos devuelve a la década de los noventa (OIT, World of Work Report, 2013). No se trata de un fenómeno exclusivamente español, aunque en pocos lugares ha registrado la misma virulencia. La clase media ha sufrido y sufre de manera extraordinaria las consecuencias de la crisis a lo largo y ancho del llamado primer mundo. La clase media se debilita y empequeñece por todo el continente europeo. No responde a un fenómeno puramente coyuntural o relacionado exclusivamente con las consecuencias de una situación de crisis económica. Implica un elemento estructural del emergente neofeudalismo. Su causa principal reside en las necesidades del cambio de modelo social. La clase media debe morir para que pueda nacer y crecer la nueva sociedad. Es ley de vida. 


			Según los datos de la Agencia Tributaria, entre 2008 y 2011, el grupo de los contribuyentes que habitualmente se considera clase media —quienes pagan impuestos por ingresos entre 20.000 y 60.000 euros/año— perdió 350.000 declarantes. Por su parte, el grupo de quienes declaran por encima de 60.000 euros anuales apenas se redujo en 87.000 declaraciones. Durante ese mismo período la lista de contribuyentes con las rentas más bajas —por debajo de los 12.000 euros anuales liquidables— crecieron en más de medio millón. En 2012, el 20 por ciento de los contribuyentes españoles más ricos acumuló más del cuarenta por ciento del total de ingresos declarados aquel año, mientras el 20 por ciento más pobre apenas ingresaba un 6,6 por ciento del total. 


			 


			GRÁFICO 3. Evolución de los ingresos medios por hogar en España. 
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			Fuente: INE 2013, en euros. 


			 



			El gráfico 3 refleja la devastadora evolución durante la crisis de la causa principal tras esta inexorable sangría de la clase media: la pérdida continua y sostenida de ingresos soportada masivamente por los hogares perceptores de rentas medias y bajas. En 2008, el ingreso medio por hogar en España era de 30.045 euros. En 2012, sumaba 26.775 euros. Se trata de una reducción de un 10,9 por ciento en apenas un lustro. La clase media se ha ido empobreciendo irremisiblemente mientras las clases altas acumulaban más riqueza. Los millonarios en España han aumentado en más de un 20 por ciento durante 2013 y el 10 por ciento de los españoles más ricos ya acumula más de la mitad de la riqueza nacional, un porcentaje que ha crecido aún más rápido desde el inicio de la crisis (Informe de Riqueza Mundial 2014, Credit Suisse). 


			Han caído los ingresos y ha caído en consecuencia el gasto y el consumo de los hogares. La clase media actúa como el motor que tira de la demanda y el consumo internos y se ha parado por pura inanición durante la recesión. He ahí otra de las evidencias sobre la realidad de eso que llamamos crisis que prefiere ignorarse. No habrá recuperación de la demanda mientras no se asegure la recuperación de la clase media. El consumo de las familias se ha reducido un 14 por ciento entre los años 2008 y 2012 hasta dejarlo en una media de 21.880 euros anuales. La reducción de gastos ha afectado a todo tipo de facturas, desde salir a cenar al gasto en alimentación, que ha caído un 10 por ciento. De acuerdo con la encuesta de condiciones de vida del INE en 2013, la mitad de los hogares españoles no pueden hacer algo tan de clase media como salir de vacaciones una semana, cuatro de cada diez viven al día sin recursos para imprevistos y uno de cada diez se retrasa habitualmente en el pago de los gastos de hipoteca y vivienda. El creciente recurso a la ayuda pública o social de perfiles sociales tradicionalmente asociados a las rentas medias apunta en la misma dirección de deterioro acelerado de la clase media. Según el informe Servicios Sociales en España 2012, los solicitantes que se ubicaban en esa clase habían crecido un 45 por ciento y los licenciados universitarios en un 13,5 por ciento respecto al año anterior (Informe de los servicios sociales en España, Consejo General del Trabajo Social, 2013). 


			La caída de ingresos no responde exclusivamente a las dinámicas de devaluación interna impuestas como precondición para salir de la crisis. Otra de sus fuentes primarias se corresponde con un factor más estructural y de más difícil corrección: la exclusión creciente del mercado laboral de perfiles que han constituido nutrientes principales de la clase media. Muchos empleados formados, con experiencia profesional y formación, con trabajos estables y relativamente bien remunerados, no sólo han visto cómo se reducía su salario o perdían derechos laborales, también han acabado perdiendo su empleo de rango medio. La víctima silenciosa e ignorada de las sucesivas reformas laborales ha resultado ser la clase media. La reforma laboral ejecutada por el gobierno de Mariano Rajoy tenía como objetivo facilitar e incentivar la flexibilidad laboral, entendida como maximización de las oportunidades para generar más rotación y más precarización. Su mayor resultado ha sido permitir que los padres con trabajos estables y experiencia profesional fueran despedidos de manera más barata para contratar aún más barato a sus hijos con empleos precarios y mal pagados. Las empresas han podido así proceder a rejuvenecer sus plantillas con empleados peor pagados, más precarios y con menos derechos mediante el uso masivo de ventajosos expedientes de regulación de empleo. 


			Los trabajadores de clase media se van al paro mientras acceden al mercado laboral trabajadores en precario, con ingresos bajos y fácilmente prescindibles. Así lo indican tanto el crecimiento incesante del desempleo de larga duración, como la progresión imparable del porcentaje de parados mayores de cincuenta años. Las colas de las oficinas de empleo y los servicios sociales en España se han llenado de clase media, de desempleados mayores de 45 años con cargas familiares y graves dificultades para reincorporarse a un mercado laboral donde hace unos pocos meses competían como trabajadores con empleos estables y razonablemente bien remunerados. 


			Las políticas de ajuste fiscal exprés y recorte masivo de la inversión social han conformado un tercer frente en el proceso de depauperación de la clase media en España. Los impuestos sobre la clase media han constituido la principal fuente de financiación para el desarrollo del Estado del Bienestar en España. La clase media también ha resultado su principal beneficiaria. El crecimiento de nuestra clase media y la expansión de nuestro Estado del Bienestar han ido de la mano desde la llegada de la democracia. La crisis ha marcado el final de esa dinámica de retroalimentación. La menguante clase media continúa constituyendo el mayor sostén financiero de los programas de bienestar. Pero ha dejado de resultar su principal beneficiaria. De algunos programas ha resultado excluida, para acceder a otros debe aportar un copago y desde otros se le impone renunciar a beneficios alternativos. La misma clase media que ha soportado la subida del IVA o el IRPF ha resultado la principal afectada por la reducción de los programas de becas, la subida de las tasas universitarias, el fin de las ayudas universales para la compra de libros o comedor o la implantación del copago sanitario. 


			La siguiente tabla (tabla 2) muestra el resultado del castigo a la clase media infligido durante la Gran Recesión. La evolución reciente de los hogares españoles según la clase social aparece claramente marcada por una tendencia dominante que podríamos denominar como goteo social: el vaciado progresivo de los grupos de clase media hacia los grupos de clase baja. Crecen los hogares de clase baja o media baja y se reducen los hogares de clase media y media alta mientras la clase alta se fortalece. La debilidad de los ciudadanos alimenta la fuerza de los nuevos señores. 

			
			
			 


			TABLA 2. Evolución de los hogares españoles según clase social. 
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			Fuente: Adaptación sobre Fundación Alternativas, Martínez García, 2014. 


			 


			La sangría de la clase media supone una consecuencia necesaria e inevitable de la evolución hacia la sociedad neofeudal. La clase media española se ha constituido en la gran pagana del drenaje fiscal a favor de los ricos que, como hemos comprobado, ha funcionado en España durante los últimos años, alimentada por sucesivas reformas fiscales. Una dinámica imparable de reformas fiscales selectivas tramitadas con idéntico entusiasmo por gobiernos de derechas y de izquierdas, convencidos por el pensamiento patrocinado de que tales rebajas, compensaciones y beneficios fiscales acaban siempre revirtiendo sobre la economía en forma de inversión productiva que generase empleo y riqueza para el conjunto de la sociedad. 


			Lejos de detenerla, la crisis ha agudizado esta práctica intensiva del drenaje fiscal. Los señores han compensado sus pérdidas ejerciendo una voracidad fiscal insaciable sobre los ciudadanos. Los ricos no sólo hemos logrado pagar menos impuestos. Hemos sido capaces de conseguir que se les subieran a todos los demás, especialmente a quien aún podía pagarlos: la clase media. Como en los tiempos medievales que vemos en las películas de Robin Hood, la solución ha consistido en subir los diezmos y tributos a la plebe. Mariano Rajoy ha implementado dos subidas de impuestos que han supuesto el mayor aumento de la presión fiscal sobre las clases media y baja repercutido durante la democracia. Las rebajas fiscales que han comenzado a publicitarse en el año electoral 2015 no sólo no compensan ese desequilibrio sino que lo agravan. En su momento las subidas de impuestos recayeron prioritariamente sobre las rentas del trabajo y el consumo. Las rebajas fiscales publicitadas beneficiarán sobre todo a las rentas de capital y a las grandes sociedades. Los impuestos sobre el consumo se quedan como están tras las subidas de 2011, castigando de manera indiscriminada a una población ya muy afligida y a una clase media extraordinariamente empobrecida. Mientras, se aplican generosas rebajas selectivas de impuestos sobre los beneficios empresariales, o se mantienen desactivados o minimizados los impuestos que gravan la posesión de la riqueza. 


			La clase media se halla atrapada dentro de una trampa mortal. Se reducen sus ingresos, se recortan los beneficios que perciben y sus derechos sociales, pero los impuestos que soportan no dejan de subir porque los pobres no pueden pagarlos y los ricos no queremos y hemos sabido organizarnos mejor para evitarlo. Aunque tras esta agonía de la clase media no subyace únicamente una motivación económica. Forma parte esencial del proyecto ideológico que representa la sociedad neofeudal. Degradar los derechos de los ciudadanos frente a los privilegios de los señores requiere inevitablemente debilitar y empequeñecer al principal motor de la sociedad del bienestar que se pretende subvertir: la clase media, la mayor productora de ciudadanos conscientes de sus derechos y dispuestos a ejercerlos. 


			Su depauperación y explotación por parte de la clase alta para facilitar la acumulación de riqueza y financiar el bienestar asistencial ofrecen un ejemplo muy nítido sobre cómo funciona la llamada «lógica de la acción colectiva» (Olson, 1965; Ostrom, 1990). Los grupos sociales pequeños y bien organizados explotan sistemáticamente a los grupos sociales grandes y desorganizados. La clase media es grande pero desorganizada, se presenta fragmentada y segmentada por demandas, condiciones e intereses múltiples, dispersos, diversos y contradictorios. Los ricos somos pocos, compartimos un interés común por nuestra riqueza y sabemos organizarnos y movilizar nuestros activos para que aquellas políticas que mejor se ajusten a nuestros intereses acaben convertidas en decisiones públicas. los ricos tenemos todas las de ganar. La clase media aún debería estar agradecida porque podría ser mucho peor. 


			 


			¿Eres joven? ¿Estás preparado? ¿Buscas trabajo?  ¿Una vivienda? Jódete 


			 


			El paro está carcomiendo sin remedio a la España del bienestar. Desde 2011 la tasa de actividad ha caído por debajo del sesenta por ciento de la población activa y la afiliación a la Seguridad Social se ha rebajado en cerca de trescientas mil personas. No sabemos si se han sumergido en la economía en negro o han emigrado. Sumamos ochocientos mil parados de larga duración más. La tercera parte de los trabajadores antes protegidos por algún tipo de convenio colectivo ya no lo están. La tasa de cobertura de los parados ha bajado veinte puntos desde que comenzó la crisis. Cerca de la mitad de los desempleados carece de cualquier tipo de prestación y apenas cuatro de cada diez perciben una prestación contributiva. Casi setecientos mil hogares carecen de ingreso alguno reconocido. 


			Desde que comenzó la supuesta recuperación la mitad de los nuevos contratos de trabajo apenas han durado un mes. Los salarios llevan más de una década bajando, en términos nominales y reales. Sólo han subido, siete puntos de media por año, los sueldos de los ejecutivos que diseñan los eres y echan a la gente a la calle. La caída del régimen económico que soportaba la burbuja española recuerda mucho al derrumbe de la Europa del Este tras la caída del Muro. Nuestros ingenieros, médicos o arquitectos trabajan aquí por salarios de miseria en lo que sea o recorren Europa buscando una oportunidad, la que sea. Lo mismo que tuvieron que hacer en su día ingenieros, médicos o arquitectos checos, húngaros o polacos. 


			Precariedad, desprotección, inseguridad y jornales de subsistencia. Esa es la fuerza de las raíces vigorosas de la llamada recuperación. El miedo se ha convertido en el incentivo principal para un mercado de trabajo desamortizado que, tras la reforma laboral, ha enviado las relaciones laborales al ámbito de las negociaciones privadas individuales, ha iniciado la demolición de los mecanismos de negociación colectiva y ha devuelto las políticas del empleo al ámbito estrictamente económico, despojándolas de su dimensión como política social. No se trata de una consecuencia no querida o inevitable de la Gran Recesión. Es exactamente el resultado que se pretendía. Ese fue siempre el plan. Esto que los ciudadanos y los medios suelen llamar «el drama del paro», desde la óptica del Gobierno y los señores de la economía supone más bien «la oportunidad del paro» para generar lo que llaman un mercado laboral competitivo y en franca recuperación, pero en realidad sólo es un mercado de trabajo precario, barato y fácilmente reemplazable. 


			Todos, gobierno, oposición, patronal, élites financieras y empresariales, sindicatos, medios de comunicación, aseguran lamentarlo. Todos lo adjetivan de insoportable. Lo condenan como si estuviéramos padeciendo una desgracia bíblica, un accidente inevitable, una consecuencia inexorable de la crisis económica. Pero no es tal. Representa el resultado de políticas deliberadas y decisiones intencionadas para crear un mercado laboral donde el trabajo se reduzca a un factor de producción asustado, barato, reemplazable y explotable, que permita ajustar los márgenes de beneficio siempre que haga falta. Así se asegura que se acepte trabajar por menos de seiscientos euros al mes, así se duplican los beneficios cada trimestre y se dispara la Bolsa, así se extrae y redistribuye la riqueza hacia quienes más tienen. 


			Si el paro constituyese una prioridad no se habrían recortado las políticas activas de empleo a casi la mitad en los últimos tres años. Si el paro se definiera realmente como un problema, el Gobierno implementaría políticas de inversión pública aunque implicara unos puntos más de déficit y las financiaría buscando el dinero donde está, en los grandes patrimonios y corporaciones, no en el IVA de los televisores o los libros. Si el paro les preocupara como problema la reforma laboral no habría dejado al trabajador desprotegido e indefenso, forzado a negociar su suerte individualmente ante un empresario que puede regatear con todas las ventajas a su favor. 


			En la nueva ordenación neofeudal del trabajo el empresario se ve convertido en el único propietario del empleo. Es el señor que puede crear empleo y destruirlo a voluntad. Atender sus necesidades y exigencias debe constituir la prioridad de las políticas públicas relacionadas con el empleo. El trabajador sólo puede alquilar individualmente su fuerza de trabajo. Su dependencia ha de ser total para que el señor pueda disponer a voluntad de su propiedad sin restricciones y asegurándose el máximo beneficio posible. El empleo pertenece al empresario y a él deben facilitársele las mejores condiciones para proteger y garantizar su propiedad. 


			Los jóvenes se perfilan como los grandes sacrificados durante este tránsito hacia la España neofeudal donde el empleo constituye otra propiedad de los señores. Las generaciones más formadas de nuestra historia están siendo entregadas al mercado laboral como corderos en un sacrificio, o levas en un reino feudal, mientras se les caricaturiza como jóvenes sin formación y sin cultura de esfuerzo. A los jóvenes se les ha ido despojando progresivamente de su condición de trabajadores con capacidad, formación y derecho a percibir un salario a cambio del valor que aportan. Se les está convirtiendo y tratando como aprendices y meritorios sin capacidad, con una formación inútil o inexistente y sin más derecho que el poder acceder a un puesto de trabajo donde puedan adquirir la formación y la capacidad de la que carecen. 


			A los jóvenes se les están comenzando a aplicar de manera masiva lo que bien podríamos denominar nuevas formas de neovasallaje laboral. Cada vez en mayor medida los jóvenes deben pagar por acceder a un puesto de trabajo que es tratado y protegido como si fuera una propiedad del empresario y éste debiera ser compensado por permitir su uso. Cada vez en mayor medida se limita el acceso laboral de los jóvenes a la condición de aprendiz o meritorio cuyo progreso profesional depende casi en exclusiva de la voluntad del patrón, del señor propietario de su empleo. A los jóvenes se les priva cada vez más de la condición de trabajadores. Se les obliga a pagar por acceder al mercado laboral y se les exige que lo entiendan y lo agradezcan como aquello que la economoral les dice que es: una oportunidad para adquirir la experiencia y la formación que no han sido capaces de lograr por ellos mismos. 


			Estas formas de neovasallaje llegan también a través de políticas públicas supuestamente diseñadas para promover las oportunidades laborales de los jóvenes. Pero que en la práctica sólo sirven para remunerar al empresario, a quien se recompensa por permitir el acceso de jóvenes a puestos de trabajo. Políticas como la llamada «Garantía Juvenil», un programa financiado con fondos europeos y teóricamente inspirado sobre una iniciativa europea que busca ofrecer oportunidades laborales o de formación a los jóvenes en paro. Sin embargo, el modelo impulsado por España no invierte en los jóvenes sino en los empresarios. Los más de 1.800 millones de presupuesto se consumirán prioritariamente en bonificaciones a la Seguridad Social. Además se han limitado los beneficiarios a los jóvenes de entre 16 y 25 años que se hallen en paro y no estén recibiendo formación o hayan trabajado durante los últimos 30 días. En un país donde la mitad de sus jóvenes se encuentran o en la «movilidad exterior» o en el paro, la novedosa solución que se la ha ocurrido al ejecutivo consiste en entregar los fondos a los empresarios y quitárselos a la Seguridad Social. El dinero público se va a emplear en pagar al empresario para que permita trabajar a los jóvenes en su empresa. Por cada joven que ni haya estudiado ni trabajado durante el último mes que contraten, en formación o en prácticas, los empresarios se llevarán un descuento de 300 euros sobre la cotización de la Seguridad Social. Si le pagan un sueldo de subsistencia al joven y no alcanza a cotizar esa cantidad, podrán bonificar las cotizaciones de otros empleados. A cambio, el empresario no asume prácticamente obligación alguna. En teoría el contrato debe ser indefinido pero si, pasados los seis meses que dura la subvención, despide al joven por «causas económicas objetivas» no habrán de devolver ni uno de los euros que le hemos pagado por dejarle trabajar. 


			La garantía juvenil conforma otro ejemplo más del proceso de potenciación continua de los contratos de formación o en prácticas en lugar de la promoción del trabajo estable y de calidad. Bien bonificándolos al ciento por ciento y permitiendo que esos beneficios puedan extenderse a otro tipo de contratos en la misma plantilla, bien flexibilizando los requisitos para ser sujeto de este tipo de contratos aumentando la edad límite para su formalización o bien permitiendo que la formación asociada no dependa de la ocupación real desempeñada. 


			En 2014 España superaba a Grecia y se convertía en líder europeo absoluto en desempleo juvenil. Sumamos más de 820.000 menores de 25 años en paro, un 53,8 por ciento del total de jóvenes en edad de trabajar. La situación de sus salarios resulta aún peor. Según el informe «Estado del Mercado Laboral en España» elaborado en 2014 por la empresa privada Infojobs, cuatro de cada diez jóvenes con empleo perciben menos de mil euros al mes y apenas uno de cada diez gana más de 2.000 euros al mes (huffingtonpost.com, 11/5/14). Atendiendo al nivel de estudios, de acuerdo con datos de diversos informes, los universitarios pueden acceder a mejores salarios y se sitúan cuatro puntos por encima de la media de los jóvenes que cobra más de 24.000 euros al año (14 por ciento). Más de la mitad de los jóvenes sin estudios (52 por ciento) cobran, por su parte, entre 12.000 y 24.000 euros y la mayor proporción de «mileuristas» se concentra entre jóvenes con estudios básicos (42 por ciento). En la presentación del informe, el director general de Infojobs, Jaume Gurt, describía con cruda precisión la realidad tras los números al explicar cómo las empresas tratan igual que «carne» a los candidatos en los procesos de selección, lo que lleva a muchos desempleados a abandonar la búsqueda activa de un empleo. «Los candidatos sienten un silencio absoluto. Es como las personas que piden en la calle y nadie los mira, las empresas les hacen sentir que no existen» (huffingtonpost.es, 11/5/14). 


			El mercado laboral tritura con apetito similar a los jóvenes con preparación y sin ella, con experiencia o sin ella, a los «ninis» y a los «sisis». Las soluciones individuales, la inversión en formación o el espíritu emprendedor no aseguran en modo alguno librarse del sometimiento al emergente régimen de «neovasallaje laboral». Según el informe de la OCDE «Panorama de la educación 2014», el desangre de nuestros «ninis» no ha dejado de crecer desde 2008 en todos los niveles educativos españoles respecto a las medias europea y de la OCDE, que se han mantenido estables y con variaciones menos significativas durante la crisis. En España el castigo a los jóvenes se ha disparado hasta niveles insoportables y casi inexplicables. Hemos aumentado en diez puntos el porcentaje de parados con estudios inferiores a la secundaria, un 31 por ciento frente al 15 por ciento de la media UE y OCDE. Hemos aumentado en seis puntos nuestro porcentaje de parados con la ESO y el Bachillerato, un 20 por ciento frente al 16 por ciento de media de la OCDE. El porcentaje de universitarios sin empleo ni continuidad en sus estudios ha subido diez puntos, hasta llegar al 23 por ciento frente al 12 por ciento de la media UE y OCDE. El informe destacaba también la alta tasa de temporalidad del empleo entre los jóvenes españoles, que les obliga a intercalar contratos temporales de corta duración con largos periodos de desempleo. Ya se sabe, el miedo hace al buen vasallo. 


			En plena explosión del punk se hizo muy popular en Londres una camiseta que parodiaba un entonces famoso anuncio publicitario ideado por un banco para captar jóvenes clientes. La publicidad se dirigía a la emergente juventud de la realidad oficial y decía: «Eres joven? ¿Estás preparado? ¿Buscas trabajo? ¿Una casa? Podemos ayudarte». La camiseta respondía desde la realidad de falta de oportunidades, paro y penuria que soportaban los jóvenes ingleses a principios de los ochenta, en plena ola de thatcherismo: «¿Eres joven? ¿Estás preparado? ¿Buscas trabajo? ¿Una vivienda? Jódete». Treinta años después, aquella camiseta se ha visto superada por la violencia efectiva de una realidad que se ha vuelto demasiado punk. 


			 


			Ellas no han hecho nada para merecer esto 


			 


			En 2012 se cerraba la oficina ONU Mujeres en España. El organismo dedicado al impulso de la igualdad de género de Naciones Unidas bajaba la persiana por invitación del ejecutivo de Mariano Rajoy, pese a que la oficina tenía un coste cero y no se habían registrado conflictos reseñables. La oficina ONU Mujeres en España se había abierto en 2007 y no suponía coste alguno para el gobierno ya que se encontraba dentro de las instalaciones de la Oficina Mundial del Turismo. La financiación de la oficina procedía de los fondos corrientes de la ONU y el Ejecutivo español únicamente había contribuido económicamente en proyectos concretos. Para explicar su decisión el gobierno español simplemente alegó que no le parecía necesaria una oficina de esas características en España y prefería comunicarse directamente con la sede central de la ONU en Nueva York. 


			Se trata de un símbolo que refleja a la perfección cuanto ha sucedido en España respecto a las políticas de igualdad. De acuerdo con el diagnóstico oficial, ya se había hecho lo suficiente y ya se había ido todo lo lejos que se debía en materia de igualdad. España y las mujeres españolas ya tenían igualdad de sobra. No parece ya preciso seguir avanzando con políticas u organismos específicos. Sobre esta premisa las políticas activas de promoción de la igualdad han sufrido un recorte del 70 por ciento desde la llegada del Partido Popular al poder. Los presupuestos específicamente destinados a la lucha contra la violencia de género se han reducido en una cuarta parte mientras las cifras de víctimas volvían a los datos de hace diez años. 


			España había sido hasta ahora uno de los países que, según la OCDE, más había avanzado desde 1980 en la igualdad laboral entre sexos. En 2010 se había logrado reducir en más de treinta puntos la diferencia en participación en el mercado laboral, atemperar las diferencias salariales por sexo rebajándolas en torno a un veinte por ciento de media y aumentar la participación de las mujeres en puestos de dirección hasta un treinta por ciento. En el año 2007 España lograba su mejor posición en el Índice Global sobre Desigualdad de Género del Foro Económico Mundial al situarse en el puesto 10. A partir de ahí nos lanzamos cuesta abajo. En 2009 España bajaba al puesto 17, en 2012 retrocedía ya hasta la posición 26 sobre un total de 68 países, en 2013 España caía hasta el puesto 30, aunque en 2014 recuperaba un puesto situándose en el 29. El fulgurante descenso se ha debido sobre todo al retroceso de la representación femenina en los puestos de toma de decisiones políticas y económicas. 


			En el Índice de Desigualdad de Género del Programa de Desarrollo de las Naciones Unidas se evalúa a 135 países respecto a su capacidad para cerrar la brecha de género en cuatro áreas relevantes: sanidad, educación, igualdad económica y participación política. En el informe de 2012 España se situaba en el séptimo puesto. En 2014 ya ha caído hasta el lugar dieciséis. Lograba mantener el aprobado respecto a las variables relacionadas con la sanidad o la educación, pero suspendía en aquellas que miden la participación económica y oportunidades profesionales de las mujeres españolas; principalmente por causa del retroceso de la presencia femenina en puestos de dirección —menos de un 12 por ciento en los consejos de administración y poco más de un 20 por ciento de los puestos directivos— y también por la falta de avance en la equiparación salarial con los hombres, que siguen ganando más por un trabajo de igual valor, concretamente un 22 por ciento según el INE. En 2013 un 35,8 por ciento de los trabajadores cobraron más de 2.100 euros al mes frente a sólo un 23,8 por ciento de las trabajadoras. En la otra parte de la escala, cuatro de cada diez mujeres con trabajo ganaron menos de 1.200 euros al mes por sólo uno de cada diez varones con empleo. 


			El desempleo castiga de manera más feroz a las mujeres en España. A día de hoy el 66 por ciento de los hombres en edad de trabajar está ocupado frente al 54 por ciento de las mujeres que logra un empleo. Mientras el paro masculino descendía del 25,7 en 2012 al 24,9 en 2013, el paro femenino se mantenía casi invariable, pasando del 26,4 por ciento al 26,3 por ciento. Se crea menos empleo para las mujeres que para los hombres, está peor pagado y registra tasas significativamente mayores de precariedad y temporalidad. En paralelo a esta realidad de discriminación las políticas activas de promoción de la conciliación de la vida laboral y familiar han sufrido un parón evidente. Avances como la ampliación del permiso de paternidad han quedado pospuestos sin fecha con la coartada de su coste en plena crisis. 


			Como hemos visto que acontecía respecto a los jóvenes, la mujer también empieza a ser desposeída sistemáticamente de su condición de trabajadora para verse confinada a su condición de madre de familia y trabajadora temporal. Mónica Oriol, la expresidenta del círculo de empresarios, verbalizaba con extraordinaria precisión y crudeza la visión de la mujer en la España neofeudal que viene. «Estamos generando tal cantidad de regulación en este país o en Europa para favorecer a la mujer que lo que hacemos es aislarla de una carrera profesional... Esa es una idea que quiero soltar aquí, también políticamente incorrecta, pero yo lo único que os digo es que prefiero una mujer de más de 45 o de menos de 25, porque como se quede embarazada, nos encontramos con el problema... El sacrificio para llegar a un puesto directivo tiene un precio: o te casas con un funcionario o tienes un marido al que le encantan los niños» (Mónica Oriol, eldiario.es, 3/10/14). 


			Este diagnóstico ya es un viejo conocido. De nuevo la democracia y el Estado del Bienestar ha ido otra vez demasiado lejos: demasiada regulación, demasiada protección, demasiados derechos asociados a la condición de ciudadana y mujer. La economoral no se cansa de insistir en que la igualdad se ha convertido en una carga para la mujer y un lastre para el crecimiento económico, genera dependencia para la mujer, discriminación contra el hombre y recompensa la mediocridad en lugar de la excelencia. Es la misma historia de siempre. Las políticas de igualdad se han vuelto peligrosas, inútiles y perversas. Una vez más el futuro consiste en desandar lo andado lo más rápido posible. Mientras el pensamiento patrocinado se entrega a ridiculizar y parodiar las políticas de igualdad como ocurrencias de «feminazis» toleradas por hombres acomplejados, los gobiernos se emplean a fondo en recortarlas con la coartada de la crisis y resituar a la mujer en una concepción que le permita desarrollar los nuevos roles que se le pretende asignar. La nueva mujer debe volver a ser la «supermadre» que atiende sola a la familia, debe añadir el rol de asistenta social y deberá conformarse con aspirar a ser una trabajadora temporal. 


			El recorte sistemático o incluso el abandono de las políticas activas de conciliación entre la vida laboral y familiar, la suspensión sine die de la ampliación del permiso de paternidad o las mayores facilidades para el despido introducidas en la reforma laboral emiten un mensaje nítido: si una mujer española pretende trabajar y tener una familia, es su problema; nunca una responsabilidad colectiva o del Estado. Ella sabrá cómo se organiza, a qué acuerdos llega con su cónyuge o si escoge ser una supermadre o sólo una madre trabajadora. 


			Las posibilidades efectivas de incorporación de una mujer al mundo laboral retornan así al ámbito de las decisiones individuales y los acuerdos privados entre los cónyuges. Que la mujer pueda conjugar la condición de madre con una carrera profesional o laboral vuelve a constituir una elección de cada mujer, no una tarea de las administraciones o un problema colectivo. La razón principal para este retroceso ha de buscarse en una evidencia tan cruda como elemental: para los ricos la conciliación nunca ha constituido un problema y siempre nos ha parecido un tanto exagerado definirlo como tal. Para nosotros conciliar siempre ha supuesto una decisión individual y como mucho un gasto; y a los ricos nos disgusta sobremanera financiar con impuestos las decisiones o los caprichos de los demás. 


			Al tradicional y convencional rol de madre responsable del cuidado de la familia, o «supermadre» si además pretende desarrollar una carrera profesional, la mujer debe sumar ahora de manera obligatoria una nueva dimensión: el rol de asistente social. En el proceso de asalto al Estado del Bienestar parecen ser las mujeres, las esposas, madres y hermanas de las personas dependientes, quienes van a sufrir y habrán de asumir las consecuencias y costes del desmontaje de las políticas de atención a la dependencia. Muchas mujeres han debido y deben sufragar con su tiempo, su esfuerzo y la pérdida de sus oportunidades laborales y profesionales los supuestos ahorros generados por los recortes en materia de atención social, o el retraso o abandono parcial de la puesta en marcha del sistema de atención a la dependencia. Aquello que los ricos nos vamos a ahorrar en impuestos con las sustanciosas rebajas fiscales anunciadas para las rentas de capital, lo van a pagar las rentas del trabajo y esa gran mayoría de mujeres que deberán compensar con su esfuerzo y su dedicación los recortes en materia de políticas sociales y la consiguiente falta de recursos, cuidadores, tratamientos y programas de atención específicos. 


			La desactivación de las políticas de conciliación, acompañada por el abocamiento de muchas mujeres a tener que suplir con su trabajo y su tiempo los recortes en materia de servicios sociales y atención a la dependencia, generan una consecuencia prácticamente inevitable. La mujer debe ver progresivamente reducidas sus posibilidades efectivas de acceder y competir en el mercado laboral. Su papel se limita cada vez más a convertirse únicamente en fuerza de trabajo complementaria, temporal, barata y fácilmente reemplazable. En el nuevo mercado laboral precarizado y temporalizado, el neovasallaje que se le exige a la mujer que aspire a trabajar se denomina contrato temporal o minijob. Las oportunidades profesionales para las mujeres se acaban cada vez más en la frontera de los trabajos precarios y temporales o los contratos a tiempo parcial. Limitar o priorizar hacia ese tipo de empleos el acceso de la mujer al mundo laboral opera como el complemento ideal para la plena funcionalidad de los roles asignados como preferentes en el nuevo orden neofeudal: sólo una trabajadora temporal puede conciliar efectivamente sus obligaciones laborales y el cumplimiento de sus responsabilidades como madre y asistente social. 


			En la España neofeudal, la mujer se verá progresivamente confinada a un nuevo estatus de dependencia y subordinación con respecto al hombre por el cual incluso se le llega a reclamar que se muestre agradecida. A la obligación tradicional de convertirse en esposa y madre dedicada principalmente a atender al cuidado de la familia, debe sumar ahora las responsabilidades de garantizar el cuidado de las personas dependientes o enfermas que antes asumían los servicios públicos y aportar un determinado mínimo de ingresos complementarios imprescindibles para asegurar la mínima suficiencia de la renta familiar. 


			No se trata de volver a encerrar a la mujer en la cocina. Se trata de dejarla salir por horas para que trabaje en tareas secundarias. En consecuencia, el acceso completo a buena parte de los derechos y prestaciones sociales que puedan ofertar las diferentes administraciones depende cada vez en mayor medida del cónyuge con trabajo a tiempo completo y que, por tanto, puede pagar el ciento por ciento de la contribución individual que da derecho a la prestación, el marido. En la España neofeudal la mujer será tratada como una empleada a tiempo parcial y por lo tanto con derechos parciales, en concreto y exclusivamente aquella parte que haya cotizado previamente. Además de acreditar su condición de ciudadana, deberá cumplir la condición y figurar como beneficiaria de unos derechos donde el verdadero y único titular resulta ser el cónyuge masculino, el padre de familia; un sistema perfectamente coherente con la tradición conservadora de nuestro sistema de bienestar, donde la familia y el padre de familia han jugado siempre un papel central como distribuidores y perceptores de los servicios y prestaciones. 


			 


			Que se mueran los viejos 


			 


			España nunca fue país para viejos. Tampoco para las personas con dependencia. Acaso por ser un país de tanta tradición y tanta fe católica los ricos siempre hemos considerado a los más débiles una responsabilidad de Dios, en modo alguno nuestra. La Seguridad Social aparece en España en los sesenta como un sustituto de un verdadero sistema fiscal y como un mecanismo coercitivo de ahorro. Operaba como un instrumento de «redistribución hacia arriba». Durante el franquismo las cotizaciones recaudadas entre los trabajadores y la clase media sirvieron tanto para financiar el Instituto Nacional de Industria, como para acabar utilizadas como capitales privados por las instituciones bancarias igual que si se tratase de capitales privados para invertir. La democracia impuso la evolución de la Seguridad Social hacia un sistema redistributivo de solidaridad intergeneracional que garantizase el derecho a una jubilación digna. 


			Las políticas de reforma de las pensiones han aprovechado la crisis económica como una oportunidad para revisar esa evolución. La recesión y los presuntos problemas de sostenibilidad del sistema están sirviendo como coartada para dinamitar el sistema público y universal de pensiones desarrollado y extendido durante las últimas décadas de democracia en España. Las sucesivas reformas se han regido siempre por un principio idéntico: separar ahorro y pensiones. El objetivo siempre ha sido generar recursos para el sistema financiero incentivando la oferta y la compra privada de pensiones y reducir progresivamente el sistema público a un mecanismo complementario que ofrezca pensiones mínimas de carácter asistencial. Desde el año 2000, España ha invertido en su sistema público de pensiones una media de noventa mil millones de euros al año. El gasto privado se ha mantenido en el entorno de los quinientos millones de euros por año. Al mismo tiempo, en países como Estados Unidos o Gran Bretaña, la inversión pública y privada se han repartido las pensiones en proporciones mucho más ajustadas. También cerca de los noventa mil millones por año en inversión pública, pero han de añadirse más de sesenta mil millones de euros por año de media en gasto privado. Un enorme negocio, de eso estamos hablando cuando hablamos de reformar las pensiones. 


			La Gran Recesión ha ofrecido la oportunidad de lanzarse a por el negocio de las pensiones y de camino reconvertir el derecho a la jubilación en una manera de forzar al jubilado a continuar trabajando al menor coste posible. Para muchas familias la pensión de los abuelos se ha convertido en la fuente de ingresos más estable y su tiempo y su trabajo en la única manera disponible para conciliar la vida laboral y personal o compensar los recortes padecidos en políticas y programas públicos. 


			Las pensiones en sociedades envejecidas y desarrolladas como la nuestra constituyen un gran negocio. Los países de la UE invierten una media de uno de cada diez euros de su PIB en pensiones. Las pensiones en Europa funcionan como sistemas de reparto financiados mediante un modelo contributivo vinculado a la vida laboral. Las pensiones de la generación que se jubila vienen sostenidas con las cotizaciones de las generaciones en activo. Cuando se genera empleo de calidad el sistema de pensiones ingresa lo suficiente para repartir. Cuando el empleo se vuelve inseguro, inestable y de baja calidad, el sistema ingresa menos de cuanto debe repartir y entra en déficit. 


			En el nuevo mercado laboral precarizado y temporalizado que promueve el modelo neofeudalista, un sistema público universal de pensiones sólo resulta sostenible a través de impuestos. No resulta viable únicamente con las contribuciones precarizadas de las generaciones en activo. El tránsito hacia el modelo de neovasallaje laboral impone también en consecuencia el cambio hacia un sistema de capitalización individual de las pensiones, donde cada uno ha de financiar su pensión mediante sus propias cotizaciones previas. Nadie niega que el envejecimiento de la población y el aumento del número de pensionistas impliquen amenazas ciertas y severas para el equilibrio del actual sistema de pensiones. Pero la mayor amenaza para la sostenibilidad de nuestro sistema público y las pensiones de nuestros mayores reside en la decidida voluntad política de dinamitar el sistema por cualquier medio necesario. La razón parece obvia. Sin un sistema público y universal de pensiones la sociedad del bienestar deviene imposible. 


			El pensamiento patrocinado lleva tiempo señalando a los sistemas públicos de pensiones como una de las causas del estancamiento económico. Se les acusa de incrementar artificialmente los costes laborales y limitar el desarrollo de los mercados de capital compitiendo con las pensiones privadas. Las pensiones hace tiempo que han dejado de definirse desde muchos gobiernos como un mecanismo de solidaridad y redistribución. Ahora esos ejecutivos las definen como las concebimos los ricos: como una inversión que cada uno realiza en su propio futuro y de la cual debe responsabilizarse. Como consecuencia, avanzamos cada vez más rápido hacia un sistema multipilar donde coexisten pensiones públicas de carácter asistencial cada vez más reducidas y limitadas, planes de pensiones profesionales gestionados por la banca para los ciudadanos y planes de ahorro individuales para los señores. En España, en apenas tres años y tres reformas, hemos visto como se ha retrasado la edad de jubilación a los 67 años, se ha introducido un factor doble de corrección para poder recortar a la carta las prestaciones, se han adelantado los plazos para su entrada en vigor a 2019 y se ha ampliado el período de cotización para acceder al ciento por ciento de la pensión hasta los 37 años. 


			Como resultado de esta serie deliberadamente atropellada y confusa de reformas, un pensionista actual o futuro encontrará serias dificultades para calcular su pensión, o determinar los requisitos que deberá acreditar para recibirla íntegramente y en qué condiciones. Para nuestros viejos la jubilación se ha convertido en un tiempo inseguro, opaco e incierto porque las normas y las reglas que definen sus derechos y sus condiciones de vida cambian y pueden verse cambiadas continuamente de manera absolutamente arbitraria o discrecional, empleando únicamente la excusa de la presunta insostenibilidad del sistema demostrada a partir de modelos construidos ad hoc. La jubilación ya no resulta un momento predecible y fiable porque, igual que los bancos cambian continuamente las condiciones de nuestros planes de jubilación, el gobierno puede cambiar a discreción las condiciones de nuestras pensiones. El sistema público de pensiones se ha vuelto inestable e inseguro. Se le imputan de manera sistemática problemas de sostenibilidad y las reglas que rigen su funcionamiento se han tornado precarias, inestables y opacas. Los ricos ya tenemos las excusas que necesitábamos para abandonar un sistema de reparto donde nunca quisimos estar porque nos obligaba a compartir nuestra riqueza para sostener las pensiones de los demás. Ya podemos exigir que sea transformado por la vía de los hechos y los decretos en un sistema de capitalización donde cada quien reciba la pensión que se pueda y se haya pagado. 


			Las pensiones de los ciudadanos resultan recursos fáciles para convertir en fondos de inversión útiles para generar superbeneficios a corto plazo para sus gestores y los señores. Convertir la inversión pública en pensiones en gasto privado y en planes de pensiones gestionados por la banca genera recursos fáciles y además muy abundantes para financiar los negocios especulativos de nuestro capitalismo granuja. La estrategia consiste en generar dudas e incertidumbre sobre el futuro del sistema público, para empujar a los ahorradores a salir de ese sistema público por considerarlo inseguro y porque el devenir de su pensión se ata al incierto futuro de una incierta caja común. El objetivo es lograr que los ahorradores depositen sus ahorros y su confianza en un sistema privado donde, al menos en apariencia, su pensión individual parece claramente vinculada a sus aportaciones individuales y a salvo de los pretendidos enormes riesgos que afronta el sistema público. 


			La política de pensiones está dejando de funcionar como una política redistributiva y al servicio de la solidaridad intergeneracional, como lo hacía en la sociedad del bienestar. Ahora está siendo reconvertida de manera no declarada en una política de ahorro e inversión orientada hacia los mercados de capital y el sector financiero. En la España neofeudal las pensiones dejarán de constituir un derecho para convertirse en una inversión, una propiedad a la que sólo podrán acceder plenamente sus legítimos propietarios. Pero aun con todo, nuestros mayores también deberían estar agradecidos. Es cierto que sus pensiones irán menguando año tras año, pero al menos no desaparecerán del todo y han ganado mucho más tiempo para poder cuidar de nuestros hijos y sus nietos. 


			 


			La dependencia es cosa de Dios 


			 


			Como ya hemos explicado, el régimen del bienestar español se ha situado históricamente en una «vía media» (Moreno, 2005) entre el modelo del Estado del Bienestar corporativo, dominante en el centro de Europa, y el modelo del Estado del Bienestar socialdemócrata desarrollado en los países escandinavos. Del primero toma una financiación muy determinada por las contribuciones individuales y el papel protagonista que desarrolla de la familia como proveedora. Del segundo incorpora el criterio de ciudadanía como requisito de acceso y el creciente peso de los impuestos como recurso de financiación principal. Nuestra «vía media» combina así elementos propios de un sistema basado en el mantenimiento de las rentas y la pertenencia a un grupo social o profesional con elementos propios de un sistema de coberturas universales. La siguiente tabla (tabla 3) sintetiza las peculiaridades de la vía media española frente al modelo ideal del llamado Estado del Bienestar Keynesiano (EBK). 


			 


			TABLA 3. La vía media del bienestar en España. 
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			Fuente: Elaboración propia. 


			 


			El modelo ideal del EBK se financia vía impuestos, todos sus servicios acreditan un carácter universal, se construye sobre la base del pleno empleo y el concepto de ciudadanía, tiene al individuo como unidad preferente de distribución y un alto contenido distributivo. La vía media española se ha acabado materializando en un régimen de bienestar donde la financiación mezcla de manera a veces muy arbitraria impuestos y contribuciones individuales, oferta servicios universales junto con servicios vinculados a contribuciones individuales previas, se construye sobre una base donde se incluye selectivamente a la población empleada y al conjunto de la ciudadanía, tiene a la familia como unidad preferente de distribución de bienes y servicios y su contenido redistributivo resulta de tipo bajo o medio. 


			La vía media española representa un sistema de bienestar irregular, variable y contradictorio (Losada, 2013). Semejante resultado se explica, en parte, como reflejo de un contexto histórico propio y peculiar, marcado por el retraso en el proceso de modernización económica y social, la pervivencia de la dictadura mientras la democracia y el bienestar se consolidaban en Europa, el abrumador peso de la Iglesia católica como proveedora de asistencia social, el rol central de la familia como distribuidora de bienestar, la década de gobiernos socialistas que aceleraron la introducción de elementos propios del modelo socialdemócrata y la variedad de soluciones y modelos aportada por el desarrollo autonómico de los servicios del bienestar. Pero también se explica como resultado de una lógica administrativa y organizativa coherente con un proceso de construcción del bienestar donde se han superpuesto la universalización de los sistemas de pensiones, educación o sanidad sobre la transformación de una Seguridad Social de carácter contributivo, donde tener o no tener trabajo opera como requisito de acceso excluyente. 


			La puesta en marcha del sistema de atención a la dependencia suponía en buena medida completar la evolución de nuestro sistema de bienestar, desde una concepción más conservadora y corporatista a una concepción más próxima al ideal del bienestar keynesiano. Aunque su implementación mantenía elementos propios de la tradición conservadora, como conceder un peso determinante a los procesos de acreditación de la necesidad o introducir el elemento moderador del copago, el resultado final que se pretendía se acercaba a un sistema que se iba a financiar vía impuestos, tenía carácter universal, tomaba como base al conjunto de la ciudadanía, el individuo sería la unidad preferente y ofrecería un potente contenido redistributivo. No se trataba sólo de convertir en derechos los servicios que hasta ahora los dependientes españoles habían recibido como caridad o asistencia social. Se pretendía además hacerlo mediante un determinado modelo de reconocimiento, provisión y prestación. La dependencia ya no sería sólo cosa de Dios. Se iba a convertir en una responsabilidad del Estado. 


			La Ley de la Dependencia fue aprobada y arrancó su implementación durante los años de bonanza económica. La derecha se opuso ferozmente desde el primer día. Las comunidades autónomas gobernadas por el Partido Popular practicaron abiertamente la resistencia pasiva administrativa, complicando cuanto pudieron su puesta en marcha alegando falta de fondos, deficiencias técnicas o sobredemanda ciudadana y retrasando de manera estratégica su puesta en marcha infradotando los servicios responsables de proceder a la acreditación de los diversos grados de dependencia. Su resistencia no respondía exclusivamente a razones económicas o políticas de oposición a un gobierno central de distinto signo. Era y es profundamente ideológica. La dependencia debía seguir siendo materia de la voluntad de Dios, no de los presupuestos generales del Estado. 


			Los ciudadanos dependientes pronto iban a iniciar el camino de vuelta hacia su histórica condición de desvalidos, desamparados o deficientes cuya atención dependía de la voluntad discrecional o las disponibilidades económicas del gobernante, la caridad o la solidaridad cristiana, la venta de rifas y loterías o puede que hasta la mendicidad. En la España neofeudal la atención a la dependencia ya no será una responsabilidad pública, tampoco un derecho de los ciudadanos con problemas de dependencia. Será un acto discrecional de caridad y compasión hacia lo más débiles y desfavorecidos. A los ricos nos gusta ser caritativos, pero no ser responsables. 


			La Gran Recesión ofreció la oportunidad perfecta para abortar por la vía de los hechos, sin apenas debate público, la puesta en marcha del sistema de atención a la dependencia. Fue una de las pocas decisiones sobre los recortes que planeaba su futuro gobierno que el candidato Rajoy no temió de revelar durante su milimetrada campaña. «Mi prioridad: las pensiones. A partir de ahí, habrá que recortar en todo... La dependencia no es viable. Hay que ir haciendo lo que se pueda» (Mariano Rajoy, elpais.com, 16/11/11). Ha cumplido con creces esa promesa. La dependencia no era cosa del Estado, sino de la providencia. La estrategia contra la dependencia ha ido más allá de la política de recortes para decantarse por las políticas de inanición. La opinión pública parece tener más que asumido que la dependencia está condenada a muerte por inanición. Los presupuestos de 2014 reducían los recursos para dependencia a la mitad, pasando de los 2.205 millones de euros de 2013 a 1.176 millones. En 2013, la mitad del presupuesto se había dedicado a pagar las cotizaciones atrasadas de los cuidadores que el gobierno de Rajoy había eliminado el año anterior. En los presupuestos generales del Estado de 2015 se mantiene intacta la partida. Con apenas 1.000 millones de euros el gobierno dice cumplir su parte, atender las necesidades de los 723.000 beneficiarios activos y poder asumir la incorporación de más de 170.000 dependientes graves en lista de espera y 315.000 dependientes moderados que deben incorporarse al sistema. Esta inanición económica ha venido acompañada de una exasperante inanición legal. En el decreto de reforma de la Ley de Dependencia se redujo un 15 por ciento de media la cuantía de las prestaciones que reciben los cuidadores por atender a sus familiares en sus casas, se suprimió la obligación pública de asumir sus cotizaciones sociales y se aplazó como mínimo a 2015 la extensión del sistema de atención a los dependientes moderados. 


			Según datos del Observatorio de la Dependencia, en enero de 2012 había 1.045.000 personas con derecho a atención. En mayo de 2014 la cifra había caído a 920.000. En agosto de 2012 vivían en España 1.274.592 personas dependientes reconocidas con expedientes activos. En mayo la cifra de 2014 había bajado a 1.222.451. Por otro lado, el saldo neto promedio de incorporación al sistema ha entrado en valores negativos. En 2011 se incorporaban 16.277 personas más por mes, en 2012 bajaron a 191 personas más por mes y en el primer semestre de 2014 el saldo fue negativo: 3.413 personas menos por mes. El sistema decrece y expulsa beneficiarios, en lugar de crecer incluyendo nuevos beneficiarios de manera gradual como estaba previsto. Las estadísticas oficiales apuntan en la misma dirección. Según los datos del propio Ministerio de Sanidad, entre enero y agosto de 2014 se han registrado 33.077 personas menos amparadas por el sistema de dependencia. Una caída notablemente superior a la registrada durante 2013 en el mismo período, 11.872 beneficiarios menos (infolibre.es, 30/9/13). La reducción en las listas de espera en más de un 30 por ciento debe imputarse más al desgraciado fallecimiento de dependientes esperando una ayuda que no llega, que a la eficaz incorporación de beneficiarios al sistema. A esta situación han de sumarse otros elementos que contribuyen decisivamente al «colapso del sistema» (XIII Dictamen Observatorio de la Dependencia, 2014), como las graves deficiencias y recortes registrados en la cuantía y la calidad de las prestaciones o los notorios desequilibrios entre territorios y comunidades en prestaciones o transparencia del funcionamiento del sistema. 


			En términos de financiación, la evolución ha resultado igualmente significativa y regresiva. En 2009, la Administración General del Estado asumía el 40 por ciento del coste del sistema, las comunidades autónomas respondían por el 50 por ciento y los usuarios debían contribuir con un 10 por ciento. En 2014, las comunidades autónomas asumen el 60 por ciento del coste total del sistema, los usuarios y el gobierno central se reparten a parte iguales el resto: 20 por ciento cada uno. Los supuestos ahorros practicados en los presupuestos generales del Estado han acabado siendo pagados por las comunidades autónomas y especialmente por los usuarios del sistema. Para justificar unos recortes tan drásticos, desde los postulados de la economoral que los diseña y desde los gobiernos que los aplican, suele argumentarse que constituye la única manera de asegurar tanto la viabilidad del sistema, como un reparto más justo de las ayudas. «La medida es solidaria... para que puedan cobrar todos... porque mucha gente está esperando sin ningún tipo de renta... en un Estado de derecho todos tienen derecho a algún tipo de prestación» (Núñez Feijoo. Presidente de la Xunta de Galicia, elpais.com, 5/8/14). Al parecer, y como ya hemos comprobado, los dependientes todavía deberían estar agradecidos porque al menos no han sido expulsados del sistema y algo se les va a pagar, con la ayuda de Dios y la providencia. 


			 


			Lo público no es para mí 


			 


			El lenguaje nunca es indiferente. Las palabras siempre toman partido. No se debe a la casualidad que a las subvenciones que se transfieren desde el Estado a empresas y corporaciones se les llame «inversión», pero a los recursos públicos empleados en la sanidad o la educación se le denomine «gasto». Invertir supone una acción positiva y beneficiosa que debe ser repetida y ampliada. Gastar implica una acción negativa y costosa que debiera ser controlada y reducida. Así se entiende que los presupuestos destinados a I+D+I, que incluyen ayudas de todo tipo a empresas y corporaciones, se suelan calificar como inversión, mientras los presupuestos empleados en el sistema educativo se presentan habitualmente como gasto. Para comenzar a equilibrar esta balanza, tal vez los ciudadanos deberían empezar a llamar «inversión» social a cuanto hasta ahora nos hemos acostumbrado a llamar gasto y empezar a calificar como «gasto público» las subvenciones y ayudas que se embolsan las grandes corporaciones y patrimonios, todas las transferencias a beneficio de los señores. 


			Durante la primera década del siglo XXI, España mantuvo unos niveles de inversión social ligeramente inferiores pero próximos a los países de nuestro entorno. Invertíamos alrededor del 9 por ciento de nuestro PIB en sanidad, la mitad que Estados Unidos (18 por ciento) y lo mismo que Alemania o Inglaterra. La inversión privada nunca ha superado el 2,5 por ciento del PIB y la pública siempre se había movido en torno del 7 por ciento del PIB, una escala muy similar a la presentada por nuestros vecinos, pero muy diferente a la norteamericana, donde el porcentaje total de inversión se divide a la mitad entre público y privado. La inversión total en educación se ha movido entre el 5 y el 6 por ciento del PIB, dos puntos por debajo de Estados Unidos o Inglaterra, pero cerca de Alemania o Italia. La inversión privada nunca ha superado el 1 por ciento del PIB. La inversión en pensiones se ha movido en torno al 10 por ciento del PIB, un punto por debajo de Alemania y tres por debajo de Italia. La inversión privada nunca ha ido más allá del medio punto del PIB. 


			Las cifras resultan más que elocuentes. La economoral y el pensamiento patrocinado mienten. Nuestro Estado del Bienestar tenía poco o nada de desmesurado o hipertrófico. Se movía y se mueve en los parámetros de volumen y eficacia que siempre hemos considerado ejemplares en los países de nuestro entorno. Nuestra inversión social, en términos proporcionales, se había equiparado a países como Alemania, Inglaterra o Italia. Nuestro Estado del Bienestar resultaba tan sostenible o insostenible como los suyos. 


			La Gran Recesión ha quebrado este equilibrio entre público y privado. A partir de 2011, en España, la inversión social pública no deja de reducirse y el gasto privado no deja de crecer en parámetros asimilables. Hemos reducido nuestra inversión pública en sanidad y educación en más de dos puntos y ha crecido la inversión privada en casi un punto. Los españoles que pueden hacerlo están compensando los recortes en los servicios públicos comprando en los mercados privados del bienestar. Un negocio que supone miles de millones de euros. El abordaje al Estado del Bienestar no responde por tanto a una cuestión de viabilidad económica, o de sostenibilidad financiera, o a su eficiencia organizativa, como no se cansa de repetirnos el pensamiento patrocinado. Es un asunto de negocios y una cuestión ideológica. Su derribo forma parte esencial del proyecto ideológico que impulsa el neofeudalismo. Sin el desmontaje del Estado del Bienestar que lo convierte en productos, programas y políticas, el modelo de la sociedad del bienestar no podría resultar reemplazado por el modelo de la sociedad neofeudal. Mientras subsista el Estado del Bienestar habrá ciudadanos. 


			Transferir porcentajes de la inversión pública en bienestar al gasto privado libera recursos adicionales para las políticas de acumulación de la riqueza y funciona además como un instrumento de financiación del tránsito hacia el nuevo modelo de sociedad neofeudal. Actúa como un mecanismo de redistribución hacia arriba. No se trata sólo de eliminar el contenido redistributivo que pueda acompañar a nuestro Estado del Bienestar. Se trata de convertir los servicios públicos en un mecanismo donde los ricos podamos endosar a lo público el mayor volumen posible de nuestros costes y facilitar así la acumulación privada de la riqueza. El Estado y los servicios públicos se convierten de esta manera en un espacio de negocio, utilizado por los señores para socializar sus pérdidas y privatizar los beneficios que generan los ciudadanos que puedan resultar rentables, no los enfermos crónicos y pobres, o los estudiantes mediocres y pobres, o los dependientes severos y pobres. 


			En España la presión fiscal resulta desmesurada, el gasto público se ha vuelto insostenible y nuestro Estado del Bienestar funciona mal y despilfarra demasiado. Es el diagnóstico construido desde la economoral para explicar los problemas de nuestro sector público. Los ricos no nos cansamos de repetirlo siempre que tenemos ocasión en toda suerte de fundaciones, foros y grupos. Se reitera tanto y con tanta convicción que mucha gente piensa que es cierto. Pero no lo es. Ya hemos comprobado cómo no contiene una sola verdad. La presión fiscal española siempre se ha colocado diez puntos por debajo de la media de la eurozona. El gasto público siempre ha ido a la cola. Desde los diez puntos en 2005 hasta los tres puntos por debajo de la media UE en 2012. Si nuestro gasto público se ha acercado ahora a la media europea ha sido a consecuencia de los costes crecientes de financiación de la deuda pública y la factura del desempleo. No por tener sanidad que no nos podemos permitir o una educación por encima de nuestras posibilidades. 


			Todos los estudios de opinión disponibles coinciden: nuestros servicios públicos básicos aprueban con nota. A través de la serie histórica del barómetro de actitudes fiscales de los españoles del Instituto de Estudios Fiscales (2001-2012), la confianza en los servicios públicos dobla año tras año a la depositada en sus competidores privados. Los estudios del CIS lo confirman. Cuando tienen que elegir, una sólida mayoría de seis sobre diez españoles escoge atención primaria pública, hospitales públicos o educación superior pública, mientras que apenas dos sobre diez optan regularmente por las opciones privadas (CIS, 2011, 2012). Recaudando menos, gastando menos y en casi tres décadas menos hemos logrado dotarnos de un Estado del Bienestar percibido como próximo a aquel que envidiábamos en los países de nuestro entorno. 


			Lejos de celebrar este éxito colectivo, en España abunda la nostalgia nada inocente por un pasado inventado que nunca existió. Muchos parecen añorar de manera más o menos expresa una España rica, próspera y feliz donde no se pagaban impuestos, apenas había funcionarios y todo el mundo disponía de acceso a una educación y una sanidad de gran calidad. La mayoría de quienes reproducen esta fábula entre las filas del pensamiento  patrocinado no se atreven a verbalizarlo normalmente, aunque el final del cuento resulta obvio y se sugiere: todo iba bien hasta que vino la democracia y lo estropeó. 


			Pero la historia desmiente de manera más que contundente semejante fabulación nostálgica. En España la escolarización obligatoria y gratuita hasta los catorce años se aprobó con la Ley General de Educación en 1970 y la sanidad representa un derecho universal desde 1984. Frente al presente de nuestro Estado del Bienestar y sus problemas debe situarse un pasado reciente que nos habla de analfabetismo crónico y altas tasas de desescolarización, amplios sectores de la población con acceso limitado a una sanidad caritativa y asilos para los ancianos. A los ricos no nos gusta demasiado el Estado del Bienestar. Lo usamos poco, no nos compensa y muchos no entienden por qué deben sufragar con su riqueza el bienestar de otros que no puedan, incluso les parece injusto. De ahí la nostalgia tan extendida entre los pudientes por un tiempo pasado, cuando a quien tenía no le faltaba de nada y quien no tenía siempre podía acudir a las monjas o al hospital de la Diputación. 


			Paradójicamente el éxito de nuestro Estado del Bienestar se ha convertido ahora en su principal problema. Lo público en España tiene tantos enemigos porque ha funcionado razonablemente bien, no por lo contrario. La sanidad, la educación o las pensiones ya no representan únicamente un servicio público que se deba hacer llegar a una población que en su mayor parte no puede pagarlo. España ha triplicado su PIB respecto a 1996 y ha duplicado su renta per cápita en los últimos veinte años. La universalización de la educación o la sanidad entre una población ya mayoritariamente dotada de capacidad de pago las ha convertido en un negocio. Los españoles se han acostumbrado en democracia a unos niveles confortables de sanidad, educación o protección en la vejez. Si vieran esos niveles amenazados quienes pudieran estarían más que dispuestos a pagar para asegurarlos. El bienestar se ha transformado así en un negocio claramente emergente en un país con una población envejecida y acostumbrada a tasas altas de crecimiento económico. 


			El pensamiento patrocinado vaticinaba que tan pronto se nos ofreciera la posibilidad de ejercer la opción de salida, esos españoles dispuestos a pagar por su bienestar huirían de los ineficientes servicios públicos para ejercer su libertad escogiendo ofertas privadas. Pero tras casi dos décadas de tratar de empujarnos por cualquier medio necesario hacia la compra privada de sanidad, educación o pensiones, la teoría no ha funcionado como se esperaba. La inversión que los españoles realizan en bienestar continúa siendo primordialmente pública. Los emergentes mercados de sanidad, educación o pensiones apenas han crecido, ni siquiera durante la abundancia de la burbuja. A pesar de las ingentes campañas publicitarias en contra, la confianza de los españoles en su sanidad o su educación públicas aguanta bastante íntegra. A pesar de las campañas publicitarias y la inagotable gama de incentivos fiscales, la desconfianza hacia los proveedores privados prevalece notablemente firme. 


			La realidad se ha mostrado una vez más tozuda y contradice una de las teorías favoritas de la nueva economoral. Los españoles no vienen solos hacia el bienestar privado. Hay que empujarles a la fuerza. Para convertir el bienestar en un negocio rentable, primero había que derribar el muro de calidad y confianza que los españoles asocian a sus servicios públicos y que ha frenado hasta ahora la expansión de los mercados privados. Si las empresas sanitarias como IDC Salud o Ribera Salud, en manos de grupos anglosajones como BUPA, bancos y fondos de capital riesgo, quieren ampliar sus posibilidades de negocio en una sanidad española que ya supone el grueso de su facturación, primero necesitan que se empuje a la gente fuera de la sanidad pública. Si las Business Schools pretenden hacerse con el mercado de la educación superior, primero precisan que se eche a los estudiantes de los campus públicos. Por sí solos o no vienen, o vienen pocos. 


			La crisis económica ha sido convertida en la oportunidad perfecta para lanzar este imprescindible abordaje contra el Estado del Bienestar. Aunque no todo han sido buenas noticias para los «piratas de lo público» (Losada, 2013). La caída de la demanda y las asunciones heroicas que basaron buena parte de las proyecciones del negocio del bienestar han colocado al borde de la ruina a muchos proveedores privados. Los clientes no sólo no venían a millones como se había predicho, sino que se iban a miles. En el actual asalto al bienestar público existe una parte que responde a las necesidades del rescate de esos proveedores privados asegurándoles ingresos y clientes perdidos. El ejemplo paradigmático de este «rescate al bienestar privado» lo encontramos en la sanidad. Mientras se cierran y recortan servicios sanitarios públicos sin más datos o evaluaciones de resultados que la voluntad de hacerlo así, se subcontratan servicios, se conciertan centros o se deriva a la fuerza a pacientes, quienes incluso resultan castigados con esperas mayores y peores cuidados cuando se empeñan en ser atendidos por una unidad pública. 


			La estrategia de abordaje al bienestar opera sobre una táctica de corte incremental: deteriorar, descapitalizar y finalmente desmantelar. Primero se deterioran los servicios mediante la aplicación de políticas de recorte indiscriminado y ajuste fiscal exprés. En medio de una estrategia de confusión informativa, más deliberada de cuanto pueda parecer, se reducen drásticamente la oferta y la calidad de bienes, procesos y personal. Esta confusión inducida aumenta la sensación de caos y sobrecarga de lo público, a la vez que reduce el coste político de los recortes, dado que nadie está seguro de si van a afectarle. 


			Luego se procede a descapitalizar el valor añadido aportado por el carácter público de los servicios. Se logra debilitar la confianza de los ciudadanos volviendo lo público opaco y discrecional. Las reglas de funcionamiento del Estado del Bienestar dejan de ser claras. Nadie sabe muy bien si está en su derecho o le hacen un favor. Otro objetivo crítico pasa por destruir la confianza en los profesionales públicos. Las campañas contra maestros o sanitarios desde el poder político repiten machaconamente los mismos mensajes: a esos profesionales sólo les preocupan sus intereses corporativos y la mayoría se va a la privada tan pronto pueden. 


			Finalmente se procede al desmantelamiento de los servicios. La privatización repite esquemas ya vistos en los noventa, cuando se privatizó el sector público empresarial. Procesos opacos, confusos, donde primero se selecciona al comprador y luego se privatiza a su medida. Se les transfiere el control del servicio, una facturación anual asegurada con recursos públicos y una cartera de clientes fijos a quien se castiga de todas las maneras posibles si deciden ejecutar sus opciones de salida. 


			Pero no se trata sólo de negocios. También es un asunto personal. No se busca sólo recortar y privatizar. Se pretende destruir un modelo de sociedad del bienestar y desterrar la concepción de lo público que representa el Estado del Bienestar, donde constituye una responsabilidad colectiva asegurar un nivel mínimo de vida como un derecho, consolidar la provisión universal de ciertos bienes públicos e intervenir en la economía para garantizar el pleno empleo. Se persigue abandonar el modelo de bienestar de carácter preferentemente universal llegado con la democracia, para regresar al modelo asistencial, fuertemente corporatizado y segmentado por grupos y cuerpos sociales que siempre ha defendido la derecha española; la misma que votó en contra de la Ley General de Sanidad, su financiación vía impuestos y su extensión universal. 


			El modelo de la derecha española no responde al Estado del Bienestar universal, nunca ha respondido. Su ideal se asemeja más a un Estado asistencial dual, donde se superpongan una red pública, providencial, marcada por una dimensión fuertemente punitiva, para quienes no puedan pagar otra cosa y una red de financiación pública pero gestión privada, que permita discriminar entre diferentes tipos de clientes y usuarios y permita elegir de acuerdo con la capacidad de pago. Un modelo donde pueda haber señores y ciudadanos, perfectamente diferenciados por la titularidad de sus derechos, la calidad de sus servicios y el alcance de sus prestaciones; como era antes, cuando España era diferente. 


			En este tránsito de unos servicios públicos universales a unos servicios públicos dualizados por medio de una red asistencial y providencial y otra red de servicios segmentados y corporatizados según el tipo de cliente y su estatus social, ganan los ricos que pueden pagarse los mejores servicios y ganan las empresas proveedoras de bienestar, a quienes se les envían nuevos clientes, en muchos casos a la fuerza y sumidos en la más absoluta confusión sobre las condiciones y términos de su relación con el proveedor. El ciudadano se convierte en cliente si puede pagar y en usuario si no puede. Ya hemos visto lo que significa eso en un país como España, donde los mercados competitivos resultan una ilusión y la cruda realidad viene marcada y decidida por los oligopolios. El cliente siempre pierde y convertirse en usuario supone una desgracia. 


			En este abandono del modelo del Estado del Bienestar resultan claros perdedores los usuarios, sin capacidad para complementar con inversión privada los recortes y carencias crecientes de una red de servicios públicos asistencial, concebida como un recurso de última necesidad para quienes acrediten el grado suficiente de penuria y cumplan una serie de requisitos previos cada vez más punitivos. Pero también resultan perdedores a la larga los ciudadanos que puedan considerarse a salvo hoy al poder ejecutar inversión privada en bienestar y convertirse así en clientes. La sociedad neofeudal tampoco tiene piedad para con los clientes. Los ciudadanos ejercen sus derechos, los clientes pagan para poder ejercerlos. A la luz de los antecedentes disponibles y las dinámicas identificadas en países donde ya opera una oferta de bienestar privada expandida, el futuro que se les ofrece se antoja uno marcado por servicios peores y más caros, más confusión e inseguridad, más indefensión individual frente a grandes empresas proveedoras bien organizadas y dotadas de recursos para defender sus intereses y creciente discrecionalidad de esos mismos proveedores respecto a los contenidos y términos exactos de las coberturas suscritas por los clientes. 


			Un anticipo de ese futuro inseguro lo encontramos en el alicaído mundo de los planes de pensiones. Mientras la Seguridad Social generaba superávit durante la primera década del siglo XXI y una «hucha» de más de ochenta mil millones de euros, apenas el 2 por ciento ha resultado rentable para sus suscriptores entre los más de 1.400 planes de pensiones ofertados por las diferentes entidades financieras y aseguradoras. Aunque, una vez más, esos mismos suscriptores de planes de pensiones aún deberían estar agradecidos porque, de acuerdo con uno de los postulados más preciados por la economoral, al menos han podido ejercer su libertad de elección en el mercado; unas veces se gana y otras se pierde. 


			 


			Mientras tanto, en las fronteras del reino 


			 


			Pocos signos más premonitorios de nuestra emergente España neofeudal que la valla que cada año se eleva y se electrifica un poco más en torno a las ciudades de Ceuta y Melilla. Parece la versión tecnificada y digitalizada de las antiguas empalizadas y puestos de guardia de las fortalezas que protegían los confines del reino o del señorío. Situadas en los accesos estratégicos de las fronteras con las tierras ignotas y hostiles donde siempre se contaba que campaban fuerzas desconocidas y pueblos extraños. Velaban tanto por la integridad del reino como por la pureza étnica de sus habitantes. Ofrecían la primera línea de defensa ante la amenaza de todo aquello que fuera extranjero, diferente o desconocido. Pero también funcionaba como una puerta que podía cerrarse y fácilmente se bloqueaba para cualquier habitante del reino que pretendiera adentrarse en lo desconocido para comprobar la veracidad de las leyendas que atribuían al extranjero todo tipo de peligros, amenazas y horrores. 


			La introducción de las brutales concertinas en las vallas de Ceuta o Melilla y las imágenes de inmigrantes encaramados o cayendo con su piel y sus miembros lacerados y sangrantes han vuelto la metáfora sobre las empalizadas medievales aún más literal. Tras las cámaras de infrarrojos y los sensores de movimiento parece latir intacto el impulso de escarmentar y herir al extranjero con la mayor brutalidad posible. 


			El lenguaje que se utiliza para informar sobre la gestión de la inmigración en nuestras fronteras refuerza el paralelismo entre las empalizadas feudales y las vallas de alta tecnología. Se trata de un lenguaje casi castrense y de combate donde se tiende a describir a los inmigrantes como ejércitos invasores perfectamente organizados, controlados y jerarquizados por peligrosas mafias que planean e implementan ataques estratégicos y sorpresivos para lograr el cruce masivo de nuestras fronteras. Se presentan como avalanchas, asaltos, oleadas o invasiones de carácter y táctica casi militar. Se les describen como masivos y se califican con frecuencia como violentos y agresivos. La imagen resultante responde a aquella de oleadas interminables de bárbaros que deben ser repelidas por una policía y una Guardia Civil casi siempre en condiciones de inferioridad, como acontecía a las guarniciones en los viejos puestos y empalizadas medievales. No se nos presentan como inmigrantes parecidos a nuestros abuelos en los cincuenta y en los sesenta partiendo rumbo a Alemania o Argentina. Tampoco como personas que buscan sus oportunidades en un mundo donde continuamente se nos repite que ya no hay fronteras, especialmente para el espíritu emprendedor. Se les retrata como ilegales, extranjeros, desconocidos, enemigos y amenazas para nuestras fronteras con quienes libramos una guerra donde casi a diario se producen escaramuzas, emboscadas e incluso batallas a campo abierto. 


			Por su posición geográfica, las conexiones culturales y emocionales aportadas por su historia colonial y las peculiaridades de su modelo de crecimiento económico basado en la mano de obra barata y de baja cualificación, España resulta efectivamente un país sometido a una notable presión migratoria. De acuerdo con los datos disponibles, aproximadamente una de cada trece personas residentes en España es inmigrante. Sin embargo, no suponen unas magnitudes que nos diferencien especialmente de nuestros socios comunitarios, ni sustenten la idea de que en España tengamos un supuesto «problema mayor» con la inmigración. En la UE-27 la proporción media de inmigrantes resulta incluso superior, situándose en uno de cada doce residentes; aunque países como Alemania, Reino Unido, Francia o Italia anotan cifras levemente por debajo de nuestras proporciones. Entre nuestra población inmigrante cuatro de cada diez tiene procedencia comunitaria y seis de cada diez provienen de fuera de la UE. En la UE-27 la procedencia se divide prácticamente a partes iguales. 


			Su aportación al crecimiento económico y al desarrollo del sistema del bienestar español resulta en cambio indiscutible. Las sucesivas y polémicas regularizaciones de inmigrantes ilegales durante los años de los gobiernos de Zapatero hicieron crecer las cifras de cotizantes de la Seguridad Social en más de un millón de personas, explicando en gran parte sus espectaculares superávits presupuestarios hasta el inicio de la crisis. Otro tanto ha sucedido respecto a los diferentes censos de contribuyentes en las haciendas estatal, autonómica y local. La leve recuperación demográfica experimentada por España durante los primeros años del siglo XXI responde a la misma explicación: la llegada de inmigrantes jóvenes que elegían España para instalarse y tener una familia. 


			Lejos de reconocer la oportunidad que la inmigración ha representado para la economía y la demografía de un país envejecido como España, la inmigración siempre ha resultado un fenómeno sospechoso, especialmente para el pensamiento patrocinado. Casi siempre se presenta como una amenaza asociada a fenómenos negativos como el aumento de la delincuencia, o a consecuencias no deseadas como el uso abusivo de servicios sociales que no habrían financiado, o al aumento del desempleo entre los propios españoles. Los datos no sólo no respaldan estos mensajes sino que los desmienten radicalmente. La población inmigrante ha resultado ser la víctima principal del paro desbocado en España a partir de 2009. Respecto a la relación entre inmigración y delincuencia, un estudio estadístico publicado en la American Law and Economics Review en 2012, manejando series de datos entre 1999 y 2009, concluía que existe una correlación positiva pero baja. «Tiende a haber más delitos en lugares con mayores oportunidades económicas, que es precisamente donde tiende a concentrarse un mayor número de inmigrantes. Ello daría como resultado una correlación positiva entre inmigración y delincuencia, que podría inducir a atribuir erróneamente un nexo causal entre ambos fenómenos» (Alonso-Borrego, Garoupa, Vázquez, 2012). Entre sus conclusiones, el estudio destaca la importancia del idioma y la educación como elementos que atenúan aún más esa baja correlación. 


			La supuesta amenaza de una inmigración ilegal masiva resulta otro de los mensajes que se repiten de manera continua desde el pensamiento patrocinado, pero que se apoya mal en la realidad de los datos disponibles. Según los datos de Frontex, el organismo de la UE que gestiona las fronteras comunitarias, la mayor presión de inmigración ilegal no se soporta en el Estrecho de Gibraltar, sino en el Mediterráneo central, donde se han registrado siete veces más casos de inmigración ilegal. En 2011 se interceptaron 141.051 inmigrantes ilegales y en 2013 fueron 107.365, entre ellos, 40.304 fueron interceptados en el Mediterráneo central y sólo 6.836 en el Mediterráneo occidental. La crisis lejos de aumentar la presión migratoria sobre el sur de Europa parece haberla congelado o incluso atenuado, manteniéndose en los parámetros de los primeros años del siglo XXI, los años previos al boom de la burbuja. Las constantes noticias sobre desplazamientos masivos de inmigrantes hacia nuestras fronteras servidas desde el gobierno para convertir la inmigración en un problema de orden público, o su relato repleto de metáforas bélicas que convierten la inmigración en una lucha o incluso en una guerra a la que poder aplicarle una gestión militar, resultan pura ficción y propaganda. Menos del 10 por ciento de la presión migratoria irregular total que soporta Europa recae allí donde hemos elevado nuestras empalizadas neofeudales. A la luz de los datos reales, las cifras que ha llegado a proporcionar el Ministerio del Interior hablando de más de 80.000 inmigrantes ilegales acechando nuestras fronteras parecen pura ciencia ficción. 


			En la España neofeudal, para el extranjero sólo existe un camino seguro de acceso a la ciudadanía: convertirse en propietario acomodado. No se trata de una imagen, ni de una metáfora. Es literal. Mientras a la gran mayoría de los inmigrantes sin más propiedad que su fuerza de trabajo se les retiraba la tarjeta sanitaria, o se les postergaba en el acceso al empleo tras los españoles, a través de diferentes disposiciones legales se han ido habilitando procedimientos extraordinarios para acceder a la ciudadanía española; la principal condición para lograrla se refiere a la adquisición de propiedades inmobiliarias de un determinado valor mínimo. Aunque los inmigrantes sin propiedades también deberían estar agradecidos, al menos no se les deja morir si no pueden pagar su atención sanitaria y luego se les deporta con todas las garantías. 


			En el supuesto mundo sin fronteras de la globalización los ricos somos los únicos que jamás tenemos problemas migratorios ni de ciudadanía. Los inmigrantes, los clandestinos, encarnan todas las incertidumbres de una sociedad descompuesta por los efectos de una recesión más larga de lo que se les anunció y seguramente pueden soportar. Con los inmigrantes llega lo desconocido, lo inseguro, lo nuevo, un futuro y un mundo fuera de control. Resulta fácil y relativamente confortable señalarlos como una amenaza para todo lo conocido, lo seguro, lo tradicional, para un futuro y un mundo bajo control. Por eso debemos levantar muros, vallas y empalizadas cada vez más altos y cada vez más brutales. En el nuevo orden del neofeudalismo las fronteras sólo se han derrumbado para los señores. Para los ciudadanos se vuelven cada día más numerosas, complejas y difíciles de atravesar. Los inmigrantes son la coartada y las víctimas perfectas. 


			Según los datos del INE de 2013, medio millón de inmigrantes ha abandonado España durante los últimos dos años. Uno de cada diez inmigrantes que habitaba entre nosotros en 2012 ya no está aquí. El ministro del Interior y sus avisos de mafias y avalanchas pueden respirar tranquilos. Los inmigrantes se mueven en oleadas y parecen efectivamente organizarse, pero para salir huyendo de España. El terrible problema de la inmigración que, según el pensamiento patrocinado, tanto angustiaba a los españoles está en vías de solución. Al «efecto llamada» le ha sustituido el «efecto huida». Aquella «España sólo para los españoles» parece de nuevo un objetivo al alcance de la mano. Dentro de menos tiempo del que parece, en las listas de espera de la Sanidad sólo figurarán españoles y el copago ofrecerá una experiencia de la que sólo podremos disfrutar los españoles. También dentro de muy poco en los colegios sólo estudiarán niños españoles; sin beca, ni ayuda para los libros o para el comedor, pero españoles. Las pensiones volverán a ser tan españolas que dentro de unos años ya no habrá ni españoles suficientes para pagarlas. En la España neofeudal quedará sitio exclusivamente para los jubilados europeos acomodados, los oligarcas rusos necesitados de relax después de saquear los viejos monopolios estatales, los nuevos millonarios chinos huyendo del comunismo que les ha hecho ricos, o los jeques árabes que buscan algún club de fútbol a precio de saldo. Ellos son propietarios, señores. Todo esto de ser inmigrantes ilegales no va con ellos. La inmigración ilegal es un problema sólo para los ciudadanos. Ya lo repite el presidente Rajoy siempre que puede o habla de Cataluña: las fronteras en pleno siglo XXI constituyen un atraso. 
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			Señores contra ciudadanos. Nuestros hijos serán los siguientes 


			 


			La España neofeudal representa hoy un proyecto ideológico en construcción. Sus parámetros y formatos se van modificando y ajustando a la realidad sobre la marcha, igual que los modelos de organización social y política que le dan forma o los modos de producción económica que la sostienen y legitiman. Anunciar su advenimiento para mañana podría sonar espectacular e incluso inquietante, pero resultaría tan absurdo como decretar a día de hoy la muerte del Estado del Bienestar. Nos hallamos en pleno tránsito desde la sociedad del bienestar hacia la sociedad neofeudal. Las políticas públicas, los elementos organizativos, los contenidos programáticos y las soluciones de una y otra se mezclan, se superponen, entran en conflicto y se confunden en un presente atropellado por la crisis, marcado por la incertidumbre y ensombrecido por un uso extensivo de la «doctrina del shock» (Klein, 2007) para legitimar y justificar tanto la urgencia como la falta de debate respecto a las políticas de recortes masivos impuestas por la austerocracia. 


			El pensamiento patrocinado ha logrado consagrar la desigualdad como un valor a preservar y promover por cuanto produce y asegura crecimiento económico y permite que los beneficios recaigan en los señores que teóricamente los han generado en su condición de propietarios. La desigualdad se ofrece como el nuevo paradigma de una sociedad rica, próspera y justa. La igualdad se presenta de manera sistemática como el señuelo que sólo puede guiar a las sociedades pobres y mediocres. La sustitución de la racionalidad económica por la nueva economoral ha construido un poderoso arsenal de mitos y razones seudocientíficas para justificar y convertir en necesario que los ganadores se lo lleven todo, mientras que los perdedores no sólo no deben rebelarse sino que deberían mostrarse agradecidos. La degradación sistemática de la política mediante el recurso masivo a la «antipolítica» ha logrado generar la percepción colectiva de la existencia de corrupción sistémica en todo lo público y en todos los mecanismos de acción y organización colectiva empleados habitualmente por los ciudadanos para defender sus intereses. Hemos podido comprobar cómo la acción conjunta de estas tres fuerzas ha sentado las bases de su legitimidad e impulsan el progreso del modelo neofeudalista. También ha logrado la sustitución de la legitimidad democrática por la legitimidad austerocrática como fuente principal para la legitimación de las decisiones políticas, permitiendo así deteriorar, descapitalizar y finalmente comenzar a desmantelar tanto la idea como las políticas y programas de nuestro Estado del Bienestar. 


			El ideal y la aspiración colectiva de construir una sociedad del bienestar han sido abandonados primero y han comenzado a ser demolidos después. Nos hallamos en el momento crítico de la transición definitiva desde las ruinas del bienestar a la construcción definitiva del neofeudalismo como paradigma para la edificación de un nuevo modelo de organización económica, política y social. La siguiente tabla (tabla 4) trata de resumir lo expuesto hasta ahora y sintetiza dónde nos hallamos tras el relato hasta aquí desgranado, cuáles son las características determinantes que marcan e impulsan este momento transicional y cómo se pretende que sea el mundo que nuestros hijos deberán gestionar. 


			El desarrollo de la llamada «vía media» del bienestar español ha ido indisolublemente unida a la implantación y desarrollo del régimen democrático instaurado en la Constitución de 1978. Ha supuesto avances hacia una sociedad más horizontal, con compromisos y resultados notables en materia de igualdad de oportunidades, tanto entre grupos sociales como entre hombres y mujeres. Pero también ha acreditado significativas carencias, especialmente en lo referente al reparto de los costes de su financiación y respecto a la igualdad de oportunidades laborales. Treinta años de políticas de bienestar han producido una movilidad social de rango medio, sin precedentes en nuestra historia. También han asegurado la provisión de bienes y servicios con carácter principalmente universal que nos han situado por primera vez en la media de los países de la UE en bienestar social. Nuestra vía media al bienestar se financia principalmente por medio de impuestos, aunque mantiene elementos financiados a través de contribuciones sociales heredados del viejo régimen corporatista franquista. El mercado laboral ha funcionado esencialmente a través de los mecanismos y la cultura de la negociación colectiva, tomando como base el pleno empleo pero sin lograr resolver nunca el grave problema de la precariedad. La titularidad de los derechos viene indisolublemente asociada a la condición de ciudadano y la acreditación de la ciudadanía continúa siendo el principal requisito de acceso. Aunque nuestra vía media al bienestar proclamaba la redistribución como su valor preferente, lo cierto es que sus políticas han tendido a ofrecer un carácter más distributivo y con una capacidad de redistribución de rango medio. En cuanto a la fuente primaria de la legitimidad de cualquier decisión, ha residido en su carácter democrático tanto en el proceso de adopción como en su contenido. 


			 


			TABLA 4. El tránsito de la vía media del bienestar española a la España neofeudal. 
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			Fuente: Elaboración propia. 


			 



			Como hemos ido repasando y acreditando con evidencias a lo largo de los capítulos anteriores, el tránsito hacia el régimen neofeudal emergente viene señalado por la creciente plutocratización del funcionamiento de nuestro sistema democrático, evidenciado por episodios como la reforma exprés de la Carta Magna para constitucionalizar el principio del equilibrio presupuestario, el memorándum asumido a cambio del rescate financiero que, según el gobierno de Rajoy, nunca se pidió, o las evidencias señaladas sobre el abrumador dominio de la tecnocracia financiera en los cargos de responsabilidad política de los diferentes ejecutivos. 


			En la nueva España neofeudal, la intervención pública y las políticas sociales tienen como misión principal reforzar y solidificar las relaciones de carácter jerárquico entre señores y ciudadanos, manteniendo e incluso ampliando las diferencias sociales para asegurar una baja o muy baja movilidad social. De manera progresiva las aportaciones individuales van reemplazando a los impuestos como fuente principal de financiación del Estado y las políticas sociales. También se impulsa un mercado laboral autorregulado a través de negociaciones individuales y desequilibradas entre empresario y trabajador. Su base ya no es el pleno empleo, sino la población efectivamente empleada. En la España neofeudal sólo los propietarios serán titulares efectivos de los derechos. A los ciudadanos se les trata cada vez más únicamente como votantes. El acceso a cualquier tipo de programa o servicios públicos viene progresivamente precedido de la acreditación de la nacionalidad y del estado de necesidad. El valor preferente del modelo se sustancia cada vez en mayor medida en asegurar y promover por cualquier medio necesario la acumulación de la riqueza, mientras que la fuente primaria para la legitimidad de las decisiones públicas pasa a residir en los valores de la austerocracia: lo más barato es lo más legítimo y sólo lo barato es legítimo. 


			Ayudada por el impacto brutal de la Gran Recesión, la construcción de la dimensión económica de este nuevo neofeudalismo ha avanzado mucho más rápido y bastante más lejos que su armazón política o su desarrollo social. Ha resultado que el Estado del Bienestar, sus políticas económicas, sociales o de empleo estaban más indefensas y resultaban más vulnerables que la propia democracia. Sin embargo, esas diferentes velocidades, económica y política, han empezado a aproximarse conforme se ha consolidado de manera indiscutible el predominio de las políticas económicas austerocrátricas, el drenaje fiscal y la vuelta a relaciones económicas y laborales que recrean y actualizan los viejos modelos del vasallaje económico y social que vinculaban a vasallos y señores. 


			Conforme las políticas de gestión de la crisis han asegurado que los ricos sigamos ganando y acumulando más riqueza y han permitido restablecer y reinstaurar relaciones económicas y laborales de corte jerárquico entre ciudadanos y señores, el proyecto ideológico que sustenta la España neofeudal ha acelerado el ritmo de su construcción y activación política. Cautivo y desarmado el Estado del Bienestar, parece que ha llegado la hora de ir a por la democracia. 


			 


			Harías bien en temer a tu gobierno 


			 


			España se ha convertido en el país europeo donde más ha crecido la desigualdad. Lo constatan los informes de actores tan poco sospechosos como la OCDE y la UE. La crisis ha generado más desigualdad en todo el planeta. Pero entre nosotros, la desigualdad progresa «a la española»: crece más y más rápido que en el resto del continente, como consecuencia directa de las políticas de sufrimiento masivo que han provocado que quienes ya pagan la crisis con su desempleo o su precariedad, la repaguen además con recortes sociales y rebajas selectivas y subidas indiscriminadas de impuestos. A los ciudadanos españoles les sobran las razones para protestar. En ningún sitio está escrito que para salir de la recesión debamos sacrificar nuestros salarios, nuestra sanidad o nuestra educación. En ningún sitio está escrito que para que Amancio Ortega pueda embolsarse mil millones en 2014 con los dividendos de sus empresas y tributar menos de un cinco por ciento en impuestos, usted deba ganar menos, pagar más IVA o sus hijos pelearse por el derecho a una beca. En este escenario la pregunta correcta no es por qué protestan los ciudadanos españoles. La pregunta correcta sería más bien por qué no protestan más. 


			Según los confusos datos oficiales disponibles, hemos tenido, de media, 120 manifestaciones y concentraciones de protesta diarias durante 2014. En menos del uno por ciento de ellas se registraron incidentes y fue precisa la intervención de la fuerza policial. Pese a la abrumadora evidencia del carácter pacífico de las movilizaciones sociales, cuando en España la gente se organiza para hacer una protesta efectiva, que se vea y se oiga, los manifestantes acaban convertidos siempre en un problema y una amenaza. En las movilizaciones del #15M, del #22-M o #rodeaelcongreso, en las huelgas generales del 29M o el 14N, en las mareas sanitarias o educativas, en las acciones de protesta de los preferentistas jubilados o en las protestas vecinales como aquellas de El Gamonal en Burgos, el debate público siempre gira en torno a la supuesta violencia social que las acompaña. Nunca parece poder centrarse sobre las causas que las habían convocado: las desastrosas consecuencias económicas de la crisis, la desigualdad rampante o la cascada de casos de corrupción. De nuevo, no es una casualidad. Se recoge el fruto de una estrategia que pretende convertir progresivamente el ejercicio de los derechos políticos democráticos en un problema de orden público. Es probable que nuestros hijos vean un mundo en el que meterse en política se vuelva algo peligroso y perjudicial para la salud. Vuelve con fuerza el famoso consejo que Franco regalaba siempre a sus colaboradores: «Haga como yo, no se meta en política». 


			En esa estrategia primero se calienta el ambiente con declaraciones de gobernantes que imputan a los convocantes y a los participantes toda suerte de cargos, intenciones y delitos ocultos. España se ha convertido en ese país donde todo el mundo reconoce que la gente tiene derecho y razones para manifestarse... hasta que decide hacerlo y, por ejemplo, convoca una manifestación. Entonces pasan a ser, por este orden y de acuerdo con las sospechas aireadas por los responsables gubernativos, radicales, violentos, extremoizquierdistas, batasunos, terroristas y finalmente nazis. El siguiente paso consiste en transformar los escenarios de las protestas en abrumadores eventos policiales, verdaderas pasarelas de las últimas tendencias en material, logística, vestuario y complementos antidisturbios. En la mayoría de los medios de comunicación los antidisturbios empiezan a cargar dos días antes de la protesta y las imágenes de violencia que puedan provocar intencionadamente supuestos grupos de manifestantes se repiten y redifunden hasta la extenuación. Mientras, el pensamiento patrocinado celebra de manera efusiva que la policía salga a la calle para vigilar y advertir a los ciudadanos y no para protegerles en el libre ejercicio de sus derechos. En la España neofeudal parece claro que las fuerzas del orden existirán para blindar a los señores y sus propiedades y para proteger a las autoridades de los ciudadanos que pretenden ejercer libremente sus derechos. 


			La estrategia de convertir el ejercicio de los derechos democráticos en un problema de orden público ha resultado tremendamente efectiva. Al día siguiente de impresionantes movilizaciones de protestas se hablaba más bien poco de las legítimas razones que pudieran haber sacado a tanta gente a la calle. El tiempo mediático se iba en repetir imágenes de cargas policiales. En lugar de problemas sociales parecíamos tener antes un problema de seguridad y en lugar de preguntar a quién beneficia la reforma laboral, la fiscal o la de las pensiones, se debatía sobre la necesidad de una nueva ley de seguridad ciudadana. Ese es el debate que nos interesa a los ricos porque constituye aquello que más nos preocupa: la seguridad de nuestro patrimonio. A nosotros no nos afecta la precariedad laboral, la reforma fiscal nos beneficia y nuestras pensiones están aseguradas. Primero convencimos a la mayoría de que la política era inútil y todos los políticos son iguales. Ahora vamos a convencer a la mayoría de ciudadanos de que ejercer sus derechos puede resultar muy pernicioso para ellos mismos y para su salud. 


			El mensaje represivo y amenazador que mandaba la abrumadora presencia policial y la ultraviolencia convertida en espectáculo mediático se vio completado con cascadas de espectaculares e intimidatorias sanciones gubernativas. Seguramente de manera intencionada, dichas sanciones se impusieron de manera aparentemente discrecional, indiscriminada y aleatoria para reforzar la percepción de que el castigo podía caer sobre cualquier ciudadano. El gobierno también intentó llevar a los tribunales su estrategia de convertir los problemas sociales en problemas de orden público. Pero se encontraron con la resistencia del poder judicial a convertir los actos de protesta en delitos y asumir el coste de decisiones tan impopulares. La jurisprudencia sancionó el carácter legal y democrático de las acciones de protesta política, incluso de algunas tan polémicas como los «escraches». 


			La respuesta del ejecutivo fue poner en marcha un cambio legislativo que le permitiera actuar a la vez como juez y parte. La nueva Ley de seguridad ciudadana, la llamada «ley mordaza» y la reforma del Código Penal de 2015 representan un intento de institucionalizar la conversión de la movilización social en un asunto de orden público, evitando el control judicial y poniendo en manos del gobierno una capacidad de represión penal que en una democracia sólo recae en manos exclusivamente de los tribunales. No se trata únicamente de minimizar los costes sociales y políticos de la austerocracia y las políticas de sufrimiento masivo. Se busca convertir en ley la idea de que los ciudadanos deben efectivamente temer a su gobierno. El principio de culpabilidad se ve reemplazado por el principio de peligrosidad, extendido de manera masiva y preventiva al conjunto de la ciudadanía. La idea de que deben ser los gobiernos quienes han de temer a los ciudadanos queda reducida a una frase para las películas de acción ambientadas en un futuro siniestro y protofascista. 


			Por su parte el pensamiento patrocinado ha ido haciendo su trabajo. Ha suministrado sin descanso el argumentario moral y político para justificar un recorte tan agresivo de los derechos y libertades de la ciudadanía. De acuerdo con su diagnóstico, la gente demócrata de verdad no se mete en política porque sólo hay corrupción y podredumbre. La gente demócrata de verdad no acude a manifestaciones porque están llenas de radicales violentos y camorristas. La gente demócrata de verdad no protesta porque eso molesta a la gente que no protesta y que tiene su derecho a no hacerlo. La gente demócrata de verdad sufre las injusticias en silencio, como debe sufrir los recortes en políticas sociales, porque sabe que no queda otro remedio y porque, en el fondo, la gente demócrata de verdad sabe que se las merece por haber vivido por encima de nuestras posibilidades, porque no nos lo podemos permitir y porque siempre ha habido ricos y pobres y siempre los habrá y porque, en realidad, lo que sobra es mucho vago que lo único que quiere es no trabajar. Una vez más el discurso de la antipolítica vuelve a prestarle un excelente servicio al poder de los señores. 


			 


			Los beneficios son privados, las pérdidas son de todos 


			 


			De acuerdo con las previsiones de las tesis del llamado Consenso de Washington, en un mundo donde los mercados se globalizan y juntan cada vez a mayor velocidad, la política económica debía perseguir e incentivar el propio proceso de globalización. La desregulación, la liberalización del comercio mundial, la expansión de los mercados de capitales y la reducción de todo lo público conformaban la hoja de ruta para asegurar un crecimiento económico ilimitado que, si bien en principio parece beneficiar primordialmente a los grupos más privilegiados económicamente, antes o después, acabaría «goteando» y beneficiando también al conjunto de la población. 


			En los mercados globalizados iban a aumentar la eficiencia, la libertad y las oportunidades para todos los emprendedores. El capitalismo iba a dar un gran salto adelante. Pero parece haber salido más bien hacia atrás, como en la China de Mao. De acuerdo con el relato construido desde la economoral, la globalización había resuelto el problema de la interacción entre los mercados y la política a favor de los primeros. Por fin las fuerzas creadoras de la racionalidad económica iban a poder liberarse de la ineficacia, la corrupción y el clientelismo impuestos desde la racionalidad política. Pero la realidad una vez más se resiste. Lejos de traer ese capitalismo avanzado, liberador y hasta elegante, basado en la gestión del conocimiento y el avance tecnológico, la globalización parece venir acompañada por una regresión del capitalismo hacia su formulación más salvaje y creativamente destructiva, basado en las viejas fórmulas de la especulación y la maximización del beneficio a cualquier coste social. 


			La relación entre capitalismo y democracia siempre ha resultado inestable. La llamada «edad de oro del Bienestar», tras la segunda guerra mundial, fue posible porque, frente a la «destrucción creativa» que Schumpeter atribuía al capitalismo y a las fuerzas del mercado, los gobiernos democráticos habían adoptado con éxito la estrategia de producir políticas sociales que sostuvieran su propia legitimidad, limitaran los efectos destructivos del capitalismo y asegurasen la paz social y la estabilidad política. Pero la globalización ha afectado dramáticamente a la efectividad de esta estrategia y a la propia estabilidad de la relación entre capitalismo y democracia. Además de saber qué políticas funcionan, los gobiernos deben resolver ahora el problema de cómo aplicarlas recluidos en las fronteras del Estado-nación mientras las grandes empresas y corporaciones pueden moverse cada vez con mayor libertad y rapidez en unos mercados internacionalizados, donde no existen reguladores o poderes igualmente internacionalizados, capaces de implementar políticas que aseguren ganancias económicas pero también legitimidad política. 


			En el mundo globalizado, la propiedad y la creación de riqueza parecen haber pasado a legitimar y amortizar cualquier tipo de coste social por elevado que sea. Mientras los Estados y la política ven debilitada progresivamente su capacidad para intervenir en los mercados, las fuerzas de la economía global se amplifican y refuerzan en un mundo de mercados globales, pero sin instituciones igualmente globales que los gobiernen. En este escenario los ricos no tendríamos por qué seguir aceptando las políticas implementadas por un gobierno si nos suponen demasiados impuestos, o demasiadas normas, o no nos aseguran que nuestra riqueza se mantenga y crezca. Cada vez nos resulta más fácil irnos cuando queramos si el gobierno o sus políticas no nos gustan. El pensamiento patrocinado no se cansa de avisar que podemos marcharnos cuando nos convenga, en busca de otro Estado y otro gobierno que entienda mejor que el empleo y la riqueza lo creamos nosotros, los propietarios; por tanto somos nosotros quienes ponemos y debemos poner las condiciones. Parece bastante probable que nuestros hijos vivan en un mundo donde el cliente jamás vuelva a tener razón. 


			Los mercados se han globalizado y dictan ahora sus reglas. Las instituciones internacionales que deberían gobernarlos no existen o se hallan sumidas en un incierto proceso de construcción. El poder del dinero goza ahora de todas las ventajas frente al poder de la política. Los señores que se mueven sin restricciones por los mercados globalizados pueden imponer sus condiciones a los ciudadanos asentados en el feudo del Estado-nación. 


			Durante las sucesivas crisis de los setenta que marcan la irrupción del neoliberalismo como paradigma político y económico emergente, desafiando la estabilidad del pacto político y social mayoritario en torno al modelo del Estado del Bienestar, los gobiernos pudieron mantener la prioridad del pleno empleo y el bienestar recurriendo a políticas activas y sostenidas en fondos públicos. Esas estrategias no consiguieron estabilizar el crecimiento económico y recibieron además una resistencia creciente y efectiva por parte de un capital cada vez más globalizado. A partir de los años ochenta los gobiernos debieron reformular su estrategia para evitar las deslocalizaciones, lograr atraer capitales y fijar inversores globales. Gobiernos de derechas y de izquierdas, operados por una tecnocracia crecientemente proveniente de aquella que gobernaba las grandes empresas y corporaciones, apostaron desde entonces por políticas orientadas a favorecer la acumulación de capital y asegurar los márgenes de beneficio. El equilibrio inestable entre los intereses del capital, la fuerza de trabajo y las burocracias estatales que hizo posible el desarrollo del modelo de la sociedad del bienestar ya pertenece al pasado. Los señores disponen ahora de nuevas opciones y estrategias fuera del alcance de los ciudadanos. En el mundo de los mercados globalizados el futuro parece pertenecer al proyecto ideológico y económico que representa la sociedad neofeudal. 


			Las sacrosantas leyes del mercado rigen de manera inexorable y sin excepciones para los ciudadanos, pero no para los señores. La globalización se salta continuamente sus propias reglas. Los ciudadanos se exponen a ganar o perder cuando toman decisiones económicas en los mercados, cuando eligen endeudarse o ahorrar, aceptar una rebaja en sus condiciones laborales o negarse y exponerse a quedar fuera del mercado laboral. Los ricos sólo sabemos ganar y sólo entendemos que los Estados deben asegurar el crecimiento continuo del valor de nuestras propiedades. Los beneficios nos pertenecen. Las pérdidas son de todos y se socializan. Así funciona la regla básica de los nuevos mercados globales. 


			Principios convertidos en dogmas por la economoral como el llamado «riesgo moral» sólo rigen en una dirección, en contra de los ciudadanos. Intervenir en el funcionamiento de los mercados para proteger a la mayoría de la ciudadanía frente a las consecuencias de los propios fallos del mercado o de los ciclos de recesión se condena de manera general. Pero no sobre la base de argumentos económicos sino empleando razones morales. Así, se argumenta que la intervención acabaría quebrando las mismas bases del sistema al recompensar los supuestos comportamientos irresponsables de unos ciudadanos que se han endeudado de manera frívola y temeraria. Las políticas de ajuste y sufrimiento masivo impulsadas por la austerocracia no suponen sólo una respuesta económica ante la crisis. Se convierten así en un castigo moral que debe ser aplicado en nombre mismo de la justicia y la equidad. Lo contrario se presenta como un resultado perverso, profundamente injusto e inmoral. 


			A los ricos, por el contrario, no sólo no se nos aplica el principio del riesgo moral sino que nos protege otro principio sacralizado por la economoral, el llamado «riesgo sistémico». Se legitima la intervención en los mercados para proteger a los señores de nuevo empleando principios morales, no razones económicas. Los ciudadanos deben pagar sus deudas porque lo contrario supone un riesgo moral. Las deudas de los señores deben ser asumidas por el conjunto de la sociedad para evitar el riesgo sistémico. La intervención se legitima no para proteger el valor de su propiedad, sino para evitar un daño irreparable en el sistema. Es una especie de versión en negativo de la «teoría del goteo». Igual que el Estado no debía intervenir para evitar la desigualdad porque la riqueza de los más pudientes acabará «goteando» hacia abajo y hacia el resto de la sociedad, el Estado debe ahora intervenir para evitar la penuria y pagar las deudas de los más ricos y evitar así que acaben «goteando» hacia abajo castigando al resto de la sociedad. Trabajadores, clientes y contribuyentes se ven progresivamente más indefensos y restringidos en el ejercicio de sus derechos y en sus posibilidades de organizar acciones colectivas cada vez más costosas. Se les trata cada vez más como se convierten en rehenes que deben pagar el precio de su liberación para evitar un castigo aún mayor en forma de fábricas y empresas cerradas y desempleo, pérdida catastrófica de sus ahorros, inflación, desprotección ante la adversidad y levas de impuestos cada vez más confiscatorios para evitar la quiebra del Estado. No es la libertad la fuerza que mueve el futuro que viene con la globalización, es el miedo. 


			 


			Sólo los propietarios tienen derechos 


			 


			El avance del Estado liberal trajo consigo la superación de los regímenes aristocráticos donde la titularidad o el acceso a los derechos políticos estaban vinculados exclusivamente a la condición de propietario. De hecho, en la medida en que los actores políticos y burocráticos que operaban el propio proceso de construcción del naciente Estado lograban ampliar y consolidar el reconocimiento del ejercicio de sus derechos políticos a grupos y sectores más amplios de la población, aseguraban también su propia supervivencia y la solidez de su autonomía frente al poder discrecional del monarca, la aristocracia o el poder económico de los propietarios. La provisión de unos niveles mínimos de subsistencia para la fuerza del trabajo y el aseguramiento de un grado suficiente de paz y estabilidad social se convirtieron así, de manera gradual, en un requisito indispensable para la continuidad del proceso de modernización del capitalismo iniciado con la Revolución industrial. 


			El triunfo de la democracia, la autonomía de la política y el valor de lo público como herramienta de cambio y modernización habrían resultado imposibles y serían inexplicables sin la extensión del derecho de voto a los trabajadores y a las mujeres. Tampoco sin el reconocimiento de los derechos de reunión, organización o manifestación. No por casualidad, son los mismos derechos que hoy de nuevo están en discusión y cuyo ejercicio se pretende convertir en un problema de orden público. 


			La aparición del paradigma de la sociedad del bienestar y el triunfo incuestionable del Estado del Bienestar como modelo dominante amplió y aceleró de manera definitiva el proceso de extensión e institucionalización de los derechos económicos y sociales unidos de manera inviolable a la condición de ciudadano. En los sistemas democráticos representativos que institucionalizaron el Estado social de derecho o el Estado del Bienestar, la ciudadanía constituye la base de los derechos de los individuos. No su raza, su credo, su sexo, su condición de propietarios o su adecuación a un determinado código moral. 


			La titularidad de los derechos y el acceso a los servicios públicos van indisolublemente asociados a la condición de ciudadano. El acceso a la ciudadanía resulta automático para los nacidos en el territorio nacional y suele hallarse escrupulosamente regulado para los extranjeros. En ambos casos su reconocimiento no supone la consecuencia de un acto discrecional de un gobierno o una administración sino el resultado de un acto reglado. La condición de ciudadano sólo puede perderse mediante la renuncia voluntaria de la persona que la ostenta. Ningún gobierno o administración puede retirarla o suspenderla discrecionalmente como premio o castigo ante determinados comportamientos. En las democracias europeas los derechos y deberes de los ciudadanos se estipulan en las constituciones, escritas o no, que conforman la base de su arquitectura jurídica e institucional. 


			La cuestión de la titularidad y el ejercicio de los derechos políticos y sociales que creíamos firmemente consolidada en nuestras constituciones y en nuestro modelo de Estado social de derecho ha vuelto a girar. Tras el ciclo exitoso del Estado del Bienestar y la extensión universal de los derechos políticos, económicos y sociales a la condición de ciudadano, giramos hacia una nueva fase que parece retrotraernos hacia un severo recorte y restricción del acceso a los derechos sociales y económicos; más adelante se intuye el intento de iniciar una revisión de alcance respecto a quién tiene efectivamente derechos políticos y bajo qué condiciones puede ejercerlos. Es probable que nuestros hijos vean un mundo donde, de nuevo, sólo los propietarios tengan reconocidos sus derechos. 


			En materia de acceso y provisión de los derechos sociales, en la España neofeudal va camino de consolidarse un «sistema doblemente dual» de bienestar (Losada, 2013). El modelo desarrolla una doble red para la oferta de servicios y una doble oferta respecto a las formas de provisión del bienestar. En un futuro inmediato coexistirán una red de gestión privada pero con financiación mayoritariamente pública para los señores y los ciudadanos que puedan pagar su acceso y una red pública de alcance puramente asistencial para quienes no puedan hacerlo. 


			Esta oferta de «dualización» del bienestar conecta directamente con las demandas y expectativas de los señores. Los ricos llevábamos tiempo advirtiendo a quien quisiera escuchar que pagábamos demasiados impuestos y recibíamos pocos servicios. Que la realidad desmienta esta afirmación resulta irrelevante. Lo que cuenta en la sociedad rejerarquizada por la crisis son nuestras percepciones. No estamos dispuestos a seguir pagando servicios de los cuales se benefician individuos y familias con prestaciones muy superiores a sus contribuciones o a su propiedad. El objetivo se centra ahora en discriminar, personalizar y hacer exclusivo el acceso al bienestar. Los ricos estamos dispuestos a cooperar en la provisión de un sistema de bienestar colectivo, pero siempre que se nos garantice a cambio el acceso con reserva de derecho de admisión a una oferta de servicios «a medida», donde podamos elegir, de entre diferentes proveedores, nuestra propia cesta de servicios y así evitarnos las penalidades de vernos obligados a pasar por los sobrecargados servicios públicos. 


			En el proyecto neofeudalista exclusivamente los propietarios tienen garantizado el derecho al bienestar. El resto debe comprar ese acceso. Pero los términos y condiciones de esa compra no garantizan su derecho al bienestar, por tanto, pueden ser cambiados y alterados a discreción del proveedor. Las políticas de recortes lanzadas por la austerocracia promueven la consolidación y separación de esas dos redes o circuitos de servicios del bienestar. Una red de servicios públicos providencial y exclusiva para aquellos ciudadanos que se queden fuera del mercado laboral, o resulten clientes poco provechosos para los proveedores privados de bienestar. Otra red semipública de servicios, selectiva y con predominio de las formas de provisión privada, exclusiva para los señores y los ciudadanos integrados en el mercado laboral y por tanto clientes rentables y con capacidad de gasto. El objetivo principal no reside en privatizar todo el sistema de bienestar. Se trata de privatizar aquellas partes que resulten rentables y ofrezcan oportunidades de negocio. Los ricos queremos convertir en un asunto privado nuestro propio sistema de bienestar, pero seguir financiándolo con abundantes recursos públicos. Es otra manera de drenaje fiscal. En cierta medida se trata de reproducir una versión actualizada del viejo modelo de la Seguridad Social franquista, donde con las cotizaciones de todos los trabajadores se financiaba un gasto público y unos servicios que beneficiaban principalmente a la élite del régimen y a las clases más pudientes. 


			La austerocracia no limita sus efectos regresivos a las políticas sociales y económicas. La democracia está padeciendo también una política de sufrimiento masivo, fuertes recortes y ajuste exprés de los derechos políticos. Se cambian las leyes para limitar, dificultar, encarecer y volver incierto y arriesgado el ejercicio de derechos políticos básicos como el derecho de reunión o el derecho de manifestación. Se disparan las sanciones gubernativas y se reparten de manera indiscriminada o se sataniza y criminaliza en los medios de comunicación a los individuos y grupos que se movilizan para ejercer sus derechos o protestar contra las políticas austerocráticas. La falta de una coartada sólida, como aquella que ofrece la Gran Recesión a las políticas de ajuste fiscal exprés y recortes sociales masivos, obliga a efectuar el proceso de recortes democráticos de una manera más táctica y discreta, más oportunista y menos sistemática, pero parece que igualmente inexorable. 


			La política y el ejercicio de los derechos políticos también parecen estar sometidos a un proceso creciente de dualización. Dentro de esta emergente «política dual» podemos identificar, cada vez con mayor claridad, la permanencia de la clásica «política plural» donde el protagonismo y la toma de decisiones sigue en manos de los ciudadanos, pero también la creciente irrupción de una «política restringida» fuera del alcance de la ciudadanía porque quienes interactúan y deciden son exclusivamente los señores. La política plural sigue siendo aquella decidida por la mayoría a través de elecciones democráticas y la competencia entre partidos políticos. Pero su ámbito de decisión se restringe progresivamente a las cuestiones y políticas de carácter simbólico y menos trascendente. Partidos, votantes y medios de comunicación invierten tiempo y recursos en debatir anécdotas o resolver asuntos tan llamativos como triviales. Los programas políticos con que los partidos se presentan a las elecciones han perdido por completo el carácter contractual que algún día pudieron llegar a tener. En la política plural la deliberación democrática se ha visto progresivamente sustituida por el debate o el espectáculo mediático, llevando incluso a muchos a proponer cambiar los parlamentos por las tertulias televisivas. Igualmente el debate o la confrontación de ideas y alternativas degeneran de manera progresiva en confrontaciones personales tan virulentas como inocuas. 


			Participar en política empieza y acaba ahí en la austerocracia. Los ciudadanos pueden y deben participar en el ámbito de la política plural cuando sean llamados a hacerlo. Las restantes opciones y acciones para la participación política, desde el derecho de reunión al de manifestación o asociación, están siendo transformadas en problemas de orden público y sometidas a cambios legislativos y regulativos que incrementan los riesgos y los costes de ejercerlas. En la España neofeudal el buen ciudadano vota cuando debe y el mal ciudadano se mete en política. 


			El pensamiento patrocinado aporta como siempre las imprescindibles dosis de confusión y antipolítica para justificar y legitimar este proceso de recorte de los derechos políticos. «Hay que educar al pueblo para que vote al líder correcto» (Laurence Fink, presidente de Blackrock, Foro de Davos, elmundo.es, 25/1/15). Se presenta siempre a los ciudadanos como sujetos torpes, desinformados y fácilmente manipulables a través de la televisión y los medios de comunicación de masas. La política resulta siempre algo denso, aburrido, pesado; algo que conviene trivializar y simplificar para que la gente lo entienda y para que la audiencia no se vaya. De ahí la conveniencia de que las decisiones realmente trascendentes e importantes no sean sometidas a la supuesta frivolidad de la ciudadanía, sino a la deliberación sosegada e informada que sólo los ricos sabemos hacer, porque somos quienes realmente podemos llegar a saber qué está en juego y cuáles serían las consecuencias reales de las diferentes alternativas. En el ámbito de esta política restringida caerían cada vez más políticas y decisiones públicas que suponen la asignación efectiva de ingentes recursos públicos, la inclusión o exclusión en la agenda política o la reforma de elementos estructurales del sistema económico y político. Así se cambia la Constitución en una tarde para proscribir el déficit, se reforman las pensiones por carta, se interviene una gran caja que acababa de salir a Bolsa con todas las bendiciones o se decide la política presupuestaria para la próxima década en un memorándum que se envía a Bruselas. 


			En la política restringida las decisiones se toman de manera cerrada y opaca, en el seno de un gobierno conformado por esa tecnocracia plutocrática que proviene de los gobiernos corporativos de las grandes empresas y las élites de las burocracias estatales. En la política restringida las decisiones sobre las políticas públicas se formulan desde las prioridades de los grandes intereses económicos y corporativos. Los ricos decidimos sobre las cosas que realmente nos afectan y nos importan y amparamos esas decisiones bajo nuestra casi ilimitada capacidad para conformar las preferencias de la sociedad. Cualquiera que quiera verlo puede comprobar cómo los ricos disponemos de múltiples opciones y recursos para bloquear o excluir sistemáticamente a los grupos de interés alternativos que puedan intentar organizarse desde el ámbito de la política plural. El sistema político democrático y plural funciona aún con la apariencia de una poliarquía donde efectivamente se identifican y compiten diversos centros de poder, decisión y control. Pero se trata de una poliarquía cada vez más visiblemente deformada por los vetos y bloqueos de las grandes empresas y corporaciones dominantes sobre mercados y administraciones. 


			La crisis institucional y la desafección creciente hacia la política resultan a consecuencia de los problemas de funcionamiento propios de este modelo de «política dual». La tensión entre la igualdad política formal que legitima el funcionamiento de la política plural y las obvias desigualdades políticas y económicas que busca preservar la política restringida generan contradicciones difíciles de gestionar, agudizadas además por procesos paralelos como el avance tecnológico o la globalización económica. Los ciudadanos votan representantes y gobiernos para que desarrollen políticas concretas que atiendan sus intereses. Esos gobiernos han de afrontar la presión de elecciones periódicas y las demandas diarias de los grupos de presión y la opinión pública. Pero esos mismos gobiernos deben responder, de manera inmediata y totalmente sensible, a las presiones y demandas de los poderosos intereses económicos y corporativos que hacen funcionar los mercados y la economía, financian sus campañas, facilitan sus carreras profesionales y esperan que las decisiones sobre las políticas públicas que les afectan se tomen de manera restringida y en función de sus intereses. 


			No debería extrañarle a casi nadie que los ciudadanos se alejen cada vez más de una política donde ven que sus votos se cuentan, pero comprueban que no cuentan porque las decisiones forma parte del patrimonio de los señores. 


			 


			Tendréis que aprender a ganaros vuestros derechos 


			 


			En la España neofeudal que viene sólo los propietarios acabarán teniendo asegurados sus derechos y verán reconocida la titularidad de los mismos. Ello no implica necesariamente que se prive a la mayoría de los ciudadanos del acceso a un ejercicio condicional de una serie de derechos. No se trata de un juego de suma cero. Los derechos que unos ganan no dependen de las pérdidas de los otros. De hecho, los ciudadanos podrán seguir accediendo a una oferta limitada y restringida de posibilidades para el ejercicio tutelado de sus derechos políticos, económicos o sociales; pero antes habrán de pagar y ganarse ese acceso. Los derechos de los ciudadanos se han convertido en un negocio para los señores. El bienestar es el nuevo feudo del siglo XXI. Tras treinta años de democracia, progreso económico y crecimiento, España aparece hoy como un país mucho más rico de lo que nunca fue, incluso a pesar de la crisis. Nuestra renta per cápita se ha triplicado desde los años ochenta. Somos un país donde hoy reside mucha gente con capacidad para hacerlo y dispuesta a pagar a proveedores privados para seguir manteniendo los niveles de bienestar, sanidad o educación que hasta ahora les había garantizado el Estado del Bienestar. La provisión de sanidad o educación emergen como nuevos nichos de negocio en el mundo desarrollado. Pero para que el negocio funcione y la rentabilidad se consolide debe asegurarse el cumplimiento de una condición: poder separar a los clientes rentables y con capacidad de pago de los ciudadanos no rentables y sin capacidad de pago. Es muy probable que nuestros hijos vean un mundo donde sólo tengan aquellos derechos que puedan comprarse y mientras los puedan pagar. 


			Ya hemos comprobado como el ejercicio de los derechos políticos se restringe progresivamente. Los derechos básicos para la calidad de una democracia se subordinan a las necesidades y previsiones gubernativas respecto a ese bien público indefinido denominado «orden público». Desde los gobiernos y desde el pensamiento patrocinado se plantea de manera sistemática y artificial la necesidad de resolver una supuesta elección entre dos bienes que son caracterizados como incompatibles: salvaguardar el ejercicio de sus derechos políticos por parte de la ciudadanía que pretende organizarse y movilizarse contra las políticas austerocráticas, o garantizar aquello que nos importa a los ricos que no necesitamos movilizarnos para defender nuestros derechos: el orden público y la seguridad de la propiedad. 


			Cada vez con más frecuencia las libertades de los ciudadanos se subordinan a la propiedad de los señores. El ejercicio de los derechos de reunión, manifestación o asociación se ve restringido de manera gradual por la vía de someterlos a un control gubernativo más estricto y más discrecional. En nombre del orden público se aleja de los tribunales la tutela del ejercicio de esos derechos para someterla al control y la autorización del mismo gobierno que ha aprobado las políticas contra las que se organiza la ciudadanía. Ser ciudadano no garantiza ya plenamente el libre ejercicio de los derechos políticos. En la España neofeudal han de satisfacerse además los requisitos previos impuestos desde el gobierno y la legitimidad austerocrática. Dichos requisitos no han dejado de crecer desde el inicio de la crisis tanto en volumen como en alcance. Si los ciudadanos quieren reunirse, asociarse o manifestarse ha de ser por una causa bendecida por la austerocracia. Si los ciudadanos quieren reunirse, asociarse o manifestarse contra el aborto o por un triunfo de la selección de fútbol, las calles serán suyas por unas horas sin mayores dificultades. Si pretenden hacerlo contra la corrupción o contra los recortes sanitarios o educativos, de manera inmediata se les situará bajo sospecha, se les demonizará ante la opinión pública y serán investigados y espiados de manera arbitraria y discrecional por parte de las fuerzas del orden. 


			Si los ciudadanos quieren reunirse, asociarse o manifestarse ha de ser de acuerdo con los métodos reconocidos por la austerocracia. Cualquier método o modelo que escape de los permitidos, es colocado de manera inmediata bajo sospecha, sometido a un intenso proceso de demonización ante la opinión pública e investigado de manera arbitraria y discrecional por parte de las fuerzas del orden. Si los ciudadanos quieren reunirse, asociarse o manifestarse ha de ser en los lugares, los tiempos y las formas fijadas por la austerocracia. Todo aquello que no se ajuste a sus previsiones o es una amenaza, o es ilegal, o es delito. 


			La creciente discrecionalidad gubernativa para tutelar el ejercicio de los derechos políticos por parte de los ciudadanos se complementa con su renovada y reforzada capacidad para imponer multas y sanciones, sin más límite y control efectivo que la propia voluntad de la autoridad sancionadora. Los exministros corruptos salen de la cárcel sin haber cumplido más que unos meses de su condena por la misma razón que una jubilada preferentista recibe una sanción gubernativa de varios miles de euros por protestar delante de la sede de un banco. En la España neofeudal mostrarse indulgente con los señores e intransigente con los ciudadanos es la ley y el gobierno se limita a cumplir la ley, porque lo contrario sólo traería el caos. 


			Esta lógica restrictiva de los derechos de los ciudadanos ha llegado aún mucho más lejos en cuanto respecta al acceso a los derechos sociales y el acceso al bienestar y a los programas y políticas sociales. Las políticas austerocráticas de ajuste fiscal exprés han permitido un gran salto adelante en el objetivo ya señalado de crear un «sistema doblemente dual» del bienestar para señores y ciudadanos. Mientras las cifras de inversión pública en sanidad o educación retrocedían a los parámetros de los años ochenta, los conciertos con entidades privadas y la privatización de servicios han medrado de manera tan sostenida como espectacular. Mientras se recortaban las pensiones con dos reformas sucesivas en menos de tres años y el Estado se enfrentaba a una de las mayores crisis fiscales de la historia, los incentivos y exenciones fiscales para la contratación de planes privados de pensiones no sólo no han retrocedido, sino que se han visto ampliados y mejorados. 


			La condición de ciudadano ya no asegura plenamente los derechos sociales. Las políticas austerocráticas han logrado imponer una lógica según la cual los ciudadanos deben pagar y comprar puntualmente el acceso al bienestar. Deben hacerlo porque los ricos ya no estamos dispuestos a contribuir a un sistema de provisión universal. No es que no nos podamos permitir un Estado del Bienestar, es que los ricos no lo queremos pagar. Además, según la economoral, el acceso universal a los servicios del bienestar por parte de todos los ciudadanos por el mero hecho de serlo, desincentiva a los espíritus emprendedores y acaba generando efectos perversos como abusos, corrupción y fraude masivo al sistema. 


			En la España neofeudal que viene, para acceder al bienestar a los ciudadanos se les exigirá no sólo que acrediten su condición de tales, también y sobre todo se les demandará que compren su acceso. Herramientas como el copago, los planes y seguros privados o las contribuciones individuales se convierten en mecanismos para que los ciudadanos puedan acceder, al menos temporalmente, a la condición de propietarios. Acreditar la propiedad mediante la compra del acceso al derecho se convierte en la causa que realmente da lugar y habilita su ejercicio. Los ciudadanos que puedan comprar el ejercicio de sus derechos tendrán acceso a las redes privadas o semiprivadas de provisión del bienestar. Los ciudadanos que no puedan comprar sus derechos, deberán disputar entre sí el acceso a redes públicas de bienestar precarizadas, asistenciales y menguantes. 


			La condición de ciudadano tampoco otorga ya el acceso a los servicios públicos y las redes públicas de provisión del bienestar. Dicho acceso se está viendo incrementalmente condicionado por la exigencia de acreditar el cumplimiento de determinados requisitos de carácter moral o personal. Nuestro sistema público se va volviendo más punitivo, regresivo y residual. Se trata de un giro tan legitimado por el pensamiento patrocinado como mansamente asumido por la mayoría de la ciudadanía, donde seguramente muchos pueden incluso pensar que tales mayores restricciones aumentan sus propias posibilidades de acceso individual. Además de acreditar la ciudadanía y la necesidad, los postulantes han de demostrar que merecen ayuda y no castigo, que moralmente se han ganado el derecho a recibir la solidaridad de los demás ciudadanos o la caridad de los señores. 


			En este giro hacia una concepción más punitiva y residual de la acción pública, el sistema público no tiene ya como misión principal hacer a sus ciudadanos más libres, más autónomos o más solidarios. Su misión fundamental consiste en asegurar que cada individuo reciba estrictamente aquello que haya comprado y merezca. El sistema público existe para facilitar el consumo y la producción. El bienestar debe estar al servicio del crecimiento económico, no el crecimiento económico al servicio del bienestar. Tras pasar primero por la idea de que el bienestar público debía financiarse como un acto libérrimo de caridad y conformar un sistema residual de ayuda a quien lo necesitase, luego evolucionar hacia un seguro social y finalmente consolidarse como un sistema de provisión universal institucionalizado y profesionalizado, el proyecto de la sociedad neofeudal vuelve a girar hacia la vieja idea puritana que limitaba la acción pública a la intervención providencial de asistencia para aquel que lo necesite pero que, sobre todo, lo merezca por su condición moral y su forma de vida. 


			Empleando como argumento justificativo el discurso de que los servicios públicos universales resultan víctimas propiciatorias para el fraude y los abusos, se restringe y condiciona el acceso a los mismos en función de una relación creciente de prerrequisitos que deben satisfacerse previamente. Prerrequisitos que progresivamente se refieren al estilo de vida, la orientación sexual, los hábitos sociales, la educación o las creencias de los individuos que pretenden acceder a los servicios públicos. Los ancianos, los enfermos por contagio sexual, los drogadictos o los fumadores no tienen derecho a determinados tratamientos si no pueden comprarlos. Aquellos parados que rechacen determinado número de ofertas laborales, con independencia de su calidad, contenido o adecuación, perderán su subsidio de desempleo. En general, todos quienes no puedan comprar su acceso a los derechos sociales y a los servicios del bienestar, habrán de acreditar que su modo de vida, e incluso su manera de pensar, se corresponden con aquellos que un buen señor seguramente consideraría propios de un buen ciudadano. 


			 


			La nacionalización de la moral 


			 


			Aunque pueda parecer lo contrario, no todo se privatiza en estos tiempos de exuberancia del neoliberalismo corsario. Existe un ámbito donde está sucediendo justo lo contrario. En lugar de privatizar se nacionaliza, como se hacía en su época en los viejos regímenes populistas o autoritarios. Lejos de retirarse el Estado interviene más y con mayor amplitud y contundencia. Lejos de promocionar la libre elección del individuo e incentivar y recompensar su ejercicio, se restringe o incluso se castiga. Mientras se privatizan los servicios públicos se procede a nacionalizar la moral. En el proyecto de la sociedad neofeudal, estar enfermo o estudiar una carrera representan un problema privado y las condiciones laborales son un acuerdo privado entre partes. Sin embargo, decidir con quién se puede o no tener relaciones sexuales, contraer matrimonio, tener hijos o participar en algún movimiento social deviene un asunto público que debe regularse, decidirse y vigilarse desde el poder. 


			La moral vuelve al ámbito de las cuestiones públicas que competen al poder. Su gestión retorna al ámbito gubernativo y administrativo. Existe y se define una moral dominante que la ley y las instituciones regulan, promueven y vigilan. Los ciudadanos deben vivir de acuerdo con sus modelos y reglas. Apartarse de ellas o violarlas tiene un coste que puede abarcar desde el castigo penal a la exclusión de programas y servicios públicos. Para acceder a los programas de fertilidad hay que acreditar un estilo de vida y una orientación sexual. Para acceder a determinados programas y ayudas se vuelve a exigir acreditar la condición de cónyuge. Para recibir atención social o sanitaria a los inmigrantes se les vuelven a exigir pruebas de fe que acrediten su integración social. Para acceder a programas y ayudas sociales deben satisfacerse de nuevo los requerimientos propios de un modelo de familia determinado, el modelo católico y romano. La polémica reforma del aborto, promovida primero con entusiasmo por el gobierno de Mariano Rajoy y abandonada temporalmente por causas de estrategia electoral, representa un buen ejemplo de este proceso de nacionalización de la moral. Empleando como coartada algunos aspectos polémicos de la ley de plazos del gobierno Zapatero, como el aborto de mayores de dieciséis años sin autorización paterna, la contrarreforma inspirada por el ministro de Justicia, Alberto Ruiz Gallardón, representaba mucho más que un intento de recuperar a su base electoral más conservadora y católica. Suponía convertir el aborto en una decisión principalmente masculina, controlada y gestionada por la administración y donde se reintroducía un esquema de castigo penal para aquellas mujeres que se apartaran del concepto ultraconservador y ultracatólico de madre como agente reproductor y las consiguientes obligaciones morales que se le atribuían e imponían. 


			Si la mujer no acepta su triple rol de supermadre, asistente social y trabajadora temporal, además del castigo económico y laboral que pueda recibir, se expone a la reprobación moral e incluso al castigo penal por no ajustarse a cuanto se espera de su conducta. Los jóvenes que no acepten o se resistan al acceso al mercado laboral a través de los mecanismos de neovasallaje ya analizados se arriesgan a la exclusión laboral, pero también al estigma moral de ser señalados públicamente por la administración como individuos responsables de conductas fraudulentas moral y socialmente reprobables. Los inmigrantes que no acepten renunciar a su identidad e integrarse en los patrones y modelos de la España neofeudal, católica, apostólica y occidental no sólo soportarán la exclusión económica y laboral, sino que su comportamiento será señalado públicamente e identificado gubernativamente como moralmente sospechoso. 


			El proceso de nacionalización de la moral forma parte integral del proyecto neofeudalista. No se trata de un subproducto o de una consecuencia marginal del proceso de feudalización económica social y política. Igual que la economoral cumple una función legitimadora del asalto a los derechos laborales y sociales o la legitimidad austerocrática ha reemplazado a la legitimidad democrática en la toma de decisiones políticas, la nacionalización de la moral contribuye a acelerar y legitimar moralmente la evolución desde la sociedad del bienestar a la sociedad neofeudal, confiriendo al poder gubernativo la capacidad y los instrumentos para premiar a los ciudadanos cuyas conductas se ajusten a los patrones morales establecidos por los señores y castigar a aquellos que se aparten. La nacionalización de la moral supone un elemento clave en el proceso de rejerarquización de las relaciones sociales y refuerza la legitimación del dominio de los señores sobre los ciudadanos como el orden natural y deseable de las cosas. 


			Gracias al proceso de nacionalización de la moral la desigualdad no sólo resulta económicamente eficiente. También se presenta como moralmente deseable porque permite discriminar entre los buenos ciudadanos que asumen sus obligaciones, frente a los malos ciudadanos que reniegan o no asumen su posición y las obligaciones de su nuevo estatus de dependencia con respecto a los señores. La moral pública se convierte así en una herramienta de exclusión social tan implacable como poderosa. Pocas cosas nos satisfacen tanto a los ricos como premiar a los buenos ciudadanos que saben cuál es su papel en el mundo y qué se espera de ellos. Pocas cosas preservan mejor el orden social que la expectativa de recibir un severo castigo moral que permita estigmatizar y excluir al individuo del grupo en nombre de la supervivencia, la integridad y la moralidad del propio colectivo. Es probable que nuestros hijos vean un mundo donde tengan que aprender a pedir perdón por sus pecados en público, antes de que se conviertan en delitos. 


			

	    


 	
	    
			 

            VI 


			 


			Ciudadanos frente a señores. Siempre nos quedará la política 


			 


			El avance del proyecto de la sociedad neofeudal que se ha tratado de documentar y explicar hasta ahora supone un resultado lógico y casi natural del radical desplazamiento a la derecha registrado en la política, también y especialmente en la española, durante los últimos años de crisis y recesión. El discurso socialdemócrata que antes de la Gran Recesión ocupaba la izquierda ahora se sataniza casi como extrema izquierda. El discurso liberal que previamente se calificaba como centro ahora se ha convertido en la izquierda. El discurso neoconservador que antes se situaba como la derecha hoy se ha asentado en el centro del debate. 


			Sólo en un escenario semejante, donde el centro se haya desviado hacia donde antes se situaba la derecha, puede resultar efectivo caricaturizar de arriesgado, inútil y perverso defender como modelo ideal el Estado del Bienestar universal, reclamar unos niveles de inversión pública que ronden la mitad del PIB, como en Alemania o Francia, aspirar a una jornada laboral de 35 horas, contar con jubilarse a los sesenta y cinco años, exigir una política fiscal progresiva o promover que el Estado desarrolle un papel activo en la economía mediante una banca y empresas públicas. Es más, de acuerdo con la economoral, sólo los ignorantes que no tienen ni idea de economía pueden defender y pedir semejantes cosas absurdas e imposibles. 


			El consenso que existía respecto a la conveniencia de asegurar un «equilibrio creativo» entre el Estado y el mercado ha sido reemplazado por el convencimiento de la superioridad del mercado y la urgencia de devolver al Estado a las fronteras de la intervención mínima. El equilibrio entre el Estado y el mercado ya no ocupa la centralidad del debate político. Ahora el centro se sitúa en la afirmación de la superioridad de lo privado sobre lo público. A la derecha se aprestan los promotores de un Estado minimizado al máximo. A la izquierda se sitúan los defensores de lo público, pero renunciando ya a cualquier tipo de expansión o crecimiento de la acción y la intervención pública. Un escenario tan descompensado como extraordinariamente conveniente para ahorrarse explicar por qué los bancos se empeñan en convertir las pensiones en su negocio si resultan tan insostenibles, o por qué cada día se firman más conciertos con la sanidad y la educación privadas si el Estado del Bienestar se ha vuelto tan inviable, o por qué, pese a los problemas de recaudación fiscal que padecemos, España es el país de la zona euro que ha renunciado en mayor medida a los impuestos que gravan la propiedad de la riqueza: sucesiones y patrimonio. 


			La política española ha ido degenerando en lo que podríamos calificar como una «democracia de visión única» (Clarke, Newman, 1999). De manera intencionada se ha pretendido reducir el debate político únicamente a decidir cómo implementar esa «visión única» donde la austerocracia es presentada como la única opción realista. Cualquier visión alternativa se descalifica como inviable, insostenible, arriesgada, peligrosa o perversa. De manera sistemática se invoca la «despolitización» de las decisiones políticas y las políticas públicas alegando que la política se ha convertido en causa y parte de nuestros problemas. La elección ya viene dada y no resulta posible discutirla porque sólo existe una manera posible de hacer las cosas y sólo cabe una política viable. Ahora se trata únicamente de seleccionar los instrumentos más eficientes. Una tarea para la cual muchos ciudadanos no se hallan suficientemente preparados, como no se cansa de repetir el pensamiento patrocinado; así que mejor dejársela a los técnicos y alejarla lo más posible de los votantes. 


			El dogma de la austeridad no se cuestiona, así que la competencia política debe limitarse a acreditar quién ganará el campeonato de la austeridad. El control del déficit se ha sacralizado, así que la competencia política debe girar exclusivamente en torno a demostrar quién se muestra dispuesto a controlarlo mejor, por cualquier medio necesario. Todo lo público se ha convertido en una amenaza para la iniciativa individual, así que la competencia política debe resolver quién podría mantener bajo un control más férreo al Estado feroz. 


			Hemos comprobado como la legitimidad austerocrática que propugnamos los ricos ha reemplazado a la legitimidad democrática que construían los ciudadanos. Cuando se habla de políticas económicas, laborales o sociales la primera cuestión que se plantea se centra en aquello que nos preocupa de verdad a los ricos: cuánto nos van a costar. El valor social añadido que puedan aportar ha devenido una cuestión accesoria. En nuestra «democracia univisión» todas las reformas y recortes se legitiman en función del ahorro que permitan agregar. Hace tiempo que la demanda social de un tipo u otro de políticas se ignora, su concordancia con los valores constitucionales se ha vuelto irrelevante y su efectividad para resolver problemas públicos apenas cuenta. En el tránsito hacia la España neofeudal todo resulta hoy recortable, racionable, prescindible o privatizable porque lo único que cuenta es cuánto cuesta y cuánto nos vamos a ahorrar los ricos. 


			Aunque vivimos tiempos donde el debate y la deliberación se hurtan sistemáticamente y todo se presenta como inevitable e inexorable, lo cierto es que la feudalización social y económica no resulta ni tan inevitable, ni tan inexorable. Tampoco responde a una maldición o un castigo de los dioses, mucho menos representa una consecuencia natural de la crisis económica. Representa un proyecto político y como tal puede, incluso debería, ser discutido, rebatido, revertido y cambiado por otro proyecto político alternativo. Aunque muchos pretendan imponer lo contrario, la democracia requiere pluralidad, en las visiones, en los modelos, en las políticas y en las soluciones. Igual que la política demanda debate, deliberación y decisión entre modelos y proyectos alternativos. La política exige debate y desacuerdo. Concebirla como un problema técnico, que únicamente deba despejarse y resolverse igual que una ecuación porque los fines y los objetivos ya han sido decididos y no pueden ser discutidos, representa la visión que nos conviene a los mismos ricos que hemos marcado esos objetivos y hemos aprovechado el miedo y el sufrimiento de una ciudadanía golpeada por la Gran Recesión para imponerlos. 


			La política debe construir acuerdo y consenso entre intereses contradictorios, pero también implica competencia y conflicto. Un sistema democrático de calidad debiera promover y amparar esa visión plural y competitiva, no castigarla, censurarla o bloquearla porque si así lo hace no será democracia, será otra cosa. La «antipolítica» pertenece a los señores. Recuperar la política es un trabajo para los ciudadanos. 


			 


			La antipolítica es un buen negocio 


			 


			A los ricos nos encanta la antipolítica. La desafección indiscriminada, el deterioro institucional y los estados de desconfianza general alimentan un entorno muy favorable para los negocios. Cuanto más débil se encuentra la política y más fuerte crezca la antipolítica, más vulnerables resultarán los reguladores y las regulaciones que debamos satisfacer, más débiles serán los controles que debamos soportar, más fácil y barato resultará torcer la voluntad de quienes los operen y menos explicaciones deberemos ofrecer sobre nuestros asuntos. «La hiperregulación, en lugar de eliminar la corrupción puede alimentarla... Si usted hace prácticamente imposible que una persona inteligente pueda dedicarse a la política, entonces está favoreciendo la corrupción... Atención, porque las olas de populismo que buscan que existan arcángeles en la vida pública en lugar de seres humanos con todas sus imperfecciones, pueden traer más problemas que ventajas» (José María Aznar, eldiario.es, 29/11/14). Se puede decir más alto, pero no más claro. De nuevo, la acción pública puede resultar peligrosa, inútil y perversa. La lucha contra la corrupción produce monstruos y espanta a los mejores. 


			Los ricos hemos sabido convertir la antipolítica en el signo de los tiempos. Se asienta sólidamente sobre la innegable sucesión de escándalos, un relato donde la corrupción acaba y empieza exclusivamente en los políticos y la pasmosa insensibilidad mostrada por administraciones, partidos políticos o sindicatos, incapaces de renunciar a prácticas y privilegios injustificables mientras se le imponía a la población dosis masivas de sufrimiento. Hoy la política ya no representa la solución sino que puede acabar fácilmente caricaturizada como el problema. 


			Los mismos ricos que disponemos en exclusiva del acceso y los recursos para corromper a gobernantes y responsables públicos, clamamos contra una corrupción donde los protagonistas principales siempre resultan ser los políticos, que son todos iguales y antes o después meten la mano, y los ciudadanos que les amparan con su voto o se lo venden a cambio de pequeños favores y subvenciones. Aunque no todo el mérito nos pertenece en exclusiva. Parece justo reconocer que en esta tarea de apostolado de la antipolítica hemos contado con la inestimable ayuda de las estrategias defensivas de las propias organizaciones políticas o sindicales, centradas mayoritariamente en convertir sus propios casos de corrupción en ejemplos y pruebas de cargo contra una supuesta corrupción sistémica y generalizada, frente a la que poco o nada pueden hacer porque forma parte del propio sistema. 


			Convertir la política en sinónimo de una corrupción tan generalizada como inevitable permite presentar a la antipolítica como la solución. Regenerar la vida pública no consiste ya en cambiar los modos y maneras de la política para dignificarlos, tampoco en perseguir a los corruptos, aumentar la transparencia o incrementar los recursos para combatirla. El pensamiento patrocinado nos explica una y otra vez cómo, aun siendo necesario, todas esas medidas resultarán finalmente inútiles porque la corrupción parece inherente al ser humano y la política estimula y excita todavía más el apetito por la corrupción. La única manera definitiva y efectiva para regenerar la vida pública consiste en prescindir de la política, echarla de la vida pública. El siguiente sofisma resulta tan obvio como efectivo y ya hemos comenzado a implementarlo: si a menos política menos corrupción y a menos democracia menos política; entonces a menos democracia, menos corrupción. 


			Mientras los ciudadanos se distraen con la necesaria pero intrascendente transparencia de saber cuánto ganan o a dónde viajan los diputados o los directores generales, cuánto se gastan en restaurantes, o a quién contratan para ser sus ayudantes, miles de millones de euros y miles de empleos antes públicos se reparten de manera opaca y arbitraria a través de la tupida red de empresas, fundaciones, entes de gestión, subcontratas, externalizaciones y privatizaciones que hemos dado en llamar de manera engañosa «administración paralela». Ni es administración, ni es paralela. Más bien funciona como una contraadministración, donde no rigen ni las leyes de contratación pública, ni los principios de mérito, capacidad, transparencia, competencia, o publicidad que regulan y controlan el funcionamiento de las burocracias públicas. 


			Como sucedía en los antiguos feudos, en la contraadministración rige exclusivamente el imperio de la voluntad y la discreción de los gestores, los nuevos señores que únicamente rinden cuenta ante otros señores. Empleando la excusa de apartar las decisiones públicas de la vulnerabilidad e ineficiencia de los «políticos» para entregárselas a la fortaleza y eficiencia de los «técnicos», en realidad se permite la institucionalización de la peor forma de corrupción: el gobierno completamente discrecional y privado de lo público. 


			Desde el año 2011, según los datos del INE, en España han sido despedidos casi cuatrocientos mil empleados públicos. Siete de cada diez despidos se han registrado entre los trabajadores por cuenta de comunidades autónomas y ayuntamientos, entre el personal docente y sanitario y los trabajadores de servicios sociales municipales. Sin embargo, en la contraadministración no sólo no se han producido recortes, sino que ha experimentado una significativa expansión. Hoy la contraadministración presenta un balance incrementado en un cinco por ciento más de empleados contratados a través de procesos de selección puramente discrecionales. A ese incremento debería añadirse el inabarcable volumen de contratos y personal gestionados de manera completamente discrecional, opaca y clientelar a través de un número creciente de servicios privatizados, externalizados o subcontratados. La administración pública también se feudaliza. Se despide de manera masiva personal reclutado vía concursos públicos y se contratan de manera selectiva gestores y cargos de confianza. Menos funcionarios y empleados públicos para los ciudadanos y más vasallos para los nuevos señores de lo público. 


			Reivindicar la política frente a la emergente hegemonía de la antipolítica constituye una misión de ciudadanos. No responde a la expresión de un deseo. Tampoco es una invocación ingenua o naif. Proclama un imperativo estratégico. Sólo recuperando la centralidad de la política y reconquistando los espacios de decisión y gestión pública ocupados y monopolizados por la contraadministración, puede construirse un proyecto político alternativo al neofeudalismo. La plutocratización de los gobiernos democráticos, colonizados por tecnócratas que intercambian sus posiciones al frente de los ejecutivos y los gobiernos corporativos, ha promovido la emergencia de la legitimidad austerocrática. Sólo la democratización de los gobiernos plutocráticos podrá restablecer la hegemonía de la legitimidad democrática, mediante una política que trabaje desde la confianza y la fuerza de quien cumple sus contratos con los ciudadanos, vuelva a construir el espacio de lo público y la administración pública y ejerza el poder desde la honestidad, la decencia y la transparencia. 


			 


			Los malos ciudadanos hacen poderosos señores 


			 


			Muchos ciudadanos únicamente se acuerdan de la política cuando llueve, cuando las cosas van mal, cuando falta el empleo, cuando suben los precios o las hipotecas, cuando los servicios públicos funcionan mal o sufren recortes, cuando sus hijos pierden la beca o cuando le retiran la prestación a un familiar con problemas de dependencia. Durante los ciclos de bonanza y crecimiento económico suele imponerse el desinterés y la apatía política entre buena parte de la ciudadanía. Todos andamos demasiado ocupados aprovechando tantas oportunidades para progresar y vivir mejor y además el pensamiento patrocinado no deja de repetirnos que eso de la política es un aburrimiento y una pérdida de tiempo. Cuanto menos nos ocupemos de las cosas públicas más tiempo tendremos para mejorar nuestras cosas privadas, pensamos. 


			Por el contrario, durante los ciclos de crisis y recesión económica se abonan la desafección y la indignación ante la falta de oportunidades. El mismo pensamiento patrocinado que aseguraba que lo mejor para nuestro bienestar y libertad pasaba por echar a la política de los mercados y de nuestras vidas, ahora se dedica a repetir que todos nuestros males se deben exclusivamente a la ineptitud de la política, a la complicidad entre políticos frívolos y votantes irresponsables. Al parecer, no tienen nada que ver, ni responsabilidad alguna, los financieros acelerados que se creen superhéroes de los mercados y juegan con el dinero de los demás, o los grandes empresarios instalados en sus soleados paraísos fiscales. 


			Los ricos en cambio siempre nos ocupamos y nos preocupamos de las cosas de la política, con independencia del momento del ciclo económico. Sabemos que la política es el material con el que se fabrican los sueños y las oportunidades, en los tiempos buenos y en los tiempos malos. Participar activamente en política representa la mejor manera de asegurar que el gobierno garantice la seguridad de nuestra riqueza y propiedad, haga pagar los impuestos a los demás y legisle para poder cerrar de la manera más provechosa posible buenos negocios, públicos y privados. 


			Resulta fácil y bastante reconfortante culpar hoy de todas las desgracias a los mismos políticos a quienes se aplaudía cuando bajaban los impuestos sin explicar de dónde se iban a obtener los recursos, cuando inauguraban aeropuertos o ciudades de lo que fuera que nadie sabía muy bien para qué iban a servir, o cuando creaban empresas y entes donde se contrataba a gente a dedo también sin saber bien para qué. En estos tiempos resulta frecuente escuchar a muchos afirmar que la política debe volver donde está la gente, centrarse en sus preocupaciones y formular políticas que atiendan sus problemas. Suena a frase hecha, a eslogan de tertulia televisiva, pero eso no le quita un ápice de verdad. Igual que resulta cierto que la gente debe volver donde siempre estuvo la política, entendida como el proceso de deliberación y decisión respecto a las cosas que nos afectan a todos y la correspondiente asignación de beneficios y costes. En las decisiones colectivas siempre hay ganadores y perdedores. Rara vez pueden ganar todos. La política consiste precisamente en decidir democráticamente quién gana y quién pierde y por qué razón deben ganar o perder. 


			A los ricos nos convenía estimular esa concepción casi mágica de la política, desarrollada intensamente durante los años de la burbuja. Entonces se afirmaba, y mucha gente lo creyó, que la política no importaba, que se podía disponer de más servicios, ayudas y programas pagando menos impuestos porque sólo se trataba de gestionar mejor, que se podía escoger entre opciones diferentes e incluso opuestas sin que nadie debiera soportar coste alguno porque todo parecía posible con una buena gestión. Los gobernantes se promocionaban y eran percibidos como aquellos «chamanes» milagrosos que sólo debían obrar su magia. Si no lo lograban siempre quedaba la solución de probar con el siguiente chamán. 


			Ahora que la crisis económica ha puesto en evidencia que todas las decisiones públicas comportan costes, esa concepción mágica de la política nos continúa resultando extremadamente útil. Mientras los ciudadanos buscan y señalan a los culpables por no haber visto cumplidas las promesas electorales, o tratan de encontrar al siguiente chamán, difícilmente se preguntarán por qué han tenido que perder, por qué tienen que pagar nuestras deudas o por qué los ricos vamos ganado. 


			En la España neofeudal a los señores les convienen los ciudadanos apáticos. A los ciudadanos les convendría no dejarse engañar mucho tiempo más por el «timo de la ilusión». La política no sirve para obrar milagros. La política construye la realidad y lo hace a base de rutinas y procedimientos, contabilidad y horas de guardia, burocracia y presupuestos, paciencia y aburrimiento. Las cosas no suceden solas y para que los cambios se produzcan se requiere tiempo, dinero, personal capacitado, esfuerzo, orden y constancia. Alguien va a ganar y alguien va a perder porque no se puede ganar siempre. Participar en política no requiere actuar de héroe en una película de acción, tampoco pronunciar grandes arengas dentro de una saga épica narrada por un serial de televisión sobre reyes y tronos. La política implica un ejercicio de asignación de recursos y las decisiones públicas suponen el reparto de los costes y los beneficios. No hace falta que te ilusione, ni siquiera que te interese; basta con que te preocupe porque ahí es donde se va a decidir buena parte del resto de tu vida. 


			 


			El dilema del buen ciudadano 


			 


			Convertirse en un buen ciudadano es como la buena política, cuesta y suele salir muy caro. Requiere invertir en los asuntos públicos un tiempo escaso, un dinero escaso y una paciencia escasa mientras los demás dedican esos recursos de manera mucho más rentable a sus propios negocios. Se trata además de una inversión habitualmente incierta, donde a veces cuesta realmente mucho trabajo encontrar el beneficio neto. Ir a votar, por ejemplo, supone un acto que cuesta tiempo y demanda movilidad; si además uno se empeña en votar habiendo conocido a fondo programas y candidaturas, demanda un esfuerzo realmente gravoso. A cambio, apenas obtenemos la dudosa posibilidad de que nuestra papeleta pueda resultar decisiva para determinar la opción ganadora. Todavía mayores y más evidentes se antojan los costes crecientes y los menguantes beneficios de acciones propias de un buen ciudadano, como participar en asambleas o reuniones cívicas, acudir a las administraciones a informarse sobre los asuntos públicos, movilizarse para promover alguna clase de acción colectiva o promover una determinada decisión pública. 


			Ser buen ciudadano implica un esfuerzo gravoso e incierto y que además sus convecinos puedan beneficiarse por completo de tu cívico comportamiento disfrutando de los mismos resultados, pero sin haber asumido sus costes y pudiendo haber dedicado a su propio beneficio los mismos recursos que el buen ciudadano ha invertido en procurar el bien común. Ahí reside el dilema del buen ciudadano. Cooperar o no cooperar en la resolución de los asuntos públicos sabiendo que nadie asegura los resultados y, caso de producirse, resultará difícil excluir a quienes no hayan colaborado. 


			Lo inteligente parece ser dejar la política para los demás y para los políticos. Presentarse exclusivamente los días de cobro para reclamar tu parte. Es el conocido «problema del gorrón o free ryder» extensamente estudiado por las ciencias económica y política. Desde el punto de vista de cada individuo, lo racional parece no cooperar en el esfuerzo de producción y provisión de los bienes y servicios públicos porque el individuo se ahorra los costes del esfuerzo y la probabilidad de acabar excluido de su consumo se antoja difícil o remota. La exclusión de la sanidad o la educación públicas parecen posibilidades escasas, mientras que la hipótesis de acceder a ellas igualmente sin pagar los impuestos que las financian representa una realidad que vemos concretarse a diario. El resultado del problema del free ryder resulta bien conocido e implica un problema crónico de subprovisión de los bienes y servicios públicos. 


			Los ricos somos gorrones porque nos resulta lo más racional y porque, en una parte nada despreciable de nuestra fortuna, así llegamos a ricos. Aunque sea ésta una verdad de la que preferimos que no se hable demasiado. Así sucedió, por ejemplo, en la España franquista cuando la clase trabajadora financió el bienestar y la riqueza de las élites del régimen a través de una Seguridad Social que funcionaba como el mecanismo principal de financiación del sistema. Para los ricos no existe realmente el tal dilema del buen ciudadano. Lo racional siempre reside en no cooperar para la producción y provisión de bienes y servicios públicos. Disponemos de todas las opciones para evitar contribuir al esfuerzo, como cualquier otro ciudadano resulta muy problemático que seamos excluidos del consumo de dichos bienes y servicios y jamás padecemos el problema de subprovisión porque podemos comprar la cantidad de sanidad o educación que precisemos. Existen pocas cosas más irracionales para un rico que pagar impuestos. Por eso nosotros nunca nos sentimos culpables de un fraude fiscal, o nos agobia la imperiosa necesidad de justificar nuestra afición por las empresas pantalla, los paraísos fiscales y la ingeniería financiera. En nuestra opinión, sólo nos comportamos como lo haría cualquier persona inteligente y en su sano juicio. 


			En la teoría económica el «dilema del gorrón» se plantea para todos los ciudadanos. En la realidad sólo existe para los ricos, no para los ciudadanos. En la vida diaria las posibilidades efectivas para no cooperar y defraudar a disposición de los ciudadanos resultan marginales, comparadas con aquellas a disposición de los ricos y el amplio surtido de paraísos fiscales y empresas fantasma. Las posibilidades de acabar excluido del consumo de la sanidad o la educación públicas resultan efectivamente remotas, pero no la hipótesis de que dejen de proveerse dichos servicios públicos. Igualmente la capacidad real de los ciudadanos para complementar con recursos propios la subprovisión pública parece más bien reducida. 


			La teoría debería afinarse para reflejar de manera más exacta la realidad. Un proyecto alternativo al proyecto neofeudalista debería valerse de ese nuevo enfoque para reformular y reconstruir el propio concepto de ciudadano. Debería asentarse sin complejos y hacer pedagogía política sobre un modelo que refleje el verdadero dilema que soporta todo lo público y deben resolver todos los ciudadanos. Cada vez permitimos que se nos trate más únicamente como administrados, votantes, consumidores o clientes y exigimos menos ser tratados como ciudadanos. Los ricos deben efectivamente resolver un «dilema del gorrón»: cooperar con los demás individuos o beneficiarse de ellos para aumentar así su riqueza. Pero los buenos ciudadanos han de resolver un dilema bien diferente: cooperar entre sí o robarse unos a otros para repartirse la pobreza. La decisión depende de vosotros. 


			 


			Líderes o santos 


			 


			Opinaba acertadamente Umberto Eco que, al igual que acontecía en la antigua Edad Media, parecemos vivir en tiempos de inquisidores y santos. Buena parte de la sociedad y la opinión pública parece hallarse siempre a la espera de la revelación de algún santo que venga a redimirnos de la miseria social y económica que parece haber venido para quedarse con la Gran Recesión. Un diagnóstico común y repetido recorre los medios de comunicación e incluso a la academia científica: falta liderazgo. Una solución recorre igualmente esos mismos medios y academias: todo se arreglaría si hubiera más y mejor liderazgo. La fe es una fuerza tan poderosa como inútil cuando se deposita en las esperanzas equivocadas, especialmente si así sucede en política y en economía. 


			En esta concepción redentora del liderazgo, la política, la economía, la gestión pública deben la mayor parte de sus problemas a la ausencia de políticos, empresarios o gestores capaces de asumir la responsabilidad de ejercer como líderes. Todo parece permanecer a expensas de la aparición de esos líderes que arreglarán todos los problemas políticos, económicos y sociales gracias al poder redentor de su liderazgo. Esta idea del «liderazgo salvador» permite homologar como visión y sabiduría propias de un líder la repetición de lugares comunes y adaptaciones más o menos afortunadas del refranero popular para simplificar una realidad compleja, que requeriría un pensamiento elaborado y rico en matices. Permite también mantener la validez de la centralización de la toma de decisiones y el control jerarquizado en un mundo que se construye en red. Se asocian a la exclusiva genialidad del liderazgo características como la improvisación o la discrecionalidad, mientras el orden y la capacidad de planificación caen condenados como defectos o trabas burocráticos. El liderazgo salvador no aplica la razón y la ciencia para resolver problemas, hace milagros. El líder salvador no se muestra limitadamente humano sino mesiánicamente omnipotente. 


			A los ricos nos gustan los líderes. Invertimos mucho tiempo y dinero en crearlos y destruirlos. Resulta mucho más fácil y sale bastante más barato negociar con un líder que con un grupo democráticamente organizado de ciudadanos. Igualmente acaba resultando más fácil y menos doloroso derrotar a un líder que a un pueblo. Además, el culto al liderazgo permite elaborar un relato que lleva esperanza y siempre reconforta a aquellos más débiles y desafortunados. Todo se arreglará cuando llegue el líder salvador, el héroe invencible que restablecerá la justicia y la igualdad. La España neofeudal comienza así a emerger como un mundo épico de señores y líderes, cuyas hazañas se relatan y se retransmiten a diario en las modernas catedrales que ya parecen los platós de la televisión. 


			Los ciudadanos no necesitan ni señores, ni líderes salvadores. Una alternativa ciudadana al proyecto señorial del neofeudalismo debe construirse desde una concepción radicalmente opuesta del liderazgo: una concepción democrática. El líder democrático comprende que su principal misión reside en ofrecer una visión plural y promover la cooperación, no en facilitar la competencia. Se esfuerza en simplificar los procesos de decisión y las acciones colectivas, pero no la realidad. Su papel es integrador, no excluyente o segregador, o conmigo o contra mí. El líder democrático promueve la discrepancia, el debate y la deliberación, no recompensa ni el silencio ni la sumisión. El líder democrático se muestra plenamente consciente de que su responsabilidad principal se centra en gestionar de manera cooperativa las redes de actores en un mundo cada vez más horizontal y transversal. No pretende jerarquizar esa realidad compleja y cambiante, tampoco trata de unificarla y verticalizarla bajo un único mando central. 


			El líder democrático ni promete, ni obra milagros. En su lugar cumple con algo tan humano como hacer lo que dice y decir lo que hace. No es un salvador, ni un redentor. Trabaja para facilitar, comunicar y explicar un visión de hacia dónde debería moverse la sociedad y cómo debe gestionar sus problemas y sus desafíos. El líder democrático suministra apoyo efectivo y motivación, se ofrece como ejemplo para enseñar el camino; no construye su leyenda épica sobre el sacrificio de los ciudadanos. 


			 


			El partido no tiene mil ojos 


			 


			Pareciera que nada pudiese volver a crecer entre nosotros tras el paso de la antipolítica. Partidos, sindicatos, movimientos vecinales, plataformas ciudadanas, oenegés... todas las formas de organización y acción ciudadana se hallan hoy bajo sospecha. Cuando no se trata de una implicación directa en escandalosos casos de corrupción, se alimentan suspicacias sobre sus verdaderas intenciones, quién los financia o a qué intereses sirven realmente. A los ricos no nos gusta que la gente se organice. Nos cuesta entender que lo haga porque habitualmente nosotros no necesitamos organizarnos para conseguir algo. Acostumbramos a comprarlo. Por eso desconfiamos instintivamente cuando alguien se organiza para promover cualquier clase de acción colectiva y tanto el pensamiento patrocinado como los medios reflejan adecuadamente nuestros más que razonables recelos. 


			Carecería de sentido negar la evidencia de una corrupción instalada en organizaciones políticas y sociales, especialmente partidos y sindicatos. Tampoco resultaría muy útil cuestionar cómo tras muchos movimientos sociales, plataformas y asambleas, se han camuflado intereses que tenían poco o nada que ver con las causas que movilizaban a la gente. Pero resultaría igualmente estéril y falso convertir tales casos en una enmienda a la totalidad de los modelos y experimentos de organización y acción colectiva, como observamos se intenta hacer a diario para incentivar la desmovilización ciudadana. Los derechos y libertades que ahora tantos ciudadanos lloran al ver recortados se consiguieron a través de la lucha y la movilización social organizada por medio de esos partidos políticos, sindicatos y plataformas ciudadanas hoy tan denostados y rechazados como inservibles. Muchos ciudadanos parecen haber olvidado de dónde vienen. Los ricos jamás olvidamos de dónde venimos, ni de dónde procede nuestra riqueza. Quejarse está bien y lamentar que partidos, sindicatos o movimientos sociales se hallen sumidos en un marasmo de burocratización y corrupción seguramente resulta justo, incluso necesario. Pero lo que cuenta es hacer algo al respecto y las organizaciones no se cambian solas. Hay que ir a ellas y obligarlas a cambiar. 


			El descrédito de las formas de organización social no resulta casual, ni mucho menos supone una consecuencia natural de los casos de corrupción. También responde a una estrategia que necesitaba debilitar primero las formas de acción colectiva, para después iniciar el asalto y privatización de los bienes y servicios públicos. Con partidos, sindicatos y movimientos sociales fuertes, proceder a deteriorar, descapitalizar y desmantelar los servicios públicos representa una misión de alto riesgo e incalculable coste político. Los señores cimentan su poder sobre la desorganización de los ciudadanos. El proyecto neofeudal requiere ciudadanos desorganizados que no puedan cuestionar o desafiar su poder. La mejor forma de asegurar la desorganización y la desmovilización consiste en convencer a la mayoría de que organizarse puede resultar peligroso, inútil y perverso. 


			Un proyecto ciudadano alternativo debe preocuparse de recuperar la credibilidad y la eficacia de los modelos democráticos de acción colectiva. No se trata de inventar algo nuevo. Se trata de hacerlo y hacerlo de manera creíble. Si existiera algo más efectivo que los partidos políticos para hacer política, o algo más fiable que los sindicatos para asegurar los intereses de los trabajadores, seguramente Dios, o quien fuera, los habría inventado ya. Se trata de recuperar su efectividad y su credibilidad. Ni hay que inventar, ni hay que acometer cosas extraordinarias. Sólo se necesita apertura, transparencia y renovación. La mejor manera de romper la famosa «Ley de hierro» de Michels en los partidos y burocracias consiste en abrir y expandir la base de las organizaciones, para que la minoría oligárquica no pueda acabar dominando a la mayoría. 


			Los partidos y sindicatos que quieran competir deberían reducir los costes económicos y burocráticos de acceso y permanencia en la organización, además de crear nueva figuras que completen la acción de los militantes y permitan a los ciudadanos escoger entre diferentes formas de participar en las organizaciones, desde los activistas a los simpatizantes. Deberían extender de manera decidida y honesta, no tramposa, medidas de accesibilidad y participación como las primarias, los referendos internos o las asambleas abiertas, al tiempo que rebajan las barreras para poder promover candidaturas y aligeran los mecanismos de control en manos de la dirección y las élites del partido. La manera de desburocratizar y democratizar partidos o sindicatos pasa inevitablemente por institucionalizar la renovación forzada de sus direcciones y candidatos, implantando la limitación de mandatos, promoviendo mejores mecanismos de debate y discrepancia y acreditando un compromiso firme con las garantías de transparencia orgánica, fiscal y financiera. 


			El poder de las oligarquías que acaba controlando una organización se construye siempre sobre los mismos cimientos: la opacidad, el control de la información y la acumulación de recursos. Los remedios resultan bien conocidos: transparencia, pluralismo informativo y acabar con las posibilidades de enriquecimiento personal aumentado la exigencia ética y el control. La transparencia, la renovación, la participación o la democracia interna no necesitan más inventos, ni fórmulas novedosas. Necesitan compromiso. Eso es lo que buscan los ciudadanos para confiar en una organización. 


			 


			El valor de la cooperación 


			 


			El tacticismo ha muerto. Viva la cooperación. En estos días en los que tanto se habla y se discute acerca de la vieja y la nueva política, todo parece girar en torno a los diversos grados de novedad respecto a las formas, los instrumentos y las tecnologías. Apenas ocupa espacio en el debate sobre lo viejo y lo nuevo la reflexión sobre los contenidos que deberían rellenar esas formas, manejar tales instrumentos o viajar usando esas tecnologías. Todo se reduce a decir lo políticamente correcto, de la forma adecuada y en el momento oportuno. Pero ya no estamos en la época de gestionar el consenso. Vivimos en tiempos donde corresponde gestionar y resolver disensos y conflictos. 


			Los ricos no queremos hacer ajustes y reformas puntuales. Manejamos un proyecto global. Pretendemos la subversión del orden establecido y un cambio de modelo, estamos decididos a ejecutarlo e invertimos nuestros recursos para que así suceda. Muchos ciudadanos lo han percibido así y se manifiestan perfectamente conscientes de nuestro intento de subversión antidemocrática, por muy clandestino que pretendamos que resulte. El proyecto neofeudalista se está construyendo sobre un modelo político, económico y social alternativo y compite políticamente a través de organizaciones y partidos bien dotados de recursos y capacidad competitiva. Por eso va ganando. A los ricos no nos gusta perder y a los ciudadanos tampoco les debería gustar. Seguramente por eso reclaman un proyecto global que ofrezca un modelo político, económico y social alternativo que también acredite su capacidad de competir y prevalecer. Los ciudadanos no se alejan de la política. Se distancian del oportunismo y el tacticismo para repartirse los restos y los detalles de las políticas austerocráticas que nos conducen hacia la sociedad neofeudal. A eso se refieren cuando reclaman una nueva política. No únicamente a votar por internet o participar en un crowdfunding. 


			El proyecto neofeudal ha ido eliminando a todos los competidores en su espacio. El discurso liberal que sustentaba el régimen del bienestar liberal ha perecido a manos de la ferocidad y la codicia del neoliberalismo corsario. El discurso conservador y católico que construyó el bienestar continental europeo ha sido reemplazado por nuevas generaciones bastante menos compasivas y prudentes. De haber hoy algún fantasma recorriendo Europa, se llamaría neofeudalismo. En cambio, los espacios donde podrían y deberían construirse proyectos alternativos presentan un panorama completamente distinto, marcado por la fragmentación y la competitividad extrema. Un contraste que, convenientemente caricaturizado, permite al pensamiento patrocinado insistir machaconamente en uno de los argumentos que más rentabilidad electoral ha proporcionado a la derecha desde el inicio de la crisis: el mensaje de que los ciudadanos han de elegir entre el orden que ofrece la derecha y el caos que traería la división que domina entre las ofertas alternativas. 


			Ni la fragmentación ni la división deberían suponer un problema. El pluralismo y la competencia siempre ofrecen una ventaja y una oportunidad. Pero para ello han de ponerse al servicio de la cooperación, no de la victoria por cualquier medio necesario. La vieja política pelea por su cuota de mercado. La nueva política compite por un modelo de sociedad. Los señores pretenden conservar su feudo intacto y seguro. Los ciudadanos necesitan ensanchar el mundo. Un proyecto ciudadano diferente al modelo neofeudal no puede construirse sobre su mismo paradigma de monopolio absoluto del espacio político y social para alcanzar y detentar el poder político. El pluralismo y la diversidad deben alentar necesariamente cualquier alternativa de concepción y ejercicio del poder político. El valor del pluralismo y el respeto por la diversidad deberían ser alentados y promovidos sin temores, en lugar de acabar perseguidos y castigados hasta su extinción. Es la mejor manera de construir y hacer crecer una alternativa. 


			La competencia excesiva entre las fuerzas y organizaciones con modelos diferentes al emergente neofeudalismo sólo contribuye a reducir y achicar su propio espacio. Los votantes, antes o después, se cansan y se alejan de las actitudes tacticistas y los mensajes oportunistas para refugiarse en los brazos de la desafección o la indiferencia. Únicamente mediante la cooperación y la gestión de la diferencia puede competirse y ampliar el espacio y las posibilidades de éxito. El poder no se ejerce, el poder se construye y se comparte mediante el acuerdo y la negociación. Ante la inminente España neofeudal los ciudadanos buscan a quién votar para evitar un cambio de modelo político, económico y social, no para decidir quién queda el segundo. 


			 


			Volver a poner al centro en su sitio 


			 


			La política que emerge en la vigente fase de la Gran Recesión padece un problema grave de desequilibrio que debe resolverse con urgencia. Mientras no se restablezca el equilibrio, cualquier proyecto ciudadano alternativo al neofeudalismo soportará severas dificultades y serias restricciones que le impedirán competir en igualdad de condiciones. El vertiginoso desplazamiento a la derecha registrado en la política europea, especialmente en la española durante los años de la crisis, ha supuesto una gran noticia para los ricos. Haber convencido a buena parte de la ciudadanía para que practique la autocensura y excluya opciones de manera anticipada y sistemática implica un considerable ahorro de tiempo y esfuerzo, evitándonos el tener que bloquear o descalificar determinadas propuestas políticas hostiles hacia nuestros intereses. 


			En el despliegue de opciones consideradas aceptables por el pensamiento patrocinado y presentes en el debate público mayoritario, cualquier propuesta socialdemócrata ahora se caricaturiza como una extrema izquierda inviable y fuera de la realidad. Las propuestas moderadas de corte liberal o conservador se han convertido prácticamente en la izquierda oficial y tolerable. La propuesta neoconservadora se ha afianzado sólidamente como la posición central del debate mientras el emergente neoliberalismo corsario se sitúa a la derecha con su mensaje de asalto a discreción contra lo público. Sólo en un escenario semejante, donde aquello que antes se consideraba derecha se ha convertido en el centro político, puede resultar políticamente viable el proyecto de la España neofeudal. Devolver el centro político a su posición original de centralidad, situada en el equilibrio entre el Estado y el mercado, y restablecer así también el equilibrio en el debate político resulta una tarea tan urgente como imprescindible para cualquier proyecto político que se pretenda alternativo. 


			El consenso respecto a la conveniencia de asegurar un «equilibrio creativo» entre el Estado y el mercado que hizo posible y construyó la edad de oro del bienestar se mantiene mayoritario entre la ciudadanía. Las encuestas y estudios de opinión disponibles y más fiables muestran un retrato social que apenas ha variado en la última década. Los datos de centros de estudios de opinión oficiales más fiables, como el CIS o el IEF, se han mostrado consistentes durante los últimos diez años. La valoración de los servicios públicos dobla sistemáticamente a la otorgada a sus competidores privados y la desconfianza en la provisión privada duplica a la desconfianza respecto a la provisión pública de bienes y servicios básicos como la educación o la sanidad. 


			El pretendido nuevo consenso social en torno al convencimiento de la superioridad del mercado y la urgencia de devolver al Estado a las fronteras de una intervención mínima es un producto prefabricado y virtual, puesto en el mercado por quienes tienen capacidad de acceso al propio mercado: las mismas élites económicas, políticas y mediáticas que defendemos que efectivamente lo privado siempre es mejor que lo público; al menos en nuestro caso así ha sido y queremos que lo continúe siendo. 


			Los ricos hemos logrado situar el centro donde nos convenía: en torno a la afirmación de la superioridad de lo privado sobre lo público. Conviene devolver el centro al centro y la realidad a la política. Hay que resituar el centro del debate político en sintonía con las coordenadas que señalan las posiciones de centralidad social. Un proyecto alternativo que quiera conectar con la mayoría de la ciudadanía debe situarse donde se colocan la mayoría de los ciudadanos, no donde le convenga o le sitúen en un espacio político claramente restringido y manipulado por la voluntad y la capacidad de movilización de recursos de las élites. Hay que desbloquear el espacio político y volver a conectarlo con la realidad social, con el pluralismo y la amplitud de las posiciones políticas que se registran entre la ciudadanía. Puede que la necesidad de promover un equilibrio entre el Estado y el mercado para garantizar un crecimiento económico sostenible y más equitativo ya no ocupe la centralidad de un debate político y mediático controlado por los señores, pero conserva íntegra la centralidad social que le confiere el convencimiento mayoritario entre los ciudadanos. Ahí es donde debe volver a situarse el centro del debate político y la deliberación respecto al futuro modelo de sociedad. 


			La regeneración de la política española pasa por liberarlas de su condición actual de «democracia univisión», recuperando para la deliberación democrática y para la acción política todos los espacios y todas las propuestas que han quedado excluidas o fuera del debate gracias al desplazamiento del centro político hacia la presunta centralidad de las posiciones neoliberales. Igual que no hace falta inventar grandes liderazgos, ni arriesgarse con grandes innovaciones organizativas para promover un cambio fiable y una alternativa posible al proyecto neofeudalista, tampoco se precisan grandes inventos o innovaciones respecto al mensaje y al discurso político. 


			Resulta imprescindible devolver la normalidad y pluralismo a un debate político adulterado y desequilibrado donde la austerocracia se presenta sistemáticamente como la única opción realista. La política y los ciudadanos necesitan recuperar las visiones alternativas donde lo público no sólo puede y debe competir con lo privado, desarrollando un papel activo y participando en el funcionamiento de la economía y los mercados, sino que ofrece la alternativa y las soluciones para generar más riqueza y oportunidades y garantizar su redistribución justa y equitativa entre todos los ciudadanos. 


			 


			Abajo la economoral 


			 


			No puede haber alternativa ciudadana sin rebelión ante la «inquisición económica» que predica a diario el gozoso e inevitable advenimiento del neofeudalismo desde los púlpitos de las nuevas catedrales catódicas y digitales. Es hora de que el debate económico vuelva a ocuparse de cuestiones sobre la eficacia y la eficiencia, no de prevenir o evitar supuestos «riesgos morales». Es tiempo para que la economía vuelva a definirse como la ciencia que versa sobre la asignación de los recursos escasos, no sobre la asignación de premios y castigos. 


			No puede existir alternativa ciudadana sin acabar con los telepredicadores y la hegemonía de la economoral que ha cimentado primero el abordaje contra lo público desde el neoliberalismo corsario y pretende legitimar ahora intelectualmente el cambio de modelo político y social. Los ciudadanos deberían reclamar un debate sobre alternativas económicas donde dejen de existir verdades absolutas y los dogmas de fe. Resulta urgente recuperar un debate económico donde todas las opciones vuelvan a estar abiertas y se afronte la realidad tal y como es, no como nos conviene a los ricos que parezca. 


			La economoral constituye la religión de los señores. La economía debe tornar a ser la ciencia de los ciudadanos y debe ser liberada de las cadenas del pensamiento único. Lo único que parece confirmado tras este largo lustro de crisis es que todo aquello que estábamos tan seguros de saber sobre cómo funciona la economía ni era tan cierto, ni resultaba tan seguro. Lo único que realmente hemos aprendido, después de varias décadas de intentar gobernar la economía y asegurar el crecimiento, es que todas las soluciones pueden funcionar y todas pueden estar equivocadas. 


			El equilibrio presupuestario no resulta ni necesariamente bueno, ni deseable. El control del déficit no supone un recurso sagrado. Lo privado no es mejor que lo público, igual que el mercado no funciona siempre mejor que el Estado como mecanismo de asignación de recursos. Más mercado y menos Estado no aseguran más libertad y lo contrario tampoco. Bajar los impuestos no supone una decisión necesariamente beneficiosa o deseable siempre. La desigualdad no es justa y no hay que elegir entre bienestar social y crecimiento económico. La riqueza no gotea hacia debajo de manera natural y espontánea. El gasto público representa un instrumento tan legítimo, eficaz y eficiente como pueda representarlo el gasto privado. El Estado puede y debe tener empresas y éstas pueden funcionar con la misma eficiencia que las empresas privadas. Bajar los salarios no mejora siempre la competitividad. En la vida real los mercados inevitablemente fallan y la intervención pública puede y debe intentar anticipar y corregir esos fallos. El gasto social supone sobre todo inversión social. Ya hemos tenido suficientes ejercicios de fe. Los ciudadanos deben reclamar un tiempo del «renacimiento» para la economía, que entren la luz y la libertad de pensamiento. 


			Durante una gran crisis económica como la actual, el exceso de gasto no constituía realmente el problema sino más bien una consecuencia. El problema residía y reside en la demanda, la creación de empleo estable y que permita consumir y crecer ofrecía y ofrece la clave para reactivarla. La austeridad apenas ha aportado un dogma moralista que únicamente sirve para justificar el infligir dolor a millones en beneficio de unos cientos de privilegiados para quienes nunca rigen sus leyes. Los ricos sabemos bien que la economía trata sobre la administración de los recursos escasos, no sobre las escaseces de la moral. Cuantos más millones pretendes ganar, más austeridad debes predicar. Abramos las ventanas de la ortodoxia económica. Dejemos que entre un poco de aire fresco para no acabar ahogándonos en nuestras propias supercherías. Hay que recobrar la libertad de pensamiento para poder así recuperar la libertad de decisión. 


			 


			Repolitizar la política 


			 


			A los ricos en realidad no nos gusta demasiado la política. Lo que nos agrada de verdad es «despolitizar» las cosas. De manera sistemática el pensamiento patrocinado invoca la conveniencia respecto a la despolitización de las decisiones políticas y las políticas públicas. Normalmente se alega que la política se ha convertido en causa mayor de nuestros problemas y que las cosas irían mucho mejor si las decisiones más importantes se dejasen exclusivamente a los técnicos y fuera de las manos de los políticos. En una «democracia de visión única» como la nuestra, la elección siempre viene dada porque sólo hay una única manera posible de hacer las cosas y sólo se reconoce una única política aceptable. 


			De acuerdo con este planteamiento, la política y los políticos deberían limitarse a decidir los instrumentos más eficientes para asegurar los objetivos dados, una tarea que ciertamente incluso suena más razonable dejar a los técnicos. Así, por ejemplo, dado que en materia de política económica sólo está disponible la opción de las políticas de austeridad y ajuste fiscal, lo mejor es dejar que la ejecuten los economistas, no los políticos. La lista de decisiones y asuntos que conviene dejar fuera de la política crece a diario. La legitimidad austerocrática que nos conviene a los ricos reemplaza cada vez en más decisiones públicas a la legitimidad democrática que deberían otorgar los ciudadanos. El debate político entre alternativas diferentes respecto a las decisiones en materia económica, laboral o social se está viendo progresivamente sustituido por un monólogo repetitivo y lineal donde la cuestión que realmente se resuelve es aquella que nos preocupa de verdad a los ricos: cuál es la opción más barata. 


			Un proyecto ciudadano alternativo debe recuperar con vigor y convicción la politización de la política. Un proyecto político de cambio democrático debe construirse sobre la reivindicación de la conveniencia de reafirmar y mejorar la pluralidad en las visiones, los modelos, las políticas y las soluciones. La política es debate, deliberación y decisión entre modelos y proyecto alternativos y plurales para nuestra economía, nuestras instituciones, nuestro mercado laboral o nuestros sistemas de provisión de sanidad, educación o pensiones. La política debe servir para promover el debate y resolver el desacuerdo, no para prohibirlo, eliminarlo o impedirlo. Los ciudadanos manejamos ideas y modelos diferentes sobre cómo deben funcionar la economía, la administración, la sanidad o la educación. Todas resultan legítimas y todas contienen fortalezas y debilidades. Escoger entre unos y otros no implica un dilema técnico sino una elección política que tomar entre ciudadanos iguales. 


			Cada vez que alguien propugna como conveniente la despolitización de una política o una decisión pública, pregúntese si en realidad lo que pretende es volver esa política o esa decisión menos democrática, dejarle a usted fuera del proceso de decisión para poder elegir y aprovechar así la opción que más le convenga. La política debe garantizar competencia y conflicto entre intereses y valores contradictorios para construir, por medio del consenso y el acuerdo, un proyecto que únicamente podrá ser realmente común si resulta profundamente democrático en su formulación y en sus objetivos. 


			 


			Un gobierno sin complejos 


			 


			El aplomo intelectual acreditado por el pensamiento patrocinado y la audacia estratégica del neoliberalismo corsario han fundamentado el avance del proyecto neofeudal. Ambos han carecido de una respuesta adecuada desde otras ópticas y proyectos alternativos. Censurando la realidad, manipulando los datos y diluyendo de nuevo las fronteras entre la ciencia y la fe, han construido un relato poderoso y contundente sobre la crisis, sus culpables y sus consecuencias que no sólo ha colonizado el debate público, sino que ha sido comprado y reproducido con el entusiasmo de los conversos por una parte de sus teóricos competidores. Su convencimiento posee tal fuerza que los gobiernos que aplican esas políticas se comportan y expresan casi como cruzados embarcados en una nueva misión de redención y liberación entre la gran mayoría de los ciudadanos «infieles». 


			Un proyecto ciudadano alternativo al neofeudalismo necesita ideas contundentes y un relato también poderoso. Pero sobre todo requiere una actitud y un compromiso tan inteligentes como inquebrantables. Detener el avance de la España neofeudal y poner en movimiento un proyecto diferente exige asumir con todas sus consecuencias que la ensoñación de una España del Bienestar construida por consenso ha desaparecido. Vivimos en una sociedad democrática y plural, donde muchos ciudadanos anhelan cosas muy diferentes y contradictorias, un país donde hay ricos y pobres y donde el único proyecto político y social ahora hegemónico es este que estamos desarrollando los ricos, aprovechando la gran oportunidad política y económica brindada por la Gran Recesión. 


			Los ricos sabemos a dónde vamos, qué sociedad pretendemos y no sólo no lo ocultamos, sino que hemos aprendido a venderlo y lo hemos convertido en un producto de éxito en el mercado, que muchos ciudadanos han comprado como si fuese también lo mejor para ellos. La España neofeudal avanza victoriosa sobre todo gracias a la ausencia o debilidad de los proyectos competidores. La sociedad de los señores avanza porque la sociedad de los ciudadanos se debate entre la debilidad, la descomposición y la desorientación. 


			Un proyecto ciudadano alternativo requiere decisión y compromiso para afrontar y gestionar el inevitable conflicto político que planteará decidir entre modelos económicos, políticos y sociales diferentes y contradictorios. El conflicto no debiera suponer un problema ni una amenaza. Su subversión, negación o su posible carácter y resolución antidemocráticos sí plantean un problema y representan los verdaderos peligros para cualquier democracia. 


			No basta con recomponer un relato alternativo al que hemos elaborado los ricos, tampoco con construir un proyecto ciudadano. Hay que interpretarlo e implementarlo con decisión, firmeza y voluntad. Un proyecto ciudadano necesita un gobierno sin complejos intelectuales, morales o políticos que proporcione una visión y sepa construir y comunicar el relato que deba suministrar sustento a su proyecto político. Precisa un gobierno ejemplar que ejerza como ilustración y referencia para los ciudadanos respecto a su comportamiento, actitud y gestión de la responsabilidad. Si un gobierno que afirma representar un proyecto político alternativo al actual renuncia a lo público, o duda sobre su eficacia, difícilmente podrá demandarles a los ciudadanos que demuestran un convencimiento o compromiso superior. Si es el propio ejecutivo que reclama representar un modelo alternativo quien asume que el Estado suele ser un inútil económico, que la desigualdad puede suponer lo más justo, que un cierto grado de corrupción resulta inevitable y hasta cierto punto deseable, que no se pueden subir los impuestos a los ricos porque se irían, o que en los servicios públicos abundan el fraude y el abuso, cuesta trabajo entender qué se espera que piensen, crean o voten los ciudadanos. 


			Un proyecto ciudadano alternativo requiere un ejecutivo inteligente y que piense estratégicamente, no únicamente en términos de ciclos electorales. Un gobierno que ejercite y acredite la velocidad en la toma de decisión, la contundencia en la formulación de sus objetivos, la rapidez en la acción, la claridad en la argumentación y la transparencia en los procesos. 


			Ni la ciudadanía ni el cielo pueden esperar. Demandan un gobierno que diga lo que hace y haga lo que dice. Un gobierno dispuesto a asumir los onerosos costes políticos, económicos y sociales que conllevará sacarlo adelante y confrontarlo con el proyecto señorial de la España neofeudal teniendo alguna posibilidad de éxito. La España de los ciudadanos necesita un gobierno que no piense sólo en ganar las siguientes elecciones, sino en ganar la historia para la siguiente generación. 


			 


			El cambio empieza en Europa 


			 


			Ese gobierno sin complejos ha de comportarse de igual manera a la hora de hacer política en Europa. El cambio de políticas que demanda el proyecto de la sociedad de los ciudadanos no puede ejecutarse únicamente desde dentro de las fronteras del viejo Estado-nación. En un mundo donde los mercados y el capital se hallan en pleno proceso de mundialización y los señores operan y se mueven en mercados globales, los ciudadanos necesitarían globalizar la política si pretenden conseguir alguno de sus objetivos. Los ricos hemos derribado las fronteras que retenían y dificultaban la movilidad de nuestra riqueza. Los ciudadanos deberían aprender a derribar también las fronteras que dificultan y contienen la capacidad de sus gobiernos para hacer política y gobernar. 


			Uno de los muchos mitos que sustentan el proyecto de la España neofeudal se refiere bien a la ensoñación de volver a hacer una política «exclusivamente española», bien a minimizar o relativizar la importancia de las decisiones que se toman en Bruselas frente a las que se adoptan en Madrid. La puesta en marcha de nuevas políticas económicas, fiscales, laborales o sociales reclama y necesita pensar en términos europeos y desarrollarse en el espacio europeo. En el viejo Estado-nación únicamente queda espacio para los feudos de los señores. Europa representa el territorio natural de los ciudadanos. El éxito de nuevas políticas públicas para estimular la demanda, crear empleo de calidad o expandir los servicios públicos demandan que se formulen e implementen desde las instituciones europeas y como parte de un esfuerzo coordinado entre los socios comunitarios. Los esfuerzos y las políticas ejecutadas de manera individual desde los diferentes Estados están irremisiblemente condenados a la esterilidad y el fracaso, como ya se ha podido comprobar en estos años de crisis y recesión. 


			El cambio de las políticas empieza en Europa. Pero, en general, a España y a sus gobiernos o les ha costado, o no han sabido hacer política en el ámbito europeo. Les han podido los complejos y la falta de visión. Han predominado las estrategias meramente reactivas o defensivas ante las políticas y las decisiones Comunitarias. Nuestros gobiernos rara vez han actuado estratégicamente para jugar un papel impulsor y protagonista y como norma general se han refugiado en tácticas meramente reactivas y en el desempeño de roles secundarios. 


			La España neofeudal tiende a replegarse sobre sus fronteras y abstraerse en sí misma. Un proyecto ciudadano alternativo deberá plantearse trascender esas fronteras y salir de ese ensimismamiento. Acabar con la hegemonía continental de las políticas austerocráticas exige buscar socios en el continente que compartan ese objetivo y estén dispuestos a asumir los costes de poner en vigor políticas alternativas. La política y la estrategia europea no pueden continuar constituyendo una nota a pie de página, un anexo, en el programa político y la estrategia de quien pretenda promover un cambio de políticas. Europa no puede continuar siendo un espacio del que se habla y al cual se acude cuando no queda otro remedio. Europa y la política europea necesariamente han de convertirse en el campo principal de acción para una política de los ciudadanos. 


			Hay que aprender a buscar socios y construir alianzas. Conviene aprender a promover y defender modelos y políticas alternativas capaces de competir con los modelos ahora dominantes en el espacio político europeo. Resulta imprescindible moverse para ganar posiciones estratégicas en las instituciones comunitarias y aprender a fabricar y aprovechar oportunidades en los procesos de formulación, decisión, implementación y evaluación de las políticas europeas. 


			 


			Una fiscalidad ciudadana 


			 


			Los impuestos son cosa de ciudadanos. Uno de los mayores éxitos del neoliberalismo corsario y el pensamiento patrocinado ha residido en su innegable capacidad para convencer a la mayoría de los ciudadanos de que todos nuestros problemas se deben al exceso de gasto, no al raquitismo de los ingresos. Las gigantescas proporciones que han adquirido la economía sumergida y el gran fraude fiscal en el caso español deberían haber situado en el indiscutible primer puesto de nuestra agenda política la cuestión fiscal. Pero no ha sido así. El ochenta por ciento de nuestro fraude fiscal se genera entre los grandes patrimonios y las grandes corporaciones, precisamente aquellos que poseen más capacidad para conformar e influir en la agenda pública. El fraude fiscal es un negocio de ricos y a los ricos no nos gusta ver nuestros negocios en las primeras páginas de los periódicos. Sólo eso puede explicar que en un país que debe la totalidad de su PIB y declara un déficit publico que ronda el 8 por ciento del PIB, apenas sea noticia que las empresas del IBEX paguen menos de un 5 por ciento en impuestos, o que los ingresos medios declarados por profesionales liberales no alcancen a la mitad de los ingresos medios declarados por los trabajadores por cuenta ajena. 


			El problema de España es la cuestión fiscal. No existe otro problema público más urgente, relevante o prioritario. Un proyecto ciudadano alternativo debería asumir sin complejos la centralidad del problema fiscal en su discurso y convertirlo en su prioridad innegociable. Hemos comprobado cómo el proyecto neofeudalista se sostiene sobre un sistema de drenaje fiscal, donde los ricos extraemos sistemáticamente la riqueza a las clases medias y bajas mientras les transferimos también sistemáticamente los costes. En la España neofeudal la riqueza de los señores proviene de los bolsillos de los ciudadanos. El raquitismo en materia de ingresos cumple además otra función nuclear: sostener la hegemonía de la legitimidad austerocrática frente a la legitimidad democrática. Cuando los ingresos son escasos, lo barato siempre resulta lo más legítimo. 


			Un proyecto ciudadano alternativo debe construirse sobre un modelo de financiación vía impuestos y el principio de provisión universal de bienes y servicios. Hoy en día la gran mayoría de los ciudadanos paga sus impuestos y declara un razonable nivel de satisfacción con los servicios públicos. Somos los ricos que nos pagamos todos nuestros impuestos y no empleamos los servicios públicos quienes reclamamos rebajas fiscales y desmantelamiento de lo público. En realidad, tras todas las justificaciones sobre la libertad y la eficiencia creadas desde la economoral para amparar nuestras demandas fiscales, se oculta una razón bastante menos decente y encomiable: los señores no pagan por los ciudadanos. 


			Un proyecto ciudadano debe abandonar sin complejos la quimera fiscal de ofrecer rebajas fiscales y aumento de los servicios y el bienestar. Resulta igualmente imprescindible dejar de confundir los programas y productos que facturan los servicios públicos con la idea y el modelo que representan. La sociedad de los ciudadanos provee bienes y servicios universales para garantizar los derechos a todos sus ciudadanos. La sociedad de los señores únicamente ofrece bienes y servicios a los propietarios de los derechos, los demás ciudadanos tienen que ganárselos y merecerlos. 


			Un proyecto ciudadano alternativo debe comprometerse de manera creíble e inmediata con la prioridad innegociable de implementar una fiscalidad justa y sostenible, que permita además recuperar la idea de «lo público» como parte de la identidad colectiva de la sociedad española. Esa fiscalidad ciudadana debe garantizar la progresividad, la eficiencia económica y la potencia recaudatoria. No se trata sólo de financiar bienes y servicios, programas y políticas. Se trata de convertir la política fiscal en el eje de la política económica, pero también en el instrumento que garantice la igualdad y la equidad como valores centrales irrenunciables de un modelo de sociedad de ciudadanos, basado en la redistribución de oportunidades entre ricos y pobres. 


			Una fiscalidad ciudadana debe situarse justo en frente de la fiscalidad que emerge en la nueva España neofeudal. A corto plazo, debe revertir de manera drástica el vigente sistema impositivo dual que bonifica a las rentas del capital y castiga a las rentas del trabajo y recuperar de manera contundente los impuestos que gravan la posesión de la riqueza, como patrimonio y sucesiones. 


			A largo plazo, asumiendo que representan soluciones para mañana pero no están disponibles para los problemas de hoy, debe comprometerse en el objetivo de reducir el portentoso fraude fiscal nacional, concentrando más recursos y esfuerzos donde realmente se generan las grandes bolsas de defraudación: entre las grandes corporaciones y las grandes fortunas. España no puede continuar siendo el país de la zona euro con menos inspectores de Hacienda por cada mil habitantes, la mitad que en Alemania o Francia. 


			Los impuestos no suponen sólo herramientas de recaudación. Ofrecen instrumentos vitales para desarrollar una política económica donde el Estado actúe como un actor económico y asuma la responsabilidad por el funcionamiento de los mercados y la sostenibilidad del crecimiento. La fiscalidad ciudadana debe funcionar como una fuerza impulsora para la creación y redistribución de riqueza. Debe castigar sin miramientos la especulación. Debería incentivar con visión estratégica la inversión productiva y la generación de riqueza y empleo, financiando la innovación y el impulso de nuevos mercados y nuevas fuentes de progreso y bienestar. Los impuestos representan el arma de los ciudadanos frente a los señores. Continúan constituyendo la mejor manera conocida para lograr eso que tanto se reclama: una economía para las personas. 


			 


			No digas que fue un sueño 


			 


			Muchos ciudadanos han llegado al convencimiento de que acabarán siendo señores si se esfuerzan como deben y saben aprovechar sus oportunidades. Algunos han abandonado por imposible o insostenible la idea de promover una renovación del modelo ideal de la sociedad del bienestar desde una nueva ética de la solidaridad y la diferencia. En lugar de promover la idea del Estado del Bienestar como aquel modelo más comprometido con la emancipación de todos los individuos sin distinción, desde el respeto a su autonomía y diferencia, otros se han conformado con entender sus programas y políticas como un espacio de resistencia donde lo único relevante consistía en defender sus ventajas. 


			La mayoría de los ciudadanos han interiorizado como propio, sin apenas cuestionarlo, un dilema que en realidad nos afecta exclusivamente a los ricos. La supuesta necesidad de elegir entre bienestar social o crecimiento económico representa un problema de ricos, jamás un dilema ciudadano. La contradicción verdaderamente relevante no se registra entre bienestar social y crecimiento, sino entre bienestar social y acumulación individual de la riqueza. 


			La mayoría ha aceptado como parte de un ejercicio de realismo asumir el principio de que el bienestar debe subordinarse siempre al crecimiento económico para que una sociedad pueda funcionar de manera sostenible. Pero semejante subordinación únicamente necesita existir como fundamento para un mundo que se pretenda dividido entre señores y ciudadanos. 


			En un mundo de ciudadanos iguales no sólo no existe semejante elección entre bienestar social y crecimiento económico, sino que la realidad y la evidencia empírica comparada demuestran que se retroalimentan y hacen posibles uno al otro. Las políticas redistributivas de la riqueza y las oportunidades no han supuesto un freno a la competitividad económica o la creación de riqueza. Antes al contrario, durante la edad de oro del Estado del Bienestar, han acreditado sobradamente su efecto multiplicador sobre la economía y su capacidad para limitar los efectos destructivos de una acumulación desigual de la riqueza y las oportunidades. 


			Es cierto que no puede existir bienestar social sin crecimiento económico. Pero resulta igualmente verdadero que no puede producirse crecimiento económico sin bienestar social. El crecimiento económico existe y tiene sentido si sirve para generar más bienestar, riqueza y oportunidades a beneficio de la mayoría de los ciudadanos. Si no lo logra, no será crecimiento económico, sólo acumulación de la riqueza a beneficio y utilidad de unos pocos señores. 


			La sociedad del bienestar representaba una idea. Igual que la sociedad neofeudal representa hoy otra muy diferente. La verdadera batalla no se libra tanto respecto al recorte o mantenimiento de determinados programas y políticas públicas, sino respecto a los cambios respecto a los principios y valores que deben amparar y proporcionar sentido y legitimidad a las nuevas políticas y programas públicos. 


			Un proyecto ciudadano que se pretenda alternativo al neofeudalismo debe promover y reivindicar sin complejos y sin prevenciones mucho más que un conjunto más o menos amplio de programas, políticas y ayudas. Debe representar el resultado firme, la aspiración inquebrantable por parte de un intento moral, ciudadano y colectivo, para construir de manera cooperativa una sociedad donde todos sus ciudadanos se hallen asegurados igual y solidariamente frente a la miseria, la ignorancia, la desgracia o el abuso y donde exista la igualdad de oportunidades para desarrollar y aprovechar las propias capacidades. 


			Si aspirar a algo semejante es únicamente un sueño, vivir en lo contrario resultará una pesadilla. Sólo se acabará cuando al fin vuelva a entrar la luz de la mañana. 
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